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El siglo XVIII, o el Siglo de las Luces, como también es conocido y como se 
le llama en la Historia de España "Tercer Milenio", de la que forma parte 
este volumen, es una centuria singular en muchos aspectos. Pero el que ahora nos interesa, desde el punto de vista de la historia económica, de la que 
trata este libro, es que puso fin a una larga etapa de estancamiento o de crecimiento indeciso, inaugurando un proceso ascendente que ya no se ha interrumpido hasta nuestros días. En cierto sentido, el siglo XVIII marca el comienzo de la época contemporánea, aunque en la división académica al uso se 
sitúe dentro de la llama edad moderna. Es cierto que en muchos otros aspectos, especialmente políticos y sociales, el siglo XVIII continúa anclado en lo 
que conocemos como Antiguo Régimen y, por lo tanto, comparte muchas 
características con los siglos XVI y XVII. Es por esto por lo que habitualmente suele tomarse la Revolución Francesa, y por lo que respecta a la historia 
española, la invasión napoleónica de 1808 y los comienzos de la revolución 
liberal, cuyas bases se pusieron en las cortes de Cádiz de 1810-1813, los sucesos que marcan el punto de inflexión en el que se sitúa la transición de los 
tiempos modernos a los contemporáneos. Esta ambivalencia da a la centuria ilustrada sus características más definitorias y también las contradicciones que quizás la hacen más interesante. Por un lado, las estructuras sociales, al menos las oficiales, aquellas que se usaban para establecer jerarquías y 
para definir expectativas de acceso al poder y al privilegio, seguían siendo las 
antiguas, las mismas que habían regido en el Quinientos y en el Seiscientos. 
Pero por otro, la realidad social mostraba que estaban surgiendo nuevas estructuras que encontraban un difícil encaje en el entramado tradicional. Mantener en esencia la sociedad estamental permitiendo, al mismo tiempo, que las nuevas oportunidades que brindaba el crecimiento sostenido no se perdieran, fue el gran reto al que tuvieron que enfrentarse, con mejor o peor 
fortuna, las monarquías ilustradas.


El caso español no es esencialmente distinto del europeo, aunque mantiene algunas características peculiares, principalmente porque aquí la crisis del siglo XVII fue más profunda, de forma especial en la España interior. 
La salida de la crisis alteró profundamente la estructura económica española, invirtiendo el peso relativo de la España interior y de la España litoral y planteando, al mismo tiempo, contradicciones entre la estructura política y la económica que han llegado hasta nuestros días. La unidad política 
española, tal como se diseñó a fines del siglo XV con la unión personal de 
las coronas de Castilla y de Aragón, se planteó desde la hegemonía castellana frente a un litoral decadente, pero desde mediados del siglo XVII se estaba haciendo evidente que esta correlación de fuerzas estaba cambiando. La 
nueva dinastía borbónica instaurada el año 1700 no alteró estas bases, pero 
tuvo que hacer frente al hecho de que la hegemonía económica ya no se 
correspondía con la política. Aunque muchos de los hombres que dirigieron o inspiraron la política económica de los monarcas ilustrados procedían del litoral español, comenzando con los asturianos Campomanes y Jovellanos, y acabando con el murciano Floridablanca, por citar tan sólo algunos 
ejemplos ilustres, estuvieron más preocupados por los problemas de la España interior que por los de un litoral que probablemente pensaban que no 
precisaba de muchos estímulos. Es sintomático, por ejemplo, que el único 
hombre de la España mediterránea que tuvo una participación destacada en 
el expediente de Ley Agraria, Manuel Sisternes y Feliu, valenciano de nacimiento y catalán de adopción, aunque aporta algunas interesantes perspectivas "litorales", sin embargo se muestra esencialmente preocupado por los 
problemas de la España interior, porque en la mediterránea, pensaba, la 
reforma no era muy necesaria.
Esta reflexión trae de la mano otra, que es la de hasta qué punto la política económica ilustrada influyó en el desarrollo económico español del Setecientos. Está claro que toda política económica tiene sus límites y que un 
proceso de desarrollo no puede hacerse a golpe de decreto, sin contar con la 
estructura económica real subyacente. En buena medida el desarrollo económico español del siglo XVIII fue endógeno, independiente de las medidas 
oficiales, pero también parece evidente que las medidas de los gobernantes 
ilustrados, especialmente durante el reinado de Carlos III, fueron un estímulo eficaz del desarrollo. Especialmente, en lo tocante a la política industrial y comercial, ha sido objetado por algunos autores que lo que preocupaba a los monarcas y ministros ilustrados era fundamentalmente engrosar 
las arcas del Estado, es decir, que sus motivaciones fueron esencialmente fiscales. No parece, si embargo, que fuera exactamente así, entre otras razones, porque una política económica que persiga el crecimiento de la economía, inevitablemente conseguirá un aumento de la recaudación fiscal de 
modo indirecto, sea o no sea éste su objetivo fundamental.


Más substantivos parecen los obstáculos que se oponían a la política de 
reformas procedentes de la estructura social y política, que ningún monarca 
ni ministro pretendieron alterar en lo esencial, entre otras razones, porque 
la sociedad estamental constituía el cimiento sobre el que se asentaba la monarquía absoluta. Las reformas promovidas por los monarcas ilustrados españoles y alentadas por sus ministros, tropezaron siempre con esta contradicción. Aunque en algunos aspectos fueron bastante osadas y, como tales, 
merecieron el reconocimiento de las revolucionarias cortes gaditanas, sin 
embargo, nunca atacaron en profundidad las bases del sistema. Por lo que 
respecta a la política industrial, muchas de sus iniciativas, especialmente la 
creación de manufacturas inspiradas en el mercantilismo colbertista o la promoción de fábricas privilegiadas de origen privado, tropezaron con la falta 
de un desarrollo capitalista previo, especialmente en la España interior.
Cabe preguntarse si aquellos hombres que fueron testigos del comienzo 
de un crecimiento económico sostenido fueron enteramente conscientes de 
la novedad del fenómeno. No parece que fuera así, o al menos no parece que 
tuvieran una conciencia clara de la novedad del hecho y de la trascendencia 
de aquella nueva época cuyos inicios estaban contemplando. Campomanes, 
por ejemplo, uno de los testigos más lúcidos del momento y probablemente la personalidad más influyente de todo el siglo XVIII español, navegaba 
entre las aguas del arbitrismo clásico, algunas de cuyas obras reeditó, y las 
nuevas aportaciones del pensamiento económico europeo de la época. Eran 
plenamente conscientes, sin embargo, del crecimiento de la población, y de 
todas las consecuencias que ello conllevaba: dicho en pocas palabras, más 
bocas que alimentar, pero también más brazos para trabajar. Conocían, sin 
embargo, los límites del crecimiento demográfico, y por ello se preguntaban 
si efectivamente lo necesario eran más brazos o, con más propiedad, más brazos útiles. Algunos poblacionistas radicales, sin embargo, como el valenciano Antonio José Cavanilles, creían firmemente en el aumento de la población como motor del crecimiento económico e, incluso, lamentaban que no 
hubiera progresado más ante el espectáculo de tantos recursos inexplotados.
Tampoco se plantearon, o al menos no lo hicieron de forma coherente, 
el problema de los límites del crecimiento económico. Aunque en aquel 
momento todavía no se había formulado la ley de los rendimientos decrecientes en la agricultura, algunos autores llegaron a intuirla, aunque no derivaron de aquella intuición una reflexión integrada sobre las limitaciones del 
crecimiento económico. Tan sólo algunos escritores preocupados por la defo gestación llegaron a plantear algunas reflexiones sobre las consecuencias que 
podía tener la dilapidación de ciertos recursos. A pesar del importante incremento de la producción agraria que el Setecientos registró, este aumento se 
realizó fundamentalmente mediante técnicas tradicionales, de modo que no 
llegó a alcanzarse la enorme desproporción entre inputs y outputs en términos físicos, y más concretamente energéticos, que es característica de la agricultura contemporánea. Aquella generación de optimistas que venía de un 
pasado en el que el estancamiento era la norma, no llegó a plantearse el problema de un crecimiento ilimitado con recursos limitados porque quizás, 
para ellos, entonces, el mundo todavía era joven.


Este libro pretende explorar estos y otros muchos temas de la la historia 
económica española en el siglo XVIII, y lo hace siguiendo la estructura habitual en los volúmenes de la Historia de España "Tercer Milenio". En la primera parte se analizan los aspectos más destacados de la historia económica 
española, es decir, la población, la agricultura, la industria, el comercio y el 
pensamiento económico. En la segunda parte se analizan otros nuevos aspectos de estos mismos temas, pero incidiendo en aquellos que han dado lugar 
a debates historiográficos, como pueden ser las razones del aumento de la 
población, las agriculturas avanzadas noratlántica y mediterránea, la relación 
entre las estructuras sociales y el desarrollo económico, las primeras industrias modernas y ciertos aspectos, especialmente controvertidos, de la política económica ilustrada, como la libertad del comercio de granos y la liberalización del comercio con América. Siguiendo también la estructura de la 
colección, se incluyen después diferentes textos historiográficos e históricos. 
Los primeros, procedentes de la obra de algunos historiadores, son los menos 
y tan sólo se incorporan cuando no se han podido encontrar textos de la época que fueran suficientemente expresivos. Los segundos, mayoritarios, proceden de la obra de escritores económicos y políticos del momento, así como 
de aquella magna recopilación legislativa que fue la Novísima Recopilación de 
las leyes de España. Finalmente se incluye una amplia bibliografía en la que 
se recogen las principales aportaciones a la historia económica española del 
siglo XVIII, sin ninguna pretensión de exhaustividad, ya que en este caso el 
repertorio bibliográfico habría sido mucho más extenso.
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1.1. La evolución de los efectivos
Aunque el siglo XVIII está mejor dotado de fuentes demográficas que los anteriores, no por ello está exento de problemas de interpretación. El recuento 
de población clave para realizar un balance demográfico de la centuria, el llamado Vecindario de Campoflorido, es uno de los peores de toda la historia de 
España. Más que de un recuento de población se trata de una recopilación 
de diferentes censos realizados entre 1712 y 1717, o 1718 si incluimos en 
este conjunto el catalán de 1717-1718. Aunque la palabra censo no tiene este 
significado estricto, los historiadores de la población prefieren reservarla para 
los recuentos de población hechos por habitantes y no por vecinos o fuegos, 
como el de Campoflorido. Esta característica, que comparte con todos los 
recuentos de población anteriores, obliga a una necesaria conversión de 
los vecinos en habitantes, utilizando un multiplicador o coeficiente adecuado. Aunque en el pasado esta cuestión suscitó bastantes discusiones entre los 
historiadores de la población, hoy en día existe mayor consenso y casi siempre se utilizan multiplicadores próximos a 4. Pero éste no es el mayor problema que plantea el Vecindario de Campoflorido, sino la fuerte infravaloración de sus cifras. Ya en el siglo XVIII, jerónimo de Ustáriz se hizo eco de 
esta deficiencia y aconsejó incrementar las cifras censales en un 25 por 100 
y después añadir 100.000 vecinos más para compensar la falta de militares, 
eclesiásticos, extranjeros y pastores, que no fueron censados. Aunque hoy en 
día sabemos que el incremento debe ser mayor, como Ustáriz utilizó el coeficiente 5 para transformar los vecinos en habitantes, calculó una población 
muy parecida a la que hoy en día se admite para comienzos del siglo XVIII.


El llamado Censo de Ensenada de 1752, descubierto por el profesor Miguel 
Artola y sus alumnos (Grupo '75) en el Archivo General de Simancas, goza 
de mayor crédito pero sólo recoge la población castellana. El primer censo de 
la historia española, ya que se recogieron las cifras de población por habitantes y no por vecinos, es el llamado Censo de Aranda de 1768. Por un lado, 
las cifras primarias no se han conservado de forma completa y, por otro, ha 
recibido una valoración irregular por parte de los historiadores, aunque su 
crédito actual es mayor que el que tenía hace algún tiempo. El siguiente censo español del siglo XVIII, el Censo de Floridablanca de 1787, ha sido considerado tradicionalmente un buen recuento y a lo sumo se aconsejaba incrementar sus cifras en un 5 por 100, como recomendaban sus propios autores. 
Recientemente, sin embargo, se ha demostrado que en algunas regiones, 
como Cataluña, las cifras son muy defectivas (Simon, 1996). El último censo del siglo, el Censo de Godoy-Larruga de 1797, ha sido poco utilizado por 
el hecho de haberse perdido la información local y también ha recibido valoraciones diversas.
Para estudiar, pues, la evolución de la población española en el siglo XVIII, 
contamos con un censo muy deficiente a comienzos de la centuria y con otros 
a finales que tampoco parecen suficientemente fiables. Los historiadores de 
la población han encarado este problema con diferentes métodos y han llegado a conclusiones ligeramente distintas. Unos, como Massimo Livi-Bacci 
y Francisco Bustelo, han aplicado el modelo teórico de las poblaciones estables. Se trata de un modelo que asume que la evolución real de una población se acerca al modelo estable, es decir al de una población que crece (o 
decrece) con una tasa constante, y este supuesto permite el cálculo de ciertas variables desconocidas a partir de otras conocidas. Otros, como Antonio 
Eiras, han preferido realizar cálculos más sencillos, pero efectivos, aprovechando la fiabilidad de otros censos, como el castellano de 1752. Finalmente se ha ido abriendo paso últimamente la utilización de las cifras proporcionadas por los registros parroquiales de bautismos (en ocasiones de bautismos 
y entierros) para corregir los censos o para calcular directamente cifras de 
población.
En este último caso se pueden utilizar estrategias diferentes. La más simple consiste en realizar una prueba o test de concordancia de natalidad, 
calculando la tasa de natalidad que resultaría de la población censal y la cifra 
de bautizados (nacidos) que proporcionan los registros parroquiales en las 
fechas próximas al censo. Como en una demografía del Antiguo Régimen 
estas tasas no podían ser inferiores al 35 por 1.000 ni superiores al 45 por 
1.000, cualquier desviación señalaría una mala calidad de las cifras censales 
por defecto o por exceso. Cuando el número de series parroquiales utilizadas es suficientemente representativo, este cálculo puede servir para averi guar un coeficiente de corrección para las cifras censales, ya que se supone 
que la información parroquial es más fiable. La aplicación de este método a 
las cifras catalanas y valencianas del censo de Floridablanca ha proporcionado resultados contradictorios. Mientras que la población catalana hay que 
incrementarla considerablemente, la valenciana ha resultado ser mucho más 
correcta. Esto demuestra que la validez de un censo puede variar considerablemente de unos territorios a otros. Desgraciadamente no se ha aplicado 
este método a la población española en su conjunto.


Otra posibilidad consiste en elaborar series de índices a partir de las cifras 
de bautismos, lo que permite, aunque siempre partiendo de un censo, corregido o no, que se supone más fiable, estimar cifras de población para momentos anteriores o posteriores. Este tipo de elaboración la han realizado José 
Manuel Pérez García para la primera mitad del siglo XVIII (Pérez García, 
2004) y Enrique Llopis para todo el siglo XVIII y la primera mitad del XIX 
(Llopis, 2004). Finalmente, se pueden usar las cifras parroquiales de bautismos y entierros para aplicar métodos de proyección demográfica, como lo 
hicieron Edward Wrigley y Roger Schofield para la población inglesa entre 
1541 y 1871, con brillantes resultados. Todavía no se ha aplicado ninguna 
técnica proyectiva al estudio de la población española, aunque sí en algunos 
estudios regionales, concretamente del País Valenciano (Ardit, 1991) y Canarias (Macías, 1991).
Las estimaciones de la población española en el siglo XVIII que han realizado los autores anteriormente reseñados se recogen en el cuadro 1.1. Hay 
que señalar que los historiadores de la población proporcionan habitualmente 
estimaciones mínimas, medias y máximas. Para no complicar excesivamente el cuadro, se han incluido siempre las cifras medias.
CUADRO 1.1. Estimaciones de la población española en el siglo XVIII
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El cuadro es una elaboración personal que hay que explicar. Reproduce 
las estimaciones medias de Bustelo y Eiras, pero sitúa en 1717 la estimación que Pérez García hace para el decenio 1700-1709. Enrique Llopis no proporciona cifras de población sino tan sólo índices de bautismos. Las cifras 
del cuadro son cálculos hechos con estos índices partiendo de los 7.400.000 
habitantes que Pérez García estima para principios del siglo XVIII.


En el estado actual de nuestros conocimientos, pues, podemos afirmar 
que la población española a comienzos del siglo XVIII debió ser de 7,5 u 8 
millones de habitantes. A mediados de siglo había superado los 9 millones, 
pero mientras que algunas estimaciones la sitúan próxima a los 10, otras dan 
una cifra más baja, ligeramente superior a los 9 millones. Donde las estimaciones son más divergentes es a fines de siglo, ya que en la fecha del censo de 
Godoy-Larruga, la diferencia entre la menor (Bustelo) y la mayor (Llopis) es 
de más de un millón de habitantes.
Puede parecer que nuestro conocimiento de la población española en el 
Siglo de las Luces es muy imperfecto, pero esto no es así si lo comparamos 
con el que tenemos de períodos anteriores. Podemos afirmar que la población de comienzos de siglo no era inferior a los 7 millones ni superior a los 
8, de modo que los 7,5 millones que estima Bustelo puede ser una cifra intermedia aceptable. A mediados de siglo la población española había superado 
los 9 millones de habitantes, si escogemos la cifra mínima, que es la de Pérez 
García, con un incremento de millón y medio de habitantes, un 20 por 100 
más que la población inicial de la centuria. Si rechazamos para finales de siglo 
la cifra derivada de los índices de Llopis, por excesivamente alta, parece razonable suponer que la población española en esta fecha se situaba entre 10,5 
y 11 millones de habitantes, con un incremento similar al de la primera mitad 
del siglo. Con tan pocas cifras y tan espaciadas cronológicamente es imposible apreciar coyunturas y no lo vamos a hacer. Así pues, podemos afirmar 
que la población española, a lo largo de todo el Setecientos, se incrementó 
en 3 millones o 3 millones y medio de habitantes, cerca, pues de un 50 por 
100 de la población inicial del siglo, con una tasa de crecimiento anual del 
4,8 por 1.000.
De todos modos, el crecimiento que hemos examinado es el general español, resultante de un conjunto de situaciones regionales y locales muy diversas. Examinaremos los modelos regionales de la evolución demográfica española en la segunda parte de este libro, así como las variables que lo hicieron 
posible. Diremos por ahora, sin embargo, que la España interior creció mucho 
menos que la litoral y que, dentro de esta última lo hicieron más las regiones 
mediterráneas que las atlánticas, especialmente Cataluña y el País Valenciano, que registraron crecimientos espectaculares, con tasas anuales cercanas al 
10 por 1.000. En parte este aumento de la población de la fachada mediterránea española se debió a la emigración proveniente del interior peninsular 
y, en mucha menor medida en el siglo XVIII, de otros territorios europeos. Éste es un aspecto de la historia de la población española muy mal conocido, 
pero, en todo caso, tan sólo explicaría una parte pequeña de este impulso 
demográfico, que se debió fundamentalmente a causas endógenas.


1.2. Las crisis de mortalidad
Las demografías de la mayor parte de los países europeos durante el Antiguo 
Régimen, con la excepción de Inglaterra, estaban dominadas fundamentalmente por la mortalidad. Significa esto que las variaciones que experimentaron las poblaciones se debieron, más que nada, a cambios en la mortalidad, bien la ordinaria o la extraordinaria. Si la mortalidad disminuía las 
poblaciones crecían y a la inversa, si ésta aumentaba, las poblaciones decaían. 
La mortalidad ordinaria, junto con otras variables demográficas, se estudiará en la segunda parte de este libro. En este apartado analizaremos la mortalidad extraordinaria, es decir las crisis de mortalidad y, de forma más amplia, 
las crisis demográficas. Últimamente ha ido abriéndose paso el concepto de 
crisis demográfica, más amplio que el de crisis de mortalidad, ya que en los 
períodos de crisis, especialmente en las llamadas crisis de subsistencias o alimentarias, se veían afectadas, además de la mortalidad, también la nupcialidad y la fecundidad, aunque con signo distinto. Efectivamente, si en 
los períodos de crisis aumentaban las defunciones, en cambio disminuían los 
matrimonios y las concepciones. Este fenómeno ha sido bien documentado 
en España (Pérez Moreda, 1988).
Como reza el viejo adagio medieval "A peste, fame et bello, libera nos, 
Domine", las crisis demográficas tenían tres orígenes bien definidos: la epidemia, el hambre y la guerra. En ocasiones actuaban de manera independiente, pero a menudo lo hacían de forma conjunta, especialmente cuando 
la guerra era el factor inicial. Las destrucciones de los ejércitos alteraban profundamente el sistema productivo y las tropas, en su movimiento, actuaban 
como vectores eficaces de propagación de enfermedades contagiosas. España se vio libre de guerras domésticas durante todo el siglo XVIII, con una 
excepción, la guerra de Sucesión a la Corona de España entre 1704-1715, 
que son las fechas en las que el conflicto tuvo como escenario el territorio 
español. Las hambrunas y epidemias que afectaron al interior español entre 
1704 y 1711 tuvieron relación con la guerra, aunque también estuvieron 
motivadas por una meteorología adversa. En especial la propagación del tifus 
exantemático parece que está estrechamente ligada a los movimientos de las 
tropas, así como a la precaria situación alimentaria de la población a consecuencia de las destrucciones bélicas. La crisis afectó también a Galicia y el 
País Vasco. Por lo que respecta al País Valenciano, Joan Serafí Bernat ha calculado un exceso de 28.000 muertes respecto a la situación anterior en el 
período 1706-1714, atribuibles a la guerra y sus consecuencias indirectas, lo 
que representa el 7 por 100 de la población valenciana del momento. No se 
ha hecho un cálculo similar para Cataluña, pero el incremento de la mortalidad debió ser importante, habida cuenta de la especial crueldad con que se 
comportaron los ejércitos borbónicos en aquel territorio.


La última epidemia de peste que se abatió sobre la Península Ibérica, si 
descontamos el episodio de Oporto de 1899, fue la de la de 1676-1683, que 
se propagó desde Cartagena y afectó sólo a los territorios mediterráneos meridionales. Un testimonio español de 1778, reproducido por Pérez Moreda 
(1980), dice: "Muchos años ha que por la misericordia de Dios no ha havido peste en España". El peligro estuvo próximo durante la peste provenzal 
de 1720, pero las medidas preventivas que se tomaron fueron eficaces y la 
epidemia no se propagó a la península. Lo mismo podríamos decir de las pestes norteafricanas y orientales del siglo XVIII.
La desaparición de la peste no significó, sin embargo, el fin de las enfermedades epidémicas. Durante todo el siglo XVIII hubo epidemias de tifus 
exantemático, viruela, gripe, malaria y disentería principalmente. A mediados de la centuria hizo su aparición la fiebre amarilla, enfermedad de origen 
antillano, que se abatió sobre la España litoral meridional con cierta fuerza 
a comienzos del siglo XIX. En ocasiones estas epidemias tuvieron un carácter local y no se propagaron más allá de un pequeño territorio. En otros casos 
afectaron sólo a un sector de la población, especialmente los niños, como 
ocurrió con las epidemias de difteria que afectaron a muchos pueblos de 
ambas Castillas en los años centrales del siglo XVIII. También preferentemente 
infantiles eran la viruela, el sarampión y la tos ferina, responsables probablemente de muchas crisis de mortalidad de párvulos.
El paludismo o malaria, enfermedad conocida en la época como tercianas o cuartanas, según cual fuera la intermitencia de los episodios febriles, 
fue una de las enfermedades epidémicas más graves de la centuria, ligada, 
como su nombre indica, a la presencia de aguas estancadas. Esta enfermedad 
estuvo muy extendida por toda España, tanto la interior como la litoral, pero 
se incrementó en aquellas zonas en las que se expandió el cultivo del arroz, 
especialmente el País Valenciano. En este último territorio fueron muy graves las epidemias de tercianas de la segunda mitad del siglo, sobre todo la de 
1783-1786. En los años 80 esta enfermedad afectó a gran parte de España y 
no parece exagerada la cifra de 500.000 enfermos que propuso algún contemporáneo, muchos de los cuales murieron, quedando los que superaron la 
enfermedad con graves quebrantos de la salud. Las medidas adoptadas, especialmente la prohibición del cultivo del arroz en la proximidad de los núcleos 
habitados, fueron bastante eficaces, aunque no erradicaron la enfermedad.


La medicina del siglo XVIII poco podía hacer para curar una dolencia para 
la que todavía en nuestros días no se conoce remedio y tan sólo se podían adoptar medidas profilácticas, como la ya dicha del alejamiento de los arrozales, o 
de tipo paliativo, con el empleo de la quina. Esta sustancia, traída de América, era distribuida, sin embargo, por redes monopolísticas que obtenían grandes beneficios, haciéndola llegar a los enfermos adulterada y a precios muy 
altos. Reflexiones similares cabría hacer respecto a la viruela. El descubrimiento de la vacuna antivariólica por Jenner es de 1796 y, aunque se introdujo en 
España muy pronto, en el año 1800, y la famosa expedición filantrópica del 
médico valenciano Javier Balmis es de 1803-1812, no puede asignarse este 
remedio al siglo XVIII sino al XIX. Durante la centuria ilustrada las únicas medidas eficaces conocidas contra la viruela eran el aislamiento y la inoculación, 
una especie de protovacuna de origen humano y no vacuno. Las opiniones de 
los médicos sobre la inoculación estaban encontradas y esta práctica no se difundió hasta el último tercio del siglo, y así y todo de forma limitada. Hay que 
destacar que su aplicación era problemática, ya que algunos inoculados morían, aunque quizás no tantos como pretendían sus detractores.
En todo el XVIII ya no volvió a haber crisis de subsistencias tan graves 
como las de comienzos de siglo, ligadas a la guerra de Sucesión. Después de 
éstas la crisis más intensa, y también la que se extendió por un territorio más 
amplio, fue la de 1762-1765. Desde comienzos del decenio se registraron 
graves sequías y en las dos Castillas los máximos precios del trigo se situaron 
entre 1763 y 1765. Las regiones litorales fueron menos afectadas, en parte 
porque allí el trigo se cultivaba en buena medida en regadío y también porque estaban mejor aprovisionadas de trigo importado por vía marítima. La 
liberalización del comercio de granos mediante la Pragmática de 11 de julio 
de 1765, junto con la prolongación de la escasez hasta la cosecha de 1766, 
agravó todavía más la situación y todos estos factores fueron, en parte, los 
responsables del motín madrileño contra el ministro Esquilache y otros episodios de violencia que se registraron este año 1766 en otras partes de España, como examinaremos con más detenimiento en otro lugar. En algunas 
regiones españolas se desataron crisis epidémicas relacionadas con esta carestía. La crisis palúdica de La Alcarria de los años ochenta también parece estar 
relacionada con problemas de subsistencias. Algunos contemporáneos vieron con claridad la relación entre el hambre y la enfermedad. Según Pérez 
Moreda (1980), la receta contra el paludismo en Carrascosa de la Sierra (Soria) 
era "la quina, y buen alimento" y en Castillejo de Iniesta (Cuenca) se recomendaba que "el modo de curarlas [las tercianas] más que la quina haría el 
buen puchero y el ningún trabajo".
El año 1789 se registró en España, igual que en Francia, el máximo secular del precio del trigo, en parte por la mala cosecha y, en parte también, por la acción de los especuladores que retenían el grano esperando los precios 
máximos para sacarlo al mercado. Grandes ciudades, como Madrid o Barcelona, quedaron gravemente desabastecidas y en esta última tuvo lugar ese 
año el motín alimentario conocido como "rebomboris del pa". Entre 1793 
y 1795 volvieron a manifestarse déficits de grano en algunas localidades, probablemente relacionados con la guerra con la Convención francesa, que siguió 
a la ejecución de Luis XVI, y de nuevo entre 1797 y 1799. Existen indicios 
de crisis de mortalidad asociadas a estas carestías, aunque fueron menos graves que las de los años sesenta.


La aproximación cualitativa y, en buena medida, narrativa que hemos 
hecho de las crisis de mortalidad españolas del siglo XVIII no puede dar una 
medida exacta de su incidencia y, sobre todo, de su irregular repercusión 
regional. Para ello, aunque las zonas documentadas son pocas, es muy ilustrativa la comparación de un índice de mortalidad, el índice de Flinn, para 
la España interior, la España mediterránea (concretamente el País Valenciano y la isla de Mallorca) y Europa occidental en el siglo XVIII. Este índice, 
en cuyos detalles no vamos a entrar por estar fuera de lugar en una obra de 
estas características, mide la intensidad de las crisis por cuartos de siglo y sus 
resultados se muestran en el siguiente cuadro.
CUADRO 1.2. Las crisis de mortalidad en Europa occidental, la España interior, 
Mallorca y el País Valenciano en el siglo XVIII (índices de Flinn)
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La lectura de este cuadro es muy elocuente. Europa occidental, representada por un conjunto de series parroquiales de Inglaterra, Francia, Suiza y 
Holanda, registraba a finales del siglo XVII índices que consideraríamos altos 
desde una perspectiva actual, pero que eran menos de la mitad de los de la 
España interior. Los índices europeos occidentales disminuyeron constantemente durante el siglo XVIII y a comienzos del XIX eran muy inferiores a los de finales 
del XVII. En la España interior, representada fundamentalmente por las dos 
Castillas y Aragón, los índices no sólo fueron más del doble que los europeos 
occidentales sino que se mantuvieron estables e incluso ascendieron mucho a 
comienzos del siglo XIX. Tanto Mallorca como el País Valenciano tuvieron una 
mortalidad extraordinaria mucho más leve, aunque superior a la europea occidental y, lo que es muy significativo, disminuyó a lo largo del siglo XVIII, sobre 
todo en el País Valenciano. En este último territorio a comienzos del siglo XIX 
el índice de Flinn era la mitad del vigente a fines del XVII. El aumento del primer cuarto del Setecientos se debe a las gravísimas consecuencias que tuvo la 
guerra de Sucesión. Estos índices inferiores y la tendencia a la mejora de la mortalidad catastrófica, fenómenos que probablemente también se registraron en 
Cataluña, Murcia y Andalucía oriental, explicarían, en buena medida, el superior crecimiento demográfico de la fachada mediterránea española, que analizaremos con detalle en la segunda parte del libro.


1.3. El proceso de urbanización
La mayor parte de la población española del siglo XVIII era rural, pero las ciudades eran núcleos habitados no sólo muy dinámicos sino que ejercían un 
papel director en muchos sentidos, no sólo por el hecho de ser centros de 
poder político sino también porque en ellas residían los sectores sociales dominantes desde el punto de vista económico. Es difícil definir una ciudad y 
todavía más una ciudad del Antiguo Régimen. El criterio fundamental es la 
población, pero los historiadores urbanos no se han puesto de acuerdo sobre 
los efectivos demográficos que caracterizan una ciudad, oscilando entre los 
5.000 y los 10.000 habitantes. Siguiendo el criterio habitual entre los historiadores españoles, en este libro utilizaremos el umbral de los 5.000 habitantes. Pero el criterio funcional también es relevante, ya que para que una 
aglomeración humana se caracterice como ciudad es preciso que una fracción significativa de su población se dedique a ocupaciones no agrarias y de 
hecho se ha etiquetado el término de agrociudad para definir aquellos núcleos 
de población grandes pero cuyos habitantes eran predominantemente campesinos. En el caso de las ciudades del Antiguo Régimen, a estos rasgos habría 
que añadir ciertas características demográficas que las singularizaban. Todas 
ellas derivan del peso que en ellas tenían los inmigrantes. Una alta proporción de los habitantes de las ciudades antiguas no habían nacido en ellas. 
Estos inmigrantes eran un sector social muy diverso. Por un lado estaban los 
funcionarios, tanto civiles como militares, y los comerciantes y artesanos que 
se habían establecido en ellas atraídos por las oportunidades que los núcleos urbanos ofrecían. Mucho más importante era la población servil, tanto 
masculina como femenina, pero fundamentalmente femenina. Los criados 
masculinos, inferiores en número, ocupaban puestos superiores en el servicio doméstico de casas nobles y burguesas o eran aprendices gremiales. Las 
mujeres eran preponderantemente criadas domésticas. En ambos casos se trataba de una población joven que rejuvenecía notablemente las estructuras de 
edad de las poblaciones urbanas y también una población soltera, que no 
aportaba fecundidad a las ciudades, ya que muchos de estos inmigrantes, a 
menudo temporales, contraían matrimonio en sus localidades de origen cuando habían acabado su período de actividad. Por otro lado, habría que incorporar en esta población inmigrante a los enfermos de los hospitales, muchos 
de los cuales procedían de fuera de la ciudad, y a los expósitos de las inclusas, generalmente integradas en los mismos hospitales.


La mortalidad urbana era superior a la de las zonas rurales. Esto se debía, 
en parte, a las peores condiciones higiénico-sanitarias de los entornos urbanos, pero también a la alta proporción de inmigrantes jóvenes y solteros, que 
aportaban mortalidad a la ciudad pero no nupcialidad ni fecundidad, ya 
que, como se ha dicho, no solían contraer matrimonio en ellas. En muchas 
ciudades españolas, igual que en muchas europeas, las tasas de mortalidad 
eran superiores a las de natalidad, de modo que la supervivencia demográfica de la ciudad dependía de los aportes migratorios. Esta dependencia entre 
población urbana e inmigración es un rasgo muy característico de la demografía de las ciudades del Antiguo Régimen. Los demógrafos todavía discuten si esta sobremortalidad urbana, lo que algunos han llamado "efecto cementerio", se debía a que las ciudades eran efectivamente más insanas que el 
campo o al hecho de que la numerosa población servil aportaba mortalidad 
pero no fecundidad, igual que ocurría con otros sectores de población urbana, como religiosos, soldados, mendigos o prostitutas, aunque su peso demográfico fuera menor. Probablemente ambos factores son relevantes. También 
es probable que las prácticas anticonceptivas, poco habituales en las áreas 
rurales, fueran más corrientes en las ciudades y rebajaran la fecundidad matrimonial, algo que está bien documentado en el siglo XIX.
Tenemos datos, aunque no muy precisos, a este respecto de algunas ciudades españolas en el siglo XVIII. Valencia, por ejemplo, registró un exceso 
medio de de muertos sobre nacidos, teniendo en cuenta la mortalidad hospitalaria, entre 1793 y 1809, de 750 habitantes (Ardit, 1998). Caso de haberse mantenido este saldo desfavorable durante todo el siglo XVIII, sin aportes 
migratorios, la ciudad habría desaparecido en cien años. La media de estos 
años finales del siglo XVIII e iniciales del XIX es probablemente excesivamente 
elevada, ya que en ella intervienen algunos en los que hubo una cifra extraordinaria de defunciones, como 1809. Es probable que la media de todo el siglo, que no se puede calcular porque los archivos parroquiales valencianos 
fueron destruidos el año 1936, fuera menor. El saldo medio del siglo XIX, 
mejor conocido, incluida la mortalidad hospitalaria, fue de - 400 habitantes 
anuales, no muy inferior al de finales del XVIII. Sea como sea, es indudable 
que la ciudad de Valencia habría acabado desapareciendo de no haber sido 
por la inmigración en un plazo de tiempo más o menos largo. Este mismo 
hecho se repite en otras ciudades españolas, aunque en ninguna de ellas se 
conoce con absoluta precisión debido a carencias documentales. En Madrid 
faltan datos de defunciones de algunas parroquias y no parece incluida la 
mortalidad hospitalaria. Así y todo, parece probable que algunos años el 
número de fallecidos superara al de nacidos y, desde luego, la ciudad no habría 
podido pasar de los 110.000 habitantes que tenía a comienzos del siglo XVIII 
hasta los 190.000 que alcanzó a fines de la centuria, sin una fuerte inmigración. Carbajo reproduce un testimonio del doctor Iglesias Díaz, médico de 
la Real Academia de Medicina, de 1883, en el que dice que en el siglo XVIII 
y en los anteriores el número de muertes había sido "en la mayoría de los 
años superior al de nacimientos". La situación no debió ser muy diferente en 
el Bilbao del siglo XVIII y la ciudad, según datos de Mauleón, no habría podido crecer sin aportes migratorios. En la decadente ciudad castellana de Cuenca, según Reher (1990), el exceso de nacidos sobre muertos o fue muy pequeño o no existió en absoluto, y parecido fue el saldo vegetativo de Cáceres en 
el Setecientos, ciudad en la que los saldos vegetativos fueron muy pequeños 
y en ocasiones negativos (Rodríguez Cancho, 1981). Peor fue todavía el caso 
de Cádiz, aunque la mortalidad de esta ciudad andaluza sólo se ha podido 
estudiar a partir de 1775, ya que antes, como es habitual en muchas parroquias urbanas de esta región, el registro de la mortalidad de párvulos es muy 
deficiente. Según Julio Pérez Serrano, entre 1775 y 1835 sólo hubo un año, 
1815, en que los nacimientos superaron a las defunciones y el saldo vegetativo medio fue de - 900 habitantes. Podría pensarse que esto fue debido a las 
diversas epidemias de fiebre amarilla que experimentó la ciudad a comienzos del siglo XIX y al cólera de 1833-1834, pero, si se descuenta la mortalidad extraordinaria, el saldo sigue siendo de - 300 individuos anuales.


Para el conjunto de las ciudades españolas tenemos el análisis estadístico 
realizado por Pérez Moreda y Reher (2003). Estos autores estudian los núcleos 
de población con más de 5.000 habitantes en el censo de Floridablanca (1787), 
aunque eliminan algunas poblaciones problemáticas y añaden cinco (Santander, Soria, Lugo, Orense y Pontevedra) que no alcanzaban esta cifra de 
habitantes el año 1787 pero fueron capitales de provincia medio siglo más 
tarde. En las ciudades, el celibato definitivo era notablemente más elevado 
que en el campo, sobre todo entre los hombres. Este dato concuerda con el 
mayor número de solitarios en las ciudades, que han señalado algunos estu dios sobre la familia urbana. Aunque el análisis de la fecundidad con datos 
censales es más difícil, todo parece indicar que la fecundidad urbana era casi 
un 20 por 100 inferior a la rural, aunque esta proporción se reduce cuando 
se analiza sólo la fecundidad matrimonial, ya que las tasas de ilegitimidad eran 
mucho más altas en las ciudades que en el campo. El análisis de las estructuras de edades urbanas pone de manifiesto la abundancia de inmigrantes jóvenes a la que antes nos hemos referido. La estructura por sexos evidencia también el predominio de la población femenina joven empleada en el servicio 
doméstico y quizás también una emigración exterior masculina. De todos 
modos, la naturaleza de estas migraciones era diferente según tipos de ciudades. En Madrid se observa la típica superpoblación femenina entre los 16 y 
los 24 años, pero ésta es mucho más acusada todavía en Barcelona. La abundancia de clérigos, militares y funcionarios civiles en la capital del reino rebajaba el exceso femenino, lo que no ocurría en la capital catalana. La comercial Cádiz, en cambio, no registraba el exceso de población femenina típico 
de muchas ciudades antiguas, lo que también ocurría en el núcleo industrial de 
Alcoy, aunque mucho menos, ya que en este caso la afluencia de obreros a las 
fábricas textiles era tanto de población masculina como femenina. De todas 
las ciudades analizadas detalladamente por estos autores, el exceso femenino 
en todas las edades es mayor en León, ciudad con una densa población clerical y rentista, donde las criadas domésticas debían de ser muy abundantes.


Los déficits y excesos de población en la estructura de edades revelan el 
sentido y amplitud de los movimientos migratorios. El campo era un vivero 
de hombres de las ciudades y estos autores estiman que la España rural perdió, en las fechas anteriores al censo, entre un 6 y un 7 por 100 de su población joven (entre 16 y 24 años), que emigró a las ciudades. Estos flujos fueron especialmente fuertes en algunos núcleos urbanos, como Madrid y Cádiz. 
La estructura ocupacional revela la esperada abundancia de profesionales liberales, funcionarios, artesanos, comerciantes y clérigos, sobre todo regulares. 
En algunas ciudades de la meseta, la población conventual superaba el 20 por 
100 de la población total urbana. También eran abundantes los asalariados, 
aunque esta categoría es más ambigua. En las agrociudades del sur se trataba 
de jornaleros del campo mientras que en las que tenían una estructura ocupacional más urbana se trataba de obreros industriales, aprendices gremiales 
y sirvientes domésticos. La mayoría de las ciudades españolas del Antiguo 
Régimen albergaban, sin embargo, alguna proporción de agricultores, quizás 
con la excepción de Valencia, donde no los había en su recinto intramuros, 
ya que la diferenciación clara entre espacio urbano y rural todavía no se había 
producido radicalmente. Las características generales de las ciudades del Antiguo Régimen analizadas anteriormente habrían de matizarse, pues, en cada 
caso concreto, por las peculiaridades de cada localidad urbana.


Es imposible estudiar el proceso de urbanización español en el siglo XVIII 
debido a las deficiencias del vecindario de Campoflorido de 1712-1717. En 
un estudio de carácter global sus cifras se pueden corregir, como se ha hecho 
anteriormente, pero en un análisis individualizado de núcleos de población 
se pueden cometer graves errores, ya que cada cifra requeriría una corrección 
diferente, o ninguna, dependiendo de la calidad de la información local en 
cada caso. Por ello, los autores que se han ocupado de esta problemática 
toman como referencia anterior el año 1591, basándose en la información 
proporcionada por el censo castellano de esta fecha y recuentos próximos de 
los otros reinos, como hacen Pérez Moreda y Reher (1997), a quienes seguimos en este análisis. Entre 1591 y 1787 la urbanización española en su conjunto no progresó apenas. Si en la primera fecha vivía en núcleos urbanos de 
más de 5.000 habitantes un 23,3 por 100 de la población total, en 1787 esta 
proporción había aumentado tan sólo hasta el 24,3 por 100. Si nos atenemos a las poblaciones de más de 10.000 habitantes la situación es muy parecida, ya que la población urbana, así definida, habría pasado del 13,8 al 14,2 
por 100 de la población total. Pero esta caracterización general oculta cambios territoriales muy importantes.
En la figura 1.1 se representa la población española residente en núcleos 
de más de 5.000 habitantes el año del censo de Floridablanca, 1787.
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FIGURA 1.1. Población de las ciudades españolas de más de 5.000 habitantes (1787).


El litoral mediterráneo y el atlántico andaluz, junto con el valle del Guadalquivir, aparecen como las zonas más urbanizadas de España, pero esto es 
engañoso, ya que la mayor parte de los núcleos de población murcianos y 
andaluces de más de 5.000 habitantes eran agrociudades con escasa o nula 
función urbana. En la meseta pueden observarse redes urbanas menos densas, restos de la brillante urbanización castellana de fines de la Edad Media 
y el siglo XVI. En la fachada cantábrica aparecen incipientes redes urbanas 
inexistentes en 1591. Para apreciar las peculiaridades territoriales del proceso de urbanización es mucho más expresiva la figura 1.2, en el que aparecen 
representadas las tasas de urbanización, positivas (en negro) y negativas (en 
blanco), entre fines del siglo XVI y 1787.
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FIGURA 1.2. Crecimiento de las ciudades españolas de más 
de 5.000 habitantes (1591-1787).
Aquí se observa con claridad cómo el fenómeno urbano se desplazó, entre 
ambas fechas, de la España interior a la litoral y, muy especialmente, a la 
mediterránea y la atlántica andaluza. De nuevo hay que señalar, sin embargo, que muchos de los crecimientos murcianos y andaluces corresponden a 
agrociudades. Si descontamos este hecho sobresale la fuerte urbanización 
catalana, seguida de la valenciana, sobre todo meridional, y la de las ciudades costeras andaluzas, desde Almería a Cádiz y Huelva, con crecimientos espectaculares que ensombrecieron a los de las ciudades del interior, como 
Granada, Córdoba o Sevilla. En la España cantábrica aparecen, como ya se 
ha dicho, discretas redes urbanas antes inexistentes, especialmente en el País 
Vasco, Galicia y Asturias. Aunque menor, la urbanización aragonesa fue también destacable. La abundancia de círculos blancos, es decir, crecimientos 
negativos, en la Meseta, revela hasta qué punto fue importante el derrumbe 
urbano castellano-extremeño y también de la Andalucía bética, que hunde 
sus raíces en la crisis del siglo XVII. A pesar de la complejidad que tiene el proceso de desurbanización castellano, se ha señalado el importante papel que 
debió de jugar el crecimiento de la capital del reino. Efectivamente existe una 
estrecha relación entre el impulso demográfico de la ciudad de Madrid y la 
caída de los núcleos de población próximos, tanto rurales como urbanos.


Aunque es imposible saber con precisión la población de las ciudades 
españolas a comienzos del siglo XVIII, por los problemas documentales antes 
aludidos, la conocemos mejor en 1787 y podemos trazar un panorama de 
los principales núcleos urbanos españoles en este momento, limitándonos a 
consignar las ciudades con más de 10.000 habitantes, para no alargar excesivamente la relación. Las poblaciones dadas a continuación se refieren a los 
términos municipales y no a las ciudades intramuros, que habrían dado una 
medida más exacta de la población urbana, en parte porque en sus entornos 
la población era predominantemente rural y no urbana y también porque 
modificaciones en los límites municipales pueden dar la impresión de procesos de crecimiento que en realidad no existieron o no existieron en la medida que aparentan. Si comenzamos por la España mediterránea, Cataluña 
tenía cuatro ciudades con más de 10.000 habitantes: Barcelona, que a fines 
de siglo tenía cerca de 100.000 habitantes, Lérida (10.000), Reus (14.500) 
y Tortosa (16.000). En el País Valenciano había más ciudades con esta población, concretamente siete: la capital, Valencia, con 100.000 habitantes (70.000 
en el recinto intramuros), Castellón (12.000), Játiva (13.000), Alcoy 
(11.500), Alicante (17.800), Elche (17.500) y Orihuela (23.000). En las islas Baleares 
sólo Palma, con 32.000 habitantes, superaba la barrera de los 10.000. En 
Murcia destacaba la capital, con 65.500 habitantes, seguida por el puerto de 
Cartagena (30.000) y las agrociudades de Lorca (37.800) y Caracava 
(11.000). La red de ciudades andaluzas era muy densa, encabezada por Sevilla, con 
81.000 habitantes, seguida por un numeroso conjunto de núcleos urbanos 
medios: Jaén (16.500), Úbeda (11.000), Alcalá la Real (11.500), Córdoba 
(38.000), Lucena (17.000), Montilla (14.000), Priego (10.500), Granada 
(56.500), Loja (11.000), Écija (30.000), Carmona (10.000), Osuna (16.000), 
Morón (11.000), Antequera (20.000), Ronda (11.000); en la Andalucía litoral sobresalían Almería (15.000), Málaga (51.000), Cádiz (71.000), Jerez de 
la Frontera (45.500), la Isla de León, que a comienzos del siglo XIX cambió su nombre por el de San Fernando (28.000), Puerto de Santa María (16.500) 
y Sanlúcar de Barrameda (15.000). Se trataba en total de veintitrés ciudades, 
pero muchas de ellas, como ya se ha dicho, eran agrovillas con una función 
urbana muy limitada. Destaca la poderosa urbanización de la bahía de Cádiz, 
beneficiada por el comercio con América. En Aragón la red de ciudades era 
mucho menos densa y sólo la capital, Zaragoza, con 42.600 habitantes, superaba el límite de los 10.000. La red urbana castellana manifestaba claramente 
el proceso de desurbanización. En Castilla la Vieja y León sobresalía Valladolid, con 21.000 habitantes, seguida de Burgos (13.600), Salamanca (probablemente cerca de 15.000), Santander (10.000) y Segovia (10.000). En 
Castilla la Nueva, si descontamos Madrid, con 190.000 habitantes, sólo superaba los 10.000 habitantes Toledo (18.000). En Extremadura sólo Badajoz, 
con 11.800 habitantes, pasaba la barrera de los 10.000. En Navarra, aunque 
no conocemos cifras del censo de Floridablanca, Pamplona probablemente 
se acercaba a los 20.000 habitantes. En el País Vasco, tan sólo San Sebastián 
y Bilbao, con aproximadamente 11.000 habitantes cada una, superaban los 
10.000. En Asturias dos ciudades pasaban de esta cifra: Oviedo (13.500) y 
Gijón (11.800). En la red urbana gallega destacaba Santiago, con 15.600 
habitantes, seguida de La Coruña (13.500). Finalmente en Canarias sólo Las 
Palmas, con 10.300 habitantes, superaba la barrera de los 10.000.


1.4. Las nuevas poblaciones
Uno de los grandes temas de la literatura económica española durante la Edad 
Moderna fue el de la población y más particularmente el de la despoblación, 
al que se prestó una especial atención desde que comenzó a manifestarse, a 
fines del siglo XVI, la crisis demográfica del interior peninsular. En aquellas 
primeras reflexiones, en las que se mezclaba la preocupación por la crisis demográfica con el tema de la pobreza y la holgazanería, se formularon propuestas 
en las que se interrelacionaban población y recursos, y se valoraba la incidencia que podían tener en la despoblación la alta tasa de celibato, la proporción 
de hombres y mujeres que entraban en religión, la emigración a América y la 
elevada edad nupcial, que a menudo se achacaba a las exigencias que el modelo de familia imperante imponía para hacer frente a las que se llamaban "cargas del matrimonio". Algunos publicistas, sobre todo de la Corona de Aragón, comparaban la que pensaban que era elevada edad nupcial cristiana con 
la de la población morisca, donde, debido a un modelo familiar diferente, la 
edad en el primer matrimonio era mucho más baja. Estas reflexiones teóricas 
se debieron, en parte, a la necesidad de dar respuesta a los problemas que la 
realidad demográfica planteaba, pero también a la influencia de algunos auto res que habían formulado la cuestión en términos similares, como el italiano 
Giovanni Botero, cuya obra tuvo una gran difusión en España. Se ha pensado a menudo, erróneamente, que estas elaboraciones eran de algún modo premalthusianas, pero esto no es cierto, ya que planteaban el problema en términos diametralmente opuestos. La respuesta a la despoblación era, en aquellos 
autores, la promoción de la población, que se pensaba que estimularía el sistema productivo. Es decir, lo contrario de lo que escribió Malthus a fines del 
siglo XVIII, para quien había que frenar el crecimiento demográfico mediante el celibato y la elevación de la edad nupcial, el control preventivo, para evitar que entrara en acción el control positivo o mortalidad. De algún modo se 
trataba de planteamientos que recuerdan a los que en el siglo XX formuló la 
economista danesa Ester Boserup, de tipo poblacionista.


El poblacionismo fue la doctrina demográfica vigente en España durante 
toda la Edad Moderna, pero en el siglo XVIII fue matizado por los mercantilistas tardíos y por los agraristas ilustrados. Existía en aquella época la creencia, que las investigaciones actuales han demostrado ser falsa, de que la Península ibérica había estado muy poblada en tiempos antiguos, de modo que se 
consideraba que las iniciativas pobladoras realmente eran repobladoras. Estas 
empresas tenían una gran tradición en la península desde la Edad Media, pero, 
sin ir tan lejos, habían tenido lugar ambiciosos procesos repobladores en el reino de Granada en el siglo XVI y en el de Valencia en el XVII, en buena medida 
de iniciativa privada, aunque regulados por la monarquía. Como veremos, 
siguieron haciéndose algunos otros de tipo privado en el siglo XVIII, aunque 
en esta centuria los gobernantes ilustrados emprendieron proyectos de una 
magnitud sin precedentes. El principal matiz introducido en la doctrina poblacionista por los pensadores del Setecientos fue que en una empresa pobladora 
o repobladora no era suficiente incrementar los efectivos demográficos sin más, 
sino aquello que llamaban la población "útil'. Algo había cambiado, evidentemente, en aquella centuria y era que ante la realidad del crecimiento demográfico, el viejo tema de la despoblación ya no podía sostenerse y cualquier iniciativa poblacionista debía ser necesariamente selectiva. Bernardo Ward, por 
ejemplo, el irlandés al servicio de la monarquía española, escribió en 1779 
que en el país "sobran dos o tres millones de individuos. Digo que sobran 
porque están sin ocupación, y esto viene a ser lo mismo que sobrar". De algún 
modo los que pensaban así estaban planteando los límites del crecimiento, pero 
no todos opinaban lo mismo. El botánico y geógrafo valenciano Antonio José 
Cavanilles todavía mantenía, en los años noventa del siglo XVIII, que la población valenciana, que se había duplicado en el siglo, era insuficiente y que quedaba mucha tierra inculta por falta de brazos. Ignoraban aquellos autores la ley 
de los rendimientos decrecientes y pensaban más en términos de lo que los economistas actuales llaman economías de escala.


Jerónimo de Ustáriz, uno de los principales mercantilistas españoles del 
siglo XVIII y probablemente el mejor conocedor de la población real de España a principios de este siglo, no pensaba que el país estuviese despoblado sino 
que era necesario industrializarlo mediante una adecuada asignación de los 
recursos humanos disponibles, acabando con la mendicidad y la ociosidad y 
atrayendo, en todo caso, mano de obra extranjera altamente cualificada. El 
industrialismo de Ustáriz no era compartido por todos los pensadores ilustrados españoles, quienes opinaban que el principal motor del crecimiento 
se hallaba en la agricultura y que la falta de brazos cualificados embarazaba 
este proceso. Así pensaban, como veremos posteriormente con mayor detalle, el poderoso fiscal del Consejo de Castilla, Pedro Rodríguez de Campomanes y Pablo de Olavide, los principales impulsores de las Nuevas Poblaciones de Sierra Morena y Andalucía.
No sabemos cuáles eran las ideas económicas del cardenal Luis de Belluga y Moncada, obispo de Cartagena y decidido partidario del primer monarca de la casa de Borbón durante la guerra de Sucesión, cuando decidió colonizar una gran superficie inculta de la cuenca baja del río Segura a principios 
del siglo XVIII. El cardenal obtuvo en 1715 la donación de tierras de baja calidad, pantanosas, por parte de los municipios de Orihuela y Guardamar de 
Segura, más otras que le cedió el rey en 1724, y allí estableció a diferentes 
colonos, la mayoría murcianos, fundando tres nuevas poblaciones, Dolores, 
San Fulgencio y San Felipe Neri, que subsisten en la actualidad. Se trataba 
de algo menos de 5.000 Ha, que hubo que desecar y acondicionar para el 
cultivo. Los pobladores fueron establecidos en régimen de enfiteusis, con 
censos bajos, y las rentas se destinaron a diferentes instituciones benéficas de 
Murcia y Andalucía, por lo que estas poblaciones recibieron el nombre 
de Pías Fundaciones. A pesar de las dificultades iniciales, a fines del siglo XVIII 
casi toda la superficie estaba en cultivo y los pueblos habían prosperado. El 
marqués de Elche tuvo una iniciativa similar el año 1730 en terrenos pantanosos próximos de su señorío, donde fundó el pueblo de San Francisco de 
Asís, pero éste acabó desapareciendo, aunque las tierras puestas en cultivo no 
se perdieron.
Mucho más ambicioso fue el proyecto de las Nuevas Poblaciones de 
Sierra Morena y Andalucía, esta vez impulsado por la monarquía. En respuesta a la proposición hecha por el coronel bávaro Johann Kaspar Thürriegel 
de traer a 6.000 colonos alemanes de religión católica para poblar algún territorio español, en un principio los gobernantes pensaron en llevarlos a Costa 
Rica y otras zonas de América del Sur. Pero, finalmente, el conde de Aranda, presidente del Consejo de Castilla en aquel momento, y Campomanes, 
fiscal del mismo Consejo, resolvieron en 1767 utilizarlos para fundar unas 
nuevas poblaciones en Sierra Morena, cerca del paso de Despeñaperros, una de las vías de comunicación entre Castilla y Andalucía, que se convertiría en 
el camino principal años más tarde, cuando se renovó la carretera, y en otras 
zonas del valle del Guadalquivir, entre Córdoba y Sevilla. Hay quien opina 
que con ello pensaban que se compensaría la pérdida de los 5.000 jesuitas que habían sido expulsados de España. Para dirigir el proyecto eligieron 
al peruano Pablo de Olavide, que en aquel momento desempeñaba en Sevilla 
diferentes responsabilidades administrativas, nombrándolo superintendente 
de las nuevas poblaciones. Los territorios escogidos fueron La Peñuela, en 
Sierra Morena, donde había un convento de frailes carmelitas, y La Parrilla 
y La Moncloa, en tierras sevillanas y cordobesas. En el proyecto, además de 
los tres hombres ya mencionados (es decir, Aranda, Campomanes y Olavide), colaboró el entonces ministro de Hacienda (secretario del Despacho, en 
lenguaje de la época), Miguel de Múzquiz, futuro conde de Gausa.


El objetivo de la empresa no era tan sólo repoblador, sino, sobre todo, 
ejemplarizante, ya que se traba de establecer unas sociedades agrarias modélicas que sirvieran de emulación y estímulo al resto de España y principalmente a Andalucía. Pensando que la gran explotación era ineficiente (algo 
en lo que estaban equivocados), los impulsores del proyecto pretendían fundar unos pueblos en los que los agricultores fueran propietarios de sus tierras en régimen de pequeña explotación, complementando la agricultura con 
una ganadería estante compatible y una actividad industrial, tanto de artesanía dispersa como de fábricas de mayor envergadura. Era un modelo inspirado en las sociedades agrarias catalanas, valencianas y del norte de España, en realidad no muy bien adaptado al escenario andaluz. No se trataba, 
pues, simplemente de poblar, sino, en consonancia con las ideas demográficas de sus inspiradores, de asentar población "útil", conocedora de las prácticas agrarias y manufactureras que se deseaba promocionar. Se había planificado incluso la estructura de edades ideal de los colonos que tenía que 
aportar Thürriegel: 1.000 entre 40 y 50 años, 3.000 entre 16 y 40, 1.000 
entre 7 y 16 y otros 1.000 niños menores de 7 años. A éstos deberían sumarse españoles procedentes de Murcia, el País Valenciano, Cataluña, Aragón, 
Asturias, Santander, el País Vasco y algunos hospicios andaluces, para evitar 
una excesiva germanización y conseguir que la lengua predominante de las 
nuevas poblaciones acabara siendo el castellano. A los nuevos pobladores se 
les daría, en dominio útil enfitéutico, 50 fanegas de tierra de secano más las 
que se pudieran aportar de regadío en función de las circunstancias locales, 
más bien pobres en aquella zona. Además se les proporcionaría el capital inicial necesario, con la obligación de residir al menos diez años en los poblados y exención fiscal durante este tiempo.
A pesar de las dificultades iniciales, motivadas por diferentes causas, como 
la inadecuación de muchos de los colonos alemanes y de otras procedencias aportados por Thürriegel, la oposición de miembros poderosos de la administración borbónica y el enfrentamiento de Olavide con algunos de sus colaboradores, entre otras, las poblaciones finalmente arrancaron y se fundaron 
muchas villas y pueblos nuevos. En Sierra Morena fueron La Carolina, capital principal de las Nuevas Poblaciones y residencia de Olavide, Carboneros, 
Guarromán, Santa Elena, Arquillos el Nuevo, Aldeaquemada, Montizón y 
Concepción de Almuradiel, situado este último pueblo ya en La Mancha; en 
el valle del Guadalquivir se fundaron La Carlota, segunda capital, Fuente 
Palmera, San Sebastián de los Ballesteros y La Luisiana. Cada uno de estos 
pueblos tenía un extenso término con diferentes aldeas, ya que también se 
trataba de asentar un nuevo modelo de poblamiento disperso, el contrario 
del predominante en Andalucía.


Es difícil determinar si las Nuevas Poblaciones de Sierra Morena y Andalucía fueron un éxito o un fracaso, porque fueron ambas cosas a la vez. 
Como sociedades agrarias modélicas evidentemente fracasaron, ya que no 
promovieron ningún proceso renovador y finalmente acabaron adaptándose a la estructura social predominante en Andalucía, especialmente desde que se abolió su fuero privativo, ya en el siglo XIX, y las poblaciones 
adquirieron el mismo estatuto jurídico que el resto de las españolas. De la 
población de La Luisiana, por ejemplo, se ha escrito que "el objetivo de 
intentar realizar una reforma agraria, en una zona donde el latifundio y el 
capitalismo estaba y está arraigado, como es Andalucía, fue devorado nuevamente por los más fuertes. Ese intento de reparto de la propiedad, entre 
las manos que trabajan la tierra, ha ido a parar nuevamente a las manos de 
los grandes propietarios" (Filter). Desde el punto de vista poblador o repoblador se consiguió el propósito deseado, ya que todas las poblaciones principales siguen existiendo en nuestros días, a excepción de muchas aldeas 
que han desaparecido.
Hubo muchos otros proyectos pobladores o repobladores en la España 
del siglo XVIII y su relación sería muy extensa y probablemente incompleta. Muchos fracasaron y algunos acabaron fundando una población estable. 
El propio Olavide intentó establecer otras nuevas poblaciones en las cercanías de Sevilla, en los despoblados próximos a Constantina, Lora y Villanueva. En Andalucía se realizaron algunos proyectos pobladores, siguiendo 
el ejemplo del de Olavide, aunque no todos acabaron con éxito. Es destacable la iniciativa del marqués de Santa Cruz, que culminó con la fundación de La Cañada del Águila en los años setenta del siglo XVIII. En Extremadura se fundaron los pueblos de Encinas (1778) y Balbanera (1793), con 
fueros similares al de Sierra Morena. Algunos de los señoríos alfonsinos establecidos en el País Valenciano a partir de los años setenta del siglo XVIII 
podrían considerarse también empresas de población. En este territorio se repobló el año 1770 la isla Plana alicantina con cautivos procedentes de la 
tunecina Tabarca y fue rebautizada como Nueva Tabarca. Habría que mencionar, asimismo, la fundación del pueblo murciano de Águilas el año 1772, 
aunque en este caso la intención fue más comercial que pobladora, ya que 
se pretendía establecer un puerto que facilitara la salida de la producción 
agraria del Campo de Lorca.
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2.1. Los cultivos tradicionales
En la España del siglo XVIII, igual que en los siglos anteriores, el cultivo más 
extendido era el cereal. Pero la palabra cereal engloba un conjunto muy 
diverso, en el que se incluyen desde los cereales pobres como el centeno, 
granos más ricos como el trigo, hasta cereales de alto rendimiento como el 
maíz o el arroz. Trataremos de estos dos últimos en el siguiente apartado, 
reservando el presente a los granos tradicionales, así como a otras producciones de secano, como la vid y el olivo, que experimentaron una notable 
expansión en el Setecientos.
El Censo de Frutos y Manufacturas de 1799, a pesar de ser una fuente 
problemática, es la única estadística que nos permite conocer aproximadamente la producción agrícola española a fines del siglo XVIII. Expresados en 
valor, los cereales tradicionales constituían más del 60 por 100 de la producción agraria total. El sistema de cultivo predominante era la rotación 
bienal o de año y vez, aunque en las tierras más pobres se practicaban rotaciones más largas, como el cultivo al tercio, en el que la tierra descansaba 
dos años de cada tres. En tierras todavía peores la tierra quedaba sin cultivo períodos de tiempo más prolongados. Por ejemplo, las tierras peores del 
partido de Talavera, en Castilla la Nueva, descansaban once años después 
de una cosecha. Incluso a veces se practicaba el cultivo de rozas, en el que, 
después de roturada y cultivada, la tierra quedaba en descanso durante un 
tiempo indefinido que podía abarcar muchos años. La rotación trienal, en 
que la tierra descansaba sólo un año de cada tres, no era habitual en España, aunque se utilizaba a veces en Galicia y también se ha documentado en Andalucía. Únicamente en aquellos territorios donde el regadío estaba muy 
extendido, como la España oriental, el trigo se cultivaba masivamente en 
tierras regadas. En estos casos, cuando había abundancia de abonos, el cultivo podía ser anual sin descanso de la tierra. Esto se hacía en pequeña escala en muchas partes, especialmente en las tierras situadas cerca de los núcleos 
de población, como los llamados ruedos en Andalucía, pero se trataba de 
superficies pequeñas dedicadas al autoabastecimiento. El cultivo anual masivo del trigo en tierras regadas sólo estaba generalizado en el País Valenciano. En este territorio, en ocasiones, el trigo se combinaba con el arroz y 
algunas tierras daban dos cosechas anuales.


Esto, sin embargo, era excepcional, y habitualmente la tierra reposaba 
durante algún tiempo. La entrada libre de los ganados en los períodos de descanso aportaba algo de abono y las labores que se daban a la tierra barbechada contribuían a su nitrogenación. Estos descansos, como se ha dicho, 
eran de años alternos en la rotación bienal, de dos años cada tres en el cultivo al tercio y de un año cada tres en el caso de la rotación trienal. De todos 
modos, el tiempo de barbecho no siempre era de descanso total. Así era el 
que en algunos lugares se llamaba barbecho muerto, durante el cual la tierra 
no era trabajada en absoluto y se permitía la entrada de los ganados. En otros 
casos se cultivaban leguminosas o se daban labores de arado. En el País Valenciano se han documentado barbechos "vivos", durante los cuales la tierra se 
araba cuatro o cinco veces en un año.
Los sistemas de rotaciones eran muy variados en España. Cuando éstos 
incluían períodos de barbecho esto podía hacerse de muchos modos. En ocasiones, sobre todo en Castilla y Andalucía, la tierra de los términos municipales se dividía en hojas, dos o tres, según que la rotación fuera bienal o se 
practicara el cultivo al tercio, y todas ellas se cultivaban o descansaban simultáneamente. Donde reinaba un mayor individualismo agrario cada explotación seguía su propio ritmo. El primer caso exigía normas comunitarias que 
regulaban el cultivo, así como la entrada de los ganados en los barbechos, la 
llamada en la Corona de Castilla "derrota de mieses". En ocasiones, como 
ocurría en la antigua y extensa provincia de Toledo, se alternaban varios cereales en rotaciones largas que respetaban el sistema de año y vez: trigo y cebada en un ciclo de cuatro años; trigo, cebada y centeno en un ciclo de seis 
años o trigo, cebada, centeno y avena en un ciclo de ocho años (Donézar, 
1984). Donde se practicaba la rotación trienal, como era el caso de algunas 
tierras andaluzas, el primer año solía cultivarse trigo, el segundo cebada y en 
el tercero, de barbecho vivo, se sembraban leguminosas (Bernal, 1979). Cuando se practicaba el cultivo continuo, sin descanso de la tierra, las rotaciones 
eran muy diversas; eso se examinará con algún detalle en la segunda parte de 
este libro.


Por lo general, el abonado era escaso, sobre todo en el interior peninsular. Tan sólo las tierras de cultivo anual situadas en las proximidades de los 
pueblos se abonaban intensivamente con abono orgánico de origen animal 
o vegetal, pero las otras, que eran las mayoritarias, tan sólo recibían el procedente de los excrementos que dejaban los ganados que entraban en ellas 
durante los barbechos. En Cataluña y el País Valenciano está ampliamente 
documentada la práctica de los hormigueros, cenizas resultantes de la quema de rastrojos y otros restos vegetales. El aporte de cal, también muy utilizado por las agriculturas mediterráneas y del norte de la península, era un 
rectificador de las propiedades físicas de la tierra y no un abono propiamente dicho. En el interior peninsular había, por lo general, una deficiente integración entre agricultura y ganadería, a pesar de la importante cabaña trashumante. Este no era el caso de las agriculturas intensivas noratlántica y 
mediterránea, donde el abono animal era recogido y aplicado de forma bastante eficiente, así como toda una variedad de sustancias de origen muy diverso, que examinaremos en la segunda parte del libro.
De entre los cereales tradicionales, es decir, excluidos el maíz y el arroz, 
el más cultivado era el trigo, pero en algunos territorios, como Galicia, era 
predominante el centeno, en franco retroceso de todos modos en el siglo 
XVIII ante el avance del maíz. En algunos territorios castellanos se prefería la 
cebada, que proporcionaba rendimientos más altos, pero este cereal se destinaba a la alimentación animal. En las tierras más pobres se cultivaban cereales inferiores, generalmente de primavera, como el panizo. En tierras catalanas y valencianas se sembraban a veces mezclas de semillas, el denominado 
"mestall".
Las técnicas eran normalmente primitivas y se hicieron pocos avances 
durante la Edad Moderna. Sin embargo, esta afirmación es un tópico historiográfico que probablemente habría que matizar. Por un lado hay pocas 
investigaciones y muchas veces se insiste en el atraso tecnológico de la agricultura española del siglo XVIII de modo poco reflexivo y sin suficiente apoyo documental. Parece que efectivamente era así en los sistemas agrarios del 
interior peninsular, pero probablemente esto no es correcto por lo que respecta a las agriculturas noratlántica y mediterránea. Evidentemente, no se 
produjo ninguna revolución tecnológica, pero sí todo un conjunto de pequeños cambios, individualmente poco relevantes pero importantes en su conjunto. Los inventarios notariales revelan con mucha frecuencia una gran variedad de aperos de cultivo, algunos muy especializados, y a éstos habría que 
añadir los útiles de almacenamiento y transporte. Los tipos de arado, por 
ejemplo, que se utilizaban en las huertas valencianas, el de par y el de una 
sola caballería, llamadoforcat, tenían poco que ver con el arado romano, estaban muy bien adaptados al trabajo que realizaban y fueron alabados a fines del siglo XVIII por el agrónomo británico Joseph Townsend por su parecido 
con el arado ligero inglés. Para cada trabajo específico se utilizaban rejas distintas, algunas con vertedera. La técnica de cultivo de la vid en Cataluña, 
muy compleja y detalladamente descrita por Emili Giralt (2002), no era exactamente la misma que aconsejaban los agrónomos clásicos o modernos. Aunque carecía de base científica se apoyaba en datos empíricos. El sistema de 
plantación que en Cataluña se llamaba de valí obert (zanja abierta), por ejemplo, no es mencionado siquiera por Miquel Agustí en su Llibre deis secrets 
d'agricultura de 1617. Muchos indicios parecen indicar que la estabilidad de 
las técnicas agrarias no siempre fue una realidad.


Quizás la modificación más importante que tuvo lugar durante la Edad 
Moderna, y especialmente en el siglo XVIII, fue la sustitución del buey por 
el caballo y el mulo como animales de labor. En Cataluña y el País Valenciano los bueyes apenas se utilizaban ya en el siglo XVIII e, incluso, en algunos pueblos valencianos estaban prohibidos por ordenanzas municipales, ya 
que podían hacer mucho daño en la infraestructura del riego. El único uso 
de estos animales ampliamente documentado en estos territorios era en la 
pesca, la llamada "pesca del bou", en la que los bueyes se utilizaban para arrastrar las barcas y vararlas en la playa. En la España interior esta sustitución no 
fue tan completa y en las tierras cantábricas los bueyes siguieron siendo predominantes. Suele aducirse que los bueyes eran animales más fuertes aunque 
lentos, mientras que los equinos eran más rápidos pero realizaban labores 
menos profundas. Por ello, los bueyes eran preferibles para el trabajo en terrenos duros y en las roturaciones. También se suele afirmar que el mantenimiento de los bueyes era más caro. Quizás esto no sea absolutamente cierto. 
En el País Valenciano se utilizaban caballos y mulos en las roturaciones y era 
un tópico durante el siglo XVIII considerar a los bueyes como animales de los 
pobres, ya que su alimentación era más económica y tenían menos enfermedades. Esto se debe probablemente a que tanto en Cataluña como en el 
País Valenciano el ganado de labor no comía habitualmente cebada sino algarrobas y alfalfa. El algarrobo, un árbol muy común en Cataluña y el País 
Valenciano, se cultivaba poco en el resto de España. Durante la crisis castellana de 1754 el marqués de la Ensenada buscó trigo en Valencia para el abasto de Madrid y el entonces intendente del reino valenciano, Pedro de Rehollar, planteaba los problemas que el transporte ocasionaba, tanto por la 
continuidad de las labores agrícolas, que en el País Valenciano no paraban 
nunca, como por la dificultad de alimentar en Castilla a los animales que llevarían la carga, "hallándose acostumbrados al alfalfe - yerva verde - y a algarrobas, de que no se encuentran por los tránsitos" (Palop, 1976).
Como se ha dicho anteriormente, la preponderancia del cereal era abrumadora en el siglo XVIII, como lo había sido en épocas anteriores. Para realizar una aproximación a la producción agraria española a fines del Setecientos no 
hay más fuente disponible, como ya se ha dicho, que el deficiente Censo de Frutos y Manufacturas de 1799, que proporciona los datos en valor y no en unidades de volumen o peso. El cereal representaba el 68,3 por 100 de la producción total y los cereales tradicionales, trigo, centeno y cebada el 61,5 por 
100. Los cereales de alto rendimiento, maíz y arroz, contribuían a la producción cerealista total en una pequeña proporción, del 4,2 por 100 el maíz y del 
0,4 por 100 el arroz. Sin embargo, el maíz era hegemónico en toda la fachada 
cantábrica, muy importante en el País Valenciano y destacable en algunas comarcas andaluzas. El arroz era también una producción muy desarrollada en Cataluña y el País Valenciano, sobre todo en este último territorio. Aquí, a fines del 
siglo XVIII, se cosechaban anualmente, por término medio, un millón de hectolitros de trigo, 500.000 de centeno, cebada y avena, 400.000 de maíz y 
600.000 de arroz (Ardit, 1993). Las otras producciones reseñables a escala española eran el vino, con un 12,4 por 100 del valor y el aceite, con un 7,3 por 
100. Las legumbres y otras semillas, en buena medida forrajes, llegaban al 5,3 
por 100 y las hortalizas, frutas y cultivos industriales al 5,3 por 100. La patata y otros tubérculos sólo se cultivaban en la fachada cantábrica y en Canarias, 
y su contribución a la producción agraria total era muy pequeña, del 0,2 por 
100, aunque eran muy importantes en estos territorios. Se trataba, en gran 
medida, de una economía agraria de subsistencia, incluso en las regiones españolas más ricas, pero en algunos territorios había avanzado notablemente la 
agricultura comercial, especialmente en Cataluña y el País Valenciano y, en 
menor medida, en Aragón, que exportaba buena parte de su producción de 
trigo. Analizaremos esto con más detalle en el capítulo dedicado al comercio.


Los rendimientos eran generalmente bajos en la España interior y en 
Andalucía y altos en las mejores tierras noratlánticas y mediterráneas, comparables a los de las regiones europeas de agricultura más avanzada. Tan sólo 
en los escasos regadíos de la España interior, como los leoneses del Órbigo, 
donde el trigo se cultivaba en rotación con el lino, se obtenían rendimientos 
comparables a los de la España cantábrica o mediterránea (Rubio, 1987). 
Los rendimientos andaluces eran muy modestos, de 5,6 H1/Ha para el trigo 
y algo más elevados, de 10,5 H1/Ha para la cebada. Los rendimientos de las 
agriculturas avanzadas los examinaremos en la segunda parte del libro.
En el interior peninsular y en Andalucía la producción cerealista en tierras de secano era hegemónica. Aunque la información del Catastro de Ensenada recogida por el Grupo '75 no es completa, el predominio de la agricultura cerealista extensiva era abrumador a mediados del siglo XVIII. La 
proporción de tierras ocupadas por el olivar y la vid era muy pequeña y estos 
cultivos sólo eran importantes en comarcas muy concretas. El cereal tradicional predominante era el trigo, pero también se cultivaba mucho centeno en las tierras peores, especialmente de Castilla la Vieja, y también cebada, 
que en la España interior y Andalucía, era, como ya se ha dicho, el alimento principal del ganado de labor y tiro. La producción cerealista se destinaba principalmente al autoconsumo, aunque una pequeña proporción se 
comercializaba. La deficiente red de comunicaciones dificultaba el transporte 
y comercialización de los cereales, que con dificultad llegaban a los grandes 
centros de consumo, como la capital del reino. La construcción del Canal de 
Castilla, que avanzó muy lentamente, mejoró algo las cosas a finales de siglo, 
facilitando la salida comercial de las harinas castellanas. Tan sólo Aragón, 
con una producción de trigo excedentaria, exportaba una parte importante 
de ésta, sobre todo a Cataluña (Pérez Sarrión, 1975, 1999).


La vid estaba poco extendida en la España interior, incluso en comarcas 
que después tendrían una importante expansión vitícola. Las dificultades de 
comercialización impedían que este cultivo se extendiera y tan sólo en los 
territorios costeros, que podían dar salida a sus caldos o derivados por vía 
marítima, se extendió la viña en el siglo XVIII. Antiguamente, los vinos se 
conservaban con gran dificultad y por ello no podían resistir largos desplazamientos. Sólo se mantenían relativamente bien los caldos jóvenes con una 
gran proporción de azúcar y esto explica la preponderancia de las malvasías 
y otros vinos dulces parecidos en la producción vinícola del Antiguo Régimen destinada al comercio. Otras alternativas eran convertir la uva en pasa, 
solución adoptada en algunas comarcas valencianas, u obtener aguardiente 
a partir del vino, que fue la fórmula preferida por las economías vinícolas 
catalana y valenciana. El utillaje necesario, es decir, el alambique de destilación, era barato y la técnica relativamente simple. La situación cambió en 
parte cuando los comerciantes ingleses se hicieron con el control comercial 
del vino de Burdeos a fines del siglo XVII y necesitaron caldos más fuertes, 
mediterráneos, para mezclarlos con la producción bordelesa y dar, de este 
modo, color y fuerza a la producción del Garona. El éxito de estos nuevos 
vinos, los claretes, en el mercado inglés fue muy grande y supuso una auténtica revolución del gusto que acabaría por relegar a un plano muy secundario a los vinos dulces tradicionales. La demanda inglesa alentó el desarrollo 
del viñedo de la comarca valenciana del Baix Maestrat, exportada por el puerto de Vinaroz, y en menor medida la del valle del Palancia, que tenía su salida por el puerto de Sagunto. En algunos lugares se mantuvo la producción 
de vinos dulces tradicionales y de alta graduación, como la malvasía de Sitges, el fondillón alicantino, el vino de Málaga o el de Jerez, muy apreciados 
en los mercados exteriores. Las malvasías canarias decayeron en el siglo XVIII 
por la competencia de los vinos de Madeira y Oporto.
La expansión del viñedo fue muy importante en Cataluña, sobre todo 
en las regiones litorales del Penedés y el Camp de Tarragona, es decir, en las comarcas del Alt Penedés y Baix Penedés, Alt Camp, Baix Camp, Priorat, 
Conca de Barberá, Urgell y Segarra. Pero la vid se extendió en mayor o menor 
medida por casi todas las que soportaban este cultivo. Se hicieron intensas 
roturaciones para extender la viña y en ocasiones ésta creció a expensas del 
cereal. Cuando el valenciano Antonio Ponz visitó el Camp de Tarragona en 
1788, escribió que "de tal modo se ha variado el cultivo que sólo el que hace 
papel es el de las viñas, habiéndose reducido a poco el de los trigos y aceites 
y aun el beneficio de las lanas y abundancia de carnes, con motivo de haberse roto los montes para plantar viñedos por todas partes". Aunque parte 
de la producción vinícola se vendía en el mercado interior, la mayoría se 
transformaba en aguardiente con destino a la exportación, a los mercados 
europeos y a las colonias americanas. Reus se convirtió en el gran centro productor de aguardientes y Salou en el principal puerto de exportación. La buena coyuntura de los precios alentó la extensión de este cultivo, muy remunerador, durante la mayor parte del siglo XVIII, aunque desde 1775 se abrió 
un período de dificultades. En el siglo XVIII los rendimientos de las viñas 
catalanas oscilaban entre los 5 y los 11 Hl/Ha; los de las valencianas, cultivadas a menudo en regadío o semirregadío, parece que eran algo más altos, 
entre 10 y 14 H1/Ha.


El cultivo de la vid también fue destacable en algunos territorios de la 
España septentrional y atlántica, desde los somontanos aragonés y navarro, 
la Ribera navarra y alavesa hasta la cuenca del Miño y sus afluentes, especialmente en el Ribeiro orensano y las comarcas de Monterrey y la Chantada de Lugo. Asimismo, encontramos zonas vinícolas en la España interior, 
como en la Rioja, el Bierzo y otras, aunque todavía muy poco desarrolladas. 
En muchas comarcas de Castilla la Vieja el viñedo retrocedió en el Setecientos, ya que en general los términos de intercambio fueron desfavorables 
para el vino en comparación con el cereal. Dadas las dificultades de transporte anteriormente reseñadas, los caldos castellanos se destinaban al consumo local, especialmente urbano, y su producción fue, en el siglo XVIII, muy 
inferior a la de los viñedos mediterráneos. El declive de los núcleos urbanos 
en el siglo XVIII y la desestructuración del sistema ferial contribuyeron a la 
decadencia del viñedo castellano-viejo. El viñedo de Castilla la Nueva estaba poco extendido, llegando en la antigua provincia de Toledo a un 8,2 por 
100 de las tierras cultivadas. Mayor desarrollo experimentó a finales del siglo 
XVIII el viñedo murciano, especialmente en las zonas de Moratalla-Caravaca-Cehegín, Yecla-Jumilla y en Almansa, localidad que entonces pertenecía 
al reino de Murcia.
El olivo fue otro cultivo en expansión, sobre todo en la España mediterránea. El aceite se destinaba a la alimentación pero también tenía otros usos, 
como el alumbrado y la fabricación de jabón (mezclado con sosa cáustica obtenida de las cenizas de plantas salitrosas), muy demandado por el consumo privado y por la industria textil. El olivar se extendió especialmente por 
Cataluña, Aragón y el País Valenciano. Fue un cultivo muy importante en 
la isla de Mallorca, donde compensaba en parte el predominio cerealista, con 
importantes excedentes que se destinaban a la exportación. El olivar andaluz estaba todavía poco desarrollado y las principales plantaciones se localizaban en el reino de Sevilla.


Otros cultivos arbóreos, como el almendro o la avellana, sólo experimentaron una discreta expansión en ciertas comarcas costeras catalanas o 
valencianas, así como en Mallorca, y su producción se exportaba mayoritariamente a los mercados exteriores. En el País Valenciano experimentó una 
notable expansión la morera, cuya hoja constituía el alimento de los gusanos 
de seda, pero examinaremos con más atención este cultivo en el siguiente 
apartado. En las comarcas meridionales del País Valenciano y en algunas murcianas se desarrolló la explotación de diferentes plantas salitrosas, especialmente la barrilla, destinadas a la obtención de sosa cáustica, necesaria para 
la elaboración de jabón, en un momento en el que todavía se desconocía su 
fabricación sintética por el método Solvay. Esta producción se exportaba 
mayoritariamente a los mercados europeos, sobre todo por los puertos de 
Alicante y Cartagena.
2.2. Los nuevos cultivos
Consideraremos nuevos cultivos principalmente a los cereales de alto rendimiento, es decir, el maíz y el arroz, aunque este segundo realmente no era tan 
nuevo, ya que fue introducido en España por los árabes en la Edad Media. 
Lo consideraremos "nuevo", sin embargo, por la extraordinaria expansión que 
experimentó en el siglo XVIII, especialmente en el País Valenciano. Hablaremos también en este apartado de los cultivos industriales. Algunos de ellos, 
como el algodón, eran realmente nuevos, pero no otros como el lino o el cáñamo. Sin embargo, sí que fue nueva su expansión, así como su integración en 
sistemas de rotaciones complejas. Lo mismo cabría decir de la morera. Algunos frutales, como los naranjos y limoneros, conocidos de antiguo, anunciaron ya a fines del siglo XVIII el desarrollo que experimentarían en el XIX. Se 
trata, en todo caso, de producciones que no existían en la agricultura tradicional o que eran muy marginales. Su introducción o su expansión modificó 
sustancialmente las estructuras agrarias existentes, ya que se trataba de cultivos que proporcionaban rendimientos muy superiores a los tradicionales.
El arroz era un cereal de origen asiático que fue introducido, como se 
ha dicho por los árabes, en la Península Ibérica en la Edad Media. Se había cultivado de forma minoritaria en muchos lugares, pero sobre todo en el País 
Valenciano, aunque no siempre en las mismas zonas por las que se extendió 
en el siglo XVIII. La variedad llamada "de secano", viable en territorios del 
Asia monzónica, nunca se pudo aclimatar en España, aunque se hicieron 
algunos intentos a fines del siglo XVIII y comienzos del XIX. El cultivo mediante riegos espaciados tampoco llegó nunca a triunfar, ya que sus rendimientos eran inferiores. Como se trata de una producción muy exigente en agua 
se cultivaba en campos inundados, lo que exigía técnicas muy complejas que 
contradicen la inmutabilidad de la agricultura del Antiguo Régimen tantas 
veces aducida.


En Cataluña, el cultivo del arroz se extendió en el siglo XVIII por el delta del Ebro y el Ampurdán, sobre todo en esta última comarca. También lo 
hizo por algunos territorios murcianos, especialmente en las vegas de Molina, Calasparra y Hellín. Pero el principal productor de arroz, con 600.000 
hectolitros anuales de media a fines del siglo XVIII, era, con mucha diferencia, el País Valenciano. Aquí, como en todos los lugares en los que se extendió este cultivo, promovió una intensa polémica entre sus defensores y detractores debido a los graves problemas sanitarios que provocaba la proliferación 
de mosquitos en las tierras inundadas y la difusión de la malaria. A pesar de 
este grave inconveniente los cosecheros eran acérrimos defensores de su cultivo por los elevadísimos beneficios que reportaba. Por esta razón, y a pesar 
de las medidas legales que se tomaron para limitar los arrozales, éstos se extendieron notablemente en el País Valenciano durante el Setecientos, aunque el 
cultivo desapareció en algunas comarcas. En 1730 se cultivaban cerca de 
10.000 Ha, que a comienzos del siglo XIX habían aumentado hasta cerca 
de 18.000 (Mateu).
El arroz es un cereal de primavera, que se siembra en marzo y se cosecha 
en septiembre. Por esta razón su ciclo vegetativo coincide parcialmente con 
el del trigo y mucho más con el del maíz, de modo que muchas tierras arroceras, especialmente cuando no podían abonarse intensamente, daban una 
sola producción anual. Pero los agricultores valencianos se las ingeniaron para 
que muchos arrozales dieran también una cosecha de trigo utilizando el sistema de los planteles. En este territorio el cereal maduraba antes que en el 
interior peninsular y la siega solía hacerse en el mes de junio. Aprovechando 
esta circunstancia, muchas tierras de regadío se plantaban de trigo, que se 
recogía en el mes de junio. En otros campos más pequeños, los planteles, 
se sembraba el arroz en marzo y allí crecía inundado hasta el mes de junio, 
cuando se trasplantaba después de la siega a los campos donde antes había crecido el trigo. En ese momento, estos campos, que habían recibido riegos periódicos, se inundaban y así se mantenían hasta la recogida del arroz en septiembre o principios de octubre. De este modo proporcionaban dos cosechas anuales. La técnica de la inundación era diferente en las tierras próximas a la 
Albufera, donde se conseguía gracias al cierre de la comunicación de este lago 
con el mar y el aumento de su nivel, y en las de la Ribera Alta del Júcar, donde los arrozales se inundaban mediante el aporte de las acequias, que se vaciaban en septiembre, antes de la siega, mediante complejos sistemas de drenaje. Después de darles unas labores, en octubre o noviembre estos campos 
volvían a sembrarse de trigo aunque, como se ha dicho, no siempre las tierras podían soportar esta sucesión ininterrumpida de cultivos.


Él maíz fue con más propiedad un cultivo nuevo debido a su origen americano. Su introducción data de finales del siglo XVI, aunque su implantación masiva tuvo lugar en la España cantábrica, desde Galicia hasta la Navarra occidental, a comienzos del XVII. En el País Valenciano, el otro territorio 
donde este cultivo fue importante, su penetración fue más tardía y más lenta. Sabemos muy poco de su introducción en Andalucía, especialmente en 
la vega de Granada y en algunas huertas litorales, pero probablemente fue 
similar. En muchos casos este nuevo cereal, debido a su semejanza con algunas gramíneas clásicas del Viejo Mundo, adoptó sus nombres: milho (mijo) 
en Galicia, millo también en Canarias, dacsa (palabra de origen árabe que 
significa sorgo) en el País Valenciano, blat de moro en Cataluña, adaza, panizo y otros. Esta confusión terminológica dificulta el análisis de la introducción del nuevo cultivo, aunque los historiadores gallegos opinan que por lo 
general las fuentes son suficientemente explícitas. En el caso valenciano, su 
identificación es algo más problemática, pero a menudo las fuentes introducen algún epíteto (como, por ejemplo, dacsa de les Índies) que la resuelve. 
En la España noratlántica el proceso de extensión de este nuevo cultivo, al 
que algunos autores con evidente exageración han llamado "revolución del 
maíz", tuvo lugar durante el siglo XVII y la primera mitad del XVIII, y por 
tanto está parcialmente fuera del período cronológico cubierto por esta obra. 
La extensión del maíz no sólo posibilitó un fuerte crecimiento de la población, sino que se integró en sistemas de rotaciones anteriores que habían eliminado el barbecho, alentando la extensión del cultivo continuo sin descanso de la tierra.
El proceso desarrollado en el Seiscientos culminó en el Setecientos y en 
algunos lugares el cultivo del maíz era, a comienzos del siglo XIX, no sólo 
hegemónico, sino un verdadero monocultivo. En la España noratlántica el 
maíz se extendió fundamentalmente entre 1630 y 1780, aunque en el País 
Vasco litoral la introducción fue más tardía y más lenta, no llegando a convertirse en cultivo hegemónico hasta mediados del siglo XIX. En estas fechas 
el maíz representaba el 97 por 100 de la cosecha cerealista total en la Galicia litoral occidental, aunque disminuía mucho en las tierras de transición y 
en la Galicia cantábrica. En Asturias era también muy importante (en torno al 80 por 100 de la producción cerealista), aunque no llegaba a las proporciones alcanzadas en la Galicia litoral occidental. En el País Vasco húmedo 
(es decir, sin Álava) y en la Navarra occidental ostentaba una proporción más 
baja aunque todavía destacada, del 70 por 100 (Pérez García, 1992). Tanto 
en la España noratlántica como en el País Valenciano era un cultivo de subsistencia destinado al alimento de la población. De todos modos, al menos 
en la España septentrional el nuevo cultivo acabó fomentando importantes 
cambios agrarios y permitió un importante crecimiento demográfico. En 
palabras de José Manuel Pérez García, "el maíz, acogido por el campesinado 
siguiendo la `lógica de la miseria', acabó alimentando a corto plazo una `historia de la abundancia" (2007). En el caso valenciano muchos testimonios 
afirman que era el cereal preferido por los sectores sociales más humildes. 
Por ejemplo, Gregorio Mayans escribió que en su pueblo natal, Oliva, "solamente al unas veinte i cinco a treinta casas que comen pan de trigo, todos 
los otros de maíz, porque comiendo menos harta más". Obviamente, el grano se convertía en harina y se panificaba, cosa que a veces también se hacía 
con el arroz.


El caso de la morera es, en cierto modo, similar al del arroz, ya que se 
trataba de un árbol de origen chino introducido en España por los árabes en 
la Edad Media. La hoja de la morera era el alimento de los gusanos de seda. 
Su cultivo tuvo una cierta relevancia en varios lugares de España, especialmente en la vega de Granada y otras huertas litorales andaluzas, así como en 
los regadíos murcianos, especialmente los próximos a la capital, pero en el 
siglo XVIII la principal región productora era, con mucha diferencia, el País 
Valenciano. Los morales y moreras andaluces experimentaron una acusada 
decadencia en el Setecientos. Aunque se puede cultivar en secano, la producción óptima de hoja se conseguía en regadío. El cultivo de este árbol es 
bastante complejo, ya que requiere un abonado intenso, una poda muy delicada y cuidados constantes. A menudo, se cultivaba asociado a otros cultivos de regadío, como el trigo y el arroz, plantándose los árboles en los márgenes de los campos. Esto añadía una segunda o tercera cosecha a unas tierras 
ya de por sí muy productivas. En ocasiones, sin embargo, las plantaciones 
de moreras eran exclusivas, los llamados morerales espesos.
También los naranjos y limoneros eran de origen chino y conocidos en 
España desde la Edad Media. Se cultivaban un poco en casi todas las huertas litorales, aunque su extensión no llegó a ser destacada en el siglo XVIII. 
Eran famosos los naranjos y limoneros del valle mallorquín de Sóller. A 
fines del Setecientos la principal comarca productora de naranjas era la 
valenciana del Bajo Segura, pero la historiografía ha destacado la extensión de 
este cultivo en la Ribera Alta del Júcar, ya que ésta se convertiría en la principal comarca productora en el siglo XIX. En los años noventa del siglo XVIII el cura de Carcaixent, Vicente Monzó, empezó a plantar naranjos en tierras arenosas poco aptas para otros cultivos y, según escribió Cavanilles, 
"ha electrizado con su exemplo a muchos vecinos". Estos fueron los primeros pasos de un cultivo que se extendería poderosamente durante el 
Ochocientos.


La patata, otro cultivo de origen americano, aunque peor estudiado que 
el maíz, sólo tuvo importancia en las tierras interiores de la España noratlántica. Comenzó a introducirse en Galicia a partir de los años setenta del 
siglo XVIII, como, por ejemplo en la provincia de Mondoñedo. Pero su expansión, así como su introducción en otros territorios de la España cantábrica, 
correspondió a la primera mitad del siglo XIX. En Galicia su avance fue bastante conflictivo, ya que la patata vino a romper el sistema bienal al introducirse en la hoja de barbecho. Esto alteraba la disciplina de cultivo e implicaba ciertos cambios en las prácticas agrarias, especialmente por la necesidad 
de una mayor cantidad de ganado estabulado, y del abono que éste producía, que hiciera posibles estas rotaciones (Pérez García, 2007). También se 
ha documentado su cultivo en Canarias, en Granada, en localidades septentrionales extremeñas y, a finales del siglo XVIII, estaba sólidamente implantada en las tierras bajas de Huelva.
De entre los cultivos industriales, aparte de la morera, los más destacables 
eran el lino y el cáñamo. El primero era el más importante con diferencia y 
proporcionaba la materia prima de la manufactura de lienzos, muy extendida y dispersa, como analizaremos en otro capítulo. Se podía cultivar en secano pero proporcionaba rendimientos mucho más elevados en regadío. Su presencia era destacable en los pequeños pero productivos regadíos de la submeseta 
norte, así como en las huertas gallegas, aragonesas y mediterráneas. El cáñamo, mucho más exigente en agua y abono, se integraba a menudo en sistemas complejos de rotaciones en las huertas valencianas y aragonesas, y proporcionaba la materia prima de la manufacturas de lonas y sogas, de 
importancia estratégica para la industria naval, tanto militar como civil.
Al contrario que el naranjo, que anunciaba una expansión que tendría 
lugar en el siglo XIX, el cultivo del algodón, que llegó a extenderse discretamente a fines del siglo XVIII por la vega de Motril y otras huertas litorales 
andaluzas, no alcanzaría en el Ochocientos gran importancia en España. Un 
grupo de comerciantes malteses, que suministraban algodón procedente del 
Mediterráneo oriental a las fábricas de indianas catalanas, establecieron en 
esta localidad andaluza el cultivo del algodonero en 1775. Posteriormente, 
en 1778, lo fomentaron también algunos fabricantes y comerciantes barceloneses. Según el botánico valenciano Simón de Rojas Clemente, estudioso 
de la flora granadina, en el año 1800 se recogieron 138.000 kg de algodón 
en los marjales de Motril (Nadal, 1992).


2.3. Los regadíos
El medio principal por el que la agricultura del Antiguo Régimen conseguía 
incrementar los rendimientos era mediante el riego, aunque éste debía venir 
acompañado normalmente por la utilización de un abonado más intenso. 
Los regadíos estaban muy extendidos por la España seca y muy especialmente 
en la litoral catalana, valenciana y murciana, pero no fueron desconocidos en 
la España húmeda, especialmente en Galicia. En la España interior fueron 
muy importantes los aragoneses y, aunque de pequeña extensión, también 
se habrían de destacar los de algunos valles leoneses y castellanos viejos. En 
Castilla la Nueva y Extremadura eran muy pequeños y en Andalucía quedaban limitados a la vega de Granada y algunas huertas litorales, siendo poco 
relevantes en el resto del territorio. Las riberas del Guadalquivir se destinaban a pastizales y las abundantes aguas del río no se aprovechaban para el riego. En muchas ocasiones estos pequeños regadíos de la España interior no 
estaban limitados por la escasez de agua, que a veces era abundante, sino por 
las bajas temperaturas invernales, por la poca población y por las dificultades de comercializar la producción. Por ejemplo, en Villaverde, localidad de 
la sierra de Alcaraz, según las Respuestas Generales del Catastro de Ensenada, "nunca se siembra ninguna pieza de tierra íntegra de hortalizas si no es 
meramente lo que necesita cada dueño para su gasto, por no ser país en que 
este fruto pueda tener utilidad alguna en venta y menos prevalecer por lo 
crudo de la tierra y riguroso de fríos, aun en el tiempo de verano".
Los más importantes eran, con diferencia, los valencianos, seguidos de los 
aragoneses, catalanes y murcianos. Se trataba, fundamentalmente, de grandes 
sistemas de riego alimentados por acequias de derivación fluvial, que abastecían a un territorio muy extenso, muy similares a las grandes redes de riego 
del norte de Italia, las mayores de Europa. A estos sistemas, los especialistas 
les dan a menudo el nombre de macrosistemas. Por debajo de éstos existían 
redes hidráulicas más pequeñas, que aportaban agua a tan sólo un municipio 
o un pequeño conjunto de éstos, que reciben el nombre de mesosistemas. Los 
más pequeños, los llamados microsistemas, eran de una escala inferior a la 
municipal y no siempre eran de derivación fluvial, sino que en ocasiones el 
agua se extraía de pozos, fuentes, norias o minas. Los microsistemas están 
generalmente mal estudiados y es posible que, si bien a escala individual fueran poco importantes, su relevancia a escala agregada fuera grande. Las diferencias entre los sistemas hidráulicos pequeños y los extensos eran muchas, 
pero quizás la más destacable era la que imponía la gestión del agua entre un 
conjunto amplio de municipios y regantes, que era muy compleja.
Los regadíos valencianos han sido muy estudiados. Ya en el siglo XIX fueron objeto de atención por los propios valencianos y por algunos hidraulis tas franceses e ingleses, como Frangois Jaubert de Pacá o Robert Markham, 
que escribieron obras muy valiosas sobre ellos. Aunque es difícil evaluar la 
extensión de la tierra regada en el País Valenciano a fines del siglo XVIII, por 
la incertidumbre del volumen que representaban los abundantísimos microsistemas existentes, se piensa que recibían riego unas 110.000 Ha, aunque 
en algunos casos, como lo sería el de algunas comarcas meridionales, el riego era menos intenso debido a la escasez de agua. El principal sistema hidráulico valenciano era el del Júcar, servido por la llamada Acequia Real, que 
tomaba el agua de este río mediante un azud situado en Antella y que fue 
notablemente ampliada a fines del siglo XVIII. En este momento se calcula 
que el área regada era de unas 31.000 Ha. Le seguía en importancia el complejo sistema del Bajo Segura, formado por una intrincada red de acequias 
principales y azarbes de drenaje y recuperación de aguas sobrantes, con unas 
19.500 Ha. El sistema de las siete acequias de la huerta de Valencia, a pesar 
de ser el más famoso, era el tercero en importancia, con unas 10.500 Ha. A 
éste le seguía el de la huerta de Castelló, con tres grandes acequias que regaban unas 9.000 Ha. Aunque menores en superficie, eran todavía macrosistemas las redes de riego de Gandía, Játiva, Elche y otras menores que no mencionaremos. Algunos microsistemas, como el de las huertas de Vinaroz y 
Benicarló, formados por multitud de norias, integraban conjuntos bastante 
extensos. Por último, en el País Valenciano interior, casi todos los pueblos 
poseían sistemas de menor escala que proporcionaban riego a pequeñas huertas para el abastecimiento local. No tenemos datos para calcular qué proporción de la tierra cultivada representaban los regadíos en el siglo XVIII, pero 
sabemos que en el año 1834 las tierras regadas de la recién creada provincia 
de Valencia eran el 30 por 100 de la superficie cultivada total y en algunos 
partidos judiciales, como el de la capital, eran el 95 por 100.


En Cataluña la extensión de la tierra regada era mucho menor. Tan sólo podrían calificarse de macrosistemas el de la huerta de Lérida, con unas 10.000 Ha 
y el del río Francolí, con unas 2.000. El llamado Rec Cocotal de Barcelona y el sistema del canal de Manresa, con unas 600 Ha cada uno, probablemente se habrían de calificar de mesosistemas. Las redes de riego de pequeña 
escala, que utilizaban los recursos de fuentes, norias o minas, ricamente documentadas por Pierre Vilar, eran muy abundantes pero no parece que a escala agregada tuvieran una gran importancia. Se ha calculado la superficie total 
regada en Cataluña a fines del Antiguo Régimen en unas 28.000 Ha. El regadío mallorquín era muy exiguo, debido a la carencia de corrientes caudalosas de entidad. El sistema de Palma, de 2.000 Ha de extensión, se alimentaba de fuentes y norias.
Era de mayor entidad el regadío aragonés. A partir de la información 
proporcionada por Ignacio de Asso los historiadores aragoneses han estimado la superficie regada entre 75.000 y 90.000 Ha. Era, por lo tanto, un regadío 
muy extenso, superior en superficie al catalán aunque inferior al valenciano. 
A diferencia de Cataluña y del País Valenciano, donde el agua era libre e iba 
unida a la tierra - salvo en algunos regadíos meridionales donde era de propiedad particular-, en Aragón pertenecía a los señores o a los municipios realengos. La mayor parte de los sistemas de riego se situaban en la Ribera del 
Ebro, aunque también era importante el regadío de Calatayud, en la Serranía Ibérica. En la segunda mitad del siglo XVIII se realizaron transformaciones de gran importancia con la construcción del Canal Imperial de Aragón, 
entre 1766 y 1791, que en 1781 absorbió el viejo Canal de Tauste. Se calcula 
que proporcionó riego a unas 2.800 Ha, incrementando la superficie regada 
en un 32,5 por 100. A comienzos del siglo XVIII el regadío de Zaragoza abarcaba casi 10.900 Ha, un poco más que la extensión regada en la huerta de 
Valencia, aunque no se trataba de un conjunto tan integrado.


El regadío murciano, que puede cuantificarse en 48.000 Ha a mediados 
del siglo XVIII, era menor que el valenciano y el aragonés, pero mayor que el 
catalán. Tan sólo existían dos macrosistemas, los de las huertas de Murcia y 
Lorca. En los siglos XVI, XVII y XVIII se realizaron muchas obras de ampliación, aunque algunas, como la construcción del pantano de Lorca, acabaron 
fracasando, ya que la presa se construyó en 1788 y se rompió el año 1802, 
causando un gran número de víctimas mortales. Los historiadores murcianos piensan que las posibilidades de expansión del área regada se habían agotado a mediados del Setecientos, e incluso antes, lo que explicaría que el cardenal Belluga realizara su proyecto de colonización a comienzos de este siglo 
en territorio valenciano. En la región murciana la propiedad del agua generalmente no iba unida a la de la tierra, salvo en aquellas zonas donde los recursos hídricos eran abundantes. En muchos casos el agua estaba privatizada en 
manos de la oligarquía, lo que incrementaba los costes y provocaba tensiones entre los regantes y los propietarios del agua.
Los regadíos mediterráneos y específicamente los valencianos tenían un 
origen muy antiguo, probablemente romano. Durante el período musulmán 
experimentaron ampliaciones y mejoras, pero al gran impulso vino después 
de la conquista cristiana. A menudo se piensa que los sistemas de riego eran 
una herencia antigua que se había mantenido inmutable durante siglos, pero 
esto no es cierto. Sin entrar en las modificaciones de los siglos XVI y XVII, 
que caen fuera del período cronológico de este libro, en el Setecientos se realizaron importantes obras de regadío en el País Valenciano, Aragón y Murcia, pero no en Cataluña, donde el proyectado canal de Urgel no llegó a realizarse. La infraestructura del riego era muy costosa y su realización se planteaba 
en términos de costes y beneficios, tanto si la iniciativa era privada, pública 
o mixta. La prolongación de la Acequia Real del Júcar valenciana, la llamada Acequia del Proyecto (construida fundamentalmente entre 1780 y 1791), 
por ejemplo, fue en principio un proyecto del duque de Híjar para llevar 
agua de riego a su extenso señorío de Sollana, gran productor de arroz, pero 
finalmente se transformó en una empresa conjunta con el Real Patrimonio. 
La agricultura catalana apostó en el siglo XVIII de forma muy decidida por 
la viña, un cultivo de secano, y además, las condiciones climáticas no eran 
las mismas que las valencianas y la transformación en regadío no aportaba 
siempre las mismas ventajas. En el País Valenciano los elevados beneficios 
que proporcionaban el arroz y otros cultivos de huerta hacían rentables estas 
inversiones. Consideraciones similares cabría hacer de Aragón y Murcia, aunque en el caso aragonés el Canal Imperial de Aragón, planteado también 
como vía de navegación interior, fue financiado con fondos públicos exclusivamente.


Como se ha dicho anteriormente, tanto en Cataluña como en el País 
Valenciano el agua era generalmente libre e iba unida a la tierra. En el gobierno de las acequias participaban normalmente los propios regantes y algunas 
instituciones, como el famoso Tribunal de las Aguas de Valencia, ejemplifican esta especie de democracia campesina. Sin embargo, la realidad era bastante distinta. Los regantes tenían bastante autonomía en la resolución de 
los asuntos cotidianos aunque poco trascendentes, mientras que el gobierno 
superior de las acequias recaía generalmente en los municipios y en las oligarquías que detentaban el poder municipal. Así ocurría en el sistema de la 
huerta de Valencia, donde la ciudad, como sobresequier, tenía la máxima autoridad, y también en la Acequia Real del Júcar, donde este papel director lo 
ostentaban alternativamente los municipios de Alzira y Algemesí. En los regadíos meridionales, como, por ejemplo, en la acequia que derivaba del pantano alicantino de Tibi, el gobierno perteneció al Real Patrimonio desde 
1739, y en Elche, el agua era propiedad particular, fundamentalmente de la 
nobleza ilicitana.
El regadío no era desconocido en la España húmeda, aunque ha sido 
mucho menos estudiado. Algunas monografías gallegas han destacado la 
importante proporción de tierras regadas de ciertas comarcas, como, por 
ejemplo, el Salnés (Pérez García, 1979) o La Ulla (Rey Castelao, 1981). No 
sabemos la proporción de la superficie regada en relación con la total, pero 
sí que en torno a un 30 por 100 de las tierras plantadas de cereal recibían riego. No es un porcentaje comparable al de los grandes perímetros regados 
valencianos, pero de todos modos es bastante estimable. Se trataba de sistemas de riego de derivación fluvial, aunque no conocemos apenas detalles técnicos y organizativos. En algunos territorios gallegos de clima más seco, como 
las tierras del Miño, donde las precipitaciones oscilan entre los 200 y los 400 mm 
anuales, los regadíos estaban todavía más extendidos. Aquí la superficie rega da representaba el 36 por 100 de la total, una proporción muy elevada (Pérez 
García, 2004). Conocemos todavía peor el regadío castellano y andaluz. En 
líneas generales era poco importante, pero en algunas comarcas leonesas, 
como en la ribera del Órbigo, estaba bastante extendido y las tierras regadas 
proporcionaban rendimientos elevados (Rubio, 1987). Lo mismo podríamos decir de la vega de Granada y de algunos regadíos litorales andaluces, 
como el de Motril. El regadío canario, dada la inexistencia de ríos, se basaba en la extracción de agua de pozos o mediante embalses que recogían aguas 
irregulares.


2.4. La ganadería
El Setecientos, un siglo de crecimiento económico, contempló tanto el aumento de la producción agrícola como de la cabaña ganadera, tanto estante como 
trashumante. La expansión de las actividades pecuarias, sin embargo, se paralizó desde mediados de siglo debido a la escasez de pastos y la evolución favorable de los términos de intercambio para los productores de cereales (Llopis, 2001). Las intensas roturaciones hicieron retroceder las tierras de pasto, 
fenómeno agravado por la escasa integración que habitualmente existía entre 
agricultura y ganadería.
Según datos del Catastro de Ensenada, en la Corona de Castilla había, 
a mediados del siglo XVIII, casi 31 millones de cabezas, exactamente 30,8 
millones. De éstos, 18,7 millones correspondían al ganado lanar (de los que 
3,5 millones eran trashumantes, aunque en algunos momentos llegó a haber 
4,8 millones), 5,2 millones de cabrío, 2,9 de vacuno y 2,7 millones de ganado de cerda. Los equinos, ganado de labor y transporte, eran 1,3 millones, 
de los que 227.000 eran mulos. Desagregadas por regiones, las cabezas de la 
cabaña castellana (sin el País Vasco y Canarias) eran las que se detallan en el 
cuadro 2.1.
Los casi treinta y un millones de cabezas de la cabaña castellana se distribuían de forma irregular territorialmente. León y Castilla la Vieja, con un 
21 y 20 por 100 respectivamente, eran las regiones hegemónicas, seguidas 
de Andalucía, con un 17 por 100, Castilla la Nueva, con un 16 por 100, y 
Galicia, con un 14 por 100. Muy por debajo se situaban Extremadura y Murcia, con un 9 y 3 por 100 respectivamente. Por especies, sobresalía el ganado lanar, con un 60 por 100, en el que destacaban las dos Castillas, y sobre 
todo Castilla la Vieja y León, reuniendo estas dos últimas regiones casi la 
mitad de la cabaña de la Corona de Castilla. La proporción de ganado lanar 
en Galicia era muy inferior, ya que en esta región las ovejas eran mucho menos 
populares y la mayor parte de vecinos carecían de ellas. En el cabrío sobre salía Andalucía y en el vacuno Galicia y León, donde se integra también Asturias. Todavía en gran parte de la Corona de Castilla los bueyes se mantenían como animales de labor, pero estos animales cumplían funciones muy 
diversificadas, proporcionando estiércol, cueros, leche y carne. En la península gallega del Salnés los agricultores disponían por término medio de dos 
vacas por vecino. En Cantabria el vacuno era casi la mitad de la cabaña. El 
ganado de cerda era muy popular en algunas regiones, como Extremadura, 
León y Galicia, pero en cambio las proporciones eran mucho más pequeñas 
en las dos Castillas, Andalucía y Murcia. Por lo que respecta a la Corona de 
Aragón, sólo disponemos de cifras agregadas del reino de Aragón correspondientes al ganado lanar. En 1788 había 2.578.552 cabezas, concentradas 
fundamentalmente en los partidos de Daroca, Alcañiz, Huesca, jaca, Teruel, 
Cinco Villas, Calatayud y Albarracín.


CUADRO 2.1. La ganadería en la Corona de Castilla a mediados del siglo XVIII 
(1749-1756)
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Los datos proporcionados por el discutido Censo de Frutos y Manufacturas de 1799 son probablemente muy defectivos, ya que reduce la cifra a 17 
millones de cabezas, referidas ahora a toda España y no tan sólo a la Corona de Castilla. Por mucho que la ganadería castellana entrara en decadencia 
en la segunda mitad del siglo XVIII, es poco creíble que la cabaña se hubiera 
reducido hasta ese punto. De todas las especies ganaderas, la que menos acusó el descenso fue la lanar trashumante, que siguió creciendo hasta fines de 
los años setenta. Fue también en este momento cuando las exportaciones 
de lana consiguieron las cotas más altas de toda la Edad Moderna. Después de 
esta fecha la ganadería trashumante castellana entró en decadencia, debido 
a diversos factores, como el aumento del coste de los pastos, las ventajas comparativas de la producción cerealista - a la que ya hemos hecho referencia-, 
y la hostilidad de los gobernantes ilustrados hacia la Mesta.


En general, y si descontamos la decadencia finisecular, el XVIII fue un 
buen siglo para la Mesta castellana, tanto que se ha llegado a postular 
un "segundo auge" de la poderosa asociación ganadera en el Setecientos. Efectivamente, si las cabezas trashumantes de los ganaderos mesteños habían 
alcanzado la cifra de 3.177.669 en su primer auge de 1519, esta cifra se superó en 1746, con 3.294.000 reses, llegando a la más alta de su historia, de 
3.490.000 merinas, en 1765 (García Martín, 1988). Entre 1700 y 1759 la 
elevada cotización de la lana en los mercados europeos, el mayor precio de 
los productos ganaderos frente al de los cereales y el estancamiento del coste de los pastos favoreció el desarrollo de la ganadería trashumante. Algunos autores, sin embargo, retrasan esta fecha y estiman en cerca de cinco millones de cabezas la cabaña lanar trashumante castellana hacia 1780-1795 (Melón, 
2004). A partir de estas fechas los precios ganaderos subieron en menor medida que los del cereal y muchos propietarios de las dehesas llamadas de pasto 
y labor presionaron para reducir los privilegios de la Mesta, que percibían 
como un obstáculo poderoso para el desarrollo agrario. Al mismo tiempo, 
los precios de los pastos ascendieron y todo ello condujo al progresivo estrangulamiento de los beneficios de las explotaciones trashumantes. En los años 
sesenta del siglo XVIII, comenzó a agravarse el "problema extremeño", que 
examinaremos seguidamente, y que provocó las primeras medidas legales 
antimesteñas de los gobernantes ilustrados.
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FIGURA 2.1. Las cañadas reales castellanas


La estructura de la Mesta no se modificó durante la mayor parte del siglo XVIII respecto de la que había estado vigente en los siglos XVI y XVII. En 
su seno se distinguían los ganaderos serranos o de las tierras altas y los riberiegos, o de las tierras llanas. Otra distinción era la que se establecía entre 
estantes y trashumantes y, dentro de estos últimos, entre cañariegos, trashumantes y trasterminantes, siendo estos últimos los que realizaban desplazamientos más cortos. Los ganados estantes no gozaban de los mismos privilegios que los trashumantes, ya que los habían perdido en 1604. Los ganaderos 
estantes eran generalmente pequeños propietarios y eran muchos más que 
los trashumantes. La Mesta siguió estando dominada por una oligarquía de 
grandes propietarios de ganado. En 1780, de los 46.201 agremiados mesteños, 8.247 eran trashumantes, el 17,85 por 100, y 37.954 estantes, el 82,15 
por 100. Por lo que respecta a los ganaderos trashumantes muchos tenían 
fijada su residencia en la submeseta meridional, sobre todo en Madrid. De 
un total de 808.948 animales de todo tipo, 606.923 pertenecían a propietarios madrileños, 132.940 a comunidades eclesiásticas y 69.085 a ganaderos dispersos por otros lugares. Les seguían en importancia los sorianos, con 
584.925 animales; los segovianos, con 465.442; los leoneses, con 357.886 y 
los conquenses, con 167.775. La concentración de la propiedad ganadera 
trashumante era grande. De un total de 2.384.976 cabezas, el 34,82 por 100 
pertenecían a 78 grandes ganaderos, muchos de ellos nobles. El 65,68 por 
100 restante se repartía entre 46.123 pequeños ganaderos que realizaban el 
viaje de trashumancia sumándose a las grandes cabañas e incluso trabajando 
como pastores en éstas. El reparto social del ganado estante era más equilibrado, ya que se usaba como ayuda en las labores agrarias, abonado, etc. y 
no como explotación exclusivamente lanar (García Martín, 1988).
Durante los reinados de Felipe V y Fernando VI, la Mesta, que se había 
decantado claramente por la causa borbónica, recibió el apoyo de la monarquía. Por ejemplo, en 1726 se extendió la jurisdicción de la Mesta a los reinos de la antigua Corona de Aragón, y una Real Provisión de 1732 prohibió la expedición de licencias para roturar pastizales. Un Real Decreto de 30 de 
diciembre de 1748 prohibió las roturaciones en las dehesas acotadas e incluso dispuso que volvieran a ser de pasto aquellas tierras roturadas ilegalmente en los veinte años anteriores. Sin embargo, ya en la primera mitad del siglo 
XVIII se manifestaron los primeros signos del "problema extremeño" y se dictaron algunas medidas que limitaban la actividad de la Mesta. Una Real 
Orden de 1747, por ejemplo, determinó que se repartiera la tercera parte de 
la dehesa real de La Serrana entre los pueblos del partido, de modo que se 
pudiera poner en cultivo la décima parte, y se dedicara el resto al aprovechamiento de los ganados estantes.


La oposición entre agricultores y ganaderos, y aún más, entre ganaderos 
trashumantes y estantes, se agravó en la segunda mitad del siglo, sobre todo 
en Extremadura, y contó con el apoyo de los ministros ilustrados a partir del 
reinado de Carlos III. El debate jurídico se entabló en torno al llamado derecho de posesión que tenía la Mesta sobre los pastos. Según este derecho de 
posesión, una vez ocupado o arrendado un pastizal por un ganadero mesteño, no podía ser desahuciado o desposeído por el dueño de la hacienda, como 
no fuera que dejase de satisfacer la renta anual, muriese la cabaña introducida o el titular de la dehesa destinara sus hierbas a un aprovechamiento ganadero particular. Joaquín Costa lo describió, a fines del siglo XIX, del siguiente modo: "El ganado serrano que hubiese gozado pacíficamente el pasto de 
tales dehesas durante un invierno, ya no podía ser desahuciado en ningún 
tiempo mientras siguiese pagando la pensión justa: había adquirido el derecho de poseer y disfrutar tales pastos a perpetuidad, renovándose". Para los 
defensores de la corporación ganadera este derecho se aplicaba tanto a las 
dehesas públicas como privadas, pero para sus detractores, como Floridablanca o Campomanes, era un acuerdo privado entre los miembros del Honrado Concejo que no afectaba al resto de los súbditos de la Corona. Un Auto 
Ajustado del Consejo de Castilla de 1761 mantenía y amparaba a los ganaderos en el goce de sus privilegios en las dehesas y pastos apropiados y sobrantes de las boyales de los pueblos, pero no en los arbitrados con facultad real, 
sobre los que tenía preferencia el vecindario.
La provincia de Extremadura promovió una consulta del Consejo Real, 
que culminó en un Memorial Ajustado el año 1764, en el que se declaraba que 
una de las causas de la ruina de la provincia eran los privilegios y abusos de 
la Mesta, memorial contra el que esta poderosa asociación arremetió alegando 
que las dehesas extremeñas sólo eran aptas para pastos. Tras éste siguieron 
otros dos Memoriales Ajustados en 1771 y 1783 y finalmente un Real Decreto de 1793 declaró que las dehesas extremeñas eran de pasto y labor, pudiéndose dedicar exclusivamente al pastoreo sólo aquellas que pudiera demostrarse ante los tribunales que eran de puro pasto. Las medidas contrarias a la Mesta contaron con el apoyo del poderoso Campomanes, que fue nombrado en 
1779 presidente del Honrado Concejo. La política ilustrada de oposición a 
la Mesta culminó en 1796, reinando ya Carlos IV, con la supresión de los 
alcaldes entregadores de la asociación ganadera, que ya antes, en 1782, habían sido reducidos de cuatro a dos. Analizaremos esta problemática con algo 
más de detalle en la segunda parte del libro, ya que está íntimamente conectada con la extensión de cultivos y las roturaciones.


La ganadería en la España oriental es mucho peor conocida, tanto por el 
hecho de que los territorios de la Corona de Aragón carecen de esa magnífica 
fuente que es el Catastro de Ensenada castellano, como por la desaparición de 
algunas series documentales que durante la época foral habían proporcionado información a este respecto. Sabemos que eran bastante importantes las 
rutas trashumantes que conectaban el Pirineo con el litoral catalán y el valle 
del Ebro aragonés. Parece ser que la trashumancia pirenaica catalana decayó 
bastante en el siglo XVIII o al menos así lo dan a entender las respuestas a los 
cuestionarios de Francisco Zamora. También existían activas rutas ganaderas que enlazaban las sierras turolenses y conquenses con las tierras valencianas, murcianas e incluso las andaluzas del valle de la Alcudia. Aquí también 
había corporaciones ganaderas, llamadas mestas o ligallos, aunque no una 
única como en la Corona de Castilla. Estas pequeñas mestas también existían en las tierras altas septentrionales valencianas o meridionales catalanas, 
como en el extenso término de Morella o en Tortosa, donde recibían el nombre de lligallons (en singular lligalló). Era, sin embargo, muy importante, la 
Casa de Ganaderos de Zaragoza, que disponía de justicia privativa y una organización interna parecida a la mesteña. Igual que en el caso de la Mesta castellana, la propiedad del ganado en la corporación zaragozana estaba fuertemente concentrada en manos de unos pocos propietarios nobles, burgueses 
y comunidades religiosas. Eran también destacables las hermandades de pastores de Albarracín, Daroca, Teruel y Calatayud, que mantuvieron frecuentes contenciosos con la poderosa Casa de Ganaderos zaragozana en cuestiones de aprovechamiento de pastos. Al menos en el caso valenciano, sobre el 
que existe alguna información, la ganadería y la agricultura estaban mucho 
mejor integradas que en Castilla. En Cataluña y el País Valenciano los ganaderos no poseían privilegios comparables a los de la Mesta castellana y arrendaban las hierbas a los municipios en los realengos y a los señores feudales 
en los señoríos, a veces en subasta pública, sin que pudieran alegar nada 
similar al derecho de posesión de la Mesta. En el País Valenciano se distinguían los montes blancos, para uso de los ganados forasteros, y los llamados bovalares, que se destinaban a los ganados de los arrendatarios de las 
carnicerías y de los vecinos. Habitualmente, los ganaderos que arrendaban 
a los señores feudales o a los municipios realengos las tierras de pasto esta ban obligados a proporcionar los excrementos que los animales dejaban en 
los corrales nocturnos, generalmente llamados parideras, para su utilización 
por los agricultores en el abonado de las tierras. También en Cataluña una 
de las funciones primordiales de los arrendamientos de pastos era el abasto de 
estiércol.


Estudiaremos también en este apartado los recursos de la montaña y del 
bosque. Salvo en Galicia, están muy mal estudiados, pero eran numerosos y 
variados, y, en algunos casos, eran un complemento importante de las economías de los sectores más pobres del campesinado. Siguiendo en parte a 
Ofelia Rey Castelao (2004) realizaremos la exposición de estos recursos teniendo en cuenta sus diferentes usos. Los más importantes eran los agrarios y 
ganaderos, que ya hemos analizado en gran medida: pastos, aprovechamiento 
agrícola temporal (como el cultivo de rozas) o recogida de matorral que podía 
servir de abono, una vez descompuesto, como el tojo en Galicia. Las rozas, 
bastante frecuentes en esta región, solían hacerse en intervalos muy largos, 
de entre 30 y 40 años. También se han documentado en muchos territorios 
castellanos, pero se practicaban mucho menos en las ricas tierras de la España oriental, salvo en comarcas interiores pobres. Sobre la recogida de frutos 
silvestres estamos peor informados, pero el castaño era un complemento alimentario destacable también en Galicia.
La madera y la leña eran también unos recursos esenciales. Mientras que 
la leña, la principal fuente energética de los hogares, tanto rurales como 
urbanos, se obtenía del monte bajo, la explotación maderera precisaba la 
existencia de bosques, bastante escasos en muchas regiones después de siglos 
de roturaciones y deforestación. También utilizaban leña de todo tipo los 
hornos, como los de pan, cal, alfareros, cerámicos y siderúrgicos. En Galicia el monte era muy extenso pero los bosques generalmente pequeños. En 
el interior lucense, por ejemplo, el arbolado ocupaba tan sólo el 2,3 por 100 
de la superficie, y en la Galicia costera septentrional el 5 por 100. El carbón, esencial en la siderurgia y la metalurgia, normalmente se obtenía de la 
tala de árboles y no del matorral. Tanto los altos hornos como las ferrerías 
tradicionales utilizaban carbón vegetal, igual que los herreros. El oficio de 
carbonero era, a menudo, seminómada y concretamente los carboneros vascos trabajaban en gran parte de la península. La madera para carpintería y 
construcción se podía conseguir de árboles pequeños, pero era mucho más 
exigente la que se utilizaba en la industria naval, especialmente la que servía para hacer los mástiles, que tenía que proceder de árboles muy viejos, 
altos y rectos. Sólo los mejores bosques españoles podían proporcionar madera de esta calidad. A ello se unía el problema del transporte, que generalmente se realizaba por cursos fluviales. La madera de las sierras turolenses, 
por ejemplo, llegaba a Valencia por el Guadalaviar-Turia, guiada por hábiles raiers, que es el nombre que recibían estos conductores de troncos en Cataluña y el País Valenciano. Los bosques mejor explotados eran, pues, los que 
disponían de vías de agua próximas, como los pirenaicos catalanes o los 
asturianos, que no casualmente se hallaban próximos de las dos concentraciones más importantes de construcción naval de España. Los troncos extraídos de los bosques pirenaicos bajaban por el Segre, el Cinca y el Ebro. Tortosa se convirtió en importante centro redistribuidor de madera, tanto 
catalana como aragonesa, con destino, entre otros, a las atarazanas de Arenys 
de Mar, Canet de Mar, Mataró o Barcelona. La madera de la sierra de Segura se enviaba al arsenal de Cartagena, también por vía fluvial, por un trayecto muy accidentado y dificil.


La explotación del monte y del bosque era muy diferente en la Corona 
de Castilla y el reino de Aragón, donde había propiedad comunal, y en Cataluña, el País Valenciano y Baleares, donde ésta no existía o era muy escasa. 
De hecho, tan sólo tenía una cierta entidad en la Cataluña pirenaica. El monte comunal proporcionaba muchos recursos allí donde lo había, pero también existían montes y bosques privados, o privatizados irregularmente, cuyos 
recursos había que comprar o arrendar. En Asturias, por ejemplo, el 66 por 
100 de la superficie catastrada en 1753 era comunal, y todavía era mayor en 
los concejos del interior montañoso. Esta propiedad era menor en Cantabria, donde los bosques habían estado muy esquilmados. En el País Vasco 
los usos comunales quedaron muy limitados en el siglo XVIII, por la presión 
de la construcción naval, la siderurgia y las roturaciones, que condujeron a 
una temprana deforestación. Lo mismo podríamos decir de Navarra. Así y 
todo, en estas regiones los territorios comunales eran extensos y muchos los 
aprovechamientos que quedaban libres para los vecinos. En las dos Castillas, 
los comunales eran de extensión y calidad muy irregular. Si eran de poco 
interés en la zona de Burgos y Palencia, eran sin embargo mayores en la Rioja y muy extensos y útiles en la Tierra de Campos. En León, los comunales 
eran extensos en las tierras altas, pero disminuían en las bajas. En la submeseta norte también la superficie forestal era generalmente mayor: en la provincia de Segovia era, por ejemplo, del 23 por 100. Aunque la superficie 
comunal disminuía hacia el sur, todavía era importante en la submeseta sur, 
y en la Andalucía del siglo XVIII los concejos poseían el 22 por 100 de la 
superficie. En el reino de Aragón también tenían gran relevancia los comunales y los concejos eran, con diferencia, los mayores propietarios de tierras. 
En la España oriental catalana y valenciana, donde apenas existía la propiedad comunal, sí que había, sin embargo, importantes usos comunales, en 
parte consuetudinarios y muy erosionados a lo largo del siglo XVIII, tanto 
en los realengos como en los señoríos. Generalmente la recogida de leña era 
libre para los vecinos, incluso en los señoríos más exigentes, aunque de todos modos había una gran variedad normativa. La madera, sin embargo, se vendía o se arrendaba, y en la mayor parte de los señoríos la tala de árboles sin 
permiso estaba severamente castigada.


Aunque la monarquía había promulgado normas para la conservación 
de los bosques desde el siglo XVI, en el XVIII se dictaron nuevas disposiciones, de las que la más importante fue la Ordenanza de 31 de enero de 1748, 
que promovía la conservación y extensión de los bosques para el suministro 
de la Marina. La Ordenanza establecía la obligación de hacer plantíos, 
que debían supervisarse mediante visitas periódicas de los comisarios de Marina de cada distrito. No parece que su cumplimiento fuera muy estricto y la 
norma contribuyó muy poco a la reforestación del país. De hecho, muchas 
regiones españolas estaban gravemente deforestadas y los contemporáneos 
eran plenamente conscientes de ello. Téngase en cuenta que la leña era la 
principal fuente energética, tanto para usos domésticos como industriales, 
bien directamente o transformada en carbón, y la madera el material más 
utilizado antes de la generalización de los metales y los nuevos materiales sintéticos descubiertos en el siglo XX. Una ferrería consumía veinticinco quintales de leña para producir uno de hierro y también empleaban mucha (aunque no se ha cuantificado) los hornos de pan, vidrio, alfarería, cerámica, 
vidrio, tintes, aguardiente, etc. Eran frecuentes los incendios forestales, a 
menudo provocados por los pastores para que las hierbas crecieran con más 
abundancia el año siguiente. A todas estas causas habría que sumar las roturaciones. En casi todas partes los precios de la leña subieron mucho durante el siglo XVIII, lo que es un testimonio indirecto de la deforestación.
Otros usos menores del monte y el bosque eran de escasa cuantía a escala individual, pero quizás relevantes a escala agregada. Entre éstos podríamos 
enumerar el descortezado para la obtención de corcho, productos tintóreos 
y taninos para el curtido de pieles. El poco uso de las botellas en la comercialización del vino, que se distribuía y conservaba habitualmente en otros 
recipientes de cerámica, madera o piel, ofrecía todavía pocas posibilidades a 
la explotación del corcho en el siglo XVIII. En toda la España cantábrica la 
corteza de roble o morca se explotaba para el curtido. Otros usos del monte 
muy mal estudiados eran la apicultura, la caza y la pesca, sobre los que estamos mal informados. Sabemos algo más de la explotación de la nieve, que 
ha sido especialmente estudiada en Cataluña y el País Valenciano. El aumento del nivel de vida, la generalización de las neveras domésticas y del consumo de helados incrementaron la demanda de este bien. La nieve solía recogerse durante el invierno en las montañas en diferentes depósitos, como los 
pozos llamados neveras o las esquinas rocosas resguardadas denominadas ventisqueros, y se distribuía en verano por los centros de consumo de pueblos y 
ciudades. El abasto de nieve solía arrendarse anualmente por los municipios.


2.5. Evolución de la producción agraria
El Setecientos fue un siglo de crecimiento económico en todos los sectores 
y principalmente en el agrario, pero este crecimiento no fue uniforme ni cronológicamente ni territorialmente. Incluso se discute en ocasiones si fue un 
simple crecimiento de la producción agraria en paralelo con el aumento de 
la población, de modo que el producto agrícolaper cápita permaneció invariante, o si se trató de un auténtico desarrollo económico, en el que no tan 
sólo la producción creció más que la población, sino que tuvieron lugar transformaciones estructurales. Estudiar este fenómeno en una época, como el 
siglo XVIII, en la que no existen las estadísticas apropiadas, es muy difícil y 
los historiadores han utilizado para ello un conjunto de materiales documentales que, aunque no se realizaron con finalidad estadística, pueden servir a este propósito. La fuente privilegiada para el estudio de la evolución de 
la producción agrícola en el Antiguo Régimen es la documentación que ha 
dejado la recolección del diezmo eclesiástico o la parte de éste que cobraban 
el rey o los señores feudales, como las tercias reales castellanas o el tercio diezmo aragonés. En su ausencia pueden utilizarse también las series de precios, 
tanto si provienen de contabilidades o de datos recogidos en la época directamente de los mercados, las llamadas mercuriales. Obviamente, estas fuentes presentan algunos problemas, especialmente los diezmos. Cuando éstos 
se recaudaban en especie, algo inhabitual, reflejan directamente la producción agraria, aunque hay que tener en cuenta la probable ocultación y fraude. Cuando se arrendaban en dinero, que era lo más corriente, son mucho 
más problemáticos. Por un lado, como el arriendo se hacía del diezmo que 
había de recogerse en un período futuro, reflejan más las expectativas que la 
producción real; por otro lado, la cantidad monetaria por la que se arrendaban estaba sometida a las variaciones de los precios y hay que descontar este 
fenómeno para una adecuada interpretación de los datos. Esta operación se 
llama deflación y los historiadores suelen utilizar como deflactor el precio 
del trigo.
La producción agrícola gallega creció muy débilmente en el siglo XVIII, 
ya que el gran período expansivo de esta región fue el siglo XVII. Entre el 
decenio 1690-1699 y 1790-1799 los diezmos gallegos aumentaron algo 
menos del 30 por 100, situándose el crecimiento fundamentalmente en la 
segunda mitad de la centuria (Eiras, 1982). El modelo de crecimiento agrícola 
gallego, basado en el maíz, se había agotado en el siglo XVIII, pero este freno 
se manifestó antes, hacia 1730, en las comarcas litorales, más dinámicas, que 
en las del interior, donde aparece en fecha más tardía, hacia 1760. La expansión del maíz había posibilitado la fuerte expansión de la población gallega 
en el Seiscientos, pero la crisis del modelo puso en marcha los frenos malt husianos, especialmente el aumento de la edad nupcial, y alentó la emigración gallega hacia el interior peninsular y sobre todo hacia América. La temprana introducción de la patata, a la que ya hemos hecho referencia, apenas 
logró detener el proceso.


La evolución de la producción agraria asturiana fue similar y esta región 
registró un estancamiento en la primera mitad del siglo XVIII, aproximadamente entre 1690 y 1745, aunque el crecimiento se recuperó en la segunda 
mitad del siglo (Barreiro). Aquí también se había agotado el modelo de crecimiento basado en el maíz, con resultados similares a los gallegos; elevación 
de la edad nupcial, emigración, fragmentación de la propiedad y minifundismo. La evolución cántabra, aunque peor conocida, parece que fue similar a la asturiana.
El caso vasco es también parecido al de toda la fachada cantábrica, aunque con algunas particularidades. Una vez superado el bache de comienzos 
de siglo en fecha algo más temprana, hacia 1730, el crecimiento se recuperó con ímpetu, continuando hasta 1770 e incluso en algunos lugares hasta 
1790 (Fernández de Pinedo). Esto se explica en parte por las posibilidades 
de extensión de los cultivos que todavía existían en aquel territorio. El modelo agrario de la Rioja alavesa fue distinto. Aquí había crecido fuertemente en 
el siglo XVII el cultivo de la vid, tocando techo hacia 1720-1730, pero aunque luego vino un período de estancamiento, se mantuvieron altos niveles 
de producción a lo largo de todo el siglo XVIII. El resto del territorio alavés, 
donde predominaba el cultivo del trigo, siguió una evolución más parecida 
a la castellana y de las comarcas interiores gallegas, con expansión hasta 1760 
aproximadamente y crisis posterior.
Se han estudiado menos series diezmales de las dos Castillas y Extremadura, entre otras razones por tratarse de un territorio mucho más extenso. A 
partir de la información disponible puede afirmarse que el crecimiento agrario fue mediocre, pero algo mayor en la submeseta norte que en Castilla la 
Nueva y Extremadura. La producción de trigo llegó a aumentar hasta un 40 
por 100 en León y cerca del 30 por 100 en Segovia, pero fue menor en tierras zamoranas, abulenses, palentinas o riojanas. En líneas generales, el cultivo de los cereales se incrementó dentro del conjunto de la producción agraria. Fue poco relevante el crecimiento del olivar y del viñedo. La crisis 
finisecular fue muy acusada, en parte debido al predominio del modelo extensivo de crecimiento.
Andalucía, a pesar de ser una región mediterránea, registró una evolución agraria similar a la del interior peninsular, con un acusado estancamiento 
de la producción, que aparece en todas las series diezmales estudiadas, tanto en las del arzobispado de Sevilla, en las cordobesas y onubenses estudiadas por Ponsot o en las de Andalucía oriental analizadas por Benítez. El olivar y la vid estaban poco extendidos todavía en el siglo XVIII, excepto en 
Málaga y la bahía de Cádiz, donde la producción vinícola era destacable, y 
en la mayor parte del territorio el predominio del cereal era abrumador.


En su conjunto existen suficientes indicios para afirmar que, aunque el 
producto agrario del interior castellano y Andalucía occidental creció en 
el siglo XVIII algo más del 20 por 100, sin embargo el producto agrario por 
habitante disminuyó entre un 5 y un 10 por 100, según se muestra en el 
siguiente cuadro.
CUADRO 2.2. Producto agrario y producto agrario por habitante en el interior 
castellano y Andalucía occidental (1695-1795)
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Aunque el descenso del producto agrario por habitante calculado es del 
5,4 por 100 en el conjunto de estas regiones, es probable que fuera mayor, 
dado el carácter fragmentario de la documentación utilizada. En el siglo XVIII 
cayó en Andalucía occidental y Extremadura, pero el descenso fue mucho 
más acusado en Castilla y León. Tan sólo aumentó en dos territorios, Castilla-La Mancha y algo más en La Rioja.
En Aragón el crecimiento agrario fue también fundamentalmente extensivo pero la producción agrícola creció mucho más que en Castilla y Andalucía, y el reino aragonés llegó a ser excedentario y exportador de cereal al 
litoral peninsular, especialmente a Cataluña. La importancia de los regadíos 
aragoneses, que ya hemos analizado, obliga a matizar el carácter exclusivamente extensivo de este modelo de crecimiento. Algunos cultivos, como el lino, el 
cáñamo y la morera se desarrollaron en las tierras regadas del valle del Ebro 
y el Bajo Aragón. Fue también importante la producción de aceite, destinado en buena medida a la exportación.


Pero los territorios que registraron el mayor crecimiento de la producción agraria en el siglo XVIII fueron los mediterráneos orientales, especialmente Cataluña y el País Valenciano. Aquí coexistieron los dos modelos de 
crecimiento, el extensivo y el intensivo, siendo a veces difícil determinar cuál 
de ellos fue el predominante, ya que a menudo la extensión de los cultivos 
implicó fuertes inversiones en capital fijo, como fue el caso de las desecaciones de tierras pantanosas o el abancalamiento de las laderas montañosas. 
Conocemos peor la evolución de la producción agrícola catalana que la valenciana, ya que en el primero de estos territorios apenas se han estudiado las 
series diezmales. De todos modos parece razonable suponer que la producción agrícola catalana se duplicó, como mínimo, durante el siglo XVIII, como 
se desprende de las series de arrendamientos del Real Patrimonio estudiadas 
por Pierre Vilar. Pero en este caso no se trató tan sólo de un crecimiento de 
la producción, sino que ésta se diversificó notablemente. La vid jugó un papel 
relevante en este modelo de crecimiento y en algunas comarcas, como la costa de Levante, el Penedés y el Camp de Tarragona, la viña fue casi un monocultivo. Su producción, el vino, pero sobre todo el aguardiente, se destinó a 
la exportación a los mercados europeos y coloniales.
Conocemos bien el crecimiento agrícola valenciano, ya que han sido estudiados en su totalidad los diezmos del extenso arzobispado de Valencia. A 
partir de esta información podemos concluir que la producción agrícola valenciana, al menos la de los cereales y la vid, que son los cultivos mejor reflejados por la evolución de las series diezmales, crecieron más del doble entre 
1710, una vez superados los desastrosos efectos de la guerra de Sucesión, y 
1800, antes de que se manifestara la crisis de comienzos del siglo XIX y comenzara a crecer el movimiento de oposición al pago de esta contribución eclesiástica, que invalida la documentación diezmal como indicador de la producción agraria. De hecho, esta duplicación de la producción agraria ya se 
había conseguido en los años setenta del siglo XVIII, iniciándose a partir de 
esta fecha un largo estancamiento que algunos autores han interpretado como 
la manifestación de los límites de un modelo de crecimiento agrario extensivo y anclado en las viejas estructuras feudales. Existen, sin embargo, indicios que hacen dudar de esta interpretación, y el estancamiento de la producción de cereales y vino en la segunda mitad del siglo XVIII podría explicarse 
también como el resultado de la diversificación de los cultivos y el retroceso 
de los cereales tradicionales. De hecho, existen muchos documentos en los 
que los perceptores del diezmo se quejan de este fenómeno. Probablemente las producciones agrarias que mayor expansión registraron fueron las no documentadas en las series diezmales. Aunque una buena parte de la producción, 
como en todas las agriculturas del Antiguo Régimen, se destinaba al autoconsumo, la agricultura valenciana del siglo XVIII estuvo fuertemente orientada al mercado.


La producción agrícola mallorquina, conocida por los scrutinis estudiados por Josep Juan Vidal, escapa en buena medida al modelo que acabamos de analizar. La producción cerealista permaneció estancada durante el 
siglo XVIII, aunque crecieron otros cultivos de secano, sobre todo arbustivos 
y arbóreos, y muy especialmente el olivo. La isla se convirtió en importante 
exportadora de aceite, sobre todo al País Valenciano, que era deficitario en 
este producto.
La región murciana participó de las características de la España interior 
y de la mediterránea. Las tierras litorales, especialmente las beneficiadas por 
el riego, experimentaron un fuerte crecimiento similar al valenciano, pero 
las comarcas interiores registraron un estancamiento parecido al castellano.
Finalmente la agricultura canaria experimentó una fuerte crisis en el Setecientos. El principal producto de exportación en la centuria anterior, el vino, 
retrocedió ante la competencia del vino de Madeira y el de Oporto, y la producción de aguardiente se vio perjudicada por la producción peninsular, catalana y andaluza principalmente. Creció la producción de maíz y se introdujo la patata, pero al precio de sustituir una economía agraria para el mercado 
por otra de base autárquica orientada al autoconsumo (Macías).
2.6. La pesca
La pesca era una actividad económica importante que ocupaba a muchas 
personas y promovía diversas industrias auxiliares, como las de fabricación 
de sogas, velas, conservas y, por supuesto, la actividad de los astilleros civiles. El pescado, tanto fresco como en salazón, sobre todo este último, era un 
componente destacado de la dieta alimentaria de la época, alentado, además, 
por la prohibición eclesiástica de comer carne durante los períodos de abstinencia, especialmente la cuaresma. Sin embargo, este tema apenas ha despertado el interés de los investigadores y la bibliografía disponible es muy 
poca. No existe ningún libro de tipo general sobre este interesante sector económico en el siglo XVIII y muy pocos trabajos de síntesis, aunque puede 
encontrarse alguna información dispersa sobre ciertos territorios y localidades en algunas monografías. Por dicha razón, este apartado se basa en 
los dos únicos estudios de conjunto existentes sobre la pesca española en el 
siglo XVIII, que son un artículo pionero de Carlos Martínez Shaw y Rober to Fernández (1984) y el capítulo dedicado a esta temática por el segundo 
de estos autores en el volumen sobre el siglo XVIII del Manual de Historia de 
España publicado por Historia 16 (Fernández, 1993).


Todos los testimonios disponibles atestiguan un notable incremento de 
la actividad pesquera en España durante el siglo XVIII. La llamada Matrícula de Mar, leva militar de marineros civiles que pretendía incrementar los 
efectivos de la Real Armada, permite trazar la cartografía de la marina de pesca española. Según la realizada entre 1758 y 1765, que es, según Roberto 
Fernández, una de las más fiables, había 2.147 barcos en el departamento 
marítimo de Cartagena, que englobaba a toda la España mediterránea, y 
2.687 en los de Cádiz y El Ferrol, en la costa atlántica. El número de pescadores era en estas fechas de 25.000 aproximadamente, cifra que había ascendido a unos 30.000 a finales del siglo XVIII. El reparto más o menos equitativo entre Mediterráneo y Atlántico en número de navíos no refleja, sin 
embargo, la realidad de la actividad pesquera, ya que muchos barcos catalanes, valencianos y mallorquines cruzaban frecuentemente el estrecho de 
Gibraltar para pescar en el océano.
La actividad pesquera era muy importante en la España cantábrica. En 
el País Vasco, muchas embarcaciones se dedicaban a la pesca de altura en 
mares lejanos, pero la pesca de la ballena en aguas de Terranova atravesó un 
mal momento en el siglo XVIII debido a las interferencias británicas y porque el atractivo de la Compañía de Caracas, sobre la que trataremos en un 
capítulo posterior, alejó a muchos inversores del negocio pesquero. También 
existen indicios de que la flota pesquera asturiana decayó durante el Setecientos. Diferente fue la situación en Galicia, con una flota de 1.789 unidades a mediados del siglo XVIII, el 37 por 100 del contingente español, localizadas fundamentalmente en las Rías Bajas.
A pesar de la longitud de la costa andaluza, aquí la pesca era menos importante y la flota, dispersa entre muchas localidades costeras, apenas superaba 
el 11 por 100 del total español, aunque era algo más densa en el litoral atlántico, entre Huelva y Ayamonte. Mucho mayor era la flota pesquera catalana, la más importante de España después de la gallega, con un 27 por 100 
de los efectivos totales. La mayor concentración de puertos pesqueros se situaba al norte de la ciudad de Barcelona, en la comarca del Maresme y en la 
Costa Brava. La pesca era mucho menos relevante en el País Valenciano, con 
apenas el 9 por 100 del total de barcos españoles. Algo menor era la flota 
balear, apenas un 5 por 100 del total, básicamente concentrada en la bahía 
de Palma. En Murcia la proporción era todavía más baja, del 2,5 por 100, 
siendo Mazarrón y Cartagena los principales puertos pesqueros.
Exceptuando la pesca de altura vasca, que como se ha dicho estaba en 
franca decadencia, la mayor parte de las embarcaciones se dedicaban a la de bajura, usando generalmente técnicas tradicionales. Las estáticas, de anzuelo, como el palangre, o de cesto, como la nasa, proporcionaban un producto de mayor calidad pero su rendimiento era más bajo. El incremento de la 
demanda de pescado en el siglo XVIII alentó la extensión de las técnicas de 
red, más productivas. La conocida como almadraba, arte de cerco, era muy 
característica de la costa valenciana, como, por ejemplo, Denia, donde proporcionaba a los duques de Medinaceli suculentos ingresos. Era la más primitiva pero todavía muy utilizada, sobre todo en la captura de atunes. Sin 
embargo, las técnicas más productivas eran las de arrastre, especialmente desarrolladas en Cataluña, como la jábega o la llamada pesca del bou en el litoral catalán y valenciano. En este último caso se utilizaban dos embarcaciones pequeñas, laúdes, que se varaban en la playa una vez acabada la jornada 
con la ayuda de bueyes. No está claro si el nombre de pesca del bou proviene de la utilización de estos animales para sacar las barcas a tierra o al hecho 
de que, al operar las embarcaciones en parejas, recordaban el trabajo de estos 
animales en la agricultura. Se trata de una técnica de pesca que seguía utilizándose en las playas valencianas a comienzos del siglo XX y que ha quedado inmortalizada en algunos cuadros de Joaquín Sorolla.


El pescado fresco sólo se podía consumir en las localidades costeras y la 
única técnica conservera conocida era la salazón. Este procedimiento, de gran 
tradición en Cataluña, se fue extendiendo por la costa mediterránea valenciana y andaluza. En Galicia era una actividad tradicional realizada por las 
familias marineras, aunque en la ría de Vigo aparecieron empresas de mayor 
envergadura. En el último cuarto del siglo XVIII algunos empresarios catalanes se asentaron en Galicia, donde establecieron importantes factorías salazoneras, especialmente en Vigo. De este modo, el pescado salado, seco y prensado penetró en el mercado interior español y también se exportaban grandes 
cantidades a Portugal. La expansión de la industria salazonera implicó profundos cambios en el modelo pesquero de aquellos territorios en los que se 
implantó. Estos empresarios, verdaderos "capitalistas de la pesca", como los 
denomina acertadamente Roberto Fernández, introdujeron una especie de 
putting--out system en el negocio pesquero. Los empresarios compraban la producción a los pescadores y en ocasiones incluso les aportaban aparejos y artes 
de pesca. Los pescadores que se integraban en el nuevo sistema fueron habitualmente los más pobres y quedaron progresivamente atrapados en las redes, 
en este caso simbólicas, de la dependencia de sus empleadores o fomentadores, en lenguaje de la época. Las propias factorías salazoneras eran establecimientos concentrados más parecidos a una fábrica moderna que a una manufactura tradicional, con un uso masivo de mano de obra femenina en 
condiciones bastante precarias. Estos nuevos métodos ocasionaron, a menudo, conflictos que culminaron en ocasiones en acontecimientos violentos, como la destrucción de embarcaciones que tuvo lugar el año 1785 en Galicia o el episodio de características ludditas que culminó con el incendio de 
almacenes y aparejos propiedad de empresarios catalanes en la ría de Muros 
el año 1812.


Los mares del siglo XVIII estaban mucho más poblados que los actuales, 
pero, así y todo, algunos estudiosos del tema y autoridades fueron cobrando 
conciencia del carácter destructivo de las técnicas de arrastre. Obviamente 
los grandes empresarios o fomentadores estaban en contra de cualquier limitación, pero los pescadores tradicionales abogaban por medidas restrictivas, 
que además les protegían ante la pesca masiva fomentada por el capitalismo 
pesquero. Los partidarios de la limitación consiguieron que la pesca del bou 
se restringiera a ciertos lugares o a determinado número de parejas de barcas, pero parece que estas medidas fueron contravenidas habitualmente, dada 
la reiteración de las prohibiciones.
Frente a la destructiva pesca de bajura, los gobernantes ilustrados pretendieron fomentar la de altura, aunque con escaso éxito. Se fundaron algunas compañías pesqueras privilegiadas, como la Real Compañía Mercantil 
de Ballenas de San Sebastián (1732), la Real Compañía de Pesca Marítima 
(1775) o la Real Compañía Marítima de Pesca (1789), también vascas. La 
última de ellas, que es la mejor conocida, acabó relegando la pesca a un lugar 
muy secundario en el conjunto de sus actividades.
2.7. Proyectos y realizaciones de reforma agraria
La política reformista de los gobernantes ilustrados en la agricultura participó de las mismas contradicciones e insuficiencias que las que se fomentaron 
en otros sectores económicos, es decir, las derivadas de su pretensión de introducir cambios sin alterar las bases sociales y políticas del Antiguo Régimen, 
es decir, los privilegios estamentales y el carácter absoluto de la monarquía. 
Estas restricciones pusieron límites muy estrictos a las reformas, pero también es verdad que los políticos ilustrados dispusieron de cierto margen de 
maniobra que les permitió acometer algunos proyectos.
Las ideas que informaron la acción política de los reformadores fueron 
las del llamado regeneracionismo agrario, basadas fundamentalmente en la 
creencia de que la agricultura española tropezaba, para su desarrollo, con un 
conjunto de obstáculos, algunos físicos pero la mayoría sociales, que había 
que remover. Estos últimos eran fundamentalmente los privilegios que impedían el libre juego de los factores económicos, como los que planteaba la propiedad vinculada (nobiliaria, eclesiástica y comunal) y los de las corporaciones, muy especialmente los de la Mesta. Una acción decidida contra estas trabas habría tenido un carácter revolucionario, impensable en los servidores del despotismo ilustrado, de modo que éstos tuvieron que moverse en los 
estrechos márgenes que les dejaba el mantenimiento de la estructura básica 
de la sociedad estamental. Tan sólo los políticos de la revolución liberal pudieron acometer sin estorbos, aunque no sin soluciones de compromiso en 
muchas ocasiones, el desmantelamiento del Antiguo Régimen, pero esto ocurrió ya en el siglo XIX.


La nómina de ideólogos, proyectistas y políticos agraristas es muy extensa, pero quizás la obra de Pedro Rodríguez de Campomanes, primer fiscal 
del Consejo de Castilla, y los documentos que se escribieron durante la larga gestación del expediente de la Ley Agraria pueden servir de guía para establecer los puntos esenciales del programa reformista. Campomanes expuso su pensamiento en relación con la agricultura española en diferentes 
obras, abogando en unas por la introducción de las prácticas de la agronomía moderna, como en la Idea segura para extender y adaptar en España los 
conocimientos verdaderos de la agricultura (1763), en otras por la limitación 
de la vinculación eclesiástica, como en el Tratado de la regalía de amortización (1765) o por la liberalización del comercio de granos, en la Respuesta fiscal 
sobre abolir la tasa y establecer el comercio de granos (1764). Un planteamiento más general puede encontrarse en el Memorial ajustado sobre los daños y 
decadencia que padece la agricultura (1766), reescrito en 1785 por su amigo 
Pablo de Olavide. La gestación de la nunca promulgada Ley Agraria dio lugar 
a la redacción de documentos muy valiosos, comenzando por la interesante 
Idea de la Ley Agraria española (1786) del valenciano Manuel Sisternes y acabando en el amplio Informe de la Ley Agraria (1785-1794), en el que colaboraron desde la Real Sociedad Económica Matritense hasta Gaspar Melchor de Jovellanos, del que nos ocuparemos seguidamente. Una muestra de 
muchas de estas reflexiones puede encontrarse en el Elogio a Carlos III (1789) 
de Francisco Cabarrús.
La peripecia de la Ley Agraria es bastante compleja. Todo comenzó con 
una recomendación de Campomanes, de 17 de octubre de 1771, propuesta 
que aprobó el Consejo de Castilla el 24 de octubre del mismo año. Hasta 
1784 no se completó la fase de recopilación informativa, aunque ya en 1777 
el grueso de la información se había remitido a la Sociedad Económica Matritense. Hasta finales de 1783 esta institución no acordó la creación de una 
junta particular para su estudio. En 1784 se publicó el Memorial Ajustado 
y se reanudaron los trabajos, ahora por parte de Jovellanos. En 1787 la Sociedad le encargó a éste la redacción del informe, que Jovellanos no presentó 
hasta abril de 1794 y que se publicó en 1795. Y aquí quedó todo, ya que 
aunque Jovellanos se mostró contrario a la promulgación de una Ley Agraria, no se adoptó ninguna de las medidas que propuso y que analizaremos más adelante. Los años finales del siglo XVIII eran un mal momento para las 
reformas. Dos años antes de que se publicara el informe de Jovellanos, en 
1793, había sido guillotinado en París Luis XVI y sobre España se abatía el 
que Richard Herr llamó "pánico de Floridablanca", es decir, el miedo a la 
revolución. Cualquier iniciativa reformista que antes podía haberse considerado aceptable, ahora aparecía como peligrosa (Anes, 1969).


El ideal ilustrado consistía en la búsqueda de una especie de mesocracia 
rural de pequeños agricultores propietarios (algo que ya examinamos en el 
estudio de las Nuevas Poblaciones de Sierra Morena y Andalucía), inspirada 
en el modelo social catalán, valenciano y de la España cantábrica. Sin entrar en 
la discusión de si este modelo era o no adaptable a otros territorios peninsulares, es cierto que había de chocar necesariamente con poderosos sectores 
sociales que iban a oponerse frontalmente a cualquier política que fuera en 
contra de sus intereses. Aunque los reformistas ilustrados profesaban una 
gran admiración, en gran medida idealista, por la relación enfitéutica, también sabían que la exportación de este modelo de propiedad, típico de Cataluña, el País Valenciano y la España noratlántica, al resto de la monarquía 
era impensable salvo en el caso de las poblaciones establecidas ex novo. Tampoco la enfiteusis era siempre la garantía de una sociedad rural estable de 
pequeños propietarios. Esto era así en Cataluña y en el País Valenciano, donde las enfiteusis eran perpetuas, con la excepción de las cesiones de rabassa 
morta, que estudiaremos en otro capítulo, que eran temporales. Los foros 
gallegos y asturianos tenían una duración limitada a tres vidas de los foreros 
o de reyes, período al que se añadían otros veintinueve años. Una Real Provisión del año 1763 ordenó a la Audiencia de Galicia que no tramitara las 
demandas de despojo presentadas por los propietarios del dominio directo 
en tanto no se resolviera un expediente sobre los foros que nunca llegó a completarse. Con ello, los foros gallegos se convirtieron cautelarmente en perpetuos, pero no parece que ésta fuera una medida que favoreciera principalmente a los cultivadores, ya que en Galicia los dueños útiles eran generalmente 
burgueses que a su vez cedían la tierra a los agricultores en subforo. Examinaremos con mayor atención este asunto en la segunda parte del libro.
Por lo que hace a la amortización eclesiástica, el Consejo de Castilla abrió 
un expediente sobre el asunto en 1764, de resultas del cual Campomanes escribió una de sus obras más famosas, el Tratado de la regalía de amortización, publicado por la Imprenta Real en 1765. El tema de las enormes y crecientes propiedades eclesiásticas fue muy discutido en la Europa del siglo XVIII y en todas 
partes se denunciaron los perniciosos efectos de la mano muerta. El propio 
Adam Smith escribió que "cuanto más rica sea la Iglesia más pobres serán el 
soberano y el pueblo", palabras que sintetizan bastante bien el planteamiento 
de los principales pensadores económicos del momento. El mismo año en que se inició el expediente antes citado, lo que se hizo a instancia del fiscal del Consejo de Hacienda, Francisco Carrasco, se publicó una Real Cédula el 11 de septiembre, por la que se obligaba a los monjes a recluirse en sus claustros y a arrendar sus tierras a seglares, una medida que en nada tocaba la facultad de la Iglesia 
para acumular bienes inmuebles. En su Tratado de 1765, Campomanes exponía, como el propio título indica, que el monarca poseía una "regalía de amortización", es decir, la facultad "para impedir las ilimitadas enajenaciones de bienes raíces en la Iglesia, comunidades y otras manos muertas". Pero lo que 
proponía no era prohibir la amortización, sino, siguiendo la práctica vigente 
en la Corona de Aragón, que el monarca autorizara dichas enajenaciones, percibiendo por ello una compensación económica. A pesar de su moderación, la 
propuesta de Campomanes fue derrotada en el Consejo en julio de 1766, y 
éste dictaminó que no había necesidad de legislar en nada que afectara a la 
"libertad eclesiástica". Al final de su reinado, en 1787, Carlos III reconocía, 
junto a su ministro Floridablanca, que este asunto seguía sin resolverse, pero 
ambos admitían que era conveniente contar con la aprobación papal, aunque 
el tema fuese de "autoridad real".


Aunque existía un motivo de política fiscal, parece que fueron más determinantes en los intentos de frenar la amortización eclesiástica razones generales de política económica. En la Instrucción reservada que Carlos III dirigió a la junta de Estado en 1787, declaraba que "el menor inconveniente, 
aunque no sea pequeño, es el de que tales bienes se sustraigan a los tributos, 
pues hay otros dos mayores, que son recargar a los demás vasallos y quedar 
los bienes amortizados expuestos a deteriorarse y perderse, luego que los poseedores no pueden cuidarlos o son desaplicados y pobres, como se experimenta 
y ve con dolor en todas partes, pues no hay tierras, casas ni bienes raíces más 
abandonados y destruidos que los de capellanías y otras fundaciones perpetuas, con perjuicio imponderable del Estado".
La única limitación a la adquisición de propiedades por parte de la Iglesia que consiguieron los gobernantes ilustrados durante el siglo XVIII fue la 
pactada en el artículo 8.0 del concordato de 1737, por la que éstas debían pagar 
los mismos tributos que los bienes de legos. Una Real Cédula de 24 de agosto 
de 1795, reinando ya Carlos IV, determinó que los bienes raíces y derechos reales que pasaran a manos muertas pagaran un impuesto del 15 por 100, destinado a la extinción de Vales Reales, "debiendo esta imposición considerarse como un corto resarcimiento de la pérdida de los reales derechos en las 
ventas o permutas que dexan de hacerse por tales adquisiciones, y como una 
pequeña recompensa del perjuicio que padece el público en la cesación del 
comercio de los bienes que paran en este destino".
En la mayor parte ¿e la España interior, sobre todo al sur del sistema 
Central y en Andalucía, predominaba la propiedad plena y las cesiones se hacían mayoritariamente en arrendamiento. Por esto probablemente Campomanes escribió que "todo se debe remediar en los arriendos", ya que no se 
podía "tocar el dominio". Los contratos de cesión arrendaticia solían ser cortos y finalizados éstos el dueño quedaba en libertad de desahuciar al colono. 
Las disposiciones sancionadas al respecto fueron muy contradictorias. Una 
solución al hambre de tierras, especialmente en la España interior, era la 
cesión de propiedades municipales, con lo que no se atacaba la propiedad 
eclesiástica y nobiliaria. Una primera iniciativa de reparto de tierras municipales del intendente de Badajoz fue seguida por una Real Provisión de 2 de 
mayo de 1766, que decretó la división en suertes de tierras concejiles y labrantías en Extremadura para repartir en arrendamiento entre vecinos necesitados, repartos que fueron ampliados en 1767 a Andalucía y la Mancha primero, y después a toda la monarquía. Estas tierras debían concederse 
prioritariamente a los vecinos más pobres. La Real Provisión de 20 de diciembre de 1768 introdujo disposiciones contra el desahucio, pero la de 26 de 
mayo de 1770, que establecía reglas para los repartos de tierras concejiles, 
daba libertad a los propietarios para hacer los arriendos como quisieran 
y desahuciar a los inquilinos al término del contrato. Asimismo esta última 
disposición establecía que, después del reparto de las tierras a los labradores 
más necesitados, las restantes se podrían arrendar, mediante subasta, a otros 
e incluso a forasteros. Sendas Reales Cédulas de 6 de diciembre de 1785 y 
de 8 de septiembre de 1794 matizaron la norma anterior por lo que respecta a los desahucios, pero ambas disposiciones fueron derogadas en 1803, a 
fin de no entorpecer los bienes afectados por la desamortización de Godoy. 
A pesar de sus limitaciones, estas medidas contribuyeron a intensificar las 
roturaciones en la España interior e incluso después del año 1808 seguían 
haciéndose repartos al amparo de la Real Provisión de 1770 (Llopis, 2002).


Por lo que respecta a la Mesta, era evidente que los privilegios de pasto 
de la poderosa corporación ganadera obstaculizaban el progreso de la agricultura. Diferentes normas promulgadas entre 1761 y 1771 limitaron las 
prerrogativas de la Mesta sobre los pastizales. En éstas se estableció un sistema de reparto de los pastos pertenecientes a los bienes de propios de los pueblos entre los vecinos de cada municipio, de modo que los ganaderos mesteños tuvieron que competir con aquéllos en las subastas en las que se 
arrendaban las hierbas. Parece ser que esta medida no dañó excesivamente 
los intereses de los grandes ganaderos, que solían invernar en tierras de particulares, pero sí que afectó negativamente a los más modestos. En 1782 la 
Mesta perdió parcialmente uno de los instrumentos fundamentales de su 
poder, que eran los alcaldes entregadores, ya que su número se redujo de cuatro a dos. En 1796 los alcaldes entregadores fueron abolidos y su jurisdicción privativa pasó a los corregidores y alcaldes mayores de los pueblos.


El Informe de Ley Agraria de Jovellanos o, según su título completo, el 
Informe de la Sociedad Económica de esta Corte al Real y Supremo Consejo de 
Castilla en el expediente de Ley Agraria, extendido por su individuo de número 
el señor D.Gaspar Melchor de jovellanos, a nombre de la junta encargada de su 
formación y con arreglo a sus opiniones (1795), iba algo más allá de las realizaciones de los gobernantes ilustrados. Tampoco Jovellanos tuvo muy en 
cuenta los materiales reunidos en el expediente, que calificaba de "extravíos 
de la razón y del celo", de modo que expuso sus propias opiniones, como 
reza el título. El principio general del que partía era que el de que la libre 
acción del interés privado era la principal fuente del progreso agrario. El 
gobierno simplemente tenía que proteger ese interés eliminando los obstáculos que entorpecían su desenvolvimiento.
Para Jovellanos la agricultura era la primera fuente de prosperidad de un 
país y su desarrollo provocaría la abundancia de las subsistencias, una mayor 
demanda de productos industriales y la expansión del comercio. Se trataba, 
pues, de un sector estratégico del que dependían todos los otros. Pero Jovellanos no partía de un análisis de la decadencia agraria de España. Como ha 
señalado Vicent Llombart (2000c) uno de los aspectos innovadores de su 
enfoque fue que sustituyó el análisis tradicional de las causas de la decadencia por el de los obstáculos que se oponían al progreso agrario. Aunque reconocía que la agricultura española podía conseguir cotas más altas de desarrollo, sin embargo, pensaba que en ninguna época había estado "tan extendida 
ni tan animada como en la presente". Admitía que esto se debía a las medidas saludables adoptadas por los gobernantes ilustrados, como los establecimientos de tierras incultas, la abolición de la tasa, la libertad del comercio 
de granos y las limitaciones de los privilegios ganaderos, pero era todavía 
mucho lo que quedaba por hacer. En este sentido, opinaba que no era necesaria una Ley Agraria de carácter general, sino que había que derogar todas 
aquellas que entorpecían el libre juego de los agentes económicos. Sin embargo, el asturiano no era un liberal a ultranza, ya que pensaba que el interés 
propio debía actuar en el marco de la justicia, es decir, sin la intervención de 
privilegios, monopolios y otras obstrucciones legales. Entre los obstáculos o 
estorbos distinguía los políticos, morales y físicos, y para su remedio proponía libertad, luces y auxilios públicos, mutuamente interconectados.
Agrupaba los estorbos políticos en siete categorías: baldíos y tierras concejiles, prohibición de cercamientos, protección parcial del cultivo, privilegios de la Mesta, amortización de la tierras, restricciones a la circulación de 
frutos y contribuciones, y para cada uno de ellos apuntaba los remedios específicos que debían aplicarse. Para el problema de los baldíos y tierras concejiles de propiedad colectiva proponía los repartos en enfiteusis o las ventas a 
particulares. Para el de las tierras abiertas, generalizar la libertad de cercar, que había quedado establecida por la Real Cédula de 15 de junio de 1788, 
derogando las ordenanzas de montes y suprimiendo los privilegios de la marina sobre los bosques. Por lo que respecta a la protección parcial del cultivo 
proponía una protección generalizada y no discriminatoria, así como la completa libertad de arriendos y subarriendos. En cuanto a la Mesta, iba mucho 
más allá que ningún gobernante ilustrado, proponiendo su disolución. Por 
lo que hace a la amortización, tanto eclesiástica como civil, abogaba por la 
venta y arrendamientos voluntarios de los bienes de la Iglesia, la prohibición 
de nuevas dotaciones al clero y de nuevos mayorazgos, y la facultad de vender y arrendar libremente tierras vinculadas. Había que eliminar las restricciones todavía existentes a la libre circulación de frutos, mediante la derogación de las ordenanzas municipales opuestas a la libre contratación y la libre 
exportación de frutos y materias primas, excepto los granos. En cuanto a las 
contribuciones, opinaba que había que acabar con la exención del clero e 
introducir un sistema fiscal basado en los principios de la eficiencia, generalidad, proporcionalidad y mínimo exento, dicho en pocas palabras, un sistema fiscal moderno.


Los estorbos morales eran tres: las opiniones contrarias a considerar la 
agricultura la primera fuente de la prosperidad, su atraso técnico y la escasez 
de riegos. Los dos primeros se remediaban por medio de la instrucción y el 
tercero mediante acciones a cargo de particulares e intervenciones públicas. 
Los estorbos físicos eran sólo dos: falta de comunicaciones terrestres (tanto 
caminos como vías navegables) y de puertos marítimos. Había que revisar 
las prioridades del Real decreto de 10 de junio de 1761 por lo que respecta 
a caminos y canales, y había que multiplicar y mejorar los puertos. Ninguno de estos estorbos y sus remedios era nuevo en la literatura económica española, de modo que la originalidad de Jovellanos estuvo en su integración y 
sistematización. Se trataba de un programa moderado, que combinaba liberalización e intervención estatal, y que incluso en algunos aspectos se quedaba mucho más atrás de lo propuesto por autores como León de Arroyal, 
Valentín de Foronda o Francisco Cabarrús.
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3.1. La industria rural
La expresión "industria rural" tiene como mínimo dos significados. El más 
obvio es el de actividad industrial localizada en el campo, fuera de las murallas de la ciudad y en muchas ocasiones más allá del ámbito territorial sobre 
el que se extendía la jurisdicción de los gremios. Cuando se daban ciertas 
condiciones, algunos autores han querido ver en ella el germen de la industria moderna y por ello le han dado el nombre de protoindustria. No siempre fue así, sin embargo. En muchas ocasiones, los gremios consiguieron 
extender su radio de acción a las industrias situadas en el ámbito rural y esto 
ocurrió algunas veces, como en el caso de la sedería o la lencería en el País 
Valenciano, en el siglo XVIII. Muchas industrias rurales tampoco desembocaron en procesos de industrialización de tipo moderno. Por ello, no siempre éstas fueron de tipo protoindustrial. Examinaremos esta problemática 
más adelante en este mismo apartado. En otros casos se trataba de industrias 
naturalmente rurales, ya que eran actividades de transformación de productos del campo, como las industrias de la harina y el aguardiente, en cuyo caso 
tampoco su naturaleza protoindustrial está clara. La misma industria textil 
dispersa transformaba productos agropecuarios, como el lino, el cáñamo o 
la lana. La metalurgia tradicional, aunque no se basaba en la transformación 
de productos agrícolas o ganaderos, aprovechaba recursos situados en territorios no urbanos, como los minerales o el carbón vegetal.
La industria harinera estaba muy extendida. Todos los pueblos españoles, o quizás deberíamos decir por prudencia que casi todos, poseían molinos 
en los que se transformaba el grano en harina. A pesar de que El Quijote ha popularizado la imagen de los molinos de viento manchegos, la mayoría de 
los molinos harineros eran hidráulicos y aprovechaban la fuerza motriz 
de corrientes de agua que discurrían por ríos o, más habitualmente, acequias. 
A pesar de su dispersión, los molinos harineros solían concentrarse en los 
alrededores de los centros de consumo, es decir, las ciudades, o junto a vías 
de transporte, como el Canal de Castilla o el camino real de Santander a Reinosa, que facilitaban la exportación de las harinas castellanas (Palacio Atard, 
1960). La pretensión de la administración borbónica de satisfacer la demanda antillana con harina autóctona también promovió la concentración de 
molinos harineros en localidades portuarias como El Ferrol, Bilbao o Santander. Algunas de estas últimas harineras introdujeron innovaciones tecnológicas, generalmente de origen francés, como las piedras de La Ferté-sousJouarre, o técnicas de "molienda económica", que conseguían un producto 
final de mucha mejor calidad (Moreno, 1992). Las muelas de La Ferté eran 
excelentes y llegaron a ser muy populares; su uso está bien documentado en 
los molinos del País Vasco (Gutiérrez Ibarrechebea y otros, 1984).


Los historiadores de la molinería se han interesado, sobre todo, por aspectos técnicos y han descuidado los económicos sobre los que sabemos muy 
poco. La mayoría de los molinos hidráulicos españoles eran de eje vertical y 
rueda motriz horizontal, más eficientes que los de eje horizontal y rueda vertical, aunque también los había de estos últimos. En la España cantábrica 
había también molinos que se movían con la fuerza de las mareas. En la Corona de Castilla los molinos eran habitualmente privados. En los señoríos de 
la Corona de Aragón, donde los señores feudales poseían casi siempre el 
monopolio de molinos, eran señoriales o banales, utilizando una palabra de 
origen francés que ha hecho fortuna. En estas localidades nadie podía construir o poseer molinos y todos los vecinos estaban obligados a moler su grano en el molino banal. En los realengos a veces eran propiedad del Real Patrimonio, pero la mayoría eran privados. Tanto en un caso como en otro los 
molinos se solían arrendar a molineros profesionales.
Los molinos eran las máquinas más poderosas que conoció el Antiguo 
Régimen antes de la invención de la máquina de vapor. Por ello, su fuerza se 
aprovechaba para muchas otras actividades transformadoras además de para 
la fabricación de harina. Sin salir del ámbito de la transformación de productos agrarios, tendríamos que mencionar los molinos arroceros, abundantes 
en el territorio donde se concentraba el cultivo del arroz, el País Valenciano, 
y que se diferenciaban de los harineros en que las muelas se recubrían con 
una plancha de corcho, de modo que el grano de arroz no se convertía en 
harina sino que se desprendía de su cubierta, es decir, se descascarillaba. Los 
molinos, en este caso llamados almazaras, no siempre hidráulicos sino muchas 
veces "de sangre", es decir, movidos por fuerza animal, también se usaban para la obtención de aceite. En otras ocasiones la fuerza de los molinos se 
utilizaba para actividades industriales muy alejadas de la producción agraria. 
Éste era el caso de los molinos textiles o batanes, en los que el movimiento 
circular del eje se transformaba en rectilíneo, mediante un árbol de levas, 
para golpear los paños. Estos molinos eran de rueda vertical y eje horizontal. Los batanes podían transformarse muy fácilmente en molinos de papel. 
Muy similares eran los martinetes de forja, habituales en la siderurgia y metalurgia tradicional. En el caso de las poco extendidas máquinas de hilar, como 
las spinningjenny, mule-jenny o bergadanas algodoneras, o los tornos de Vaucanson sederos, a los que nos referiremos más adelante, ni siquiera era necesaria esta transformación del movimiento. Lo mismo sucedía en los molinos 
de cal, en los que se trituraba piedra caliza previamente calcinada en los hornos, para la obtención de cal viva (óxido de calcio) utilizada como mortero 
de construcción o como pintura una vez hidratada o apagada (hidróxido de 
calcio o cal muerta).


Otra industria rural importante fue la del aguardiente, sobre todo en 
Cataluña, donde fue el motor de la expansión vitícola. También fue destacada en el País Valenciano, aunque no ha sido estudiada, y mucho menos en 
otros territorios españoles donde se cultivaba la vid. Como ya se ha dicho, 
en el siglo XVIII los vinos eran generalmente de baja calidad y poca graduación alcohólica, de modo que no soportaban largos viajes. Por ello, la mejor 
solución era, en la mayoría de los casos, convertirlos en aguardiente. Éste se 
podía comercializar directamente o se podía utilizar para aumentar el grado 
alcohólico de los vinos, haciendo posible de este modo su exportación. El 
proceso de conversión del vino en aguardiente era simple y la inversión requerida pequeña. Todo lo necesario era un alambique o varios y algo de experiencia. Los alambiques tradicionales en el campo catalán consistían en una 
olla de cobre, con una tapa de la que salía un tubo inclinado hacia abajo, que 
se sumergía en una cuba o pila llena de agua fria, y salía por debajo de ésta 
para verter el líquido destilado en un recipiente. Como el alcohol y el agua 
tienen temperaturas de ebullición diferentes, siendo más baja la del alcohol, 
de este modo se separaban los dos componentes del vino junto con otros residuos. El proceso no era perfecto y habitualmente hacían falta varias destilaciones para obtener el producto deseado. En la segunda mitad del siglo XVIII 
se extendieron alambiques más avanzados, en los que un serpentín por el que 
circulaba agua fria sustituía a la cuba o pila.
Los productos obtenidos eran varios. Uno, el anisado, se obtenía de vino 
al que se añadía simiente de matalahúva y normalmente también otras hierbas aromáticas. Los anisados no tenían aceptación en los mercados europeos. 
Se consumían en el interior español y algunos se enviaban a las colonias americanas. Sabemos que un tipo de anisado, al que se añadía canela, el resolis, se fabricaba también en el País Valenciano. Los aguardientes mayoritarios no 
llevaban ningún añadido y los había de diferentes graduaciones, según el 
número y calidad de las destilaciones. Uno de los más demandados en los 
mercados europeos era el llamado "de la prueba de Holanda', que tenía entre 
51 y 53 grados alcohólicos.


Las "fábricas" de aguardiente proliferaron en Cataluña desde mediados 
del siglo XVII y en el XVIII experimentaron una gran expansión, sobre todo 
desde que se liberalizó la fabricación y extracción de este producto en 1748. 
Había destilerías en todas las poblaciones de las comarcas productoras e incluso en otras que no producían vino suficiente y lo tenían que importar. En 
muchas ocasiones los alambiques sólo funcionaban una parte del año, mientras disponían de materia prima. Reus se convirtió en la capital del aguardiente catalán, pero también hubo otros centros destacados, como Valls, Riudoms, Cambrils o Calaf, sede de la Compañía de Aragón, creada en 1777 y 
que, entre otras actividades, fabricaba aguardiente. El puerto de Salou era el 
principal punto de salida de los aguardientes y vinos catalanes (Segarra, 1994).
Habría que considerar también como rural la industria itinerante, sobre 
la que desgraciadamente sabemos muy poco. Igual que el comercio nómada 
realizado por buhoneros, por toda España deambulaban también artesanos 
itinerantes que realizaban una gran variedad de trabajos. Tejeros, caldereros, 
canteros, cordeleros, esparteros y muchos otros se desplazaban, sobre todo 
en invierno, tras finalizar las tareas agrícolas intensas del verano, por pueblos 
y ciudades ofreciendo sus habilidades. Conocemos muy poco esta industria 
nómada, algunas de cuyas manifestaciones han perdurado hasta el siglo xx. 
Quizás fueran más abundantes en la España interior, aunque no lo sabemos 
con seguridad. De ser así, es posible que una de las características del tejido 
industrial catalán y valenciano consistiera precisamente en la sedentarización 
de unas actividades que en el interior peninsular seguían haciéndose en buena medida de forma itinerante.
En los años setenta y ochenta del siglo XX estuvo en boga el modelo de 
la protoindustrialización, tanto en su formulación primigenia de Franklin E 
Mendels como en la relectura marxista que hicieron Hans Medick, Peter 
Kriedte y otros autores. El modelo protoindustrial proponía que, bajo unas 
condiciones bastante estrictas, el desarrollo industrial de ciertas áreas rurales 
podía conducir a la industria moderna. Hubo muchas discusiones en torno 
al modelo y, en especial, se le achacó su debilidad en explicar los procesos de 
fracaso industrial y muy particularmente de desindustrialización. También 
se adujo, especialmente por Maxine Berg, que la producción industrial en el 
siglo XVIII se organizó de formas muy diferentes, desde industrias rurales en 
régimen de putting-out controlado por comerciantes, sistemas gremiales muy 
diversos y manufacturas concentradas o proto-fábricas, y que todas ellas pudieron dar lugar a la industria moderna. En España se hicieron algunos 
intentos de contrastar el modelo protoindustrial.


Rafael Aracil y Mario García Bonafé (1983) utilizaron la información 
proporcionada por Eugenio Larruga en sus Memorias políticas y económicas 
de 1791-1800, sobre la producción textil de Galicia, las dos Castillas y Extremadura, llegando a la conclusión de que en este territorio no existió protoindustrialización. Observan una distinción clara entre industria rural y 
protoindustrialización, considerándolos procesos no necesariamente encadenados. En la zona analizada existió industria rural pero no se alcanzaron 
los niveles necesarios para que ésta adquiriera características protoindustriales. Más cauto fue Agustín González Enciso (1992), en su análisis de la pañería dispersa de la sierra de Cameros y de Segovia, esta vez con información 
procedente de las Respuestas Generales del Catastro de Ensenada. Este autor 
concluye que no hay un único concepto de protoindustrialización y que, en 
los dos casos estudiados, el modelo se cumple en uno de ellos en ciertos aspectos y en el otro en aspectos diferentes. Piensa que las diferentes trayectorias 
observadas no deben interpretarse solamente por el futuro sino también, y 
muy especialmente, por el pasado. En el caso de la sierra de Cameros, el fracaso de la industrialización se debería a tres factores principales: su dedicación preferente a la lana, la incidencia del régimen señorial y la ausencia de 
un núcleo urbano mercantil que centralizara la actividad industrial del campo. Jaume Torras (1992) hizo un análisis muy matizado de la pañería catalana, relacionándola con el desarrollo agrario más que con el comercio exterior. Afirma este autor que el proceso de industrialización siguió una pauta 
bastante distinta de la señalada por Mendels. En la Cataluña del siglo XVIII 
el auge de la agricultura comercial no fue una respuesta a las necesidades del 
desarrollo protoinustrial, sino más bien lo contrario. Las contribuciones más 
significativas de la industria rural catalana a la posterior industrialización 
fabril fueron la cohesión y profundización del mercado interior y la multiplicación en algunas comarcas de explotaciones campesinas inviables, que 
constituyeron una reserva de trabajo estable y asequible para la nueva industria, sin por ello descomponerse.
3.2. La producción artesanal
El llamado censo de Godoy-Larruga de 1797 permite trazar una aproximación a la distribución de la población activa española en esta fecha. El documento no está exento de problemas, como los que se derivan de la, a veces 
deficiente, caracterización de ciertas actividades profesionales, la ausencia de 
ciertos sectores de población femenina e infantil que podrían considerarse activos, al menos a tiempo parcial, y la identificación como agricultores de 
muchos artesanos que tenían como actividad fundamental la agrícola. De 
todos modos, los contrastes regionales que este censo permite identificar pueden considerarse bastante correctos. Las regiones con una mayor proporción 
de población activa dedicada a la industria eran Cataluña, con el 25,1 por 
100, y el País Valenciano, con el 19,2 por 100. A estos dos territorios les 
seguían Castilla la Nueva, Castilla la Vieja, Navarra, Andalucía, Aragón y 
Murcia, con proporciones próximas al 16 por 100. Las Baleares, con el 14,5 
por 100, y el País Vasco, con el 13,8 por 100, podrían situarse entre estas 
regiones de desarrollo manufacturero intermedio, y especialmente este último territorio, donde probablemente muchos trabajadores secundarios, como 
los metalúrgicos, fueron contabilizados como agricultores. Finalmente, las 
regiones menos industrializadas eran León y Galicia, con porcentajes cercanos al 11 por 100, y sobre todo Extremadura, Asturias y Canarias, donde 
esta proporción era inferior al 10 por 100 (Llopis, 2002).


De todos modos hemos utilizado la palabra industria con una gran libertad para caracterizar las actividades de transformación, en vez del término 
manufactura, usado frecuentemente para caracterizar los sectores económicos que hoy en día llamaríamos secundarios durante el Antiguo Régimen, 
porque tampoco este termino parece el más adecuado. Todas las actividades 
industriales que utilizaban molinos, que acabamos de examinar, difícilmente podrían llamarse manufacturas, ya que hacían uso de máquinas, a veces 
de gran potencia, superior a la de las primeras máquinas de vapor. Lo mismo podríamos decir de otras actividades que, aunque usaban fundamentalmente la fuerza humana, también se servían de máquinas, como las textiles, 
especialmente el tejido. Así y todo, la industria moderna no se caracterizó 
exclusivamente por el maquinismo, sino también por ciertas formas de organización de la producción, especialmente la especialización en ciertas fases 
del proceso productivo y el trabajo en serie, la cadena de producción industrial. Aunque este tipo de organización del trabajo no era el habitual, no era 
desconocido en el Antiguo Régimen en algunos sectores como, por ejemplo, 
el de la construcción naval. Ante la problemática terminológica suscitada, 
optaremos, como han hecho muchos otros autores, por utilizar los términos 
manufactura e industria de modo indistinto, cuando se haga de modo genérico, aunque intentando ajustar cada uno de ellos, y también las palabras 
artesanía y manufactura, a sus significados más precisos cuando se trate de 
sectores productivos concretos.
La producción "industrial" predominante en el siglo XVIII, como en épocas anteriores, era de tipo artesano, es decir desarrollada en un pequeño taller 
por un reducido grupo de operarios, que trabajaban con sus manos, aunque 
ayudándose de un conjunto de herramientas, a veces muy numerosas y variadas. Tan sólo en ciertos casos en los que era precisa la aplicación de una fuerza 
que el cuerpo humano no es capaz de desarrollar, se utilizaban máquinas 
movidas por fuerza animal, eólica o hidráulica, que eran capaces de producir movimiento. Hasta la invención de la máquina de vapor no se conoció 
ningún ingenio capaz de transformar eficientemente el calor en movimiento, es decir, producir trabajo, y los procesos térmicos sólo se usaban para la 
cocción, como, por ejemplo, en los hornos de pan, la calcinación, como en 
los hornos de cal o en la fabricación de carbón vegetal, o para la fusión, como 
en la metalurgia o en la fabricación de vidrio.


Se trataba de una industria dispersa que atendía principalmente la demanda local, aunque en ocasiones sus productos iban más allá de este mercado 
y se vendían en el mercado comarcal, el regional y en muy pocos casos en 
mercados más extensos y lejanos. En el siglo XVIII tuvo lugar una cierta especialización en algunos sectores, que examinaremos más adelante en cada 
caso concreto. En las ciudades la producción artesanal estaba dominada por 
los gremios, muy numerosos, que establecían una rígida normativa que protegía a los artesanos gremiales de la competencia y que establecía los cauces 
de ingreso y progreso en el oficio. En ciertos casos algunos gremios consiguieron extender su jurisdicción más allá del ámbito urbano. De todos 
modos, ya desde la Edad Media este rígido marco gremial se había superado parcialmente, sobre todo en ciertos sectores productivos, como ya hemos 
visto en el apartado anterior, mediante el sistema de encargos, también conocido como Verlagssystem o putting-out system, en el que un comerciante centralizaba la producción de ciertos productos, generalmente semielaborados, 
que eran fabricados por artesanos campesinos a tiempo parcial. También en 
el interior de los gremios se produjo un proceso de diferenciación y algunos maestros poderosos se convirtieron en empleadores de los más pobres, 
e incluso hicieron incursiones empresariales en otros sectores productivos. 
Así ocurrió, por ejemplo, de forma bastante general con los pelaires o para¡res (originalmente cardadores) en la industria pañera, con los velers en la 
sedería barcelonesa o los torcedores en la valenciana. Algunos de éstos llegaron a abandonar el trabajo artesanal para dedicarse exclusivamente al 
comercio, organizando la producción mediante el sistema de encargos a 
maestros gremiales. Así ocurrió, por ejemplo, en la sedería valenciana durante el siglo XVIII.
La artesanía gremial trabajaba generalmente con capital escaso, tanto fijo 
como circulante, y técnicas rudimentarias. La mano de obra era en buena 
medida familiar, tanto de miembros de la propia familia como de aprendices integrados en ésta, y algunos oficiales externos. En la Corona de Castilla, por ejemplo, a mediados del siglo XVIII, según el Catastro de Ensenada, los talleres eran tan pequeños que había más maestros que oficiales y aprendices. El carácter familiar de la empresa artesana era, como se ha dicho, 
muy acusado. Existía, por lo general, una identificación entre el taller y el 
hogar, así como entre el cabeza de familia y el patrón. La reproducción del 
oficio tenía lugar también en el seno de la familia artesana. Se transmitían 
hereditariamente tanto los medios de producción como la titularidad del oficio. La mano de obra extrafamiliar era por lo común escasa, teniendo en 
cuenta que los aprendices se integraban en la familia y quedaban sometidos 
a la autoridad del padre, que era a la vez el patrón. Los flujos migratorios, 
característicos de las ciudades, ponían, sin embargo, a disposición de los talleres gremiales contingentes de mano de obra extrafamiliar a los que recurrían unos gremios en mayor medida que otros. Sin embargo, la irregularidad 
de mano de obra contratada temporalmente, característica, por ejemplo, de 
Francia, junto a su secuela de falta de disciplina industrial, no parece que 
fueran fenómenos extendidos en España.


El papel de la familia en la transmisión de los oficios ha sido calificado 
de endogamia, pero es preferible utilizar el término más preciso de endotecnia, que es el que usan los especialistas. No quiere decir esto, sin embargo, 
que el reclutamiento de los trabajadores gremiales se realizara principalmente 
por autorreproducción familiar, sino que éste era el medio privilegiado. La 
familia era, como ha explicado Fernando Díez (1990), el lugar en el que tenía 
lugar la formación profesional de los futuros trabajadores, en una sociedad 
en la que no existían escuelas de formación profesional. Tanto las ordenanzas gremiales como la costumbre, aseguraban el oficio a los familiares del 
maestro frente a los que no lo eran. La transmisión privilegiada de los oficios en el seno de la familia estaba hondamente enraizada en la mentalidad 
popular, y no tan sólo de los oficios, sino también de los empleos. Díez nos 
proporciona algunos ejemplos elocuentes de esta práctica por lo que hace a 
empleos menores municipales en Valencia. Un aspirante a bedel a mediados 
del siglo XVIII alegaba que la ciudad "siempre ha tenido el onroso decoro de 
preferir a los hijos y descendientes de los que han merecido servirla". Otro 
aspirante a un puesto de carpintero señalaba que "sus antepasados han servido a la Ciudad por más de 300 años, en que continuamente, de padres a 
hijos, han tenido los empleos de maestro mayor y otros". La transmisión 
patrimonial de los oficios estaba bien establecida en los gremios. No sólo los 
hijos o yernos eran preferidos, sino que en muchas ocasiones se rebajaban 
los derechos de examen y los períodos establecidos para el aprendizaje o la 
oficialía. Una forma segura de conseguir la maestría en un oficio era el matrimonio con una de las hijas del maestro. O con su viuda, ya que ésta heredaba la titularidad del oficio.
Los gremios normalmente tenían jurisdicción en un territorio limitado 
al ámbito de la ciudad, pero en ocasiones consiguieron ampliarlo a un espacio más extenso e incluso mucho más extenso, como podía ser el de uno de los 
reinos de la monarquía. Por lo que hace a las normas de acceso, disponían 
de toda una batería de discriminaciones, como podían ser la exigencia de 
limpieza de sangre, no haber ejercido un oficio vil o no haber sido penitenciado por la Inquisición. Normalmente las ordenanzas regulaban detalladamente el aprendizaje: las tasas que se debían pagar, la duración del período 
y la movilidad de los aprendices dentro del gremio. Como el aprendizaje era 
la puerta de entrada en el gremio, algunos oficios limitaban el número de 
aprendices por maestro y también se regulaba su movilidad para impedir el tráfico incontrolado de aprendices entre maestros. La duración de esta etapa inicial de la vida del artesano era de 4 a 6 años según la mayor parte de las ordenanzas, pero, en realidad, era mucho mayor, ya que éstas también establecían 
la edad mínima del fin del aprendizaje, que solía ser de 20 años. Como los aprendices comenzaban esta etapa de su vida entre los 8 y los 10 años, igual que las 
criadas domésticas, este período llegaba a ser de entre 10 y 12 años. El acceso a 
la maestría también solía estar detalladamente regulado. Por lo general, se discriminaba a los extraños, tanto a los no avecindados en la ciudad como, sobre 
todo, a los extranjeros.


El control de la materia prima también era competencia de los gremios, 
aunque no todos lo regulaban con la misma precisión. Algunos mantenían 
pósitos para que los maestros se aprovisionaran. También velaban, y éste era 
uno de sus cometidos teóricos esenciales, por la calidad de la producción, 
que era examinada por inspectores o veedores. Algunos gremios, especialmente los textiles, colocaban en las mercancías que habían pasado el control 
de calidad una marca o señal, en Cataluña y el País Valenciano llamada bolla. 
También cuidaban de que se mantuviera el proceso técnico correcto, pero 
esto era también era un obstáculo para la innovación. La mayoría de los gremios constituían, aparte de sus juntas de gobierno, hermandades y cofradías, 
que desempeñaban actividades asistenciales.
La producción artesanal en régimen gremial era difícilmente compatible 
con el crecimiento económico, pero no era irracional. Estaba bien adaptada a 
economías estacionarias o poco dinámicas, con mercados dispersos y mal integrados. Los gremios desempeñaban además importantes funciones sociales, que 
destacaron algunos de sus defensores dieciochescos, como Capmany. Eran instituciones esenciales de encuadramiento y disciplinamiento social y, en tiempo 
de disturbios, colaboraban activamente en el mantenimiento del orden público.
Aunque la legislación antigremial fue vacilante y poco decidida, como 
veremos más adelante, en el siglo XVIII se produjeron, al menos en algunos 
territorios españoles, ciertas transformaciones en el sistema. Algunos gremios, 
aunque mantuvieron formalmente sus privilegios, acabaron cayendo bajo el 
control del capital comercial, transformándose en un elemento más del sis tema de encargos. Es lo que le ocurrió, por ejemplo, al en otro tiempo poderoso Arte Mayor de la Seda valenciano. Otros, en cambio, como la Real Fábrica de Paños alcoyana, supieron encauzar el crecimiento del sector lanero en 
esta ciudad mediante las adecuadas transformaciones organizativas. Los Cinco Gremios Mayores de Madrid, asociación de los joyeros, sederos, merceros, pañeros y lenceros de la capital de la monarquía, creados en 1667, llegaron a ser en el siglo XVIII una poderosa organización que desarrolló 
actividades muy diversas, tanto industriales como comerciales y financieras.


Estudiaremos la industria textil tradicional en el siguiente apartado, de 
modo que dedicaremos lo que resta de éste al análisis de sectores industriales no textiles. Algunos de ellos fueron muy dinámicos y la mayoría estuvieron libres del control gremial. Éste fue el caso de la fabricación de papel, concentrada fundamentalmente en Cataluña y el País Valenciano, el curtido, la 
alfarería y la cerámica, la minería y la construcción naval para uso civil, concentrada en algunas ciudades costeras catalanas. La siderurgia y la metalurgia se estudiarán en la segunda parte del libro.
La fabricación de papel se desarrolló extraordinariamente en Cataluña 
durante el siglo XVIII, pasándose de 25 molinos en 1728 a 163 en 1785. En el 
País Valenciano el principal centro productor fue Alcoy, donde la industria 
papelera se desarrolló a partir de la pañera, aprovechando la fácil conversión 
de los batanes en molinos papeleros, la existencia de capitales y capacitación 
técnica. El primer molino papelero alcoyano se estableció en 1755, y en 1801 
había 38. Un proceso parecido de evolución a partir de la pañería tuvo lugar 
en Cataluña, en localidades como Capellades o La Riba, que eran las principales localidades productoras. Pero aquí también se dio el caso de transformación de molinos harineros en papeleros, ya que la especialización vitícola disminuyó la oferta de grano para moler. En Guipúzcoa se reconvirtió una ferrería 
en molino papelero en 1803. Se trataba de una industria de localización rural, 
ya que precisaba de agua abundante y limpia, tanto para el movimiento de los 
molinos como para la propia fabricación del papel. Como la materia prima 
fundamental era el trapo, ésta era una conexión más entre la industria pañera 
y la papelera. La producción catalana era muy diversificada, pero Alcoy se especializó en la fabricación de papel de fumar, aunque también elaboraba papel 
blanco. Hacia 1800, Cataluña, con 170 molinos papeleros, concentraba la 
mitad de los españoles, y Alcoy, con 70, el 22 por 100. Otras artesanías más 
pequeñas y dispersas se dedicaban al papel de inferior calidad.
La industria del curtido de pieles, con destino a la fabricación de zapatos y otros elaborados, como marroquinería, guarnicionería, etc., se desarrolló sobre todo en dos regiones, Galicia y Cataluña. Esta actividad industrial dependía de la abundancia de materia prima, circunstancia que se daba 
en Galicia, y también de recursos hidráulicos y demanda. En algunos casos, como en las tenerías de La Coruña, se importaban cueros americanos. En 
Cataluña esta industria se concentraba en una decena de localidades interiores, entre las que sobresalían Olot, Vic, Igualada, Valls y Reus. Aunque la 
tenería tradicional dispersa era todavía la predominante, en el siglo XVIII se 
fundaron establecimientos de mayores dimensiones.


La alfarería era una industria muy dispersa, en todas sus manifestaciones, 
como la fabricación de ladrillos, tejas y envases cerámicos de todo tipo. En ocasiones fabricaban tejas artesanos itinerantes. De todos modos, en el siglo XVIII 
se produjo cierta especialización, un fenómeno que, de todos modos, se conoce muy mal. Los azulejos estaban más concentrados, pero tampoco se conocen 
bien sus centros productivos, ya que se trata de un tema que ha interesado más 
a los historiadores del arte que a los de la economía. Productoras importantes 
eran las localidades valencianas de Manises y Paterna, de antigua tradición 
medieval. La vajilla o loza doméstica se elaboraba en muchos lugares, pero ciertos indicios apuntan a que los dos principales centros productores fueron Talavera de la Reina y Alcora. La cerámica de Talavera aparece documentada con 
cierta abundancia en los inventarios notariales. Conocemos mejor la historia 
de la fábrica de Alcora. Ésta fue establecida en 1727 por el IX conde de Aranda, Buenaventura Abarca de Bolea, en la capital de su señorío de Alcalatén, en 
el País Valenciano, y fue desarrollada por su hijo y sucesor Pedro Pablo Abarca de Bolea, X conde de Aranda. En su localización se tuvo en cuenta la tradición alfarera de la población, así como la existencia de arcillas de calidad y plomo en los alrededores. La empresa, que contó con diversos privilegios otorgados 
por la monarquía, arrancó con dificultad, pero llegó a convertirse en un gran 
centro productor de todo tipo de fabricaciones de loza fina, que se vendían 
tanto en el mercado interior español como en las colonias americanas. Se conoce su producción de forma fragmentaria, pero parece que osciló entre las 200.000 
y las 300.000 piezas anuales, aunque de forma irregular (Todolí, 2002). A finales del siglo XVIII la fábrica tenía 300 empleados y sus producciones habían 
alcanzado gran prestigio. Después de que la casa de Híjar sucediera a la de 
Aranda, a fines del Setecientos, la empresa comenzó a decaer. Algunos empleados de la fábrica de Alcora fundaron establecimientos similares en las localidades próximas de Ribesalbes, Onda y Bechí y esta tradición ha llegado hasta 
nuestros días, dando lugar a la mayor concentración de industria cerámica de 
España. Paradójicamente, una industria establecida por un señor feudal, con 
una estructura organizativa típicamente gremial, acabó desembocando en un 
proceso industrializador.
La minería, con dos excepciones importantes, el hierro y el mercurio, estaba poco desarrollada. La dinastía borbónica prosiguió el proceso de incorporación a la Corona de las minas, iniciado dos siglos antes con las de mercurio 
de Almadén y de azufre de Hellín. Así se hizo con las minas de cobre de Riotinto, de plomo de Arrayanes y Baza, o con las de estaño de Verín. Este 
proceso culminó con la incorporación de la mina de grafito de Marbella en 
1807, que redujo a muy poco la propiedad privada en este sector. La primacía minera siguió ostentándola en el siglo XVIII la mina de mercurio de Almadén, la más destacable de cinabrio del mundo, de importancia estratégica para 
el beneficio de la plata americana en el Setecientos, especialmente la mejicana, por el sistema de patio o amalgama de mercurio. También muy destacadas eran las minas de hematites de Somorrostro, en Vizcaya, cuyo mineral era 
de una gran calidad y perfectamente adaptado a las técnicas directas de la siderurgia tradicional. El carbón asturiano, en cambio, se explotó muy poco, ya 
que los altos hornos utilizaban carbón vegetal y los intentos de emplear el 
coque extraído de la hulla no culminaron con éxito en el siglo XVIII.


La construcción naval catalana no era un sector nuevo, ya que procedía 
de la Edad Media, pero se desarrolló mucho en el siglo XVIII debido a la expansión del comercio marítimo. La industria naval catalana del Setecientos se 
caracterizó por combinar un proceso de producción controlado por los gremios, aunque con una clara división del trabajo, y unas fórmulas de financiación muy modernas, basadas en la distribución en partes de la propiedad 
del navío. La fase de construcción del casco y la arboladura la realizaban los 
gremios de carpinteros de ribera y calafates, mientras que en el proceso posterior de acabado intervenían veleros, sogueros, armeros (si el buque había de 
llevar defensas), pintores, carpinteros, aserradores y otros. Sin embargo, había 
pocos maestros carpinteros de ribera, llamados mestres d'aixa en Cataluña: en 
las atarazanas más activas, que eran las de Arenys de Mar, Barcelona, Canet 
de Mar y Mataró, apenas había cuatro o cinco, que acaparaban la producción 
aumentando o disminuyendo el número de operarios en función de la demanda. Esto se explica por las fuertes inversiones que se precisaban, sobre todo en 
madera, que había que conseguir en competencia con la administración, que 
buscaba la mejor para la armada. Además, el proceso de producción era muy 
largo: un buque de 150 toneladas destinado a la carrera de Indias tardaba en 
construirse entre seis y ocho meses. La producción, medida en quintales de 
arqueo, que se ha podido reconstruir parcialmente, creció ininterrumpidamente, aunque con fuertes irregularidades, durante la segunda mitad del siglo XVIII. A finales de la centuria, los comerciantes catalanes comenzaron a 
adquirir naves crecientemente en el extranjero (Delgado, 1983).
3.3. La industria textil tradicional
La industria textil era la más importante, tanto por el volumen de su producción como por el número de operarios. Dentro de lo que hemos conve nido en llamar industria textil tradicional se incluyen la lanera, linera, sedera y otras fabricaciones que también pueden considerarse textiles, como la 
de elaborados de cáñamo, esparto y otras fibras similares. La industria algodonera catalana se estudiará en la segunda parte de este libro.


La industria lanera estaba muy dispersa, aunque en el siglo XVIII se pueden observar algunas concentraciones, tanto tradicionales como emergentes. 
La producción de paños estaba muy dispersa en Castilla como resto de su 
antiguo esplendor. Según datos de Eugenio Larruga en sus Memorias políticas y económicas sobre los frutos, comercio, fábricas y minas de España (17871800), había más de 7.000 telares en todo el territorio castellano, con algunas discretas concentraciones en la sierra de Cameros, Tierra de Campos, 
montañas de Ávila y Montes de Toledo, pero sobre todo en Segovia y Béjar. 
Conservaban alguna actividad textil lanera algunas ciudades castellanas, además de las citadas, como Palencia y Valladolid y, en mucha menor medida, 
Cuenca y Toledo. Se encontraba en avanzada decadencia la industria lanera 
de Córdoba y Sevilla. La mayoría de las localidades laneras castellanas fabricaban paños ordinarios, aunque algunas se especializaron en géneros menores de lana, como estambres, jergas y sayales. La mayoría se destinaban al 
consumo local, comarcal o regional. Igual ocurría con la producción andaluza, con algunas discretas concentraciones, como las de Antequera, Grazalema o Bujalance.
La industria pañera segoviana, al contrario de lo que ocurrió en otros 
centros textiles castellanos, se recuperó notablemente en el siglo XVIII, aunque no llegó a alcanzar ni la mitad de la producción del siglo XVI. A mediados del Setecientos, Segovia era todavía el principal núcleo pañero español, 
con una producción anual superior a las 5.000 piezas de tejidos de calidad 
media-alta. La producción estaba organizada según el sistema de encargos o 
Verlagssystem. De 1.048 personas que trabajaban en el sector textil en 1751, 
sólo 89 eran "fabricantes", es decir, financiaban y gestionaban el proceso. Los 
demás, aunque fueran maestros gremiales, eran simples trabajadores dependientes. La mayoría de los fabricantes, aunque tenían origen gremial, habían 
hecho su fortuna en el comercio de lanas. Era precisamente su control de la 
materia prima lo que les proporcionaba esta posición dominante. Veremos 
cómo esta situación se reprodujo en otros lugares, aunque no exactamente 
del mismo modo que en Segovia. En la ciudad castellana, como era habitual, 
las primeras fases del proceso, principalmente cardado e hilado, se realizaban 
en los pueblos próximos. Las siguientes, tejido, abatanado y tinte (omitiendo otras de tan compleja elaboración), se realizaban en la ciudad según prescripción de las ordenanzas gremiales y también porque el capital fijo necesario no estaba al alcance de los campesinos. Los paños segovianos se vendían 
en Castilla la Vieja, León, Castilla la Nueva, Galicia y el País Vasco; algunas pequeñas cantidades se enviaban a Indias (García Sanz, 1996). También 
alcanzó una dimensión reseñable la industria pañera de Béjar. La producción 
bejarana era aproximadamente la mitad de la segoviana a mediados del siglo XVIII, pero desconocemos su evolución en el resto de la centuria, aunque 
sabemos que se orientó hacia tejidos de baja calidad. También aquí unos 
pocos comerciantes-fabricantes controlaban la mayor parte de la producción, 
aunque, en este caso, tintes y batanes eran propiedad ducal y de uso colectivo mediante arriendo (Ros, 1993).


Se observa también una gran dispersión en los territorios de la antigua 
Corona de Aragón, especialmente en el reino de Aragón, pero en tierras catalanas y valencianas sobresalían algunas importantes concentraciones. En Cataluña la pañería retrocedió ante la competencia de la industria algodonera, pero 
se mantuvieron e incluso avanzaron algunos centros productivos, especialmente los de Terrassa y Sabadell y, en menor medida, Igualada. En estas localidades, al contrario que en otras en las que se mantuvo la pañería tradicional, se logró sortear o romper la estructura gremial y pudo desarrollarse la 
industria moderna. Aquí, como en casi todas partes, los paraires coordinaban 
el ciclo productivo, aunque en competencia conflictiva con los tejedores. Pero 
después de la crisis de fines del siglo XVII y comienzos del XVIII, en Terrassa, 
a partir de 1724, el gremio de paraires ya no agrupó más que a los fabricantes, es decir, a los pelaires-empresarios. Además, a mediados de siglo desapareció el gremio de tejedores. En palabras de Josep M.Benaul (1992), los gremios tradicionales desaparecieron de la escena. El proceso fue el más radical 
de cuantos ocurrieron en Cataluña, ya que la organización gremial no fue burlada, como pasó en Igualada, sino que fue desmantelada. El gremio de pelaires adquirió una naturaleza muy distinta y los fabricantes utilizaron libremente 
la mano de obra que necesitaban. La hilatura se realizaba en los pueblos próximos e incluso los empresarios instalaron escuelas de hilazas para captar mano 
de obra infantil y adolescente. La dependencia de los tejedores se incrementó, ya que no había regulación gremial que lo impidiera.
La trayectoria de Sabadell fue diferente y a mediados del Setecientos el 
ordenamiento gremial estaba plenamente vigente en esta localidad. Estas rigideces se contraponían a los intereses de los pelaires-fabricantes. A pesar de 
su posición subalterna, los tejedores se oponían a cualquier modificación del 
ordenamiento gremial e incluso eran partidarios de endurecerlo. Hubo conflictos entre ambas partes, como cuando los pelaires se negaron a aceptar la 
supervisión del gremio de tejedores, recurriendo incluso a mano de obra 
forastera. A fines de la centuria los pelaires-fabricantes contrataban oficiales 
con obrador propio, contraviniendo frontalmente las normas. Un testimonio de comienzos del siglo XIX opinaba que el progreso de la industria de 
Sabadell se debía, entre otras razones, a "la libertad de no sujetarse a las medi das de su ordenanza gremial en los telares". Tanto en Terrassa como en Sabadell 
las instalaciones de los fabricantes llegaron a alcanzar unas dimensiones nunca conseguidas por la industria tradicional. En especial los empresarios hicieron importantes inversiones en capital fijo en las fases de batido y sorteo de 
la lana, acabado y apresto, mientras mantenían la producción dispersa en la 
hilatura y el tisaje (Benaul, 1992). En Igualada se daba una situación semejante a la de tantos centros pañeros: los gremios de pelaires y tejedores eran 
los hegemónicos, quedando al cuidado de los primeros la organización de la 
producción. Los tejedores fueron perdiendo fuerza corporativa a lo largo del 
siglo, debido a la creciente introducción de artesanos sin arraigo en el pueblo ni vínculos familiares, convertidos en trabajadores por cuenta ajena (Torras 
Elias, 1992).


En el País Valenciano se constata, frente al retroceso de algunas comarcas productoras tradicionales, como la de Els Ports, con centro en Morella, 
el avance de algunas notables concentraciones, especialmente en el triángulo delimitado por las ciudades de Enguera, Ontinyent y Alcoy. La industria 
lanera alcoyana, especialmente bien estudiada, ejemplifica otro modelo de 
industrialización basado en la desnaturalización del entramado gremial. A 
diferencia de los fabricantes catalanes, los alcoyanos mantuvieron buenas 
relaciones con el poder central y en 1731 los gremios textiles de Alcoy recibieron el título de Real Fábrica de Paños, lo que les reportó diferentes ventajas, como la exención del impuesto del equivalente, aunque por tiempo 
limitado. En la Real Fábrica se integraban diferentes gremios pañeros, pero 
el hegemónico era el de paraires. En poco tiempo se formó una oligarquía de 
poderosos pelaires-fabricantes. Como controlaban el gobierno del gremio, 
esta preeminencia les permitió hacer prevalecer sus intereses sobre el resto de 
artesanos y especialmente sobre los tejedores. A consecuencia de una orden 
de la junta de Comercio de 1798 los gremios de pelaires y tejedores se unificaron, lo que significó, en la práctica, la desaparición del segundo. Aunque 
los pelaires mantuvieron su hegemonía por el control que tenían de la materia prima, no llegó a generalizarse el sistema de encargos, y el sistema funcionaba básicamente por relaciones salariales.
La producción alcoyana de paños llegó a ser una de las más importantes 
de España a fines del siglo XVIII, y se vendía en el mercado interior español, 
principalmente en Madrid y Andalucía. Buena parte se exportaba a América y durante un tiempo la Real Fábrica suministró las telas para el vestuario 
del ejército. Aunque se elaboraban mayoritariamente paños ordinarios, también se hicieron finos y la fábrica destacó por diferentes innovaciones en la 
fase del tinte. En 1791 los fabricantes alcoyanos instalaron una primera hiladora del tipo jenny y en 1793 ya funcionaban varias; parece ser que una de 
ellas era movida por energía hidráulica (Torró, 1999).


Mucho más dispersa estaba la industria linera, que fabricaba tanto telas 
destinadas al vestido como ropa del hogar, es decir, sábanas, fundas de almohada o manteles. La producción raramente superaba el mercado local, aunque algunas fábricas de lienzos ordinarios, fundamentalmente gallegas, colocaron sus productos en un mercado más amplio. El cultivo del lino, muy 
exigente, estaba muy extendido en Galicia, tanto en tierras de dedicación 
exclusiva como en rotación con cereales, leguminosas o forrajes. Una vez obtenida la fibra, ésta se hilaba con huso y rueca por mano de obra femenina ocupada en este menester generalmente a tiempo parcial. Después se blanqueaba el hilo y se tejía. Esta última operación se realizaba en telares manuales muy 
simples, que normalmente eran propiedad de los mismos tejedores. La industria del lino, complemento importante de las economías campesinas, estaba 
muy extendida por todo el territrorio gallego, aunque existían concentraciones importantes en las provincias de Tuy, Mondoñedo y Orense. En muchas 
ocasiones, los lienzos se destinaban al mercado local o comarcal, pero Galicia 
exportaba gran parte de los lienzos que producía, fundamentalmente a Castilla y al País Vasco. A partir de la apertura del puerto de La Coruña al tráfico colonial, con el establecimiento de los Correos Marítimos el año 1764, los 
lienzos gallegos también se exportaron a América. En el último tercio del siglo XVIII la producción aumentó hasta tal punto que hubo que importar lino 
báltico (Carmona, 1990). Muy diferente fue la fábrica de mantelería de La 
Coruña, ya que se trataba de una manufactura parcialmente concentrada. 
Establecida en la villa de Sada el año 1675, alcanzó una etapa de esplendor a 
partir de 1775, alentada en buena medida por el suministro de géneros a la 
Corte, que era su principal cliente. En 1797 llegó a tener 220 telares y 3.392 
operarios dispersos por la población. La fábrica fue destruida durante la guerra de la Independencia y nunca llegó a reconstruirse (Enciso Recio, 1963).
La industria textil del cáñamo elaboraba productos tan diversos como 
cuerdas, lonas y utensilios de transporte, pero no ha sido bien estudiada. La 
Marina española tenía sus propias fábricas de lonas y jarcias, algunas bastante 
importantes, pero también contrató suministros con algunas empresas particulares, como las existentes en Cervera del Río Alhama (Rioja), Estepa (Sevilla), Reinosa o Bilbao. En algunas ciudades valencianas, especialmente Castelló de la Plana, la producción tuvo bastante relevancia, especialmente para 
el suministro de aparejos y velas a la industria naval, tanto militar como civil. 
Tampoco estamos muy bien informados de la industria del esparto excepto, 
como en el caso anterior, de las manufacturas valencianas, especialmente de 
Elche y Crevillente, que producían alpargatas y esteras, y que están en el origen de la moderna industria zapatera.
La industria de la seda se benefició en el siglo XVIII del aumento de la 
demanda, sobre todo aristocrática y burguesa, pero también popular. En su expansión fueron fundamentales las medidas proteccionistas adoptadas por 
la monarquía, que prohibían la importación de tejidos y la extracción de seda 
bruta, aunque estas últimas se dictaron de forma vacilante. La sedería del 
interior peninsular entró en decadencia. El gran centro productor de Toledo vio disminuir el número de telares, especialmente en la segunda mitad 
del siglo XVIII, dedicándose fundamentalmente a la fabricación de géneros 
menores. Mayor fue todavía la decadencia del otro gran centro productor 
del siglo anterior, Granada, que también se especializó en tejidos estrechos. 
En contraste con el declive de los centros sederos de la Corona de Castilla, 
en el Setecientos progresó notablemente la sedería catalana y valenciana. En 
ambos casos se trató de una manufactura urbana, localizada respectivamente en las ciudades de Barcelona y Valencia, aunque también había telares en 
otras poblaciones, como por ejemplo Manresa en Cataluña y Orihuela en el 
País Valenciano. En 1722, el gremio sedero valenciano, el Arte Mayor de la 
Seda, extendió su jurisdicción a todo el reino. Mientras que la sedería barcelonesa progresó notablemente en el siglo XVIII, la valenciana, que partía de 
un nivel más alto, puesto que ya era importante en el Seiscientos, se mantuvo bastante estable en la segunda mitad del XVIII hasta la crisis de fines del 
siglo. En Barcelona, el número de telares anchos pasó de pocos más de 100 
hacia 1750 a más de 3.000 hacia 1790; en cambio, en Valencia, el número 
de estos telares se estabilizó en torno a 3.500-3.800 en este mismo período. 
De todos modos estas cifras son sólo indicativas, ya que ni todos los telares 
estaban activos, ni los considerados activos lo estaban todo el año, ya que no 
siempre tenían encargos.


El negocio de la sedería era complejo. La que podríamos llamar fase campesina comenzaba con el cultivo de la morera y la cría de los gusanos. Esta 
última era muy delicada y requería una mano de obra diestra, que corrientemente era femenina. La sericicultura, aunque se practicaba en muchos lugares, se concentraba en el País Valenciano y, a bastante distancia, en las huertas murcianas y aragonesas. Una vez formado el capullo de seda, la obtención 
del hilo la realizaban los propios campesinos cosecheros con técnicas tradicionales muy uniformes. Estas operaciones comenzaban con el "ahogado", 
para matar la crisálida, y acababan con el hilado a torno. Este último proceso, a diferencia del hilado de la lana, era en realidad un devanado del capullo, puesto que el hilo (doble) lo había fabricado ya el gusano. Al devanado 
seguía un primer torcido rudimentario. Su resultado, la hilaza, organizada 
en madejas de diferentes calidades, se distribuía a los artesanos sederos de las 
ciudades. Esta fase no estaba organizada mediante el sistema de encargos, 
sino que era una actividad independiente de los campesinos que tenían "cosechó' de seda. Se trata de lo que en términos técnicos se denomina Kaufsystem. Los torcedores realizaban el torcido definitivo de la seda, los tintoreros la teñían y los tejedores fabricaban el producto final, aunque el tinte y el tejido no se hacían necesariamente en este orden. Los tejidos podían ser anchos, 
como los que elaboraban los maestros del Arte Mayor valenciano, o estrechos, que, también en Valencia, realizaban los maestros del Arte Menor, cinteros, galoneros y cordoneros o pasamaneros. En Barcelona había también 
fabricantes de medias.


En esta última ciudad controlaban en buena medida la producción los 
maestros velers (fabricantes de velos), algunos de los cuales se convirtieron 
en comerciantes e invirtieron en otras actividades. En Valencia también hubo 
una aristocracia de fabricantes-comerciantes o simplemente comerciantes, a 
veces procedentes de las filas del gremio de torcedores o del mismo Arte 
Mayor, que organizaban la producción por el sistema de encargos. La mayoría de los maestros estaban supeditados a su demanda. El gremio valenciano 
se mostró bastante reacio a adoptar mejoras técnicas o a adaptarse a las nuevas exigencias del mercado, aunque algunos maestros influyentes introdujeron tecnologías novedosas, como hizo Joaquín Manuel Fos con la técnica del 
prensado para fabricar moarés. Las disposiciones antigremiales de los gobernantes ilustrados, en general bastante tímidas, fueron mucho más drásticas 
por lo que respecta al sector textil. En un primer momento se concedió autorización a algunos fabricantes para esquivar las rígidas normas gremiales, pero 
la Real Cédula de 21 de septiembre de 1789 estableció la libertad de fabricación general en este sector. Otra Real Cédula de 29 de enero de 1793 suprimió el gremio de torcedores, oficio que quedó libre desde ese momento. En 
la segunda mitad del Setecientos se intentó mecanizar la fabricación de hilo. 
El año 1769 se estableció en la localidad huertana de Vinalesa una gran fábrica que utilizaba tornos de hilar del tipo Vaucanson, que eran movidos por 
energía hidráulica y que fueron modificados por sus promotores para aumentar la calidad del producto, cosa que consiguieron. Sin embargo, fracasaron 
los intentos de generalizar el nuevo sistema fabril y los campesinos cosecheros siguieron aferrados al hilado tradicional doméstico.
Habría que hacer, finalmente, una corta mención a la frustrada industria algodonera andaluza de finales del siglo XVIII, ya que las indianas catalanas serán estudiadas en la segunda parte del libro. Sabemos que en 1784 
un catalán que había sido asentista del ejército que acudió a sofocar la 
revuelta peruana de Túpac Amaru, estableció una fábrica de estampados 
de algodón en Cádiz, con toda probabilidad pensando en exportarlos a las 
colonias americanas. Su ejemplo cundió y a los pocos años había varias 
fábricas de estampados en el Puerto de Santa María y en Sanlúcar de Barrameda. Las guerras de fines del siglo XVIII y la de la Independencia acabaron con unos establecimientos excesivamente dependientes de la demanda exterior.


3.4. Las manufacturas
A pesar de que la empresa industrial predominante en el siglo XVIII fue la de 
pequeña escala, como ya se ha visto, la factoría o fábrica, la empresa concentrada, a menudo conocida como manufactura, aunque no siempre el trabajo era manual, no fue desconocida. En ocasiones, se trató de empresas creadas y mantenidas por el Estado, pero también las hubo privadas, que gozaron 
en muchos casos de privilegios concedidos por la monarquía. Pero no hay 
que pensar que estas fábricas tuvieran una organización similar a la de las 
industrias modernas que nacieron con la revolución industrial. En muchas, 
el trabajo se encontraba disperso o, al menos, parcialmente disperso, y sólo 
se realizaban de forma concentrada algunas fases del proceso productivo o 
únicamente la gestión. En otras, efectivamente la actividad se desarrollaba 
de forma concentrada, existía una dirección centralizada y una cierta disciplina industrial, pero sin embargo su estructura interna mantenía muchas 
características gremiales, en especial por la escasa división del trabajo.
Las de mayor envergadura fueron las llamadas Manufacturas Reales, que 
atendían necesidades fundamentales del Estado, como las militares, o satisfacían la demanda de ciertos artículos de lujo que de otro modo se habrían 
tenido que importar. Otras proporcionaban ingresos fiscales, ya que fabricaban géneros estancados, como los naipes o elaborados del tabaco, que eran 
un monopolio estatal. Pero la monarquía ilustrada también promovió el establecimiento de manufacturas que atendían la demanda de bienes de consumo popular, especialmente tejidos.
Las viejas fábricas siderúrgicas de Liérganes y La Cavada, establecidas en 
estas dos localidades cántabras a comienzos del siglo XVII, fueron nacionalizadas el año 1763 y en ellas, además de obtenerse hierro por el sistema del 
alto horno, se fabricaban cañones, balas, bombas y granadas, especialmente 
para la Armada. La nacionalización de las fábricas no implicó, sin embargo, 
progresos en la fabricación, y las manufacturas atravesaron dificultades debido a la mala calidad de muchos de los cañones construidos y hubo que recurrir a importarlos de Inglaterra hasta que España se enfrentó a este país el 
año 1778 en la guerra de Independencia de los Estados Unidos. En 1790 se 
inauguró el sexto alto horno, con lo que se consiguió aumentar la producción, y desde la última década del siglo XVIII las fábricas cántabras también 
construyeron objetos de uso civil, como piezas de maquinaria o herramientas. La decadencia de la Marina de guerra española, especialmente después 
de la batalla de Trafalgar el año 1805, provocó el declive de esta empresa siderúrgica y metalúrgica (Alcalá-Zamora y Queipo de Llano, 1974).
La industria naval militar se concentraba en los arsenales de El Ferrol, 
La Carraca (Cádiz) y Cartagena, donde no sólo se construían embarcacio nes, sino también jarcias y velamen. Estos astilleros fueron el resultado de la 
preocupación por dotar a la monarquía española de una flota de guerra poderosa, alentada por políticos como José Patiño durante el reinado de Felipe V 
y, muy especialmente, el marqués de la Ensenada durante el de Fernando VI. 
Hasta entonces, los navíos de guerra se habían construido en atarazanas privadas situadas en pequeños puertos cantábricos y mediterráneos, fundamentalmente catalanes, así como en astilleros americanos. El arsenal gaditano de La Carraca se estableció el año 1724, pero fue objeto de una profunda 
transformación en la segunda mitad del siglo XVIII, bajo la dirección del marino y matemático Jorge Juan. El de El Ferrol se estableció unos años después, 
en 1727, pero fue trasladado de lugar y remodelado entre 1750 y 1765. El 
arsenal de Cartagena comenzó a construirse en 1731, por orden de Patiño, 
pero las obras no finalizaron hasta 1782, muy avanzado ya el reinado de Carlos III. De todos modos, los astilleros estatales no sustituyeron por completo a los privados en la construcción de navíos de guerra y algunos de los 
cantábricos, como los de Guarnizo y Pasajes, siguieron construyendo embarcaciones de guerra durante la mayor parte del siglo XVIII. En la construcción 
naval bélica se introdujeron algunas innovaciones técnicas, algunas de ellas 
fruto del espionaje industrial, como las que fomentó Jorge Juan. El arquitecto naval francés Francisco Gautier, al servicio de España desde 1770, introdujo también mejoras que permitieron construir navíos más grandes y mejor 
artillados.


El estanco estatal de los naipes proporcionaba ingresos fiscales, y ostentaban este monopolio la fábrica de Madrid para España y la que estableció 
Bernardo de Gálvez, marqués de Sonora, en su pueblo natal de Macharaviaya (Málaga) para las colonias americanas. Lo mismo cabría decir, por lo 
que respecta al tabaco, de la fábrica de Sevilla, existente desde el siglo XVII 
(1620) pero trasladada a un nuevo y amplio edificio que se construyó entre 
1728 y 1770. Hubo fábricas de tabaco en otras ciudades españolas, como 
Cádiz, sucursal de la de Sevilla, y Alicante (1801), pero están muy mal documentadas. Hasta 1731 el monopolio estatal del tabaco se había organizado 
mediante el arrendamiento del impuesto y la fabricación en pequeños talleres. Desde esta fecha se reforzó el monopolio o estanco, que fue gestionado 
por la Renta del Tabaco. Ésta fue la época de esplendor de la fábrica de Sevilla, en la que se introdujeron importantes innovaciones tecnológicas en los 
años setenta. Durante el siglo XVIII el producto más demandado era el tabaco en polvo o rapé, pero desde finales de esta centuria comenzó a extenderse la costumbre de fumar. El Estado hizo bastante esfuerzo por extender este 
hábito y en la segunda mitad del siglo XVIII nombró estanqueros del tabaco 
en todos pueblos de España, pero no está claro si esta medida extendió el 
consumo en las áreas rurales.


Por lo que respecta a los bienes suntuarios, hay que citar la fábrica de 
tapices de Santa Bárbara, la de cristales de San Ildefonso y la de porcelanas 
del Buen Retiro. La primera fue establecida en Madrid por Felipe V el año 
1720, bajo la dirección de un tapicero flamenco, para proveer de tapices a 
los Reales Sitios. Para ella pintó Goya, a finales de siglo, sus famosos cartones. La Real Fábrica de Cristales fue establecida por el mismo monarca en el 
Real Sitio de La Granja de San Ildefonso (Segovia) en el año 1727 y con ella 
se pretendía disminuir las importaciones de cristalería de lujo, tanto de vidrios 
planos para ventanas y espejos, así como de otro tipo de piezas de vidrio 
soplado. Los productos de la fábrica llegaron a alcanzar gran prestigio y en 
parte se exportaron a los mercados europeos. La Real Fábrica de Porcelanas 
del Buen Retiro, más tardía, fue establecida en Madrid por Carlos III el año 
1760, y fue dirigida por artesanos napolitanos de la manufactura de Capodimonte, impulsada por el mismo monarca cuando fue rey de Nápoles. El 
destino principal de sus producciones fueron también los Reales Sitios.
Por lo que respecta a las manufacturas destinadas a la producción de artículos de consumo masivo, fueron varias las iniciativas, pero la más importante fue la Real Fábrica de Paños de Guadalajara, con las sucursales de San 
Fernando y Brihuega. Se estableció entre 1717 y 1719 con operarios holandeses y atravesó en sus inicios momentos difíciles debido a la mala calidad 
de sus producciones. A partir de 1728 el paño mejoró y la fábrica se amplió, 
encontrando sus productos mayor aceptación en los mercados. Entre 1745 
y 1757 la empresa conoció un primer período de esplendor y las ventas crecieron notablemente. En este momento la fábrica llegó a disponer de cien 
telares y entre 1.000 y 1.400 trabajadores. En 1746 comenzó a construirse 
la sucursal de San Fernando de Henares (Madrid) y en 1750 se inició la instalación de la fábrica de Brihuega (Guadalajara). Entre las dos llegaron a 
sumar otros cien telares a la manufactura matriz de Guadalajara. A pesar de 
ello, los costes de producción eran muy altos y las fábricas se sostenían gracias a los aportes económicos de la Hacienda. Entre 1767 y 1797 la fábrica 
conoció un segundo período de esplendor y la producción se diversificó. En 
la última década del siglo XVIII, trasladada ya la fábrica de San Fernando a 
Brihuega desde 1768, las manufacturas de esta última ciudad y de Guadalajara empleaban a algo más de 5.000 operarios y daban trabajo temporal a 
unos 20.000 hilanderos en los pueblos próximos, ya que el hilado se realizaba por el sistema de encargos. Sin embargo, los problemas financieros nunca llegaron a superarse y las fábricas costaron mucho dinero a las arcas del 
Estado. La empresa acabó cerrando el año 1822 (González Enciso, 1980).
En todas las empresas estatales se hizo un notable esfuerzo de innovación, con la importación de técnicos foráneos, viajes formativos de españoles al extranjero e, incluso, a veces, como se ha dicho, la práctica del espio naje industrial. A pesar del carácter estratégico de algunas producciones, 
como las destinadas a la Armada y al ejército, no se tuvieron casi nunca en 
cuenta la eficiencia productiva y la adecuación a la demanda. Esta deficiencia fue importante en aquellas manufacturas que debían colocar su producción en el mercado y, muy especialmente, en el caso de la fábrica de Guadalajara. Los costes fueron siempre muy elevados y la Hacienda tuvo que 
financiar el déficit crónico que estas empresas arrastraron.


Por esta razón se ensayaron otras vías y, entre ellas, la más importante 
fue la de las empresas mixtas, en las que el Estado participaba con préstamos 
a fondo perdido o con devolución a largo plazo, o bien mediante participación accionarial.
Las empresas de este tipo fueron muchas, de modo que nos limitaremos 
a estudiar las más importantes. Entre 1776 y 1782 se estableció en Ávila una 
fábrica concentrada de paños, financiada en parte con fondos municipales y 
otras ayudas gestionadas por el Consejo de Castilla, pero la iniciativa acabó 
fracasando debido a problemas personales y escasez de ventas. En Segovia se 
fundó en el año 1763 una Real Fábrica de Paños Superfinos, en la que el 
Estado aportó algo menos de la mitad del capital. Los gastos fueron muy elevados y acabó fracasando por los consabidos problemas financieros. La Compañía Guipuzcoana de Caracas estableció en Valdenoceda (Burgos) una fábrica de mantas, bayetas, barraganes y otros géneros de lana que, aunque con 
tan sólo 14 telares, funcionó durante un tiempo, desde su establecimiento 
en 1767 hasta 1779. Otro tanto podríamos decir de la fábrica extremeña de 
Zarza la Mayor (Miguel Ángel Melón). Tampoco tuvo mayor fortuna la Real 
Compañía de Santa Bárbara y San Carlos de la Villa de Ezcaray (La Rioja), 
establecida en el año 1752 por impulso del riojano marqués de la Ensenada 
y en la que la propia familia real suscribió acciones, además de recibir subvenciones de la Real Hacienda. Ante el escaso éxito de la empresa, en 1785 
la compraron los poderosos Cinco Gremios Mayores de Madrid, a nombre 
de la Real Hacienda, quienes la gestionaron durante veinte años. La fábrica 
subsistió hasta mediados del siglo XIX.
Finalmente, hay que estudiar las fábricas concentradas establecidas por 
iniciativa particular, aunque muchas de ellas gozaron de diferentes privilegios otorgados por la monarquía, principalmente fiscales. Los Cinco Gremios Mayores de Madrid, a los que ya nos hemos referido, adquirieron la 
fábrica de tejidos de lana que había establecido en Cuenca el obispo Palafox. 
A comienzos del siglo, José Aguado y Correa estableció una fábrica de paños 
en Valdemoro (Madrid), de la que sabemos muy poco. También a principios 
de siglo Juan de Goyeneche, personaje destacado durante el reinado de Carlos II, fundó varias fábricas en las localidades alcarreñas de Illana y La Olmeda, donde fundó una nueva población que recibió el nombre de Nuevo Baztán, en honor al valle navarro de Baztán, del que era natural Goyeneche. Su hijo 
Francisco Javier continuó la empresa y a mediados de la centuria en estos 
pueblos había establecidas fábricas de paños, papel, curtidos y vidrio. Iniciativas parecidas condujeron al establecimiento de otras factorías en diferentes lugares de España como Béjar, Burgos, Santo Domingo de la Calzada y pueblos de la comarca de Cameros, Almagro, Sevilla y otros lugares 
(González Enciso y otros, 1992).


Estas empresas no quedaron limitadas al sector lanero. Concentradas fueron empresas que hemos estudiado en otro lugar, como la de mantelería de 
Sada o la de loza de Alcora, o que estudiaremos más adelante, como la metalurgia de Sargadelos. A éstas podríamos añadir, entre otras, la manufactura 
de tafetanes y medias que el conde de Aguilar estableció en La Rioja, la de 
tapicería del duque del Infantado en Pastrana o las diferentes empresas 
de Fernández de Isla, asentista de la Marina. En este mismo apartado habría 
que citar la fábrica de seda de Talavera de la Reina, las de lencería de León y 
La Granja, y la de algodón de Ávila. Asimismo, la Real Compañía de Comercio y Fábricas de Extremadura, la Real Compañía de Comercio y Fábricas 
de Zaragoza, ambas sederas, y la Compañía de San Carlos de Burgos. Así fue 
también la fábrica de hilo de seda establecida en la localidad valenciana de 
Vinalesa, a la que ya se ha hecho referencia anteriormente. También la Compañía de Toledo, la efímera compañía sedera de la Virgen de los Desamparados de Valencia, la de San Fernando de Sevilla o los Cinco Gremios Mayores de Madrid. Estos últimos desplegaron una gran actividad, como ya hemos 
visto en el sector lanero, y también se hicieron cargo de algunas fábricas de 
seda, como la de Talavera, fundada por el francés Ruliére en 1759, adquirida después por la Compañía Ustáriz y Hermanos y finalmente comprada por 
los Cinco Gremios en 1785.
Aunque algunas eran factorías concentradas no eran exactamente empresas industriales modernas, entre otras razones porque existía una débil división del trabajo. En muchas, lo único concentrado era la gestión, pero no la 
fabricación. En el caso de las establecidas por señores feudales, las relaciones 
entre el empresario y sus empleados no eran exactamente las de un mercado 
libre de factores. En la fábrica de loza del conde de Aranda en Alcora, por 
ejemplo, había una prisión y las faltas laborales se podían pagar con la cárcel, ya que los trabajadores eran al mismo tiempo vasallos. Se hizo, sin embargo, un cierto esfuerzo por innovar las técnicas, casi siempre solventado mediante la importación de técnicos extranjeros. Así lo hizo el conde de Aranda en 
la fábrica de Alcora y así se hizo también en muchos otros casos, como en el 
de la fábrica de tejidos de algodón de Ávila, que estudiaremos con detalle 
inmediatamente. Pero no siempre fue así y por lo general la técnica fue tradicional y la gestión ineficiente. Muchas de ellas acabaron fracasando.


El caso de la Real Fábrica de algodón de Ávila es muy ilustrativo. Todo 
comenzó por una iniciativa del conde de Aranda, en su etapa como embajador en París. Allí supo de la existencia de una fábrica de algodón que había 
establecido en el castillo de La Muette, en Passy, cerca de la capital de Francia, el mecánico inglés John Milne, en la que se elaboraba muy eficientemente hilo de la mejor calidad con unas máquinas que él mismo había diseñado y construido, una variante de la mute jenny. Otro inglés, John Berry, 
tenía otra fábrica de tejidos de algodón en Neuville, cerca de Lyon, y, cansado del mal trato y escaso interés que recibía del gobierno francés, propuso a 
Aranda instalar una fábrica similar en España. Finalmente, el proyecto se 
concretó en la fundación de una fábrica en España, de la que se encargarían 
Milne y Berry, pero sin que se decidiera todavía el lugar de instalación.
El acuerdo definitivo se firmó en 1787. De la fábrica se encargaría Berry 
y en ella trabajaría un hijo de John Milne, Thomas. La Real Hacienda correría con la financiación del proyecto. Aunque Berry había insinuado la conveniencia de montar la fábrica en Cataluña, donde había tradición algodonera, Aranda se inclinaba por Galicia o Andalucía. Pero fue el gobierno de 
Madrid el que finalmente decidió y lo hizo por Ávila. Aunque esta ciudad se 
encontraba lejos de cualquier puerto, por el que debería llegar la materia prima, se encontraba cerca del gran centro consumidor de Madrid y había tradición textil, aunque pañera. Se acondicionaron diferentes edificios en la ciudad castellana y se construyó de nueva planta un molino para las máquinas 
de hilar, en un lugar cercano junto al río Adaja. Las cosas no fueron muy 
bien, no tanto por problemas técnicos sino de gestión. Finalmente, no fue 
Thomas Milne el mecánico encargado del hilado, sino su hermano Carlos. 
Durante el período, después de morir Berry, en el que Carlos Milne fue director único de la fábrica (1791-1797), hubo enfrentamientos entre los gestores e incluso acusaciones, que nunca se aclararon, de desfalco.
De todos modos, Carlos Milne fue apartado de la dirección, aunque no 
abandonó España. Fuera como fuera, había acumulado recursos y en el primer tercio del siglo XIX se hallaba perfectamente integrado en la sociedad 
abulense, llegando incluso a ejercer cargos públicos importantes en el ayuntamiento de la ciudad. No desaprovechó las oportunidades que se le presentaron para enriquecerse: fue administrador de los bienes de los nobles que 
vivían en la corte y prestamista de dinero. Adquirió tierras y en 1830 tenía 
varias fincas en pueblos cercanos, algunas importantes, como la de Madrigal de las Altas Torres o la dehesa de Bascarrabal. En definitiva, el mecánico 
inglés se convirtió en terrateniente castellano, lo que demuestra el poder del 
medio social para transformar al individuo.
La separación de Milne de la dirección de la fábrica no mejoró las cosas 
y finalmente se decidió privatizarla: en el año 1800 fue adquirida por el inge nieto canario Agustín de Bethancourt, quien tampoco tuvo mucho éxito, a 
pesar de su sobrada competencia técnica. Después pasó por muchas otras 
manos: Ingram Binns, Bartolomé Ortiz de Paz, hijo de Laureano, el fundador de la Fábrica de Paños Superfinos de Segovia y, en 1831, Francisco Mazarredo. Pasó de hacer tejidos de algodón a fabricarlos de lana y de lino. Sobrevivió a acontecimientos graves, como los derivados de las destrucciones de 
la guerra de Independencia y un incendio. Finalmente, en 1850 desapareció. El molino hidráulico que movía las máquinas de cardar e hilar, construido donde antes se había levantado un molino harinero, volvió a su primitivo cometido, la fabricación de harina (Martín García).


3.5. La promoción de la industria
La política industrial de los gobernantes ilustrados se hizo desde perspectivas diversas a lo largo del siglo XVIII. Algunos planteamientos teóricos, como 
el industrialismo mercantilista de jerónimo de Ustáriz, sobre cuyas ideas económicas nos detendremos en un capítulo posterior, ejercieron poca influencia en las realizaciones prácticas. Durante el reinado de Felipe V y, en menor 
medida, también durante el de Fernando VI, es decir, en la primera mitad 
del siglo XVIII, predominaron los planteamientos derivados del mercantilismo colbertista, que abogaban por la creación de manufacturas reales y compañías privilegiadas, política desarrollada por ministros como Patiño, Campillo o Ensenada, este último en el reinado de Fernando VI. Más tarde, 
durante el largo reinado de Carlos III, la política económica estuvo dominada por el pensamiento de Pedro Rodríguez de Campomanes, tanto durante su etapa como primer fiscal del Consejo de Castilla como en las posteriores, en que fue presidente de dicho Consejo y consejero de Estado. Hubo 
otros políticos influyentes en materia económica, como Aranda o Floridablanca, pero ninguno fue tan poderoso como Campomanes, ya que no se 
mantuvieron tanto tiempo ininterrumpidamente en el poder, entre otras 
razones. Analizaremos también más adelante con mayor detalle el pensamiento económico de Campomanes, pero por lo que hace a la política industrial, éste se separaba netamente del mercantilismo colbertista que había 
dominado durante la primera mitad del siglo.
Campomanes expuso sus ideas sobre la promoción de la industria en 
algunas obras fundamentales, el Discurso sobre el fomento de la industria popular (1774), el Discurso sobre la educación popular de los artesanos (1775) y los 
cuatro volúmenes de los Apéndices a la educación popular (1775-1777). En 
ellas defendió el papel primordial de la iniciativa privada y la estrecha interrelación entre agricultura e industria, otorgando al Estado una capacidad de intervención subsidiaria. La sociedad ideal de Campomanes estaba formada por comunidades agrarias en las que los campesinos desarrollaban también una actividad manufacturera a tiempo parcial, sin que este planteamiento supusiera el olvido de empresas industriales de mayor envergadura. 
Se trata del programa que intentó ponerse en práctica en las Nuevas Poblaciones de Sierra Morena y Andalucía. A este planteamiento general se unían 
otras propuestas, como la desaparición de la deshonra legal que recaía sobre 
la actividad artesana, especialmente por lo que respecta a los llamados oficios viles y mecánicos, y una tímida reforma de los gremios. Con el incremento de la producción industrial se pretendía conseguir una reducción de 
las importaciones de artículos manufacturados, dentro de un sistema comercial que ha sido calificado de mercantilismo liberal, que combinaría la protección del mercado interno con una liberalización de los intercambios en 
España y sus colonias, que habían de convertirse en una especie de zona de 
libre comercio. Aunque este programa se avenía mal con la industria pública y la concesión de privilegios, éstos se consideraban necesarios por lo que 
respecta a sectores estratégicos, y aquellos otros poco atractivos para la iniciativa privada.


Aunque Campomanes pensaba que el agrícola era el sector económico 
primordial, también las actividades industriales creaban riqueza, proporcionaban ocupación, satisfacían el consumo interno y producían excedentes 
para la exportación. El político asturiano no era un industrialista, pero reconocía que todos los sectores económicos estaban relacionados y se habían de 
"fomentar todos los ramos". El primer objetivo que proponía en el Discurso 
sobre el fomento de la industria popular, en el que la palabra "industria' no 
tiene el significado prioritario que le damos hoy, sino el tradicional de ocupación, era el de fomentar el trabajo útil del pueblo. Éste era además el principal remedio contra la pobreza y el desarraigo, otra de las preocupaciones 
de la política ilustrada. El 7 de mayo de 1775 se publicó, por ejemplo, la 
Ordenanza de S. M. sobre el recogimiento de vagos y mal entretenidos, que ordenaba realizar levas anuales de vagos "para darles empleo útil", en consonancia con las propuestas de Campomanes en su Discurso.
Campomanes abogaba principalmente por el fomento de una industria 
rural que procurara ingresos adicionales a los labradores, que se practicara 
"sin retraer la gente de la labor del campo, aprovechando su tiempo sobrante en preparar las primeras materias de las artes". Pensaba en las primeras 
fases del proceso textil, es decir, el hilado y torcido de diferentes fibras, ya 
que requerían escasos conocimientos técnicos, poca inversión de capital y su 
producción tenía "pronto y fácil despacho". Creía también que este trabajo 
industrial debía ser independiente y no era partidario del sistema de encargos controlado por comerciantes: "Las fábricas populares no pueden pros perar por medios de compañías ni de cuenta propia de comerciantes. Éstos 
reducirían los vecinos y fabricantes a meros jornaleros dependientes de su 
voluntad, quedando los tales comerciantes o compañías con las ganancias y 
el pueblo en la misma miseria y acaso mayor que la actual'.


Por lo que respecta a las industrias urbanas, para Campomanes estas últimas coincidían en líneas generales con lo que llamaba industrias "finas", en 
contraposición a las "bastas", que eran las asentadas en el medio rural. En su 
opinión, tenían algunos inconvenientes, ya que "necesitaban mucho caudal 
y tardan en despacharse", "contribuyen demasiado al luxo" y "causan malos 
efectos a la labranza', pero eran imprescindibles para "ocupar la gente pobre 
y ociosa de las ciudades y villas grandes". En este sentido, la "industria popular urbana" desempeñaba el importante papel de convertir a los habitantes 
"ociosos" en "útiles". Esta industria popular de las ciudades se habría de ocupar principalmente de la fabricación de "hilazas finas, texidos menores y otras 
fábricas sencillas" y se debía nutrir de mujeres, menores, mendigos, pobres, 
presos, gitanos y otros "mal entretenidos", de modo que se integraba en la 
política de pobres que propugnaba.
Por lo que hace a las fábricas de mayor envergadura, Campomanes se 
manifestaba enemigo de las manufacturas reales, que tanto se habían propugnado y desarrollado durante los reinados de los dos primeros monarcas 
de la casa de Borbón. Tampoco mostraba entusiasmo por las fábricas privadas, ya que los costes eran elevados y "los artesanos son meros jornaleros, 
apartados de su labor del campo; el dueño de la fábrica es un pasante por lo 
común, que vive de la industria ajena". A pesar de ello nunca se opuso a su 
existencia, y en el segundo volumen de los Apéndices recopiló toda la legislación sobre este asunto de los reinados de Fernando VI y Carlos III. Las consideraba imprescindibles como generadoras de ocupación, productoras de 
bienes de consumo, demandantes de productos agrarios y equilibradoras de 
la balanza comercial. Defendía que no se concediesen prerrogativas, exenciones y franquicias particulares, sino de modo general a toda una rama o 
clase de industrias, como de hecho, bajo su inspiración, se hizo durante el 
reinado de Carlos III.
El tema de los gremios lo trató Campomanes con mayor amplitud en el 
Discurso sobre la educación popular de los artesanos y, sobre todo, en el tercer 
volumen de los Apéndices. En toda la Europa del siglo XVIII los gremios habían recibido críticas por parte de los escritores económicos, pero mientras 
que algunos defendían su desaparición, otros sólo proponían su reforma parcial. Sin embargo, en España, la literatura crítica hacia los gremios tardó más 
en aparecer y de hecho los primeros escritos de esta índole fueron los de Campomanes de 1774-1776, ya que el Proyecto económico de Bernardo Ward, aunque anterior, no se publicó hasta 1779. Después estas ideas las desarrollarían otros escritores, como Jovellanos. Pero tampoco todos los tratadistas españoles fueron enemigos de los gremios y, en especial, algunos economistas 
catalanes, como Francisco Romá y Rosell (1714-1784) y Antoni de Capmany (1742-1813), los defendieron. Concretamente Capmany pensaba que 
aunque provocaban una cierta subida de los precios, sin embargo atajaban 
el paro y prevenían las crisis económicas, al tiempo que garantizaban una 
sociedad ordenada, que quedaría desvertebrada a falta de estas instituciones.


Las ideas de Campomanes sobre los gremios evolucionaron a lo largo de 
su vida. En un principio abogaba simplemente por su reforma, pero después 
de las medidas abolicionistas adoptadas en Toscana y Francia en los años 
setenta, aunque siguió defendiendo la vía reformista, no dejó de alabar las 
disposiciones tomadas por el gran duque Leopoldo en Toscana y por Turgot 
en Francia. En el tercer volumen de los Apéndices, el asturiano partía del principio de que la "subsistencia perfecta de los gremios" era incompatible con 
el progreso de las artes y de la industria, al tiempo que explicitaba la necesidad de establecer el "libre ejercicio de la industria y contratación". Los gremios eran perjudiciales por la mala educación que proporcionaban a los artesanos, los estancos y privilegios que habían introducido en sus ordenanzas, 
las trabas al fomento de la "industria popular", tal como él la entendía, la 
mala calidad de sus productos y la dificultad con la que se adaptaban a los 
cambios, entre otras razones.
Sin embargo, sus propuestas de reforma gremial fueron mucho más moderadas de lo que cabía esperar de sus críticas. A pesar de su denuncia de la 
defectuosa formación de los artesanos, fue partidario de mantener el sistema 
de aprendizaje establecido y las categorías de maestro, oficial y aprendiz. Lo 
que pretendía era fomentar la enseñanza desde otras instancias, como las cátedras de las Sociedades Económicas de Amigos del País u otros centros académicos, modificando tan sólo el acceso a la maestría, en el que estas instituciones también participarían. También pretendía introducir en España 
bibliografía tecnológica y, de hecho, en los Apéndices incluyó cerca de ochenta extractos de monografías de la Description des Arts et Métiers, que había 
publicado la Academia Real de Ciencias de París desde 1762. También proponía reformar las ordenanzas gremiales, que legalmente debía aprobar el 
Consejo de Castilla, para homogeneizarlas, reducir la autonomía de los gremios y eliminar restricciones y monopolios. Las principales reformas que 
defendía eran la libertad de establecimiento de maestros gremiales, la libertad de instalación de talleres y fábricas, la independencia gremial de las que 
llamaba "operaciones sencillas", la libertad de trabajo de las mujeres, la libre 
entrada de maestros extranjeros y la supresión de las cofradías.
Otro de los objetivos que planteó Campomanes en el Discurso sobre la 
educación popular de los artesanos era el de "poner en la estimación que mere cen las artes y oficios en el reyno y a los artesanos que las profesan". Consideraba que uno de los obstáculos al desarrollo manufacturero en España era 
la escasa valoración que se tenía del trabajo artesano, considerado una actividad deshonrosa y envilecedora. En la sociedad española del Antiguo Régimen, todos aquellos grupos sociales que realizaban un trabajo manual, entre 
ellos los comerciantes al por menor, gozaban de un estatus deprimido. Esta 
nota de desprestigio era la propia de una sociedad jerárquica en la que mantenían su hegemonía los valores aristocráticos y la tierra, como bien que daba 
acceso al poder y a la renta. Incluso dentro del mismo trabajo manual existía una distinción entre los llamados oficios liberales, los mecánicos y, en el 
punto más bajo de la escala, los viles, como, por ejemplo, los carniceros y 
ropavejeros o regatones. Los oficios viles inhabilitaban a los trabajadores y a 
su descendencia para ingresar en otras corporaciones de oficios y en cuerpos 
y comunidades religiosas y laicas. De aquí que muchos oficios mecánicos se 
hubieran esforzado en organizarse en colegios y artes, para diferenciarse de 
otros trabajos, considerados más mecánicos e indignos.


Las actuaciones ilustradas en materia de política industrial no se hicieron sin ambigüedades e indecisiones, en especial por lo que respecta a la reforma de los gremios. En 1770, Carlos III autorizó a la junta de Comercio a 
revisar las ordenanzas gremiales. Se adoptaron en ocasiones medidas antigremiales singulares, como la independencia del gremio concedida en 1779 
a Laureano Ortiz de Paz, que había adquirido la recientemente extinguida 
Fábrica de Paños Superfinos de Segovia o la que obtuvieron, a una escala más 
modesta, los fabricantes bejaranos Diego López y Bernardo Hernández Bueno. En 1777 se obligó a los gremios a admitir maestros extranjeros, siempre 
que fueran católicos, y se autorizó la movilidad de los españoles. En 1783 se 
suprimió la deshonra legal de los oficios y se autorizó a los artesanos a ejercer empleos públicos, abriéndoles incluso el acceso a la nobleza. En 1787 se 
autorizó a los fabricantes de tejidos de seda a utilizar los telares que quisieran con independencia de las ordenanzas gremiales. En esta misma línea, en 
1789, reinando ya Carlos IV, se amplió esta norma a todo el sector textil y 
se facultó a los fabricantes de cualquier tipo de tejidos a modificar el ancho, 
número de hilos y peso de sus productos, así como a utilizar las máquinas y 
procedimientos que consideraran oportunos. En 1797 y 1798 se promulgaron algunas leyes sobre la libertad de trabajo: en la primera fecha se permitió a los obreros establecerse por su cuenta y en la segunda se exigió a los gremios que examinaran a todo aquel que lo solicitara, aunque no reuniera las 
condiciones exigidas.
Cabría hacer una última reflexión sobre el fracaso de la industrialización española en el siglo XVIII. Tan sólo una región, Cataluña, como estudiaremos en la segunda parte de este libro, inició un indiscutible proceso industrializador en el Setecientos. Las razones de este fracaso han sido analizadas por los historiadores, que han dado explicaciones diversas y en ocasiones contradictorias. Probablemente existen razones de tipo general que 
afectan al conjunto del Estado y otras particulares de cada territorio. El examen del caso valenciano es interesante ya que, como algunos autores han 
señalado, el País Valenciano parecía estar bien situado en el siglo XVIII en el 
camino hacia la industrialización, tanto o mejor que la propia Cataluña. 
Hace años, Emili Giralt analizó esta problemática y trazó un camino razonable que la historiografía posterior no siguió. El historiador catalán señaló, entre otras razones, la descapitalización de las empresas, la falta de utillaje moderno y la desprotección arancelaria (Giralt, 2002). Sin embargo, 
se pensó más bien que la no industrialización de este territorio se explicaba 
por la estrechez del propio mercado interior valenciano, ya que la masa campesina apenas podía superar una economía de subsistencia debido al peso 
de unas cargas señoriales exorbitantes, producto de la refeudalización posterior a la expulsión de los moriscos el año 1609. Hace tiempo que esta 
interpretación de los hechos ha sido abandonada, pero no se ha abierto una 
explicación alternativa sobre el fracaso de la industrialización valenciana. 
Siguiendo las inteligentes reflexiones de Jordi Nadal, aunque referidas al 
siglo XIX, parece interesante constatar que, en parte, la cuestión ha sido mal 
planteada, ya que no puede afirmarse con rotundidad que esta industrialización fracasara (Nadal, 1987). Falló, sin lugar a dudas, el sector sedero, 
muy dependiente de los mercados coloniales, pero no lo hizo, dentro del 
mismo textil, el lanero situado en el triángulo delimitado por Enguera, 
Ontinyent y Alcoy. Por otro lado, en el siglo XVIII se estaban desarrollando 
procesos industriales en sectores no tradicionales, como el de la alimentación, el calzado o la cerámica, que dieron lugar a fuertes concentraciones de 
actividad industrial en épocas posteriores.


Se ha señalado también el papel paralizante que en muchas ocasiones 
tuvo el capital comercial. Ésta sería, entre otras, una de las razones del fracaso de la sedería valenciana, ya que los maestros del Arte Mayor estaban 
totalmente supeditados a los encargos de los grandes comerciantes que surtían tanto el mercado interior como el colonial. También habría en este hecho 
una de las razones de la fracasada industrialización gallega en el sector linero, ya que nunca se fue más allá del sistema doméstico, aunque en este caso 
no existía supeditación al capital comercial. Para el campesino gallego, sólidamente asegurado en la tierra por el sistema foral, la producción artesanal 
no era más que una actividad complementaria y nunca llegó a caer en la 
dependencia del capital comercial, de modo que no se pasó del Kaufsystem a 
una organización industrial moderna, que de todos modos el capital comercial tampoco podía asegurar.


En el caso de las dos Castillas, León, Extremadura y Andalucía, la estrechez del mercado motivada por el predominio de unas relaciones de producción que entorpecían el desarrollo económico sí parece una explicación 
válida. Este hecho no afectó sólo a la industrialización de estos territorios, 
sino al conjunto español, ya que en el interior peninsular no existió un mercado desarrollado para la producción periférica, salvo para los baratos tejidos de algodón catalanes, que sí eran competitivos en este ámbito. La producción textil castellana estaba especializada en géneros de baja calidad a 
los que no afectaba la competencia extranjera, pero el descenso del poder 
adquisitivo de las clases populares, tanto urbanas como rurales, provocó una 
caída de la demanda, sobre todo en la segunda mitad del Setecientos. El 
mantenimiento de estructuras productivas tradicionales, con altos costes, 
no ayudó a superar el estrecho marco en el que se movía la producción industrial en el interior peninsular. La política industrial borbónica no afrontó 
nunca estas limitaciones estructurales. Una política de fomento que atendía tan sólo al incremento de la producción, sin encarar las transformaciones sociales que hubiesen sido necesarias, estaba condenada al fracaso. La 
España interior del siglo XVIII es un ejemplo elocuente de cómo las inversiones en recursos o tecnología no servían de nada sin un desarrollo capitalista previo (Marcos Martín, 2000).
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4.I. Un mercado interior escasamente integrado
El peso del autoconsumo en la economía agraria de la mayor parte de España, incluso de las regiones más desarrolladas, era considerable. Asimismo, la 
producción industrial a menudo no rebasaba el mercado local, como en el 
caso de la mayoría de los gremios urbanos, o a lo mucho comarcal. Por esta 
razón el comercio era limitado, pero esta constatación debe ser muy matizada. En Cataluña y el País Valenciano existía una agricultura comercial bastante desarrollada y muchos productos agrarios se destinaban a la exportación, tanto al mercado interior como a los exteriores, europeo y colonial. 
Algunas regiones del interior, como Aragón o Castilla la Vieja y León, producían excedentes de grano que también se destinaban a la exportación. La 
lana castellana siguió exportándose a los mercados del norte de Europa. El 
gran centro de consumo que era la capital del reino, Madrid, generaba importantes flujos comerciales. Por lo que respecta a la producción industrial, aunque la mayoría se comercializaba en ámbitos reducidos, muchos otros productos, como las indianas catalanas, las sedas valencianas, la lencería gallega 
o los productos de la metalurgia vasca se situaban en mercados más amplios. 
A pesar de la innegable existencia de estos flujos comerciales, el mercado estaba poco integrado. Mientras que para algunas producciones puede hablarse 
de la existencia de un mercado interior, otras no rebasaban un pequeño radio 
de distribución, lo que conformaba multitud de mercados fragmentados y 
poco articulados. Esta escasa integración del mercado era consecuencia de 
una multiplicidad de factores, el principal de los cuales era el escaso grado 
de desarrollo capitalista de la sociedad española, sobre todo en el interior de la península. A esta circunstancia habría que añadir la deficiente red de comunicaciones y los obstáculos institucionales, que reglamentaban rígidamente 
la comercialización de algunos productos básicos. A pesar de ello, el crecimiento demográfico y económico español en el siglo XVIII promovió un considerable incremento de los intercambios comerciales.


Medir el grado de integración de los mercados es un asunto difícil debido a la inexistencia, escasez o deficiencia del material estadístico disponible. 
Sin embargo, en el caso de los granos, artículo de primera necesidad de consumo masivo, la correlación entre los precios de diferentes áreas geográficas 
da una imagen bastante precisa del fenómeno. Contrasta nítidamente la diferencia entre las series de precios litorales, donde los aprovisionamientos marítimos reducían considerablemente las oscilaciones, sobre todo en los años de 
crisis, y las de la España interior, donde los altibajos eran muy considerables, 
pudiéndose fácilmente duplicar o triplicar los precios en los períodos de penuria. En las regiones litorales, salvo que se interpusiera un obstáculo geográfico de envergadura, el mercado del grano estaba bastante integrado y las 
diferencias de precios eran pequeñas entre las localidades costeras y las situadas a varias decenas de quilómetros en el interior. Por lo que respecta a Cataluña, ya Pierre Vilar intuyó que en los años de buenas cosechas, la atracción 
de Barcelona y otros mercados litorales evitaría que los precios de las comarcas interiores se hundieran, como sucedía en Castilla; al contrario, en los de 
malas cosechas, las oscilaciones deberían ser mucho menores que las castellanas. Ramon Garrabou (1970) estudió los precios de los granos de Tárrega durante el siglo XVIII y concluyó que reproducían las mismas oscilaciones 
que los barceloneses, aunque en los años de crisis a menudo estos últimos 
eran algo más altos, de modo que las oscilaciones cíclicas eran superiores. En 
el País Valenciano se han estudiado pocas series de precios del interior, pero 
las conocidas muestran un coeficiente de correlación muy alto con los precios de Valencia. Muy diferente era la situación en Aragón o Castilla, donde, incluso entre localidades próximas, las diferencias podían ser considerables en años de crisis. De todos modos, después de la abolición de la tasa en 
el año 1765, se han observado casos de mayor integración de los mercados 
del grano. Enrique Llopis (2004) ha calculado coeficientes cruzados de correlación entre diferentes mercados del trigo y sobresale la mayor integración 
de los de la España mediterránea, a veces entre localidades bastante alejadas.
La infraestructura de las comunicaciones era muy deficiente a comienzos del Setecientos y, a pesar del importante esfuerzo que se hizo durante el 
siglo, todavía a principios del XIX algunos territorios estaban muy mal comunicados. Sin embargo, su diseño en forma de malla rectangular tenía sus ventajas frente al diseño radial centralista por el que se optó después. La mayoría de las comunicaciones entre las principales ciudades españolas se hacían sin necesidad de pasar por Madrid. La deficiencia de la red viaria se solventaba con técnicas de transporte adecuadas, como la arriería, que, aunque primitiva, era más eficiente de lo que pueda parecer en un análisis superficial. 
La comunicación directa por carretera, por ejemplo, entre Valencia y Madrid 
por el camino más corto, no existió hasta el siglo XIX. Tan sólo había un camino de herradura que tenía que atravesar escarpadas montañas y profundos 
valles. Sin embargo, este camino registraba un tráfico considerable en el que 
se especializó el pueblo de Chiva, cuyos arrieros transportaban arroz y otros 
productos valencianos a La Mancha conquense y traían de retorno importantes cantidades de trigo. Lo mismo cabría decir de las sedas valencianas 
que se llevaban a Cádiz para embarcarlas hacia América, transportadas a lomo 
de animal a través de una geografía sinuosa y en la mayor parte del recorrido sin caminos carreteros. Los arrieros valencianos eran expertos en este viaje y se les tenía en gran estimación, tanto en el País Valenciano como en Cataluña. Los arrieros maragatos, puesto que la comarca de la Maragatería estaba 
situada en un lugar estratégico en el que se cruzaban el camino real MadridBenavente-Astorga y el de Santiago, se especializaron en el transporte de mercancías en largas recuas de mulos. Gran parte del comercio entre Galicia y 
Castilla pasaba por sus manos. Transportaban a las dos Castillas y muy especialmente a Madrid, lienzos gallegos y leoneses, cueros, pescado, conservas 
cárnicas e incluso productos coloniales que llegaban a los puertos gallegos 
desde Cádiz, llevando a Galicia principalmente paños y vinos castellanos 
(Rubio, 1995).


La arriería movía mercancías pesadas, como acabamos de ver, pero era 
muy eficiente para el transporte de bienes de gran valor y poco peso, como 
los tejidos de seda, el dinero y la correspondencia. La importante casa comercial catalana Cortadellas enviaba frecuentemente dinero a sus clientes mediante este procedimiento. Los caminos españoles eran inseguros por la presencia de bandoleros, tema sobre el que poseemos la excelente imagen de conjunto 
que en su día realizó Santos Madrazo (1984). Efectivamente era así, pero éste 
era un hecho que los arrieros tenían ya descontado y ante el que tomaban las 
precauciones pertinentes. Los catalanes escondían profundamente el oro y 
la plata en los sacos de las mercancías que transportaban, dejando una pequeña cantidad más a la vista, esperando que los eventuales ladrones de caminos se contentaran con ésta. Por supuesto, además, iban armados (Sales, 
1983). Los valencianos que hacían la "ruta de la seda' hasta Cádiz, llevando 
tejidos a la ida y mucho dinero en el regreso, obtenían ayuda armada de los 
pueblos de su tránsito, sobre todo los andaluces. Las expediciones documentadas que se hicieron al servicio de la casa comercial valenciana Canet, 
nunca fueron asaltadas por bandidos. Mucho más peligrosos eran, en este 
sentido, los ataques de los navíos ingleses en tiempo de guerra, una vez embar cadas las mercancías en Cádiz y, sobre todo, en el viaje de regreso con numerario (Ardit, 1987).


El primer monarca borbónico ya mostró preocupación por el problema 
de las comunicaciones, sancionando una Instrucción de Intendentes de 4 de 
julio de 1718, a la que siguió una nueva Ordenanza de Intendentes de 13 
de octubre de 1749, publicada ya durante el reinado de Fernando VI a impulso del marqués de la Ensenada. Las realizaciones completadas en estos primeros tiempos fueron escasas aunque importantes, básicamente limitadas a 
los 16 quilómetros de la carretera de Guadarrama, que comunicaba las dos 
submesetas a través del Alto de los Leones (1749-1750), esencial para el abastecimiento de trigo a Madrid, y los 71 quilómetros del camino de Reinosa a 
Santander (1749-1752), que facilitaba la salida de los trigos y harinas castellanos al Cantábrico. La caída de Ensenada en 1754 paralizó esta tímida actividad constructora.
Reinando ya Carlos III, en el año 1761 se promulgó la Instrucción de 
Caminos que sería el instrumento del ambicioso plan de reforma de las comunicaciones que se desarrollaría a lo largo del siglo. Como se ha dicho repetidamente, su diseño era radial centralista y privilegiaba la comunicación de 
Madrid con la costa; de todos modos estaba previsto que, concluida esta red 
radial, se acometiera otra de diseño no central que nunca llegó a emprenderse. Para la financiación del plan de caminos se creó un nuevo impuesto 
sobre la sal, al que se añadirían después sobrantes de la renta de correos, el 1 
por 100 de la plata llegada de Indias y otros gravámenes. Se creó el cargo de 
superintendente general de Caminos, que recayó en el marqués de Esquilache, como secretario de Estado de Hacienda. Durante el primer período de 
vigencia del plan hubo poca actividad. La construcción de caminos se reactivó durante la superintendencia de Floridablanca (1778-1792), período 
durante el cual se realizaron, en parte, las carreteras de Andalucía, Cataluña, 
Galicia y Valencia, con una media anual de 72 quilómetros construidos. Más 
adelante se crearon la Inspección General y la Escuela de Ingenieros de Caminos, lo que dio mayor impulso a la construcción de la red viaria. A comienzos del siglo XIX, entre 1800 y 1808 se construyeron 1.200 quilómetros más, 
a una media de 150 anuales, aunque esta cifra es más insegura. En 1808 España contaba con unos 3.200 quilómetros de caminos carreteros pavimentados nuevos, pero se hizo fundamentalmente el plan radial, de todos modos 
de forma incompleta, y muy pocas carreteras transversales.
Ésta fue una de las razones que motivaron la crítica de Jovellanos a finales del siglo XVIII. Efectivamente el asturiano inauguró una discusión sobre 
el trazado de la red viaria española que ha llegado hasta nuestros días. Alababa la rentabilidad económica que había supuesto la apertura al tráfico rodado de Guadarrama, Reinosa y Orduña, pero lamentaba que no se hubieran abierto más caminos secundarios que "enlazan todos los territorios y distritos, y los acercan, por decirlo así, a los puntos de consumo más distantes; y 
entonces este auxilio, que pondrá en actividad el cultivo de los últimos rincones del reino, que dará a cada uno los medios de promover su felicidad y 
que difundirá la abundancia por todas partes, servirá al mismo tiempo para 
repartir más igualmente la población y la riqueza, hoy tan monstruosamente acumuladas en el centro y los extremos". Su crítica está expresada en términos parecidos a la que en nuestro tiempo han formulado autores como 
Anes o Ringrose, especialmente el segundo, para los que el trazado sólo pretendía enlazar Madrid, centro político aunque no económico del país, con 
la periferia (Madrazo, 1984).
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FIGURA 4.1. La nueva red de caminos pavimentados en 1808.
Desde el siglo XVI algunos arbitristas habían abogado por la construcción de vías de navegación interiores, sin considerar los problemas derivados 
de la orografía y la irregularidad y escasez del caudal de muchos ríos. Las vías 
navegables naturales eran muy pocas, fundamentalmente el Guadalquivir desde Sevilla hasta el mar y el Ebro en algunos tramos entre Tudela y Tortosa. Entre 1751 y 1752 se realizó el Proyecto general de los canales de Castilla y León, de Carlos Lemaur y Antonio de Ulloa, con el que se pretendía dar 
salida a los excedentes agrarios de la submeseta norte. Se trataba de un ambicioso plan de cuatro canales, de los que se comenzaron tres, ninguno de los 
cuales llegó a acabarse en el siglo XVIII. Se pusieron en funcionamiento unas 
25 leguas de los canales del Norte y de Campos, que se unieron en 1791. La 
lentitud de las obras y la falta de finalización se debieron a la insuficiente 
dotación económica. La obra de mayor envergadura de la administración 
borbónica fue el Canal Imperial de Aragón, que recibió el apoyo del aragonés conde de Aranda y después de Floridablanca. Fue aprobado en 1768 y 
entre 1776 y 1784 se hicieron las obras esenciales, pero en 1790 los trabajos 
quedaron paralizados y no se llegó a finalizar. Se trataba de un canal de regadío y navegación al mismo tiempo, en el que quedó integrado el antiguo 
canal de Tauste.


Otro conjunto de medidas tomadas para el fomento del comercio interior fue la supresión de los derechos de tránsito. Los portazgos, pontazgos y 
barcajes eran muy abundantes: Santos Madrazo (1984) ha contabilizado 563 
tan sólo en Galicia, León y ambas Castillas. La mayoría eran señoriales y 
municipales e incidían negativamente sobre el comercio. Como su supresión 
chocaba con intereses muy poderosos, en especial las facultades monopolísticas señoriales, la política gubernamental fue muy tímida al respecto y no 
desaparecieron totalmente hasta finales del siglo XIX (1881).
La supresión de las aduanas entre la Corona de Castilla y los reinos de la 
Corona de Aragón fue una consecuencia de la derrota de estos últimos en 
la guerra de Sucesión. Los puertos secos fueron suprimidos el 25 de enero de 
1708, orden reiterada en 1711 y confirmada finalmente el 9 de noviembre 
de 1714. En agosto de 1717 el marqués de Campoflorido ordenó trasladar 
a la costa los puestos aduaneros. En el caso de la Corona de Aragón había 
una justificación bélica, pero éste no era el caso del País Vasco y Navarra, que 
se opusieron a la decisión. La medida fue parcialmente revocada en 1718 y 
1719 y un decreto de 16 de diciembre de 1722 ordenó el regreso de las aduanas al interior. Otro obstáculo al comercio interior de granos era la tasa, vigente desde el siglo XVI, en la mayor parte de la Corona de Castilla, así como 
los pósitos y obligados, temas que analizaremos en otro capítulo.
Los puertos marítimos españoles del siglo XVIII raramente correspondían 
a la idea de un puerto moderno. Los mejores eran los que proporcionaban abrigo a las embarcaciones gracias a sus condiciones naturales, complementadas por algunas infraestructuras, como embarcaderos y almacenes de 
mercancías. La mayoría de los puertos mediterráneos no eran siquiera esto, 
sino que se trataba de playas en las que los navíos fondeaban a una cierta dis tancia de la costa y las operaciones de carga y descarga se hacían mediante 
barcas. Los considerados más seguros, como el de Alicante, tan sólo disfrutaban de la ventaja de estar situados en una costa más cerrada que proporcionaba cierto abrigo frente a los temporales. La construcción de infraestructuras portuarias se vio impulsada especialmente desde los decretos de 
libre comercio de 1765 y 1778. Hubo una gran cantidad de iniciativas que 
no siempre culminaron con éxito y algún autor, no sin cierta exageración, 
ha hablado de "fiebre portuaria". En este caso no hubo participación de la 
administración central, ya que los puertos fueron de responsabilidad municipal durante todo el siglo XVIII. La Real Orden de 8 de febrero de 1781 estableció normas generales de construcción para toda la monarquía, determinando que "todas las obras de los puertos se executen por facultativos de la 
Marina", aunque debían seguir costeándolos los municipios. Un poco antes, 
en 1770, se había creado el cuerpo de ingenieros navales.


Se hicieron muchos proyectos pero pocas obras. Muchas de ellas no siempre culminaron con éxito, tanto por razones financieras como técnicas. No 
se conocía bien la dinámica litoral y del oleaje, y el acarreo de grandes bloques de piedra para los diques y muelles era dificultoso. En los puertos de 
Bilbao y Santander hubo más proyectos que realizaciones. También fueron 
de poca importancia las obras que se emprendieron en los puertos atlánticos, incluidas las del importante emporio gaditano. El puerto de Málaga 
tenía, a fines del Setecientos, varios diques y tres muelles, aunque con importantes problemas de colmatación. La construcción del puerto de Valencia, 
iniciada a fines del siglo, fracasó porque empezó a construirse el dique norte y los aluviones del Turia, cuya desembocadura estaba al sur, llenaron rápidamente de arena y sedimentos la dársena, ya que el corto dique sur fue impotente para detener el proceso. El puerto de Barcelona tenía un dique exterior 
desde finales del siglo XVII, pero a mediados del XVIII estaba completamente cegado. Hubo que dragarlo y se prolongó el dique, aunque no se solucionó completamente el problema. La colmatación por sedimentos era bastante común, y las dragas de la época no eran suficientemente potentes para 
conseguir el calado preciso en los puertos (Alemany, 1991).
El transporte marítimo no se utilizaba únicamente para el comercio 
exterior, sino que buena parte del interior se realizaba por mar, dadas las 
deficiencias de las vías de comunicación terrestres, sobre todo en las costas. 
Por esta razón había una densa navegación de cabotaje, especialmente en el 
Mediterráneo. El modesto puerto de Cullera, por ejemplo, situado en las 
tranquilas aguas de la desembocadura del Júcar, era por donde salían los 
importantes excedentes valencianos de arroz, con destino, fundamentalmente, a Andalucía. Como hemos visto anteriormente, un rosario de pequeños puertos catalanes tenían una actividad comercial muy considerable. Tan to Alicante como Cartagena y Málaga mantenían un tráfico de cabotaje muy 
activo.


Hasta el establecimiento de la red de ferrocarriles en el siglo XIX no hubo 
grandes progresos técnicos en el ramo de las comunicaciones. Los sistemas 
de transporte eran los tradicionales: la carretería, cuando los caminos lo permitían, y la arriería cuando las únicas o principales vías de comunicación 
eran los caminos de herradura. Existen muchos indicios que permiten afirmar que en el siglo XVIII el transporte de mercancías mediante carros experimentó importantes progresos, gracias a la red viaria construida. En algunos lugares existieron fuertes concentraciones de carreteros y podría hablarse 
de especialización en el transporte de mercancías. En la Corona de Castilla 
existía, desde el reinado de los Reyes Católicos, la Cabaña Real de Carreteros, que gozaba de privilegios como el acceso a pastos y exenciones fiscales. 
El transporte de viajeros, que hasta entonces había sido responsabilidad particular de cada cual, experimentó cierta mejora tras el establecimiento de la 
Diligencia General de Coches en el año 1763.
Los instrumentos del comercio interior eran muy diversos, desde la pequeña tienda minorista hasta el gran almacén mayorista, pasando por mercados 
periódicos y ferias especializadas de toda índole. Las grandes ferias castellanas decayeron, cuando no desaparecieron, en el siglo XVIII. Su lugar fue en 
buena medida ocupado por la intensa actividad comercial de los puertos 
mediterráneos y cantábricos, activos núcleos comerciales que abastecían a 
Madrid y las decadentes ciudades del interior peninsular. En muchas de estas 
importantes ciudades portuarias la burguesía comercial extranjera, fundamentalmente francesa, ocupaba un lugar destacado, por razones no del todo 
claras. Tan sólo algunas ciudades, como Bilbao y Barcelona, lograron emanciparse de la presencia extranjera. El papel de los comerciantes catalanes en 
el comercio interior español fue muy destacado y se les encuentra diseminados por muchos pueblos y ciudades castellanos.
En los territorios con mayor dinamismo existía una tupida red de comerciantes minoristas, a menudo de origen francés, a veces asentados en un lugar 
y en otras ocasiones itinerantes, que abastecían a pequeñas áreas comarcales 
de una diversidad de artículos, como granos, animales o tejidos, ejerciendo 
al mismo tiempo de prestamistas. Las ferias periódicas de ganado eran también abundantes, sobre todo en la periferia peninsular. En casi todos los pueblos existían mercados semanales, parcialmente liberados ese día de la rígida 
normativa municipal.
El principal polo de atracción del comercio interior español era la villa 
de Madrid, a donde llegaban mercancías diversas, pero principalmente trigo, 
vino, aceite, carne de vacuno y carbón de muy distintas procedencias, pero, 
fundamentalmente, de los puertos mediterráneos y cantábricos, Alicante en primer lugar por lo que respecta al Mediterráneo, y Cádiz y Santander 
por lo que hace al Atlántico (Ringrose, 1985). Desde su conversión en puerto monopolístico del comercio americano en el año 1717, Cádiz era el gran 
centro redistribuidor de las mercancías coloniales por toda España. El trigo 
y el vino, producidos un poco en todas las regiones, tenían circuitos de comercialización diversos y complejos, aunque la existencia de caminos carreteros 
facilitaba extraordinariamente su distribución. San Clemente, por ejemplo, 
en el corazón de La Mancha, se constituyó en importante centro redistribuidor del cereal que venía del Mediterráneo y del producido en la propia 
comarca, con destino a la capital de la monarquía. Los tejidos tenían también sus propios circuitos, aunque en este caso su menor peso y mayor valor 
los hacía menos dependientes de los caminos carreteros. Los lienzos gallegos, 
como hemos visto, eran distribuidos por los arrieros maragatos y por los emigrantes temporeros de aquella región, mientras que las indianas utilizaban la 
densa red de comerciantes catalanes en el interior peninsular para su distribución y venta. Su presencia en Madrid era muy importante. Según el Almanak mercantil de la capital de la monarquía de 1805, había en aquel momento en Madrid un comerciante segoviano de paños, otro valenciano de sedas 
y doce que vendían "géneros de Cataluña", de los que la mayoría eran ellos 
mismos catalanes (Vilar, 1962).


La actividad comercial estaba poco especializada. En muchas ocasiones 
eran los propios consumidores, sobre todo en las áreas rurales, los que adquirían las mercancías que precisaban directamente de los productores. En los 
protocolos notariales son extraordinariamente abundantes las llamadas escrituras de obligación o reconocimiento de deuda, que atestiguan este tipo de 
transacciones. La mayoría de los comerciantes, sobre todo los minoristas, 
ejercían esta actividad de modo individual, sin formar compañías o sociedades. En muchas ocasiones, sobre todo en las áreas rurales, comerciaban con 
una gran variedad de productos, tanto agrícolas como manufacturados, y 
también ejercían de prestamistas. Algunos eran itinerantes. A veces se establecían en las localidades rurales durante algún tiempo y en otras ocasiones, 
como, por ejemplo, en el comercio del ganado de labor, recorrían los pueblos vendiendo su mercancía.
Para negocios de cierta envergadura se solían constituir sociedades o compañías. Hasta la promulgación del Código de Comercio de 1829 no hubo 
en España legislación mercantil, de modo que la actividad comercial se regía 
por normas consuetudinarias. Sin embargo, las Ordenanzas del Consulado 
de Bilbao, de 1737, fueron un marco de referencia legal, sobre todo en la 
Corona de Castilla, aunque no fueron desconocidas en la Corona de Aragón. En Valencia, por ejemplo, se implantaron en 1773. Estas compañías o 
sociedades solían tener una duración corta, raramente superior a los diez años. En otros casos se constituían para una operación u operaciones concretas y se disolvían cuando ésta había culminado. En muchas ocasiones se 
trataba de compañías familiares.


Las había de muchos tipos. Las llamadas compañías generales o colectivas eran las más frecuentes. Se caracterizaban porque los socios adoptaban 
un nombre común, firma o razón social, y todos tenían el mismo protagonismo en la gestión de los asuntos sociales. Su responsabilidad era solidaria 
y total, y no limitada. Mucho más raras eran las sociedades en comandita. 
Aquí había un socio comanditario, que aportaba el capital, y otro socio gestor, que se encargaba de la administración. La responsabilidad del socio 
comanditario estaba limitada al capital aportado. Era muy utilizada en el tráfico marítimo, en el que el socio gestor, el patrón de un barco, recibía una 
mercancía del socio comanditario, con el encargo de venderla. También había 
sociedades anónimas, aunque éstas tan sólo tenían en común con las actuales el nombre. Se solían constituir de palabra y su duración era muy corta; 
no tenían razón social y de ahí el nombre de anónimas, anómalas o momentáneas, como también se las conocía (Petit).
También había sociedades por partes, parecidas aunque no exactamente iguales que las sociedades por acciones. Un tipo de compañía comercial 
de esta clase fue la barca catalana, sobre la que aportó abundante información Pierre Vilar. En Cataluña, la propiedad de un navío se dividía en setzéns 
(dieciseisavos), bien para su construcción o para la realización de un viaje o 
viajes. Los diferentes socios, entre los que solía estar el patrón de la embarcación, adquirían uno o varios dieciseisavos y después se repartían los beneficios y pérdidas en proporción a su inversión (Vilar, 1962). Las sociedades 
por acciones también existían, aunque no eran como las actuales. Así solían 
ser las grandes compañías comerciales o industriales privilegiadas. Así fue 
también, como veremos, el Banco de San Carlos. Las había de tipo personalista, cuando la acción no era enajenable, y capitalista, cuando existía esa 
posibilidad. Normalmente la responsabilidad de los socios era solidaria y no 
limitada, aunque se conoce algún ejemplo de este último caso. Las sociedades por acciones de responsabilidad limitada no serían reguladas hasta el 
Código de Comercio de 1829 (Martínez Gijón, 1999).
El estudio del comercio se ha hecho tradicionalmente desde el punto de 
vista de la oferta, pero últimamente vienen abriéndose paso nuevas vías 
de investigación centradas en el análisis de la demanda, alentadas por los inicios del consumo masivo en el siglo XVIII, la llamada "revolución del consumo" o, desde el punto de vista más restringido de los artículos suntuarios, la 
"revolución de las apariencias". Mercancías que anteriormente habían sido 
raras o inexistentes en los equipamientos domésticos, a partir de mediados del 
Setecientos empiezan a aparecer con cierta abundancia en los inventarios nota riales, fundamentalmente urbanos pero también en las localidades rurales de 
los territorios más desarrollados económicamente. Hablamos de productos 
tales como la ropa de hogar (mantelería, ropa de cama, cortinajes), utensilios 
de cocina (especialmente platos y vasijas cerámicos), cubertería, neveras, chocolateras y un amplio etcétera. Las cerámicas de Talavera y de Alcora, por 
ejemplo, alcanzaron una gran difusión, así como los lienzos gallegos o las indianas catalanas. Los tejidos de seda no fueron sólo utilizados por la aristocracia 
o la burguesía y en algunos territorios, como el País Valenciano, eran comunes en la ropa de lujo popular, sobre todo la femenina. A menudo se han aducido testimonios literarios para evidenciar este fenómeno, aunque su valor de 
prueba es menor que el proporcionado por la documentación notarial, que 
da mejor cuenta de este hecho y que todavía puede aportar mucha información al respecto. El consumo de artículos que iban más allá de lo estrictamente 
necesario, los objetos suntuarios, fue objeto de debate entre los economistas, 
y el valenciano Juan Sempere y Guarinos escribió una obra muy conocida 
sobre el tema, la Historia del lujo y de las leyes suntuarias de España (1788). El 
tirón de la demanda fue un elemento esencial del desarrollo manufacturero y 
comercial en la España del siglo XVIII, aún estando todavía muy lejos del nivel 
alcanzado por otros países europeos. La pequeña tienda siguió siendo el establecimiento comercial minorista por excelencia en las ciudades españolas, 
cuando en Londres y París ya habían aparecido los primeros grandes almacenes, desconocidos aquí incluso en Madrid o Barcelona.


4.2. El comercio exterior
El comercio exterior español en el siglo XVIII estuvo en parte obstaculizado 
por los privilegios comerciales otorgados a Inglaterra desde el tratado de 
Madrid de 1667 y, sobre todo, en el tratado de Utrecht de 1713, principalmente el asiento de negros y el navío de permiso, así como por la política de 
amistad con Francia establecida en los diferentes Pactos de Familia de 1733, 
1743 y 1761. Las cosas mejoraron un poco en el tratado de Aquisgrán de 
1748 y el subsiguiente convenio de amistad angloespañol de 1750, que limitó los privilegios más onerosos de Utrecht. De todos modos, estos acuerdos 
afectaron primordialmente al comercio colonial, del que nos ocuparemos en 
el siguiente apartado, y no al comercio europeo. En este ámbito y sin necesidad de que mediara ningún acuerdo comercial, tanto las mercancías inglesas como las francesas penetraron con suma facilidad en el territorio español, sin trato compensatorio.
El comercio español con Europa en el Setecientos se caracterizó, pues, 
por el déficit crónico y por la asimetría en el conjunto de mercancías expor tadas e importadas. Así y todo, el comercio europeo era superior al colonial, 
ya que entre 1784 y 1796 Europa absorbió el 64 por 100 de las exportaciones y las colonias americanas sólo el 36 por 100. A partir de los datos de la 
Balanza del Comercio de España de 1792 podemos reconstruir la estructura 
del comercio español con Europa. A finales del siglo XVIII España exportaba, fundamentalmente, materias primas (47,3 por 100) y alimentos (49,0 
por 100), y muy pocos artículos manufacturados, tan sólo un 3,7 por 100. 
Sin embargo, importaba en una alta proporción productos industriales (59,9 
por 100), y menores cantidades de alimentos (29,9 por 100) y materias primas (10,2 por 100). Dentro de las materias primas exportadas, el producto 
fundamental era la lana, que suponía el 31 por 100 de las exportaciones, 
seguida del aguardiente, con un 16 por 100, el vino, con un 14 por 100 y 
las pasas, con un 7 por 100. Podría objetarse a esta clasificación que tanto el 
aguardiente como el vino o las pasas eran realmente productos elaborados. 
Por lo que respecta a las importaciones, destacaban el algodón hilado, con el 
15,2 por 100; los tejidos de lino y cáñamo, con el 14,9 por 100; los de lana, 
con el 9,7 por 100; el trigo y la harina de trigo, con el 9,7 por 100, y el bacalao, con el 7,7 por 100 (Llopis, 2002). Debido a esta peculiar estructura de 
las exportaciones y de las importaciones, se ha calificado de "colonial' el 
comercio español con Europa en el siglo XVIII.


Hasta la publicación del nuevo arancel de 1782, los derechos aduaneros 
establecidos en el de 1709 oscilaron entre el 5 y el 15 por 100 y, lo que es 
más importante, gravaban tanto las exportaciones como las importaciones. 
El arancel se concebía más como un instrumento de política fiscal que de 
política comercial. Además, la cuantía del impuesto se establecía por el sistema de palmeo, es decir, el volumen de las mercancías expresado en palmos 
cúbicos, y no por su valor, lo que introducía fuertes desigualdades que perjudicaban a los productos de gran volumen y pequeño valor y a la inversa.
El nuevo arancel de 1782, mucho más proteccionista que el anterior, pretendía dificultar la exportación de materias primas y facilitar la extracción 
de productos elaborados españoles. Además, sustituyó el gravamen por palmeo por el fijado ad valorem. A pesar de ello, el nuevo arancel no consiguió 
modificar la estructura del comercio exterior español, como confirman las 
cifras reproducidas anteriormente, que son posteriores a dicho arancel.
Tenemos alguna información de los dos principales productos que España exportaba a Europa, la lana y los aguardientes. Las exportaciones españolas de lana se recuperaron notablemente en el siglo XVIII, una vez superado el profundo bache del XVII. Entre 1692 y 1730 salieron del país 136.000 
arrobas anuales de media, equivalentes a 1.564 Tm, pero en este promedio 
se incluyen los años de la guerra de Sucesión, de modo que las cifras de los 
años veinte y treinta del Setecientos debieron ser muy superiores. Este cre cimiento se debió a la demanda, cada vez mayor, de las manufacturas del 
norte de Europa, especialmente de los mercados francés e inglés. Documentación aislada informa de exportaciones de 228.000 arrobas (2.622 Tm) 
en 1731 y de 294.000 (3.381 Tm) en 1748. En el segundo tercio del siglo 
XVIII creció extraordinariamente el mercado holandés, que llegó a absorber 
tanta lana como el francés e inglés juntos. En 1748 la Renta de la Lana, que 
hasta entonces se había arrendado, pasó a ser administrada directamente por 
la Corona, y por esta razón poseemos series continuas muy detalladas a partir de ese momento. Las exportaciones de lana crecieron desde 4.094 Tm de 
media en el decenio 1750-1759 hasta 4.738 entre 1770 y 1779 (Phillips, 
1982, 1997). En el último tercio del Setecientos el volumen de las exportaciones se estabilizó en torno a las 5.200 Tm anuales. Aproximadamente la 
mitad salía por los puertos cantábricos, fundamentalmente de Bilbao y Santander. Una cuarta parte se exportaba por el puerto de Sevilla y una pequeña proporción, en torno a un 10 por 100, por los de la antigua Corona de 
Aragón (Franch, 2001).


Por lo que respecta al aguardiente, sabemos, como ya se ha dicho anteriormente, que el principal puerto exportador catalán era Salou. Según la 
Cuide des négociants de Laurent Lipp, de 1796, a fines del siglo XVIII por este 
puerto salieron 80.000 cargas, sin que se pueda precisar a qué año exacto 
pertenece esta información. Le seguían en importancia Vilanova i la Geltrú, 
con 35.600 cargas y la cercana playa de San Salvador, perteneciente al municipio de El Vendrell, con 20.000. Mucho más lejos en cantidades exportadas se encontraban Mataró y otros puertos situados al norte de Barcelona, 
pero su contribución total era destacada, ya que en su conjunto por los puertos del Maresme y la Costa Brava salía una cuarta parte de la producción 
catalana. Por el de Salou salieron 40.000 cargas de aguardiente en 1746 y 
esta cantidad aumentó de forma continua hasta 1798, año en el que se superaron las 100.000 cargas. Desde este momento las exportaciones decayeron, 
lentamente al principio y de forma más acusada a partir de 1807 debido, sin 
duda, a las guerras de comienzos del siglo XIX. Conocemos con detalle las 
exportaciones totales catalanas de aguardiente en el quinquenio 1782-1786, 
que oscilaron entre las 100.000 cargas de 1783 y las 155.000 de 1784. La 
mayor parte del aguardiente se exportaba a los países del norte de Europa, 
pero una cantidad importante, de entre el 20 y el 50 por 100 según los años, 
se embarcaba rumbo a las colonias americanas (Segarra). Están peor documentadas las exportaciones de aguardiente valencianas. Sabemos que los principales puertos de salida eran los de Valencia y Sagunto. Las exportaciones 
valencianas de aguardiente, que se han estimado en 32.000 Hl de media 
anual en el quinquenio 1791-1795, eran aproximadamente la mitad de las 
catalanas en estas mismas fechas. Los destinos eran los mismos: los mer cados europeos, principalmente el francés y el inglés, y las colonias americanas. Las exportaciones mallorquinas, andaluzas y de la España interior eran 
muy pequeñas.


El análisis del comercio exterior regional matiza las conclusiones generales anteriores. El comercio gallego con Europa se caracterizaba por el déficit. Por las aduanas gallegas entraban fundamentalmente tejidos baratos de 
lana, procedentes de Inglaterra, y materias primas, principalmente lino y 
cáñamo, demandados por la industria doméstica. El comercio asturiano era 
también fuertemente deficitario. En 1780, las importaciones eran casi setenta veces superiores a las exportaciones. Algo más equilibrada era la balanza 
comercial de la aduana de Santander, ya que por este puerto se extraían 
muchas lanas castellanas, que a finales del XVIII llegaron a representar casi el 
90 por 100 del valor de todas las exportaciones. Muchos de los productos 
importados, sobre todo los tejidos de lino, se reexportaban a América. Pero 
era mayor el volumen de tráfico que registraba el puerto de Bilbao. Éste había 
sido, y continuaba siendo, el principal puerto exportador de la lana castellana, a pesar de que los comerciantes burgaleses intentaron desviar el tráfico 
hacia Santander en los años sesenta y setenta del siglo XVIII. Por aquí se exportaba también el hierro vasco, generalmente semielaborado, que la burguesía 
comercial bilbaína compraba en las herrerías mediante el sistema de encargos. Desde el punto de vista de las importaciones, Bilbao hacía de centro 
redistribuidor hacia el interior castellano de muchas mercancías europeas, 
importaciones que rebasaban con mucho el valor de las exportaciones.
El comercio exterior catalán era también deficitario. Los tejidos catalanes se vendían fundamentalmente en el mercado interior español y apenas 
se exportaban, Las exportaciones del puerto de Barcelona en 1793 consistían, 
fundamentalmente, en productos agrícolas, como vinos y aguardientes y, en 
menor proporción, frutos secos y corcho. Las importaciones, más numerosas, incluían granos y legumbres, pescado salado, hilados de algodón, hierro 
y acero, sin contar los productos coloniales. Parecida era la estructura del 
comercio exterior valenciano, donde el principal puerto era el de Alicante. 
Aquí, sin embargo, predominó una materia prima característica de la zona, 
la barrilla, seguida de los frutos secos y, a mucha distancia, el vino y algunas 
fibras textiles. En otros puertos valencianos peor estudiados, como el de Vinaroz, el producto principal de exportación era el vino. Mallorca exportaba 
sobre todo su principal producción excedentaria, el aceite. Igual que en Alicante, en el puerto murciano de Cartagena el producto de exportación hegemónico era la barrilla. Téngase en cuenta (y esto vale también para Alicante) que antes de la invención del método sintético Solvay, la sosa cáustica, 
indispensable para la fabricación de jabón, sólo podía obtenerse de plantas 
salitrosas. En Cartagena las importaciones eran casi cinco veces superiores a las exportaciones. El principal puerto de Andalucía oriental era el de Málaga. En éste los productos de exportación hegemónicos eran de origen agrario, vino, pasas y almendras principalmente. En Andalucía occidental el puerto hegemónico era el de Cádiz. Aunque éste canalizaba fundamentalmente 
el tráfico con las colonias, muchos de los productos que se llevaban a América procedían de los mercados europeos. La producción andaluza, vinos y 
aceite sobre todo, representaba una pequeña proporción de las exportaciones gaditanas. El principal producto de exportación canario, a pesar de su 
decadencia, siguió siendo el vino.


Por lo que respecta a los países europeos destino de las exportaciones 
españolas y origen de sus importaciones, Francia fue el principal, tanto en 
uno como en otro sentido. Según la Balanza del Comercio de España de 1792, 
de este país procedían el 25 por 100 de las importaciones y a él se dirigían 
el 17 por 100 de las exportaciones. Le seguía Inglaterra, con un 15 por 100 
de las exportaciones y un 20 por 100 de las importaciones. El comercio con 
lo que podemos llamar Alemania, aunque en el siglo XVIII no era un Estado 
unificado, era más desequilibrado, ya que tenían procedencia alemana el 24 
por 100 de las importaciones pero las exportaciones apenas llegaban al 8 por 
100. La primacía francesa se explica, además de por la vecindad, que permitía que una parte del tráfico se hiciera por vía terrestre, por el trato de nación 
más favorecida que se le concedió desde el primer Pacto de Familia de 1733. 
Aunque Inglaterra estuvo interesada primordialmente por el mercado colonial español, colocaba en la península una gran variedad de productos: minerales, pescado salado y, sobre todo, textiles. Los diferentes conflictos bélicos 
del siglo que enfrentaron a España y al Reino Unido dieron una gran irregularidad a las relaciones comerciales hispano-británicas. El comercio con 
Alemania se verificaba fundamentalmente por el puerto de Hamburgo, pero 
éste, igual que los puertos holandeses, actuaba también como centro redistribuidor de mercancías de muy diversos orígenes. España siguió manteniendo en el siglo XVIII, como en los anteriores, un activo comercio en el 
Mediterráneo, tanto con los puertos italianos como con algunas plazas norteafricanas (Marcos, 2000).
4.3. El comercio colonial
El comercio de España con sus colonias tenía una importancia estratégica de 
primer orden, entre otras razones porque compensaba el déficit existente en 
los otros ámbitos del comercio exterior. Efectivamente, según la Balanza del 
Comercio de España de 1792, en este caso las exportaciones estaban compuestas en gran medida por artículos manufacturados, que representaban el 69 por 100 del total, especialmente tejidos y manufacturas de hierro; en cambio las importaciones eran en una altísima proporción, del 94 por 100, productos alimentarios, sobre todo azúcar y cacao, seguidos por algunas materias primas industriales, principalmente productos tintóreos y cueros. Sin 
embargo, hay que señalar que muchas exportaciones eran, en realidad, reexportaciones de productos industriales procedentes de países europeos. Esto, 
naturalmente, sin contar los metales preciosos, que eran la primera rúbrica 
de las importaciones españolas procedentes de las colonias americanas. Entre 
1747 y 1778 los metales preciosos representaron el 78 por 100 de las importaciones españolas, cifra que tendió a disminuir a finales de siglo, ya que entre 
1778 y 1796 bajaron al 60 por 100. En términos macroeconómicos, sin 
embargo, el comercio colonial tenía un peso reducido en la economía española. Las exportaciones a Indias probablemente representaban poco más del 
1 por 100 del Producto Interior Bruto (Llopis, 2002). Pero el comercio colonial era importante para algunas regiones, como Cataluña, así como para 
ciertas zonas del litoral andaluz y también para ciertos sectores económicos.


Desde el siglo XVI el comercio americano se había hecho en régimen de 
monopolio, con un único puerto habilitado, el de Sevilla, desde donde la 
Casa de la Contratación controlaba rígidamente la navegación con América. El aumento del calado de las embarcaciones de la carrera de Indias y la 
colmatación de la desembocadura del Guadalquivir por los sedimentos dificultaron cada vez más la utilización del puerto de Sevilla, que fue progresivamente sustituido por el de Cádiz. Hacia 1680 éste se había convertido ya, 
de hecho, en el puerto de partida y arribada de las embarcaciones de la carrera de Indias, situación que se convirtió en oficial en 1717, cuando se trasladó a esta ciudad atlántica andaluza la Casa de la Contratación. Sin embargo, a comienzos del siglo XVIII el monopolio español era una ficción. Una 
importante brecha en el sistema de monopolio había sido la concesión del 
asiento de negros y el navío de permiso al Reino Unido en el tratado de 
Utrecht. A pesar de la vigilancia y de la atenuación de las condiciones en el 
tratado de Aquisgrán de 1748, los ingleses cometieron constantes abusos y 
en algunas ocasiones llegaron a saturar de ciertos productos el mercado mejicano. Lo mismo podríamos decir del contrabando francés, especialmente 
activo en el Pacífico. Como ha señalado García Baquero (1986) "dos siglos 
de vigencia de un sistema mercantil absolutamente inoperante habían terminado por convertir a las colonias españolas en una especie de condominio 
de las principales potencias europeas, de suerte que si España llegó al siglo 
XVIII conservando intacto su imperio, ello se debió, básicamente, a la tolerancia de esos países, a los que resultaba más rentable que nuestro país cargase con los cuantiosos gastos de la administración del imperio, en tanto que 
ellos se llevaban, impune y limpiamente, casi todas las ganancias".


Para conseguir recuperar el monopolio, perdido defacto, durante la primera mitad del siglo XVIII, a pesar de su patente ineficiencia, se mantuvo el 
sistema de flotas y galeones. En teoría, todos los años debía partir hacia América la flota, pero, de hecho, lo hizo cada vez con mayor irregularidad. La 
única brecha abierta en el sistema de flotas fue la mayor presencia en el tráfico americano, durante el período anterior a los decretos de libre comercio, 
de los navíos sueltos, los llamados registros. En ciertos ámbitos concretos, 
territoriales y de productos, el monopolio gaditano quedó también limitado 
por la creación de compañías de comercio privilegiadas, como la Compañía 
Guipuzcoana de Caracas (1728), la Compañía de Galicia (1734), la Compañía de La Habana (1740), la Compañía de San Fernando de Sevilla (1747) 
o la Compañía de Comercio de Barcelona (1755). A pesar de sus privilegios, 
los navíos de estas compañías debían pasar por Cádiz tanto a la ida como en 
el regreso. Allí se efectuaba el registro y a la vuelta se realizaba el pago de los 
aranceles.
Las medidas legales adoptadas a comienzos del siglo XVIII tendieron a 
mantener, como se ha dicho, el sistema de monopolio. Sendas Reales órdenes de 1717 y 1718 prohibieron la introducción de géneros coloniales por 
medio de comerciantes extranjeros. El Proyecto de Flotas y Galeones del Perú 
y Nueva España de 5 de abril de 1720 intentó revitalizar el sistema. El Proyecto de 1720 pretendía lograr "que los Galeones de Tierra Firme y Flotas de 
la Nueva España, y Navíos de Registro y Avisos para ambos reynos se despachen con freqüencia, sin que por mala dirección en el avío de ellos se retarde la puntual expedición de su salida y en retorno a los tiempos prefinidos; 
pues por no haberse atendido con la vigilancia correspondiente a este intento, ni observádose la fee pública, ni las demás reglas que conviene, han sido 
grandes, repetidos y lastimosos los daños que se han padecido". Además, se 
fijaba el derecho de palmeo para el pago de los derechos arancelarios. Tasar 
las mercancías en función de su volumen significaba discriminar las españolas 
en beneficio de las extranjeras, ya que las primeras eran mayoritariamente de 
origen agrario y las segundas artículos manufacturados. De todos modos, los 
derechos de palmeo eran diferentes según productos, tanto en la exportación 
como en la importación, y algunos fueron poco gravados, como el cacao, 
cuya importación se pretendía fomentar. El proyecto intentaba, por encima 
de todo, regularizar la salida de las flotas, que habían de ser anuales, pero esto 
no fue así y la periodicidad se modificó en sucesivas disposiciones. El Proyecto pretendió conseguir una gran regularidad e incluso determinó las fechas 
de salida de flotas y galeones. Los galeones de Tierra Firme deberían zarpar 
el primero de septiembre, deteniéndose cincuenta días en Cartagena de Indias 
y setenta en Portobelo, para la celebración de la feria y el embarque de la plata que traía la Armada del Sur desde Perú. A su regreso, harían una nueva escala en Cartagena durante treinta días, deteniéndose después otros quince 
en La Habana. Las flotas de Nueva España saldrían de Cádiz el primero de 
junio, dirigiéndose a Veracruz sin otra escala que una de seis días en Puerto 
Rico, para hacer aguada. Una vez en el puerto mejicano, estarían allí hasta 
el 15 de abril del año siguiente, en que se dirigirían a La Habana, para reunirse con los galeones y emprender juntos el viaje de regreso.


La primera flota debió haber salido el mismo año 1720, pero se retrasó 
hasta 1721. Fueron los primeros galeones que llegaban a América desde hacía 
catorce años. Sus resultados fueron bastante desastrosos, por el retraso con 
que llegó a Panamá la Armada del Sur con la plata peruana, entre otras razones. Habida cuenta de la experiencia, una Real Cédula de 1735 no fijaba 
ninguna periodicidad, y el año 1737 salió otra flota, más pequeña que la 
anterior, y en 1738 se celebró la última feria de Portobelo, poco después 
tomada por los ingleses. La plata peruana, que esta vez sí llegó a Panamá, no 
pudo atravesar el istmo, por temor a un ataque inglés, y regresó a Perú, 
no sin pérdidas. La llamada guerra de la Oreja de Jenkins, entre 1739 y 1748, 
paralizó el tráfico atlántico durante nueve años, durante los cuales sólo se 
enviaron a América navíos de registro. Aunque muchas voces clamaban ya 
por el fin de las flotas y la libertad de comercio, una Real Orden de 11 de 
octubre de 1754 acordó el restablecimiento del sistema de flotas para Nueva España; para Tierra Firme se seguiría el sistema de registros sueltos. La 
nueva flota, que debía haber zarpado en 1756, lo hizo en 1757, veinte años 
después de la anterior. La siguiente zarparía en 1760 y, como ocurrió con la 
de 1757, las mercancías remitidas encontraron bastantes dificultades para 
venderse en la feria mejicana de Jalapa, saturada de géneros. Las siguientes 
flotas salieron de España con algo más de regularidad, en 1765, 1768, 1772 
y 1776. Sin embargo, el sistema estaba herido de muerte, ya que en 1765 se 
publicó el primer decreto de libre comercio, como estudiaremos en la segunda parte del libro (Walker).
La paralización del comercio que provocaban los retrasos de las flotas quedó compensada en parte por la autorización de navíos sueltos, los llamados 
navíos de registro, que asimismo atendían las relaciones comerciales con ciertos territorios descuidados por el sistema, como el estuario del Plata. Estos 
registros, según una reglamentación de 1642, podían dirigirse a los puertos 
de Buenos Aires, Caracas, Campeche, Cumaná, Honduras, La Guaira, La 
Habana, Maracaibo, Margarita, Nueva Córdoba, Puerto Rico, Río Hacha, 
Santa Marta, Santo Domingo, Tabasco y Trinidad. En el período 1717-1738 
zarparon pocos registros, pero entre 1739 y 1754 su número aumentó mucho, 
con un promedio anual de 47 navíos y 13.894 toneladas de arqueo. En la tercera etapa, 1755-1778, el sistema se consolidó, con un promedio anual de 67 
navíos y 25.132 toneladas. En este último período los navíos de registro repre sentaron el 80 por 100 del tráfico, mientras que las flotas se limitaron a transportar un modesto 13 por 100. La suma no da 100, porque existían otras 
modalidades de navegación, los llamados avisos, que eran embarcaciones pequeñas y ligeras que transportaban fundamentalmente correspondencia, y los azogues, que llevaban mercurio de las minas de Almadén.


La Compañía Guipuzcoana de Caracas fue creada el año 1728 y fue autorizada a comerciar con Venezuela, un territorio marginal en el sistema de flotas y galeones muy castigado por el contrabando inglés y el holandés desde 
la isla de Curasao. El producto principal de su comercio fue el cacao y, secundariamente, el tabaco y los cueros. Como la compañía era de Guipuzcoa, 
una provincia exenta, los navíos debían satisfacer a su salida los mismos derechos que si hubieran zarpado de Cádiz y debían registrarse al regreso en esta 
ciudad. El capital social se fijó en un millón y medio de pesos, divididos en 
3.000 acciones y se repartieron beneficios entre 1733 y 1781, por lo general 
bastante altos. El Reglamento de Libre Comercio de 1778 y la guerra hispano-británica de 1780-1783 fueron muy perjudiciales para la compañía, 
que tuvo fuertes pérdidas. Se integró finalmente, como veremos, en la nueva Compañía de Filipinas (Matilla Quizá, 1982). La Compañía de Galicia 
de 1734, sucesora de la frustrada Compañía de Honduras de 1714, tan sólo 
podía comerciar con un producto tintóreo, el palo campeche, también muy 
contrabandeado por los ingleses. La Compañía de La Habana de 1740, como 
su nombre indica, pretendía vehicular unas relaciones más regulares entre 
Cuba y la metrópoli, comercializando fundamentalmente el tabaco de la isla, 
pero perdió el monopolio después de la toma de La Habana por los ingleses 
en 1762. Fue un instrumento eficaz de enriquecimiento de la burguesía criolla cubana. La compañía sevillana de San Fernando tuvo una vida más lánguida, a pesar de estar autorizada a comerciar con toda América, excepto 
Venezuela y Cuba. La Compañía de Barcelona tuvo un ámbito privilegiado 
de actuación más restringido, ya que sólo estaba autorizada a comerciar con 
las islas de Santo Domingo, Puerto Rico y Margarita, aunque podía enviar 
algunos navíos de registro a Honduras y Guatemala. En 1768 recibió autorización para comerciar con Cumaná (Venezuela) y a enviar un navío anual 
a Buenos Aires, y fue precisamente en estos territorios en los que desplegó 
mayor actividad. Después de los decretos de libre comercio de 1765 y 1778 
estas compañías perdieron en buena medida su razón de ser. Como las islas 
Filipinas no se incluyeron en el nuevo sistema de libertad comercial, los capitales de la compañía barcelonesa, junto con la de Caracas, se integraron en 
el de la Compañía de Filipinas, creada el año 1785 con un capital inicial de 
160 millones de reales.
El comercio colonial creció de forma ininterrumpida a lo largo del siglo XVIII, pero hasta 1747 este crecimiento fue lento, acelerándose entre 1748 y 1778. Sin embargo, tanto en la primera etapa como en la segunda, experimentó colapsos ocasionales debido a las diferentes guerras que enfrentaron 
a España con Inglaterra, a las que el comercio colonial fue muy sensible. En 
este segundo período la cifra de barcos de la carrera de Indias aumentó un 
86 por 100 y el de mercancías un 124 por 100, respecto al período anterior, 
1710-1747, como puede verse en el siguiente cuadro.


CUADRO 4.1. Número de navíos y toneladas de arqueo en la carrera 
de Indias (1681-1778)
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Sin embargo, la estructura del comercio experimentó pocas variaciones. 
Durante la primera mitad del siglo, el 54 por 100 de los productos exportados eran elaborados, sobresaliendo los textiles, los metalúrgicos y el papel, 
seguidos muy de cerca por los de origen agrícola, sobre todo vino, aguardiente y aceite, con un 46 por 100. Mientras que estos últimos eran en gran 
medida producidos en España, los industriales procedían en su mayor parte 
de países europeos, excepto los metalúrgicos. En términos de valor, el desequilibrio a favor de la producción europea era mucho mayor, ya que las exportaciones de productos de procedencia española oscilaron entre el 8 y el 16 
por 100 de las exportaciones totales. Entre 1757 y 1776 se modificó un tanto la situación, ya que la proporción de productos industriales exportados 
ascendió hasta el 72 por 100, descendiendo la de los agrícolas al 28 por 100. 
De todos modos, los datos del período 1757-1776 se refieren a las seis flotas que zarparon de Cádiz entre estas fechas, sin incluir los registros y el 
comercio de las compañías privilegiadas, mientras que los del período 17201751 corresponden al total de exportaciones. Los datos pormenorizados pueden verse en el cuadro 4.2.
A pesar de ello, la comparación de las flotas del período 1717-1735 con 
las del período 1757-1776, parece confirmar el ascenso de los productos 
industriales y una mayor participación de los producidos en España, aunque 
en una proporción menor, como puede observarse con más detalle en el cuadro 4.3.


CUADRO 4.2. Exportaciones a América en 1720-1751 (totales) 
y 1757-1776 (flotas) 
(Tantos por 100 sobre el total)
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CUADRO 4.3. Exportaciones a América en 1717-1735 (flotas) 
y 1757-1776 (flotas) 
(Tantos por 100 sobre el total)
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De todos modos, hay que tener en cuenta que la mayor parte de los productos industriales, especialmente los tejidos, eran reexportaciones de géneros 
importados de países europeos. Por lo que respecta a las importaciones, los 
cambios fueron menores, ya que siguieron siendo hegemónicos los productos tintóreos, el cacao, el azúcar y el tabaco, aunque dentro de éstos el cacao aumentó su importancia relativa a consecuencia de la popularización del consumo 
del chocolate y, paralelamente, también lo hizo el azúcar. Puede examinarse 
detalladamente la estructura de las importaciones en el siguiente cuadro.


CUADRO 4.4. Importaciones de América en 1717-1738 y 1747-1778 
(Tantos por 100 sobre el total)
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En las importaciones que hemos examinado no están incluidos los metales preciosos, que llegaban a Cádiz tanto para particulares, en concepto de 
pago de mercancías exportadas, como para la Real Hacienda. Tanto unos 
como otros aumentaron mucho en el siglo XVIII, especialmente los primeros, como puede observarse en el siguiente cuadro.
CUADRO 4.5. Importación de metales preciosos (1717-1778) (en pesos)
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Las remesas destinadas a particulares fueron siempre las más importantes. En el primer período representaron el 85,8 por 100 de los caudales importados, y esta proporción subió al 91,2 por 100 en el segundo. Esto no constituyó ninguna novedad, ya que había ocurrido igual en los siglos XVI y XVII, 
aunque entonces, tanto según los datos de Hamilton como los de Morineau, 
la proporción fue algo más baja. Podría ser que el gasto de la administración 
en América hubiera aumentado mucho en el siglo XVIII, de modo que erosionara paulatinamente la renta libre que llegaba a la península. Sin embargo, parece más probable que se hubieran incrementado los negocios de los 
particulares, lo que encajaría con la política de fomento de los negocios privados en América que promovió la administración borbónica (García-Baquero, 1976).
Los decretos de libre comercio con América, que estudiaremos en la 
segunda parte de este libro, abrieron una tercera etapa de incremento del tráfico colonial, pero las guerras de finales del siglo XVIII y comienzos del XIX 
tuvieron efectos muy perjudiciales. Nos referimos a la guerra contra la Convención francesa de 1793-1795, pero, sobre todo, a las dos guerras contra 
Inglaterra después del viraje diplomático propiciado por Godoy, las de 17961802 y 1804-1808. Entre los períodos 1784-1796 y 1797-1801 los promedios anuales de exportaciones y reexportaciones descendieron un 74 por 100 
las primeras y un 92 por 100 las segundas. Las importaciones también descendieron, aunque no tanto. Los efectos de la segunda guerra hispano-británica, la iniciada efectivamente en 1804 aunque sólo fue oficial desde 1805, 
fueron todavía peores, ya que las exportaciones cayeron un 84 por 100 y las 
reexportaciones un 92 por 100; pero en este caso las importaciones se vieron gravemente afectadas, ya que descendieron un 95 por 100. Aquellos sectores que colocaban una gran parte de su producción en los mercados coloniales se resintieron mucho, como el metalúrgico vasco, el sedero valenciano, 
el papelero y aquellos sectores agrícolas, como el del vino y el aguardiente, 
que también exportaban una gran parte de su producción a América. En 
1797, ante los problemas de desabastecimiento de las colonias americanas, 
el gobierno autorizó el tráfico comercial mediante países neutrales, lo que 
supuso una nueva brecha en el monopolio. La invasión francesa del año 1808, 
la guerra de la Independencia y el comienzo de la emancipación americana 
aceleraron el final del sistema colonial español.
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S.I. El mercado tradicional del crédito
En el Antiguo Régimen había una diversidad de instrumentos de crédito, 
algunos legales y otros ilegales. El más importante de los legales era el censo, conocido en la Corona de Castilla como censo consignativo y en la de 
Aragón como censal. No eran exactamente iguales aunque sí muy parecidos. 
El préstamo simple no era legal, ya que estaba prohibido por las leyes contra la usura, de modo que se utilizaba el censo como una forma de encubrir 
una operación de crédito. Aunque ya las Partidas hacen referencia al préstamo, éste estaba prohibido en la Corona de Castilla desde el siglo XIV y en la 
de Aragón desde el XIII.
El censo era una carga real, de muy larga duración o perpetua, sobre 
inmuebles, tierras o casas, o sobre rentas o ingresos. De los tres tipos de censos posibles, el enfitéutico, el reservativo y el consignativo, el utilizado como 
instrumento de crédito era el último. Éste daba derecho a percibir una pensión anual a cambio de la entrega de una cantidad de dinero. Podía ser perpetuo e irredimible, perpetuo y redimible o temporal; en este último caso se 
podía pactar una duración expresada en años o por la vida del comprador, 
el vendedor u otra persona (violarios). Como garantía del pago de la pensión 
se constituía hipoteca sobre un bien o conjunto de bienes, sobre los que el 
censo se consignaba. De ahí deriva el nombre de censo consignativo. A diferencia de éste, el censal aragonés venía garantizado por el conjunto de bienes del censatario, aunque a veces también se consignaba y en el siglo XVIII 
se asimiló al censo consignativo castellano. Tanto en un caso como en otro, 
al intervenir un bien real en la transacción, el préstamo quedaba convertido en censo cargado sobre un inmueble o una renta, y no era exactamente un 
préstamo a interés. Por esta razón el censo consignativo y el censal se convirtieron en préstamos admitidos por la ley. Como mecanismo de crédito, el 
censo estaba bien adaptado a economías poco dinámicas, ya que garantizaba al censalista la percepción de una renta perpetua o de muy larga duración 
y los censatarios que disponían de bienes inmuebles podían acceder fácilmente al mercado del crédito, aunque obligándose, eso sí, ellos y sus sucesores en el dominio, al pago de una pensión que iba unida al bien consignado. En el caso de los censos redimibles o "al quitar", éstos podían amortizarse 
mediante la devolución del capital.


A pesar de su legalidad, los censos consignativos fueron denostados por 
muchos arbitristas del siglo XVII, y todavía en el XVIII algunos autores, como 
Vicente Vizcaíno, mantenían sus mismos o parecidos argumentos. Para éste, 
los censos eran la causa del aumento de los precios y, sobre todo de la falta 
de inversiones productivas, ya que los censalistas "consiguieron mantener 
sus caudales sin disminución, coger los frutos sin trabajo, vivir sin ocupación y perpetuar en su familia un aborrecimiento a la industria, cuidado, 
afán y fatiga que nos dejó por herencia el primer hombre". Criticaba la incertidumbre de la amortización diciendo: "En el censo hay aquella carcoma 
que día y noche está royendo la hacienda y la industria del que la ha de 
pagar, pues en el mismo instante que satisface el rédito devengado, empieza a deber... ¡Extraña cosa que de 100 ducados que tomó el bisabuelo se 
hayan pagado 200 o 300 y deba el biznieto los mismos 100 ducados y los 
réditos de ellos!". Por eso proponía algo que se parecía al préstamo moderno: aumentar el interés en un 5 por 100, que se destinaría a la amortización 
del capital (Pereira, 1994-1995).
Hasta 1705 la pensión de los censos había sido variable, pero este año 
se rebajó, para la Corona de Castilla, al 3 por 100. Esta medida no se aplicó a la Corona de Aragón, que en aquel momento todavía conservaba su 
derecho privado y público, pero en 1750 se rebajó la tasa de los censos al 3 
por 100 para la Corona de Aragón. En una coyuntura de alza de los precios, esta rebaja significó una fuerte devaluación e hizo que esta figura jurídica perdiera atractivo. Esta devaluación todavía se acusó más a comienzos 
del siglo XIX, ya que una Real Cédula de 1804 permitió la redención de censos pagando con los muy depreciados Vales Reales. A lo largo del Ochocientos los censos irían desapareciendo progresivamente, sustituidos por 
mecanismos de crédito más ágiles (Peset, 1982). El censo era una carga sobre 
bienes inmuebles que a menudo se ocultaba, por lo que muchos compradores se sentían defraudados, al adquirir propiedades que respondían de 
censos consignativos sin que esta circunstancia se les hubiera notificado. 
A este efecto, una Real Pragmática de 31 de enero de 1768 estableció el Oficio de Hipotecas. Los escribanos de todas las cabezas de partido debían 
registrar las hipotecas de cada uno de los pueblos. Se trata de un antecedente lejano del Registro de la Propiedad.


Al margen de la legalidad existían muchos otros mecanismos de crédito, 
generalmente mal documentados por su misma naturaleza ilegal o alegal. 
Uno de ellos eran las ventas a carta de gracia, o con pacto de retracto o retroventa. La persona que necesitaba dinero vendía un bien por un precio, pero 
se reservaba la facultad de poderlo recuperar durante un tiempo fijado, devolviendo la cantidad que había recibido. Durante ese tiempo, para mantener 
vigente la carta de gracia, a veces había que pagar una pequeña pensión, pero 
lo que es más importante, si el precio de venta era ficticio, superior al real, 
la diferencia encubría un interés. Otros mecanismos más sutiles eran los debitorios y los depósitos. El debitorio se parecía a la carta de gracia, ya que se 
trataba de una venta con pago aplazado y satisfacción de una pensión anual, 
generalmente del 5 por 100, hasta que aquel pago se efectuase. El depósito, 
mucho peor documentado, consistía en la entrega o "depósito" de una cantidad de dinero, con la que se suponía que el depositario iba a obtener algún 
beneficio en inversiones o negocios. Cuando el depositante reclamaba la cantidad depositada, o había finalizado el plazo pactado, el depositario había de 
satisfacerle una parte de los beneficios, lo que probablemente era una forma 
de encubrir un interés. Mucho más generalizado estaba el préstamo usurario o préstamo de dinero a interés absolutamente al margen de la legalidad. 
Aparte de los numerosos testimonios literarios que sobre ellos existen, hay 
cuantiosas pruebas de su práctica en los llamados préstamos graciosos, aparentemente sin interés, que tanto abundan en los protocolos notariales. En 
ocasiones se trataba de préstamos de dinero entre personas relacionadas familiarmente o entre las que existían vínculos de amistad. Es posible que en estos 
casos los préstamos fueran realmente graciosos. Pero en muchas otras ocasiones no existían estos lazos afectivos entre prestamista y prestatario, y es 
muy probable que la cantidad prestada según la escritura notarial fuera superior a la efectivamente entregada. Los comerciantes, tanto mayoristas como 
minoristas, se dedicaban a este tipo de actividad y suplían así la escasez de 
instituciones financieras.
En algunos casos, sobre todo cuando los censales o censos consignativos 
eran muy antiguos y habían pasado por muchas manos, acababan olvidándose y dejaban de pagarse las pensiones. En otros casos, sin embargo, tanto 
de censales como de otros tipos de préstamos, incluso graciosos, el impago 
podía dar lugar a un proceso judicial en el que los deudores o sus fiadores 
eran condenados a satisfacer las cantidades que debían y, si no podían hacerlo, se efectuaba la venta judicial de bienes muebles o inmuebles. Los archivos judiciales, cuando se han conservado, guardan en abundancia este tipo de procesos. Como los bienes dotales de las mujeres eran administrados por 
sus esposos, para salvaguardarlos de este tipo de operaciones existía la posibilidad legal de reclamar la restitución de la dote, que quedaba así al abrigo 
de las ejecuciones judiciales. Algunas familias pudieron conservar de este 
modo una parte de su patrimonio ante el acoso de sus acreedores.


También podemos considerar instituciones de crédito los pósitos, aunque hacían préstamos en especie y no en dinero. Se trataba de depósitos de 
grano, municipales, reales o incluso particulares, que prestaban simiente a los 
agricultores necesitados para la siembra, aunque en momentos de penuria 
también lo hacían para su propio consumo. En 1751 había 6.326 pósitos en 
España, de los que sólo 649 estaban en la Corona de Aragón. Entre 1751 y 
1773 se crearon 1.854 nuevos pósitos, 1.065 en la Corona de Aragón y 789 
en la de Castilla. Esta multiplicación de pósitos fue alentada por los monarcas del siglo XVIII, quienes legislaron abundantemente al respecto. En 1735 
Felipe V dispuso que la tercera parte del grano se destinase a préstamo para 
simiente. Por Real Decreto de 16 de marzo de 1751 Fernando VI dispuso la 
centralización de todos los pósitos españoles, que a partir de ahora dependerían de la Superintendencia de Pósitos, anexa al ministerio de Gracia y Justicia. Durante la etapa en que fue superintendente el conde de Floridablanca 
se dictaron numerosas disposiciones sobre su funcionamiento y se alentó su 
multiplicación. Como se ha visto líneas más arriba, se crearon especialmente 
en la Corona de Aragón, donde hasta entonces habían sido mucho más escasos que en la de Castilla, con la excepción de Galicia, donde no existían, y del 
resto de la fachada cantábrica, donde había muy pocos. En el reino de Aragón pasaron de 185 en 1751 a 723 en 1773; en Cataluña, entre esas mismas 
fechas, de 12 a 225, y en el reino de Valencia de 69 a 383 (Anes, 1969). Por 
Real Cédula de 2 de julio de 1792 Carlos IV devolvió la competencia sobre 
los pósitos al Consejo de Castilla, de quien habían dependido antes de 1751, 
encargando su dirección a una junta formada por el corregidor o alcalde mayor 
del realengo más próximo, un regidor del municipio, un depositario o mayordomo y un síndico procurador general. Se fijó como objetivo primordial el 
préstamo para la siembra a los labradores más necesitados.
Otras instituciones de crédito eran los Montes de Piedad y Montepíos. 
Los primeros eran instituciones asistenciales que prestaban dinero o bienes 
con la garantía de una prenda. Aunque habían aparecido en Italia en la Baja 
Edad Media, en España estuvieron poco desarrollados hasta el siglo XVIII. 
En un primer momento no cobraban interés por sus préstamos, pero más 
adelante obligaban a un pequeño canon para sufragar sus gastos de administración. En el Setecientos se crearon el Monte de Piedad de Madrid (1702), 
el de Zaragoza (1713), el de Santa Rita de Casia de Granada (1741) y el 
de Nuestra Señora de la Esperanza de Barcelona (1749), entre otros. El de Madrid, que es el mejor estudiado, evolucionó desde un capital de 1,2 millones de reales en 1730 a 2,6 en 1799. Este último año concedió préstamos 
por valor de 2,3 millones de reales, y en 1780 de 2,1 millones. El granadino 
de Santa Rita de Casia los concedió por cuantía de casi 23 millones entre 
1741 y 1763 a 132.831 peticionarios. Se ha señalado que con el transcurso 
del tiempo perdieron buena parte de su condición asistencial para convertirse en entidades especulativas. Los montepíos, a pesar de la similitud del 
nombre, eran diferentes. Derivaban de las antiguas cofradías gremiales que 
gestionaban fondos comunes para auxilio de sus asociados, aunque en el siglo 
XVIII se establecieron algunos de nueva planta, independientes de cualquier 
gremio. Los que alcanzaron mayor desarrollo en el Setecientos fueron los de 
militares, marinos y funcionarios civiles, aunque también existieron de comerciantes y artesanos (Rumeu de Armas).


Un sector económico especialmente necesitado de crédito era el mercantil. En éste se utilizaban mecanismos específicos, como los cambios marítimos. El cambio marítimo consistía en el anticipo que hacía un negociante 
a otro para que pudiera realizar una operación comercial marítima. El prestamista no tenía que conocer necesariamente de qué operación se trataba y 
tampoco estaba interesado en el éxito de la empresa, ya que cobraba un interés prefijado independientemente de la marcha del negocio, excepto en un 
aspecto importante: si la mercancía o la embarcación se perdían, se perdía 
también la inversión. Por eso, este tipo de cambios se llamaban también "a 
riesgo de mar". Para el caso de los siniestros estaban los seguros, pero normalmente no se aseguraba el valor total de las mercancías, ya que los desembolsos podían ser muy elevados (Martínez Shaw, 1981). Las instituciones 
bancarias fueron casi inexistentes. Las antiguas Taules de Canvi valencianas 
y catalanas, como las de Valencia, Barcelona, Cervera y Lérida, acabaron desapareciendo en el siglo XVIII. Otros bancos, como el Banco de Vitalicios, el 
Banco de Fondos Perdidos y el Banco de Cambios, todos ellos de Barcelona, tuvieron una existencia breve. En Madrid, los poderosos Cinco Gremios 
Mayores, asociación de los sederos, joyeros, merceros, pañeros y lenceros creada en 1734, funcionaron, entre otras cosas, como un banco de crédito, aunque fueron fundamentalmente prestamistas del Tesoro, lo que les valió la 
cesión de la recaudación de las tercias, alcabalas y servicios ordinario y extraordinario madrileños.
Los banqueros privados eran escasos pero no inexistentes. Ya hemos señalado anteriormente cómo el préstamo era una actividad habitual entre los 
comerciantes. En Madrid destacaron algunos como Juan Bautista Rossi, Juan 
Bautista Montaldi, Pedro Bernardo Casamayor y sobre todo Francisco Cabarrús, algunos de los cuales pasaron a formar parte de la dirección del Banco 
de San Carlos, que estudiaremos en el siguiente apartado.


5.2. El Banco de San Carlos
Sin entrar en los antecedentes, el primer banco estatal español, el Banco de 
San Carlos, fue creado por Real Cédula de 2 de junio de 1782, atendiendo 
la iniciativa que había formulado Francisco Cabarrús (1752-1810). Como 
funciones expresadas en la Cédula fundacional debía atender a los gastos 
corrientes de la monarquía, servir suministros al ejército y la marina, emitir 
billetes, admitir depósitos, adelantar fondos a la Hacienda, sostener la cotización de los recién creados Vales Reales y facilitar crédito al sector privado. 
Además, en fecha posterior se le otorgó el monopolio de extracción de plata. Como se ha señalado acertadamente, el Banco de San Carlos surgió como 
un banco estatal, puesto bajo la protección de la Corona y estrechamente 
ligado a los negocios del Estado. Seguiremos en esta exposición en líneas 
generales el estudio de Pedro Tedde.
El relativo equilibrio presupuestario que se había conseguido durante los 
reinados de los dos primeros monarcas de la casa de Borbón se rompió en la 
década de 1760 debido al incremento del gasto público sin un aumento paralelo de los ingresos. Hacia 1775 la Hacienda Pública española, aunque relativamente suficiente, estaba al límite de sus posibilidades. Las guerras exteriores, casi ininterrumpidas desde 1779, fecha de inicio de la intervención 
española en la guerra de Independencia de los Estados Unidos, supusieron 
un aumento considerable del gasto público. Se trató de atender a este esfuerzo financiero con el incremento de la tributación, pero lo dificultaba la distribución desigual de la carga impositiva entre unos sectores sobre los que 
recaía el mayor peso de las contribuciones y otros, los de rentas más altas, 
que disfrutaban de considerables exenciones. En 1769, y de nuevo en 1779, 
se recurrió a la emisión de rentas vitalicias, cuya distribución estuvo a cargo 
de la Compañía General y de Comercio y de los Cinco Gremios Mayores de 
Madrid. En 1780 se recurrió a la creación de un nuevo tipo de deuda pública, los Vales Reales, que se emitieron por valor de 9.900.000 pesos, que respaldaban un empréstito de 9.000.000 de pesos, en dinero y letras de cambio, que había facilitado el comerciante de origen francés Francisco Cabarrús. 
La diferencia, de 900.000 pesos, era la comisión de Cabarrús y su socio Aguirre, del 10 por 100. Cabarrús había nacido en Bayona, pero se trasladó muy 
joven a Valencia, donde contrajo matrimonio con la hija de un comerciante de aquella ciudad, Antonio Galabert. Se trasladó después a Madrid, con 
pocos recursos, pero prosperó rápidamente gracias al éxito de diversas operaciones comerciales y financieras, y al apoyo de algunos compatriotas. Se integró sin dificultad en la sociedad madrileña y llegó a ser un hombre muy influyente, bien relacionado con los ministros ilustrados reformistas. Aquella primera 
emisión de Vales Reales fue un éxito, lo que aumentó el prestigio del comer ciante y banquero. Los vales, títulos de la deuda pública, circularon con cierta dificultad, debido a la falta de hábito y la desonfianza inicial ante un medio 
de pago novedoso, experimentando una pequeña devaluación. En 1781 
circulaban a un 4 por 100 por debajo de su valor nominal.


Los vales emitidos en 1780 tenían un valor facial de 600 pesos, muy alto, 
que añadía algunos problemas a su circulación, especialmente cuando, en 
pagos inferiores, había que abonar la diferencia en moneda metálica. España había aprovechado una vez más las hostilidades con Inglaterra para intentar recuperar la plaza de Gibraltar y la isla de Menorca, y para estas operaciones hacían falta más recursos. Por eso, hubo que hacer una segunda emisión 
en 1781, que se hizo de medios vales de 300 pesos. En esta ocasión se emitieron por valor de 5,31 millones de pesos a cambio de un empréstito, esta 
vez pagado en oro y plata, de 5 millones. Si la comisión de Cabarrús y su 
socio Aguirre había sido anteriormente del 10 por 100, ahora se redujo al 6 
por 100. La prosecución del sitio de Gibraltar hizo necesaria una tercera emisión en 1782, que esta vez fue de 14.799.000 pesos, también en acciones de 
300 pesos. Tanto papel en circulación hizo que su cotización descendiera. 
Sin embargo, aunque la depreciación llegó a ser muy fuerte el mismo año 
1782, al final los vales se mantuvieron en torno al 95-96 por 100 del nominal. Evitar esta depreciación y canjear los vales por moneda metálica fue una 
de las funciones del nuevo banco.
El 10 de octubre de 1781 Cabarrús remitió un proyecto para la creación 
de un Banco Nacional. Para el comerciante y banquero madrileño uno de 
los principales males del país no era la escasez de dinero, sino su desigual distribución y su lenta circulación. Por lo que respecta a lo primero Cabarrús 
no pretendía hacer nada, ya que, en sus propias palabras, "la propiedad de 
los bienes es tan sagrada y vínculo tan principal de la sociedad que cualquier 
remedio directo contra él, atacando inmediatamente las leyes fundamentales, subvertiría violentamente el orden del Estado y produciría crisis y convulsiones peligrosas". Pero, en cuanto a lo segundo, era mucho lo que podía 
hacer el banco, que estaba seguro que iba a encontrar una respuesta favorable por parte de los particulares, ya que daría una ocupación útil a muchos 
recursos ociosos. Los Cinco Gremios Mayores de Madrid, a los que se refería sin nombrarlos explícitamente, eran una corporación monopolista que 
sólo beneficiaba a unos pocos. Entre las funciones del nuevo banco estarían 
los suministros al ejército, el pago de las obligaciones del Real Giro y la reducción de los Vales Reales.
El capital social sería de 300 millones de reales, repartidos en 150.000 
acciones de 2.000 reales cada una. Estos activos serían de libre circulación. 
Se fijaba un plazo de seis meses para la suscripción de las acciones y cuando 
se hubiesen cubierto 90 millones de reales se celebraría la primera Junta gene tal de accionistas. Las acciones se podrían comprar en metálico, con vales, 
por su entero valor nominal, y con letras de cambio aceptadas por comerciantes acreditados, en este último caso con una rebaja del 4 por 100. Habría 
ocho directores, dos perpetuos y seis elegidos por un año, todos ellos nombrados por la Junta general de accionistas.


El proyecto se discutió y finalmente el banco, con el nombre de Banco 
de San Carlos, se creó mediante Real Cédula de 2 de junio de 1782, casi en 
los mismos términos de la propuesta de Cabarrús. El prospecto que publicó la Gaceta de Madrid el 25 de junio del mismo año era muy optimista, 
pero las cosas no fueron tan bien como se prometían sus impulsores. En primer lugar, nunca se llegó a conseguir el capital previsto de 300 millones de 
reales. De hecho, la primera Junta general de accionistas tuvo que celebrarse antes de que se hubiesen vendido los 90 millones de reales previstos para 
su convocatoria. En aquel momento sólo se habían suscrito 9.452 acciones 
por un importe cercano a los 19 millones de reales. Sin embargo, poco después, el banco consiguió más capital, especialmente 30 millones de reales en 
oro que aportó el propio Cabarrús. A finales de 1782 el Banco de San Carlos disponía de cerca de 79 millones de reales, que, de todos modos, estaban 
muy lejos de los 300 previstos. El Banco abrió finalmente sus puertas el 1 de 
junio de 1783.
En los años siguientes se suscribieron más acciones, pero a finales de 1784 
todavía estaban por debajo del 60 por 100 de lo previsto. De todos modos, 
una vez suscritas las primeras 75.000 acciones, las restantes se vendieron con 
diferentes aumentos, lo que supuso una fuente de beneficios. Entre los accionistas había particulares, tanto nobles como plebeyos, fundamentalmente 
comerciantes (españoles y franceses), e instituciones y corporaciones, como 
ciudades, provincias y pósitos.
Fracasó también el intento de promover la circulación del papel moneda, o cédulas del banco, del que se hizo una primera emisión de 52 millones de reales, amparada por la reserva de 30 millones en oro que había aportado Cabarrús. Tampoco consiguió atraer suficientes depósitos de particulares, 
ni tan sólo cuando en 1795 se decidió pagarlos con un interés del 4 por 100 
anual. Sin embargo, al menos en los primeros años de su existencia, funcionó bastante bien como banco de crédito y, sobre todo, en las operaciones de 
exportación de plata, que le reportaban sustanciosos corretajes. Efectivamente, aunque la función principal por la que se había creado el banco era 
la reducción de Vales Reales, no pudo hacerlo siempre. En 1784 se concedió al banco el monopolio de la extracción de plata del reino. Los cerca de 
veinte millones de pesos fuertes extraídos dicho año reportaron al banco unos 
beneficios de ocho millones en comisiones. Aunque menores, los beneficios 
fueron también elevados en 1785, lo que permitió el reparto de un elevado dividendo. Las altas cifra de extracción de plata de estos dos años, próximas 
a los veinte millones de pesos, suscitaron fuertes críticas. La dirección del 
banco manifestó su convencimiento de que no se trataba de un aumento 
del desequilibrio de la balanza comercial, sino que era un efecto de la disminución del contrabando, el aumento de producción de las minas mejicanas y el incremento de la actividad económica.


La finalización de la guerra de Independencia de los Estados Unidos, tras 
la paz de Versalles de 1783, alivió sustancialmente la situación del Erario y 
esto fortaleció al banco. Ese mismo año éste instaló una Caja de Descuentos 
en Cádiz. Aumentó la venta de acciones y subió su cotización. En esta favorable coyuntura los directores se lanzaron a nuevas empresas, como la inversión de 12 millones de reales en la recién creada Compañía de Filipinas o la 
financiación del canal de Guadarrama (1785). Sin embargo, las operaciones 
de suministro al ejército se saldaron con pérdidas, evidentes ya en 1788 y 
que llegaron a ascender a 38 millones de reales en 1791, cuando se abandonó dicha actividad. Hubo fallidos en varias concesiones de créditos y en 1787 
quebró el banquero Montaldi, establecido en Madrid, que tenía pendientes 
con el banco letras por valor de 1.775.275 reales. También fue desafortunada la adquisición de deuda pública francesa, fuertemente depreciada a consecuencia de los acontecimientos revolucionarios. La euforia inicial motivó 
también que se concedieran préstamos avalados por las propias acciones. Esto 
podía sostenerse siempre que su cotización fuese alta, pero la depreciación 
implicó fuertes quebrantos y finalmente Cabarrús, enfrentado al ministro de 
Hacienda, conde de Lerena, por el asunto de las provisiones al ejército, fue 
destituido como primer presidente del Banco en 1790 y encarcelado. Se le 
acusaba de extracción fraudulenta de metal precioso y por ello estuvo cinco 
años en la cárcel. A finales de 1795 fue exonerado y libertado, aunque no 
recuperó la dirección del banco, de cuya junta de gobierno, sin embargo, 
siguió formando parte.
Pero todavía habían de llegar momentos peores y éstos vinieron de la 
mano de las guerras de fines del siglo XVIII y comienzos del XIX. El comercio se vio muy afectado por estos acontecimientos bélicos y algunas importantes casas gaditanas quebraron, dejando una estela de pagarés y letras protestadas. Entre 1794 y 1799 se hicieron cuatro emisiones de Vales Reales por 
valor de 960 millones de reales. Según datos consignados por José Canga 
Argüelles en su Diccionario de Hacienda, en 1808 la deuda reconocida ascendía a 7.473 millones de reales, aunque no se conoce con precisión su composición interna. Si hasta 1794 los Vales Reales habían mantenido su cotización e incluso llegaron a valer algo más de su nominal, a partir de esta fecha 
comenzaron a depreciarse. Entre 1805 y 1807 los vales habían caído a la 
mitad de su nominal. A comienzos del siglo XIX la mayor parte de los acti vos del banco consistían en inversiones y préstamos de difícil recuperación 
y, sobre todo, préstamos al Estado, de los que ni siquiera cobraba los intereses. Por ello, se intentó constituir un fondo destinado a la amortización y 
pago de los intereses de los Vales Reales. Los expedientes adoptados fueron 
diversos. En 1794 se impuso una contribución del 10 por 100 sobre el producto de los propios y arbitrios municipales. En 1795 se consiguió un breve pontificio del papa Pío VII por el que se autorizaba a la monarquía española a cobrar las rentas de las dignidades, canonjías y otros beneficios 
eclesiásticos, y se creó un impuesto del 15 por 100 sobre todos los bienes 
adquiridos por las manos muertas. Estos expedientes no fueron bastantes 
para contener la depreciación de los vales.


5.3. La Hacienda Pública
A comienzos del siglo XVIII la derogación de las instituciones públicas de los 
reinos de la Corona de Aragón implicó, entre otras cosas, el establecimiento de un nuevo sistema fiscal en estos territorios. Al contrario que en otros 
ámbitos, en los que simplemente se implantaron en estos reinos las instituciones castellanas, aunque con algunas modificaciones, e instituciones nuevas, en el fiscal se procedió a una reforma en profundidad. La introducción 
del nuevo sistema se realizó lentamente y con vacilaciones. Aunque en el reino de Valencia, el primero en el que se ensayó el nuevo sistema, se introdujeron en un primer momento las contribuciones castellanas, en 1714, a iniciativa de Melchor Rafael de Macanaz, éstas fueron sustituidas por un nuevo 
impuesto que debía producir una cantidad equivalente a las rentas provinciales castellanas (alcabalas, cientos y millones) y que por esta razón recibió 
el nombre de equivalente. A partir de 1718 su cuantía para todo el antiguo 
reino quedó fijada en 7.750.000 reales, que el intendente repartía entre las 
diferentes poblaciones. Más adelante ésta ascendió hasta los 8.800.000 reales. En cada localidad la cuantía del impuesto se repartía entre los vecinos 
contribuyentes en proporción a su patrimonio y rentas, para lo que se confeccionaban unos libros padrones periódicamente. Aunque el sistema recuerda al del encabezamiento de alcabalas castellano, se acercaba más al concepto de una contribución directa, aunque no lo era exactamente. Sin embargo, 
hubo dos importantes excepciones, que fueron las ciudades de Valencia y 
Alicante, en las que el cupo del equivalente se recaudaba mediante la llamada renta del 8 por 100 que satisfacían las mercancías que se introducían por 
sus puertas. El proceso aragonés fue similar al valenciano, aunque aquí el 
nuevo impuesto se llamó única contribución y quedó finalmente fijado en 
5.000.000 de reales para todo el reino en 1717. El reparto entre los vecinos se hacía mediante la misma fórmula valenciana, aunque aquí parece que no 
hubo excepciones. En Cataluña, el nuevo impuesto, similar al valenciano y 
aragonés, recibió el nombre de catastro y se estableció en 1716. El mismo 
papel jugado por Macanaz en Valencia y Aragón lo desempeñó José Patiño 
en Cataluña. La cantidad asignada, que osciló en torno a los 13.500.000 reales, fue bastante superior a la valenciana y aragonesa. Finalmente, en el reino 
de Mallorca la nueva contribución borbónica, establecida en 1717, recibió 
el nombre de talla. Su cuantía fue la más baja de los territorios de la antigua 
Corona de Aragón, en torno a 485.000 reales de vellón. Aunque los nuevos 
impuestos establecidos fueron al principio muy gravosos, considerando sobre 
todo la autonomía fiscal que estos reinos habían tenido hasta ese momento, 
con el avance del tiempo y la estabilidad de las cantidades asignadas, se fueron haciendo menos duros. El sistema fiscal castellano, que descansaba en la 
recaudación de las llamadas rentas provinciales, es decir, alcabalas, cientos y 
millones, experimentó tan sólo modificaciones de detalle, la mayoría de ellas 
introducidas por la necesidad de aumentar los ingresos en las diferentes coyunturas bélicas del siglo.


El único proyecto de reforma en profundidad, el de la única Contribución promovida por el marqués de la Ensenada en el reinado de Fernando VI, 
acabó fracasando. Un Real Decreto de 10 de octubre de 1749 manifestaba la 
voluntad del monarca de reducir a una sola contribución los impuestos de 
millones, alcabalas, cientos, servicio ordinario y sus agregados. Para ello se 
constituiría una Junta que elaboraría una encuesta para su repartimiento. La 
elaboración del catastro, mediante la respuesta de los pueblos a un extenso 
interrogatorio de cuarenta preguntas, dio lugar a la elaboración de una imponente masa documental, que hoy en día constituye una fuente de gran interés: las Respuestas particulares, Respuestas generales, Libros del mayor hacendado 
y otros documentos. Aunque el trabajo estadístico llegó a concluirse, el nuevo impuesto no se estableció durante el reinado de Fernando VI y su sucesor, 
Carlos III, tampoco lo hizo a pesar de intentarlo. Un Real decreto e Instrucción de 4 de julio de 1770 extinguía las alcabalas, cientos y millones, sustituyéndolos por una única contribución equivalente, al tiempo que separaba de 
las rentas provinciales las tercias reales. La única Contribución era, igual que 
los impuestos establecidos en la Corona de Aragón a principios de siglo, un 
impuesto de cupo que se repartía a los municipios, los cuales prorrateaban 
entre sus vecinos la cantidad asignada en proporción a sus propiedades y rentas. Sin embargo, este nuevo proyecto reformista tampoco llegó a ponerse en 
práctica, ya que fue recibido con fuertes resistencias, tanto de los estamentos 
privilegiados como de los municipios, y acabó abandonándose.
Pero el sistema de rentas provinciales siguió recibiendo críticas de los ilustrados. En 1783, por ejemplo, Cabarrús informaba que los principios de un¡ formidad, precisión, comodidad y equidad de la tributación donde mejor se 
cumplían era en un impuesto general sobre el valor de los bienes inmuebles. 
Floridablanca, a pesar de su amistad con Cabarrús, rechazó la nueva propuesta de reforma, modificándola. Propuso que se redujeran los tipos de las 
alcabalas y que tributaran las rentas del capital, como los ingresos por arrendamientos, intereses, pensiones y nóminas públicas, todo ello bajo el nombre de contribución de Frutos Civiles. No parece que esta nueva contribución se pagara antes de 1789 ni que lo hiciera en todas partes. En todo caso, 
Jovellanos la consideró igual de perjudicial que las rentas provinciales, ya que 
era soportada por los arrendatarios y no por los propietarios de las tierras 
(Pieper).


A finales del Antiguo Régimen la Hacienda Real, es decir, la hacienda 
del rey, ya que tan sólo se iba abriendo paso tímidamente el concepto de una 
Hacienda pública, se nutría de tres fuentes de ingresos principales: el Patrimonio Real, la deuda pública y los impuestos. El Patrimonio Real era por lo 
general poco importante, salvo en Cataluña y el País Valenciano, donde el 
rey percibía algunas rentas enfitéuticas, de monopolios que poseía en los realengos y del tercio diezmo. De todos modos, en estos territorios, el Real Patrimonio se encontraba muy deteriorado debido a numerosas enfeudaciones y 
los intentos de reforma acabaron fracasando. En el apartado dedicado al Banco de San Carlos hemos tratado de las emisiones de deuda pública y diremos 
algo de los empréstitos, aunque no de forma detallada. De todos modos eran 
recursos irregulares. Por todo ello, la vía usual del ingreso público era el 
impuesto. Dentro de este último el componente más importante eran las 
rentas provinciales o sus impuestos equivalentes de la Corona de Aragón. Si 
en este último territorio se acercaban más al concepto de un impuesto directo, en la Corona de Castilla las alcabalas, que se asignaban a cada municipio 
según el sistema del encabezamiento, eran por lo general un impuesto indirecto que gravaba la venta de diferentes productos. En las grandes ciudades 
y pueblos se recaudaba directamente por la Corona mediante los derechos 
de puertas. En los más pequeños eran los municipios los que percibían la 
cantidad asignada mediante un reparto entre sus vecinos de acuerdo con sus 
rentas. Aquí de nuevo la alcabala se parecía más a un impuesto directo. Eran 
de menor entidad otros impuestos incluidos en las rentas provinciales, como 
la renta de hierbas o alcabala sobre los pastos, el derecho de fiel medidor que 
pagaban el vino, vinagre y aceite medidos por los almotacenes en los pueblos 
donde los había, la renta de aguardientes y licores, el quinto y millón de la nieve, la renta del jabón y otras. A pesar de la introducción de los equivalentes 
de las rentas provinciales castellanas, en los territorios de la antigua Corona de 
Aragón también se pagaban diferentes impuestos indirectos, especialmente 
los llamados estancos.


Las rentas generales o aduanas gravaban el tráfico exterior. Las pagaban tanto las mercancías que se importaban como las que se exportaban, aunque el 
nuevo arancel de 1782, que ya hemos examinado, redujo bastante el impuesto 
de las segundas. Como ya hemos visto, existía una Renta de la Lana separada. 
Además, las mercancías importadas pagaban también el derecho de almirantazgo y de habilitación, cuando llegaban bajo bandera distinta del país de origen del producto. Las aduanas fueron trasladadas a la costa y a las fronteras 
francesa y portuguesa después de la guerra de Sucesión, desapareciendo, por lo 
tanto, los llamados puertos secos o aduanas internas. Sin embargo en 1722 las 
vascas y navarras volvieron a situarse en su antigua localización terrestre. Por 
último, estaban las rentas estancadas, ingresos proporcionados por la venta de 
los productos sobre los que la Corona tenía el monopolio o estanco. Los principales eran los de la sal y el tabaco. Menos importantes eran otros estancos 
como las llamadas siete rentillas del azogue, pólvora, salitre, azufre, alcohol, plomo y naipes. No se agotan con estos, sin embargo, los impuestos existentes, ya 
que bajo el nombre de "otros tributos" se englobaba un conjunto heterogéneo 
de impuestos, como el papel sellado, alojamientos, bula de la Cruzada y otros 
(Artola, 1982; Peset, 1982).
Las provincias exentas vascas y Navarra tenían su propio sistema fiscal, 
las haciendas forales, y su aportación a la Real Hacienda se limitaba a ciertos servicios. Las colonias americanas tenían su propia administración fiscal, 
la Hacienda Indiana. Un régimen parecido era el de las islas Canarias. Había 
también cajas independientes que rendían cuenta de forma separada, como 
las casas de moneda y la oficina de cambio fundada por Fernando VI, el Real 
Giro, un lejano antecedente del Banco de San Carlos, creado para favorecer 
las transferencias de fondos públicos y privados fuera de España. Las manufacturas estatales y minas tenían un tratamiento parecido al de las cajas especiales. La Iglesia no pagaba impuestos, al menos directos, y la nobleza estaba gravada sólo con algunos, como la media annata y lanzas; ambos estamentos 
sí que pagaban, en cambio, impuestos indirectos. En los reinos de la Corona de Aragón las administraciones señoriales satisfacían los impuestos equivalentes de las rentas provinciales castellanas.
La administración fiscal no experimentó cambios desde la implantación 
definitiva de los intendentes en 1749. A la cabeza estaban el ministro o secretario del Despacho de Hacienda y el Consejo de Hacienda. El ministro era 
al mismo tiempo superintendente de la Real Hacienda. Por debajo de él estaban los directores generales de rentas y, supeditados a éstos, los intendentes 
de provincia y de ejército. A un nivel inferior existía una compleja administración que no vamos a detallar.
Por lo que respecta a la evolución de ingresos y gastos, los conocemos de 
forma desigual. El reinado de Felipe V (1700-1746) es el menos estudiado. En 1739, por ejemplo, la deuda ascendía a algo más del doble que los ingresos y se procedió a una suspensión parcial de pagos, como en los siglos XVI 
y XVII. El conflicto naval con Inglaterra entre 1739 y 1748, la llamada guerra de la Oreja de Jenkins, agravó todavía más la situación. Esta fue una de 
las circunstancias que alentaron los planes de reforma fiscal, iniciada primero por José Campillo y finalmente desarrollada por el marqués de la Ensenada, ya durante el reinado de Fernando VI. El fracaso final del proyecto de 
contribución única en Castilla motivó que se recurriera a expedientes menores para aumentar los ingresos, como la imposición de recargos, la elevación 
de los encabezamientos de alcabalas y, sobre todo, medidas tendentes a incrementar el superávit de las cajas americanas y los rendimientos del comercio 
con América.


Conocemos mucho mejor la evolución de los ingresos y gastos durante 
los reinados de Fernando VI (1746-1759), Carlos III (1759-1788) y Carlos IV 
(1788-1808). Entre 1753 y 1773 los ingresos se mantuvieron bastante estables, en torno a 400 millones de reales; a partir de esta fecha comenzaron a 
subir y en el año de la muerte de Carlos III, 1788, superaban la cifra de 680 
millones de reales, aunque habían sido superiores en años anteriores. Las rentas provinciales representaban aproximadamente un 20 por 100 de los ingresos de la Real Hacienda, aunque este porcentaje subió algo en los años ochenta. Algo menor era la contribución de las rentas generales o de aduanas, que 
oscilaron en torno al 14 por 100 de los ingresos totales, aunque con fluctuaciones mucho mayores que las rentas provinciales. Aquí la participación mayoritaria provenia de Andalucía, dada la importancia del eje comercial CádizSevilla. Algo mayor era la contribución de la renta del tabaco, aproximadamente 
el 17 por 100 de los ingresos totales. Le renta de la sal contribuía en una proporción cercana al 5 por 100. Los llamados estancos no eran, pues, fuentes 
menores de recursos para el Estado. Las rentas provinciales, las rentas generales y los monopolios del tabaco y de la sal suponían una media del 56 por 
100 de los ingresos de la Corona. El 44 por 100 restante correspondía a los 
impuestos agrupados como "otros tributos", los llamados "ingresos extraordinarios", los ingresos de las tesorerías del ejército y los empréstitos, estos últimos muy irregulares. Carlos III hizo frente a la amortización de la deuda contraída por sus predecesores, pero no la saldó completamente. En 1769 vuelven 
a aparecer créditos a corto plazo en los libros de cuentas y en 1775 se recurrió a los Cinco Gremios Mayores de Madrid, con motivo de la guerra de 
Marruecos. La participación española en la guerra de Independencia de los 
Estados Unidos, en 1779, motivó el recurso a más empréstitos y en 1780 
comenzaron las emisiones de Vales Reales, que ya hemos estudiado.
Los gastos, que se conocen entre 1753 y 1780 se situaron hasta 1773 en 
torno a los 400 millones de reales, igual que los ingresos, de modo que se mantuvo el equilibrio presupuestario. Sin embargo, a partir de 1774 comenzaron a ascender y en 1780 alcanzaban la cifra de 800 millones de reales. La 
mayor parte del gasto se destinaba al ejército y la Armada, entre un 55 y un 
65 por 100, siendo los gastos civiles de un 30 por 100, de los que un tercio 
correspondía al mantenimiento de la Corte. El déficit presupuestario sólo 
comenzó a ser importante en 1779 y 1780, sobre todo este último año. A 
partir de 1783 el elevado déficit pudo ser reducido y al final del reinado de 
Carlos III hubo de nuevo un presupuesto equilibrado, aunque sin tener en 
cuenta que no se habían amortizado las obligaciones asumidas en los años 
de la guerra contra Inglaterra (Barbier-Klein, 1985; Pieper).


Cuando comenzó su reinado Carlos IV la deuda pública ascendía a algo 
más de 2.000 millones de reales, incluyendo empréstitos, vales reales y juros 
muy antiguos. El pago de intereses suponía unos 70 millones de reales de 
vellón anuales, lo que comprometía aproximadamente el 10 por 100 del gasto público. El equilibrio presupuestario se mantuvo entre 1788 y 1792, antes 
del estallido de la guerra contra la Convención francesa. Pero para hacer frente a los gastos del conflicto bélico que comenzó en 1793, este año y en 1794 
se hicieron tres nuevas emisiones de Vales Reales. Entre las tres sumaban la 
cifra de casi 64 millones de pesos, equivalentes a más de 960 millones de reales, multiplicándose por dos los Vales Reales existentes. Si hasta entonces su 
cotización había estado un poco por debajo de su valor nominal, a partir de 
este momento comenzaron a depreciarsae fuertemente, y a principios de 1795 
habían perdido un 8 por 100. Para hacer frente a su amortización se elevaron algunos impuestos. Se hicieron también algunas emisiones de bonos, 
ante el temor de que se depreciaran todavía más los vales. La paz de Basilea, 
firmada en julio de 1795, dio un cierto respiro a la Hacienda Pública, pero 
pronto vendría un nuevo conflicto bélico: la guerra contra Inglaterra de 17961802. Ésta no trajo consigo tan sólo un aumento del gasto militar, sino también dificultades en el tráfico marítimo atlántico y la disminución de las 
remesas americanas.
En 1798 la Hacienda estaba al borde de la suspensión de pagos. Por este 
motivo se recurrió a una operación de mayor envergadura, la segunda desamortización de la historia española, ya que la primera había sido la venta de 
las temporalidades de la Compañía de jesús después de su expulsión el año 
1767. Una Real Cédula de 21 de febrero de 1798 ordenaba vender en pública subasta las casas poseídas por los propios y arbitrios municipales. Pocos 
días después, mediante Real Cédula de 26 de febrero, se creaba una Caja de 
Amortización, en la que se ingresarían las rentas y productos destinados a la 
amortización de los vales. Tres Reales órdenes de 25 de septiembre de 1798 
dispusieron que se destinasen a dicha Caja de Amortización las rentas de los 
seis colegios mayores españoles y se mandó enajenar las fincas de sus patri monios; otra destinó también a dicha Caja las temporalidades jesuíticas que 
todavía no se hubiesen vendido en 1798. La última destinaba al mismo fin 
el producto de la venta de los bienes raíces de hospitales, hospicios, casas de 
misericordia y de reclusión, de expósitos, cofradías, memorias, obras pías y 
patronatos de legos. Tanto en el caso de los bienes de los colegios mayores 
como los de estas últimas instituciones, se disponía que, a modo de compensación, éstos recibirían el 3 por 100 del precio de venta de sus patrimonios. Se trata de la llamada desamortización de Godoy, ya que, cuando se 
dispuso, era primer ministro el extremeño. Se calcula que esta operación desamortizadora proporcionó al Estado, entre 1798 y 1808, 1.653 millones de 
reales, pero sólo una pequeña parte se destinó a la reducción de la deuda. A 
pesar de los numerosos recursos que se pusieron a su disposición, la Caja de 
Amortización sólo destinó unos 340 millones de reales a la amortización 
de vales, dedicando más de 1 .000 a cubrir los déficits y otras obligaciones del 
Estado.


Finalmente, aunque se había procurado evitar, en abril de 1799 hubo 
que hacer una nueva emisión de Vales Reales, esta vez muy grande, ya que 
fue de algo más de 53 millones de pesos, equivalentes a casi 800 millones de 
reales. En aquel momento la deuda pública era enorme, cercana a los 4.000 
millones de reales y el pago de intereses absorbía entre el 25 y el 30 por 100 
de las rentas de la Corona. Entre 1801 y 1806 se recurrió a los empréstitos, 
uno de ellos, el de 1801, sobre la Iglesia, en compensación del noveno del 
diezmo, que acaba de conseguirse del papa. El corto período sin guerra, entre 
la paz de Amiens de 1802 y la siguiente guerra contra Inglaterra de 1804, 
dieron un nuevo respiro al Erario público. El breve pontificio de diciembre 
de 1806 que autorizaba la venta de la séptima parte de los bienes eclesiásticos apenas sirvió de algo, ya que en poco más de un año tuvo lugar la insurrección contra la ocupación francesa y comenzó la guerra de la Independencia (Merino, 1987a).
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6.1. El mercantilismo
Hasta bien avanzado el siglo XVIII siguió siendo predominante en España el 
pensamiento económico mercantilista, caracterizado tanto por la preocupación por la balanza comercial como por la reflexión sobre la decadencia española y expedientes para superarla, herencia de los arbitristas de los siglos anteriores. Existe acuerdo unánime sobre que el principal economista español de 
la primera mitad del Setecientos fue jerónimo de Ustáriz (1670-1732), cuya 
principal obra, la Theórica y práctica de comercio y de marina, se publicó por 
primera vez el año 1724, aunque esta edición apenas se difundió por voluntad del propio autor. Las dos ediciones posteriores, publicadas tras la muerte de Ustáriz, se propagaron mucho más. La obra se tradujo a varias lenguas 
europeas e incluso llegó a ser conocida por Adam Smith, que la cita, aunque 
de pasada. Se ha calificado a Ustáriz de mercantilista industrialista, ya que 
pensaba que el equilibrio de la balanza comercial podría conseguirse mediante el fomento de las manufacturas, una gradual reforma de los impuestos y 
una revisión de los aranceles, ideas que tuvieron una duradera influencia en 
los economistas españoles y de otros países europeos del XVIII. Ustáriz, que 
había pasado gran parte de su vida en los Países Bajos, tomaba como ejemplo a Holanda, Inglaterra y Francia, especialmente el primero de estos países. Siguiendo el modelo holandés, proponía que España estableciera una 
zona de libre comercio con sus colonias. En el momento en que escribió su 
obra los aranceles españoles gravaban igualmente las exportaciones que las 
importaciones con un 15 por 100, y Ustáriz proponía aumentar el arancel 
de las importaciones por encima del 20 por 100 y reducir el de las exporta ciones a un 2,5 por 100. Evidentemente, el arancel vigente era un instrumento de política fiscal y Ustáriz proponía otro que fomentara la economía 
del país y, en especial, la producción industrial, que había que desarrollar. La 
elevación de los aranceles de los productos manufacturados extranjeros, especialmente textiles, fomentaría el consumo de los españoles y este consumo, 
a su vez, sería el motor de la industrialización. La cuidadosa estimación que 
hizo de la población española, a la que ya nos hemos referido, fue para calcular 
la demanda de tejidos y otros bienes de consumo.


Otro de los grandes mercantilistas españoles de la primera mitad del siglo 
XVIII fue Bernardo de Ulloa (1682-1740), hermano del célebre marino Antonio de Ulloa, que trabajó junto con Jorge Juan en la medición del grado de 
meridiano terrestre en América del Sur. Su principal obra, Restablecimiento 
de las fábricas y comercio español, se publicó en tres volúmenes, los dos primeros el año 1740 y el tercero en 1746. En ésta analizaba la economía española de su tiempo y muy especialmente su pérdida de posiciones en el contexto internacional después del tratado de Utrecht. Como, a pesar de todo, 
había que aprovechar la complementariedad de las diferentes economías europeas, no se podían adoptar políticas prohibicionistas, sino proteccionistas, y 
había que eliminar los obstáculos que se oponían a la competitividad de las 
fábricas españolas frente a las extranjeras: los elevados tributos, especialmente 
alcabalas y cientos, y los portazgos, arbitrios municipales y aduanas interiores. Como pervivencia del prohibicionismo que había caracterizado hasta 
entonces al mercantilismo español, Ulloa consideraba indispensable una reserva absoluta del mercado colonial, aunque se mostró contrario al sistema de 
compañías privilegiadas, que se podrían establecer "pero sin prohibición 
de que fuera de las mismas hubiese otros fabricantes de las tales cosas que, 
con libertad, las fabriquen, vendan y comercien".
Otro autor reseñable de este período es Miguel de Zavala y Auñón, de 
quien conocemos muy pocos datos biográficos y cuya Representación al rey 
nuestro señor don Felipe V, dirigida al más seguro aumento del Real Erario y conseguir la felicidad, mayor alivio, riqueza y abundancia de su monarquía reintrodujo entre las preocupaciones de los economistas españoles algunos temas 
fundamentales, como el de la contribución única y la libertad del comercio 
de granos. La obra se publicó por primera vez en 1732 pero fue reeditada, a 
propuesta del marqués de la Ensenada, junto con la Real Cédula de 1749, 
que iniciaba las labores para el establecimiento de la única Contribución, y 
unas Instrucciones de Martín de Loaynaz, dentro de una obra titulada Miscelánea económicopolítica o Discursos varios sobre el modo de aliviar los vasallos con aumento del Real Erario (1749). Esta obra volvió a publicarse en 1787. 
Para Zavala las dificultades o "causas poderosas" que frenaban el crecimiento de la economía española eran principalmente tres: la multitud de tribu tos integrados en las rentas provinciales; la escasez de cultivo e insuficiente 
capacidad agraria del país, y la disminución del comercio. Su principal propuesta era, como ya se ha dicho, la sustitución de las rentas provinciales por 
una contribución única, inspirada en el equivalente valenciano o el catastro 
catalán, que consistiría en un gravamen del 5 por 100 sobre el producto de 
la riqueza inmueble y un impuesto sobre las rentas del trabajo, la industria 
y el comercio. Entre las causas del retraso agrario enumeraba la tasa de los 
granos, la prohibición de su exportación, el deterioro de los pósitos y la abundancia de tierras incultas. La libertad de precios, según él, estimularía la producción cerealista. Su propuesta de desarrollo era, pues, muy diferente a la 
de Ustáriz, centrada en el desarrollo industrial, ya que abogaba por el fomento de la agricultura.


Otro autor interesante de este período es Teodoro Ventura de Argumosa (1711-1774), quien dio a la luz, en 1742, una obra titulada Erudición Política. Despertador sobre el comercio, agricultura y manufacturas, dedicada a la 
Junta General de Comercio. Una parte considerable de su contenido es una 
copia y adaptación del Essai politique sur le commerce (1734) de Jean-Francois 
Melon y de él tomaba nuestro autor la idea de que la riqueza general de una 
nación venía dada por el crecimiento de la población y el desarrollo de la 
industria, aunque no olvidaba el sector agrario, como había hecho Ustáriz. 
Igual que Zavala, defendió la libertad de precios de los granos y su exportación cuando hubiera excedentes, ya que de, este modo, se favorecería el 
aumento de la producción agraria. Sus ideas sobre la reforma fiscal estaban 
menos elaboradas, ya que defendía la instauración de un único impuesto 
sobre la sal y un gravamen sobre el consumo del trigo.
Un economista peculiar de esta primera mitad del siglo es José del Campillo y Cossío (1693-1743), que ocupó importantes cargos políticos, como 
los ministerios de Hacienda y Marina, Guerra e Indias. Hacia el final de su 
vida, entre 1741 y 1743, año de su fallecimiento, escribió sus tres obras económicas: Lo que hay de más y de menos en España, para que sea lo que debe ser 
y no lo que es (1741), España despierta (1742) y Nuevo sistema económico para 
América, con los males y los daños que le causa el que hoy tiene, de los que participa copiosamente la España (1743). Las dos primeras obras contienen escasos 
razonamientos económicos, ya que son principalmente obras de denuncia de 
la situación española, y en su día permanecieron inéditas. La tercera se publicó en 1789, con algunos pequeños cambios, dentro de la segunda edición del 
Proyecto económico de Bernardo Ward, cuya primera edición se había publicado en 1779. El Nuevo sistema contenía ideas innovadoras sobre la liberalización gradual del comercio con Indias y la reforma impositiva y arancelaria.
Otro autor interesante que podemos integrar dentro de esta corriente 
que, en sentido muy amplio, hemos calificado de mercantilista fue el abate santanderino Miguel Antonio de la Gándara (1719-1803), aunque sus Apuntes sobre el bien y el mal de España, publicados en 1760, tienen más contenido político que económico. Gándara resumía su propuesta para remediar los 
males de España en el lema de "puertas abiertas" y "puertas cerradas". Entendía por puertas abiertas todas aquellas vías de extracción e introducción que 
habían facilitado el negocio de los extranjeros para sacar la "sustancia" del 
país, y por puertas cerradas las barreras de impuestos y legislación restrictiva que habían obstaculizado la libertad económica interior y el comercio con 
Indias. Para este autor, había que invertir la situación, es decir, "volver el cuadro al revés: abrir lo cerrado y cerrar lo abierto".


A partir de la fecha de publicación de los Apuntes de Gándara se produjo un notable incremento de la literatura económica en España. Aunque en 
los autores que vamos a examinar aparecen ideas nuevas, en muchas ocasiones tomadas de economistas extranjeros, esencialmente se les puede considerar mercantilistas por su preocupación por la decadencia española y los 
arbitrios para remediarla. Bernardo Ward (¿-1779) escribió su Proyecto económico entre 1756 y 1762, después de un viaje por Europa que hizo por 
encargo de Fernando VI, pero la obra no se publicó hasta 1779, después de 
haber muerto su autor ese mismo año, y se reeditó tres veces, lo que le proporcionó una notable difusión. En esta obra, a pesar de reconocer el atraso 
económico español, el autor se muestra convencido de las enormes posibilidades de crecimiento del país. "Diez mil leguas de excelente tierra, dos o tres 
millones de manos ociosas y muchísimos millones de pesos sepultados en las 
arcas de particulares" lo demostraban, pero, como ya hemos señalado en un 
capítulo anterior, había que ocupar estos recursos con utilidad. Era mucho 
lo que podía hacer a este respecto una política adecuada, pero era necesaria 
también la colaboración de los particulares: "Así como los ríos más caudalosos se forman de unas gotas menudas de agua, así también la opulencia de 
una monarquía resulta de la unión de muchos esfuerzos de los individuos 
que la componen; y por más que se esmere el gobierno superior en dar providencias y auxilios, todo su conato será vano sin la concurrencia de los particulares a cuidar de sus propios intereses: rey y vasallos deben conspirar a 
un mismo intento".
Para Ward la agricultura era "el fundamento sólido y duradero de la opulencia de la nación" y había que modernizar este sector introduciendo las 
mejoras que se estaban difundiendo en Europa y eliminando los obstáculos 
legales que se oponían al progreso agrario. Pero esto era condición necesaria 
aunque no suficiente, ya que también había que fomentar la industria y el 
comercio para conseguir un desarrollo equilibrado: "El medio más poderoso para adelantar la misma agricultura es el establecimiento de fábricas". Agricultura, industria y comercio eran, según nuestro autor, actividades que "se dan la mano", pero su ideal era la industria doméstica y no la factoría concentrada. De todos modos, pensaba que había que fomentar cualquier tipo 
de fábrica y en especial las que consumieran materias primas nacionales. 
Había que mejorar la calidad y reducir los costes, introduciendo técnicos 
extranjeros, y el gobierno debía desarrollar una política de protección del 
mercado interior de las mercancías extranjeras. En el Proyecto económico de 
Ward aparecen muchas otras propuestas, como la creación de un Banco nacional, la reforma fiscal y arancelaria, la mejora de las comunicaciones y la liberalización del comercio con Indias, que pasarán a formar parte del programa político ilustrado.


Por esta razón se ha querido ver en Ward un precedente de Campomanes, autor que analizaremos a continuación, pero parece ser que el político 
asturiano había esbozado sus ideas económicas con anterioridad. En una obra 
titulada Bosquejo de política económica española delineado sobre el estado presente de sus intereses, olvidada hasta hace poco tiempo y que hay buenas razones para atribuir a Campomanes, que debió ser escrita hacia 1750, aparecen 
ya las grandes líneas de su pensamiento económico (Llombart, 1992). Sea 
como sea, en 1762, el mismo año en que Ward acabó la redacción de su Proyecto económico, Campomanes escribía y publicaba sus Reflexiones sobre el 
comercio español a Indias, la primera de sus grandes obras económicas. A ésta 
seguirían la Respuesta fiscal sobre abolir la tasa y establecer el comercio de granos (1764), el Tratado de la regalía de amortización (1765), el Discurso sobre 
el fomento de la industria popular (1774), el Discurso sobre la educación popular de los artesanos y su fomento (1775), los cuatro volúmenes de los Apéndices a la educación popular (1775-1777), donde reeditó la obra de dos arbitristas del siglo XVII, Martínez de Mata y Álvarez Osorio y, finalmente, las 
Memorias de la Sociedad Económica Matritense (1780).
Ya hemos examinado muchas de las propuestas económicas de Campomanes en capítulos anteriores y analizaremos otras en la segunda parte de 
este libro, de modo que será suficiente ahora sintetizar su pensamiento, lo 
que Llombart, siguiendo a Schumpeter, ha llamado "cuasi-sistema" económico de Campomanes, es decir, un programa diseñado desde el punto de 
vista de problemas concretos pero que, sin embargo, era sistemático, donde existían relaciones y principios unificadores, aunque no siempre formulados de forma explícita. Siguiendo a Llombart, como se ha hecho a lo largo de todo este apartado, se puede resumir el programa económico de Pedro 
Rodríguez de Campomanes (1723-1802) en los siguientes puntos: liberalización económica interior, proteccionismo respecto al exterior y fomento de 
una agricultura basada en el labrador independiente. La liberalización interior debía alcanzar a los precios, al cultivo, al comercio (tanto español como 
colonial), a la industria, a las ordenanzas gremiales, a la Mesta y a los estan cos, privilegios y restricciones de todo tipo existentes. Esta liberalización, que 
debería ser gradual, vendría acompañada de medidas de fomento de la agricultura, de la industria popular y de la ocupación, consiguiéndose así un 
aumento de la producción, de los intercambios y del empleo. Desde el punto de vista del pensamiento económico, Campomanes se sitúa en una encrucijada en la que se integran tanto los arbitristas españoles de los siglos XVI y 
XVII, como los economistas ingleses del Seiscientos (en especial los llamados 
aritméticos políticos) y los franceses del Setecientos.


Muy similares a las ideas económicas de Campomanes fueron las de su 
contemporáneo y colaborador Pablo de Olavide (1725-1803), en parte ya 
analizadas. Su principal obra es el Informe al Consejo sobre la Ley Agraria, 
escrita en 1768 pero que no se publicó hasta 1784, incluida en el Memorial 
ajustado sobre el establecimiento de una Ley Agraria. En este escrito, el peruano proponía un plan de reforma agraria para Andalucía, que debía aplicarse 
por medios persuasivos para conseguir la división de las grandes explotaciones, la extensión de los cultivos y la mejora de las técnicas agrarias.
En 1768 el economista catalán Francisco Romá y Rosell (1714-1784) 
publicó Las señales de la felicidad de España y medios de hacerlas eficaces, obra 
que Ernest Lluch ha situado en la línea del mercantilismo cameralista alemán, en la que su autor pretendía superar las consecuencias de la derrota 
catalana de 1714 mediante una mayor integración en España. Desde el punto de vista económico, Romá partía de la estrecha interrelación existente entre 
los sectores agrícola, industrial y comercial, "un círculo que rueda al menor 
movimiento de sus partes", de modo que cualquier alteración en uno de ellos 
repercutía sobre los otros. Defendía la consecución de la mayor población 
ocupada productivamente y se mostró partidario del fomento del lujo para 
estimular el crecimiento económico. El crecimiento agrario se conseguiría 
mediante el reparto de tierras en enfiteusis, la abolición de la tasa de los granos y la creación de academias de agricultura. En el ámbito industrial y comercial defendía la instalación de fábricas en el interior peninsular, el reconocimiento de la honradez de los oficios, la protección de la industria nacional 
y la liberalización del comercio con Indias. Su programa tenía muchos puntos de contacto con el de Ward y Campomanes pero, a diferencia de éstos, 
pensaba que los gremios de las provincias marítimas podían favorecer el crecimiento industrial.
El valenciano Enrique Ramos (1738-1801) publicó en 1769 un Discurso sobre economía política, bajo el seudónimo de Antonio Muñoz. En esta 
obra presentaba tanto ideas económicas como políticas, bajo la influencia de 
Montesquieu. Defendía, como la mayoría de los economistas ilustrados, la 
supremacía de las actividades agrarias, que se impulsarían mediante la libertad de comercio, los repartos de tierras, la supresión de los privilegios de la Mesta, la introducción de mejoras técnicas y la creación de academias de agricultura. La actividad industrial y comercial crecería con el aumento de la 
agricultura, mejorando la balanza comercial. En este ámbito abogaba también por el reconocimiento de la honradez de los oficios, las ayudas arancelarias y fiscales, la atracción de técnicos extranjeros y la mejora de las vías de 
comunicación. Se ha señalado el carácter sistemático del Discurso de Ramos, 
característica que comparte con la obra del economista vasco Nicolás de Arriquíbar (1714-1775). Éste, que provenía del mundo comercial bilbaíno, presentó en 1770 a la Sociedad Vascongada de Amigos del País una obra titulada Recreación política, que fue publicada póstumamente en 1779. En ésta 
criticaba los postulados fisiocráticos del marqués de Mirabeau en L'ami des 
hommes y defendía el carácter productivo tanto de la agricultura como de la 
industria y su interrelación, ya que ambas se necesitaban mutuamente como 
base para el crecimiento económico. El crecimiento agrario impulsaría el 
industrial al abaratar las subsistencias y las materias primas, y el desarrollo 
industrial conduciría a un mayor consumo de productos agrarios. Como 
la mayor parte de los economistas ilustrados, preconizaba la extensión de las 
pequeñas explotaciones agrarias, el aumento de la superficie cultivada, 
la introducción de la nueva agricultura, la mejora de los caminos y los canales de navegación y la abolición de la tasa de los granos. En el terreno de la 
política industrial era partidario del proteccionismo fiscal y arancelario, 
la abolición de las barreras interiores a la circulación de mercancías y el 
fomento del lujo.


La economía política fue abriéndose paso lentamente en las instituciones educativas, pero no en las universidades. Fomentaron su estudio las 
Sociedades Económicas de Amigos del País y se enseñó en algunos centros 
de enseñanza secundaria, como el Seminario de Nobles de Madrid. De esta 
institución fue profesor el valenciano Bernardo Joaquín Danvila y Villarrasa, quien publicó en 1779 unas Lecciones de economía civil o del comercio, 
que fue el libro de texto que utilizaba en sus clases de filosofía moral en 
dicho centro educativo.
6.2. Agronomía y fisiocracia
En España, como en toda Europa, se despertó un renovado interés por la 
agronomía en el siglo XVIII. Algunas obras clásicas españolas, como la Obra 
de Agricultura de Alonso de Herrera, cuya edición príncipe es de 1513, o el 
Despertador de Juan Valverde de Arrieta, de 1578, se reeditaron varias veces. 
En 1724 se publicó también la traducción castellana del Llibre deis secrets d'agricultura de Miguel Agustí, obra impresa en catalán en el año 1617. Pero, a diferencia de los siglos anteriores, en el XVIII se introdujo en España la nueva agricultura europea, mediante traducciones o adaptaciones y extractos de 
las obras de autores franceses e ingleses. La conocida obra de Jethro Tull, The 
horse-hoeing husbandry, publicada originalmente en Londres el año 1731, se 
difundió en Europa continental gracias a la adaptación que hizo Henri Louis 
Duhamel de Monceau en el Traité de la culture des terres suivant les principes 
de M.Tull, anglois, publicada en París en 1750. La obra de Tull divulgó el 
sistema de Norfolk, pero la adaptación de Duhamel de Monceau modificaba profundamente la obra original en muchos sentidos, tanto por lo que hace 
a la primacía del cereal como en lo relativo a la maquinaria agrícola. La traducción castellana de esta última obra, de Miguel Aoíz, apareció en fecha 
muy temprana, 1751, con el título de Tratado del cultivo de las tierras según 
los principios de Mons. Tull, inglés. En esta obra se incluían también dos capítulos del Tratado de Agricultura del agrónomo andalusí Abu-Zaccaría, traducidos por Miguel Casiri y Pedro Rodríguez de Campomanes. A esta 
traducción siguieron otras en el siglo XVIII (García Sanz, 1974). La obra más 
madura de Duhamel de Monceau, los Éléments dAgriculture, de 1762, se tradujo en fecha más tardía, en 1805, con el título de Elementos 
teóricoprácticos de agricultura, en traducción de Casimiro Gómez Ortega, botánico del 
Jardín de Madrid.


Hay que destacar también la traducción del Essai sur l'amélioration des 
terres, del escocés establecido en Francia, probablemente un jacobita, Henry 
Patullo, publicado en París en 1758. La obra de Patullo contenía algunos elementos interesantes, como la propuesta de creación de sociedades de agricultura y las ventajas de la introducción de los prados artificiales y la alternancia de cultivos. La traducción española fue obra de Pedro Dabout, de 
orígen francés y miembro de la Sociedad Económica Matritense de Amigos 
del País, y se publicó en 1774. Era también un hombre ligado a Campomanes, con quien colaboró en los Apéndices a la educación popular. Tanto el 
autor como el traductor eran hombres ligados a la fisiocracia.
Algo más complejo es el caso de la Agricultura general y gobierno de la 
casa de campo de José Antonio Valcárcel l), publicada en diez volúmenes en Valencia entre 1765 y 1792. Se trataba de una adaptación de la 
traducción francesa de Jean-Baptiste Dupuy-Demportes de la obra agronómica del inglés Thomas Hale. Éste había publicado en Londres en 1756 A 
Compleat Body of Husbandry, obra adaptada y traducida al francés por DupuyDemportes con el título de Le gentilhomme cultivateur, ou corps complet d'agriculture, que se publicó entre 1761 y 1767. Pero el libro de Valcárcel era 
mucho más que una traducción e incluía muchos materiales originales tomados de la realidad agrícola española y, muy especialmente, valenciana. Finalmente, el Cours complet d'agriculture ou Dictionnaire universel d'agriculture del abate Rozier, publicado originalmente en París entre 1781 y 1800, fue 
traducido también tempranamente por Juan Álvarez Guerra, miembro de la 
Sociedad Económica de Madrid, y publicado entre 1797 y 1803, con el título de Curso completo o diccionario universal de agricultura teórico práctica, económica y de medicina rural y veterinaria. Si hemos destacado las versiones 
españolas, también habría que señalar que algunas de las obras francesas más 
representativas de la nueva agricultura, sin embargo, nunca se tradujeron, 
como fue el caso de La nouvelle maison rustique de Ligier.


Pero las nuevas teorías y prácticas agronómicas no se difundieron únicamente mediante traducciones de obras francesas o inglesas, sino que también 
se escribieron en España tratados originales. Ya hemos señalado anteriormente 
que el libro de Valcárcel es, en buena medida, original, pero se publicaron 
otros que lo son en mayor medida. Antes de 1800 no se publicó en España 
ninguna obra que pueda considerarse un tratado global de agricultura, pero 
la que más se acerca es la del beneficiado de la catedral de Tortosa y socio de 
mérito de la Sociedad Económica Matritense, Francisco Vidal Cabasés, Conversaciones instructivas en que se trata de fomentar la agricultura por medio del 
riego de las tierras (1778). En el libro, una especie de catecismo agronómico, 
su autor seguía el sistema de Tull y Patullo, pero se separaba de éstos en la 
defensa que hacía de los bueyes, como animales característicos del estilo hispánico. Más especializadas fueron las obras de Pedro de Torres, Memoria sobre 
el problema de los abonos (1786); Juan Pablo Canals, Recopilación sobre las reglas 
principales sobre el cultivo y preparación de la planta denominada roja o granza 
(1779); Enrique Doyle: Tratado sobre el cultivo, uso y utilidades de las patatas 
o papas (1797) y Tratado sobre la cría y propagación de pastos y ganados (1799) 
o de Agustín Cordero, Nuevo método de siembra de trigo, publicado en las 
Memorias de la Sociedad Económica Matritense. También bastante técnica es 
la Memoria sobre el conocimiento de las tierras, que publicó en 1784 el gallego 
Francisco Cónsul Jove (1754-1810), en que demuestra profundos conocimientos físicos, químicos, fisiológicos y botánicos, así como de la obra de los 
agrónomos europeos, que aplica al tratamiento de las tierras y los cultivos, 
fundamentalmente gallegos y asturianos. Habría que destacar el papel que 
desempeñaron en la difusión de la nueva agricultura viajeros y geógrafos, como 
Pedro Antonio Sánchez en Galicia, José Manuel Fernández en Cantabria, 
Manuel Barba en Cataluña, Ignacio de Asso y Miguel Dámaso Génberes en 
Aragón, Antonio José Cavanilles en el País Valenciano o Antonio José del Barco en Andalucía. También se hicieron esfuerzos de divulgación por parte de 
las Sociedades Económicas de Amigos el País y entre 1797 y 1808 se publicó 
el Semanario de Agricultura y Artes dirigido a los párrocos.
Por lo que respecta a la fisiocracia, ha reinado hasta hace poco tiempo 
una cierta confusión, ya que algunos autores influyentes afirmaban que esta escuela había tenido cierto predicamento en España, creencia que han matizado Ernest Lluch y Lluís Argemí (1985). Estos autores sostienen que, a 
menudo, se ha confundido el agrarismo mercantilista con la fisiocracia y que, 
en realidad, la doctrina fisiocrática penetró poco en España. Entre otros, se 
ha aducido un texto del conde de Floridablanca, en el que afirmaba que la 
agricultura "es el primero y más seguro manantial de las subsistencias del 
hombre y de su riqueza y prosperidad sólida", pero en realidad lo que los fisiócratas sostenían no era que la agricultura fuese la principal fuente de riqueza 
sino que era la única, afirmación que no aparece en el texto de Floridablanca, que podría haber suscrito cualquier industrialista. A menudo se aduce también la mención de L'ami des hommes de Mirabeau en sus tres primeras partes, que no son fisiocráticas, como señal de influencia de la escuela.


Por ello, conviene definir convenientemente la fisiocracia, para evitar 
confundirla con el agrarismo ilustrado. Los fisiócratas afirmaban que sólo la 
agricultura produce más de lo que consume y que, por lo tanto, es la única 
actividad económica no estéril, que consigue lo que llamaban producto neto. 
Una organización agrícola basada en la gran propiedad arrendada afermiers 
permitiría que este producto neto aumentara. Este producto neto se reparte 
entre las diferentes clases de la sociedad mediante las transacciones económicas explicadas en el Tableau économique de Francois Quesnay y, por ello, 
se hace precisa la máxima libertad de circulación, para que estos productos 
agrarios lleguen a su destino y mantengan vivo el cuerpo social. Como la única actividad productiva era la agricultura, había que gravar sus fuentes, el 
producto agrícola, con un impuesto único. Libre comercio y contribución 
única eran dos propuestas fundamentales de la escuela, pero no su núcleo 
teórico, y esto ha dado lugar a confusiones porque su implantación se debatió en muchos países desde posiciones no fisiocráticas.
La penetración de la fisiocracia en España fue limitada pero existió. En 
1764 se publicó en Madrid la traducción castellana, hecha por Serafín Trigueros, de un discurso fisiocrático de Mirabeau, la Disertación sobre el cultivo del trigo que la Academia de Agricultura de la ciudad de Berna premió en el 
año 1760, que posteriormente se incorporaría a la quinta parte de L'ami des 
hommes. Aunque en esta obra, anterior a la publicación del Tableau économique de Quesnay, no está todavía plenamente desarrollado el pensamiento 
fisiocrático, sí que aparecen ya los puntos principales de su propuesta de política económica. Mucho más tarde, en 1794, se publicó, también en Madrid, 
la traducción hecha por el bonaerense Manuel Belgrano, futuro héroe nacional argentino, de las Máximas generales del gobierno de un reino agricultor, de 
Quesnay. A diferencia del discurso de Mirabeau, las Máximas resumían todas 
las ideas de Quesnay y de la fisiocracia sin su aparato teórico ni sus bases filosóficas. Se trata de un libro rarísimo, del que sólo se conoce un ejemplar, y probablemente en su época debió de circular muy poco, quizás tan sólo entre 
un reducido grupo de amigos del traductor. Además, aunque las ideas fisiocráticas están mucho más desarrolladas en las Máximas, en ninguna de las 
dos obras se incluye el aparato teórico, lo que obliga a relativizar la difusión 
de la fisiocracia en España.


6.3. El primer liberalismo económico
A partir de 1780 se abre una última etapa en la historia del pensamiento económico del Setecientos español, caracterizada, entre otras cosas, por una 
mayor penetración de las corrientes europeas y, especialmente, de la obra de 
Adam Smith. Sin lugar a dudas la figura más importante fue Gaspar Melchor de Jovellanos (1744-1811), aunque su obra rebasa ampliamente la reflexión económica. Nuestro autor consideraba que la economía política era la 
principal "ciencia del gobierno" y a ella correspondía "la indagación de las 
fuentes de la pública prosperidad y la de los medios de franquear y difundir 
sus benéficos raudales; ella es la que debe consultarse continuamente, ya sea 
para la derogación de las leyes inútiles o perniciosas, ya para la formación de 
las necesarias y convenientes". A lo largo de su vida leyó, y a veces extractó 
para su uso privado, las obras de Pietro Vetri, Richard Cantillon, Galiani, 
Mirabeau, Turgot, Condillac, Necker, Adam Smith y Condorcet, entre otros. 
A pesar de ello, nunca escribió ninguna obra económica de tipo general, ya 
que su principal aportación al respecto, el Informe de la Ley Agraria (1795), 
es de carácter sectorial, pero sus ideas económicas aparecen dispersas en la 
multitud de sus escritos. Comenzó a redactar una obra de carácter general 
en 1796, pero la interrumpió al ser nombrado secretario de Gracia y Justicia y tanto los problemas que tuvo durante su ministerio como la denuncia 
inquisitorial del Informe de la Ley Agraria probablemente le disuadieron de 
continuarla.
Podemos rastrear las ideas económicas de Jovellanos a través de muchas 
de sus obras. En el Discurso dirigido a la Sociedad Económica de Amigos del 
País de Asturias sobre los medios de promover la felicidad de aquel principado 
(1781) proponía una estrategia de desarrollo económico para Asturias basada en la extensión y perfeccionamiento de la agricultura y el fomento de la 
industria y el comercio. En el Informe sobre el libre ejercicio de las artes (1785) 
criticaba las reglamentaciones gremiales por considerarlas contrarias a la libertad de trabajo y por encarecer los productos al eliminar la competencia, aunque, de todos modos, no se manifestaba partidario de la plena supresión de 
los gremios. En los Apuntes para una memoria sobre la libertad de comercio de 
granos, obra inacabada que redactó en 1785, argumentaba, siguiendo a Con dillac, que la supresión de la tasa no provocaba escasez ni carestía, sino que 
esto era, al contrario, consecuencia de las leyes prohibitivas, sobre todo las 
que obstaculizaban la exportación, ya que hacía disminuir la producción y 
estimulaban los monopolios. En el Elogio de Carlos 111(1789), una de las más 
importantes obras en las que se revela el pensamiento económico y político 
del asturiano, defendía el "absolutismo ilustrado para el progreso" como la 
vía idónea del desarrollo liderado por una monarquía ilustrada.


Sin embargo, sus principales obras económicas son el tantas veces citado Informe de la Ley Agraria (1795) y la Introducción a un discurso sobre la 
economía civil y la instrucción, que redactó entre 1796 y 1797, que permaneció inédita en su tiempo. Según estas estas obras, el pensamiento económico de Jovellanos ha sido calificado de neomercantilista, liberal smithiano 
e incluso de fisiócrata. Para algunos historiadores, Jovellanos fue el más liberal de los ilustrados españoles, seguidor de Adam Smith. Otros, sin embargo, afirman que el liberalismo del asturiano era muy matizado. En el Informe de la Ley Agraria propone un programa de liberalización económica 
moderado y gradual, muy alejado del laissez-faire. Se trataba, en esencia, del 
programa ilustrado, en la misma línea del que habían propuesto Campomanes y Olavide. La riqueza de las naciones de Adam Smith influyó evidentemente en Jovellanos, pero esta obra fue sólo uno de los muchos apoyos utilizados, ya que nuestro autor estuvo abierto a muchas otras influencias 
intelectuales. No podemos entrar, obviamente, en un libro de texto, en un 
debate que sigue abierto, pero cabe poca duda de que el asturiano no fue 
fisiócrata, ya que en la Introducción de 1796-1797 afirma claramente que no 
podía establecerse un orden estricto de prioridad entre la agricultura, la industria y el comercio. Quizás una de las ideas más originales de Jovellanos fue 
la importancia que concedió a la instrucción, para él la verdadera causa del 
progreso de las naciones.
Valentín de Foronda (1751-1821) es otro de los pensadores clave de esta 
última etapa. Igual que Jovellanos, y quizás en mayor medida que el asturiano, es un personaje de difícil clasificación. En una primera etapa, este autor 
estuvo influido por el mercantilismo cameralista y por los economistas franceses del grupo de Gournay, y defendió propuestas de reforma económica 
basadas en la figura del comerciante, la defensa del lujo y la abolición de los 
privilegios nobiliarios. Abogaba por las compañías comerciales privilegiadas 
y una amplia intervención de los poderes públicos en la reforma económica. Más adelante, en las Cartas sobre los asuntos más exquisitos de la economía 
política y sobre las leyes criminales (1788-1790 y 1789-1794) derivó hacia un 
liberalismo radical aunque de raíz no smithiana. En esta obra, Foronda confiaba plenamente en el funcionamiento ordenado de un sistema económico 
basado en las fuerzas del mercado y en el que los hombres actuaran en per secución de su propio interés. En este segundo período de su pensamiento 
opinaba que la concurrencia era "el juez imparcial que decide soberanamente" sobre los precios y la producción, de modo que la acción del Estado debía 
limitarse a la administración de justicia y la defensa de la propiedad privada. 
En un tercer y último período Foronda reconsideró su liberalismo radical 
anterior, principalmente en sus Cartas sobre la policía (1801 y 1820), en las 
que se muestra menos optimista sobre la regulación del mercado y más escéptico sobre las ventajas de la búsqueda del propio interés, ampliando las competencias del Estado en materia económica.


Francisco Cabarrús (1752-1810), aunque nacido francés, se trasladó muy 
joven a España, estableciéndose en Madrid en 1773. Aparte de su contribución a la creación del Banco de San Carlos, que ya hemos examinado, expuso en otros escritos sus ideas sobre las reformas necesarias de la economía 
española. Su obra más conocida es las Cartas sobre los obstáculos que la naturaleza, la opinión y las leyes oponen a la felicidad pública, dirigidas al señor don 
Gaspar de jovellanos y precedidas de otra al Príncipe de la Paz, redactadas principalmente entre 1793 y 1794, durante la prisión a que fue condenado en 
1790. En esta obra realizaba un amplio comentario a un primer borrador del 
Informe de la Ley Agraria, que Jovellanos le había suministrado. En esta obra 
Cabarrús criticaba el moderantismo del asturiano y propugnaba un programa de reforma más profundo, sobre todo en lo que respecta a la nobleza y 
los mayorazgos. Este liberalismo ya lo había anunciado en obras anteriores, 
como el Elogio al excelentísimo señor conde de Gausa (1786) en el que afirmaba que el mejor programa de gobierno se resumía en la frase "pocas leyes, 
dexar hacer, y observar". Sin embargo, nunca fue Cabarrús un librecambista radical y en las Cartas se mostró partidario de medidas proteccionistas y 
definió las aduanas como un "baluarte destinado a contrarrestar la industria 
extranjera y protejer la propia".
Vicente Alcalá Galiano (1758-1810) fue autor, entre otras, de una obra 
titulada Sobre la necesidad y justicia de los tributos, publicada, como otras contribuciones suyas, en las Actas y Memorias de la Sociedad Segoviana de Amigos del País entre 1781 y 1788, y ha sido considerada una de las contribuciones económicas más notables de la Ilustración española. En ella demostraba 
nuestro autor un profundo conocimiento de La riqueza de las naciones de 
Adam Smith. Introducía importantes conceptos teóricos, como la definición 
de riqueza basada en el trabajo, la acumulación de capital determinante del desarrollo económico, el más común concepto del interés propio, la división del 
trabajo, la teoría de la distribución y otros. De este esquema analítico deducía 
dos series de conclusiones, unas de carácter tributario y otras que llamaba 
"máximas generales de economía política". Las de tipo fiscal eran que los tributos no deben obstaculizar la acumulación de capital y que los impuestos se deben establecer de acuerdo con criterios de igualdad, certidumbre, comodidad de pago y economía en la recaudación, combinando contribuciones 
indirectas y directas. Por lo que respecta a las máximas, abogaba por la libertad económica individual, que debía ser garantizada por el Estado; la liberalización completa del comercio interior; el fomento de la agricultura, mediante arriendos largos y seguros, así como préstamos no usurarios; la supresión 
de la prohibición de los cercamientos y la comunidad de pastos; el remedio 
a los daños producidos por los mayorazgos y las manos muertas; la reducción de los costes de transporte mejorando las comunicaciones; la reforma 
liberalizadora de las ordenanzas gremiales; el fomento de las mejoras técnicas y una adecuada política aduanera que dificultara la introducción de géneros extranjeros. A pesar de su raíz smithiana, de la que se separaba en su orientación proteccionista, el esquema de Vicente Alcalá Galiano era una 
reformulación, mejor argumentada analíticamente, del programa económico ilustrado.


El granadino José Alonso Ortiz (1755-1815), traductor de Adam Smith, 
como veremos inmediatamente, es autor de una obra muy interesante, el 
Ensayo económico sobre el sistema de la moneda-papel y sobre el crédito público 
(1796), escrita en la fase de devaluación de los Vales Reales. En este escrito 
examinaba el problema del endeudamiento público desde una perspectiva 
monetarista muy influida por Adam Smith, que enfatizaba la importancia 
de la acumulación de capital y el papel de la moneda. Ortiz exponía con 
mucha corrección la teoría del valor trabajo y de los precios de Smith para 
concluir que el papel moneda, como carece de valor intrínseco, cosa que no 
ocurre con la moneda metálica, planteaba el peligro de sobreemisión por parte de los gobiernos, provocando con ello procesos inflacionistas.
El valenciano Ramón Campos (ca. 1760-1808) publicó en 1797 un libro 
titulado La económica reducida a principios exactos, claros y sencillos, que había 
redactado durante una estancia en Londres entre 1793 y 1796, comisionado por el Consejo de Castilla para estudiar sobre el terreno los progresos de 
la agricultura inglesa. El libro es una breve obra de divulgación de los principios básicos de La riqueza de las naciones de Adam Smith, realizada de modo 
bastante fiel. Puso a disposición de los lectores españoles el núcleo analítico 
de la obra del gran economista escocés.
Una característica común de los autores examinados en este apartado 
dedicado a los economistas españoles de los dos últimos decenios del siglo 
XVIII es que todos, en mayor o menor medida, experimentaron la influencia 
de La riqueza de las naciones de Adam Smith. La obra, publicada originalmente en Londres el año 1776, fue conocida muy pronto en España. En 
1777 Campomanes disponía de una traducción parcial manuscrita, que hizo 
para él el rector del Colegio de los Escoceses de Valladolid, el padre Juan Geddes, al que siguieron en años posteriores otros fragmentos. De hecho, en 
el archivo de Campomanes se encuentra la traducción del capítulo dedicado al socorro de los pobres, que fue el primero que trasladó Geddes, y los 
cinco primeros de La riqueza de las naciones, que tradujo poco después. A 
pesar de que Geddes pretendía traducir al castellano la obra completa, no 
culminó su propósito.


En 1792 la obra de Smith fue prohibida por la Inquisición, pero este 
edicto no impidió que finalmente se publicara una traducción española del 
libro. Efectivamente, el mismo año del edicto inquisitorial Carlos Fernando 
Martínez de Irujo, marqués de Casa Irujo (1763-1824), diplomático español y protegido de Godoy, publicaba, sin censura previa inquisitorial, el libro 
titulado Compendio de la obra inglesa intitulada Riqueza de las Naciones, hecho 
por el marqués de Condorcet y traducido al castellano con varias adiciones del 
original, impreso en la mismísima Imprenta Real. Sin lugar a dudas para 
esquivar la acción inquisitorial, el traductor no menciona en ningún momento a Adam Smith, limitándose a consignar al compendiador y traductor francés Condorcet. La traducción castellana no se hizo a partir del original inglés 
sino del compendio y traducción francesa. Generalmente se considera la traducción de Irujo decepcionante por su falta de calidad; es incluso más compendiada que el compendio francés del que parte.
Dos años después, en 1794, se publicó en Valladolid la primera traducción española completa (o mejor dicho, casi completa, como veremos) de La 
riqueza de las naciones, titulada, siguiendo literalmente el original inglés, 
Investigación de la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones. El traductor era el también diplomático Alonso Ortiz, al que ya hemos hecho referencia anteriormente, y en esta ocasión lo hizo directamente del inglés. Ortiz 
solicitó autorización al Consejo de Castilla y éste remitió el asunto a la Real 
Academia de la Historia, que aprobó la traducción con algunas modificaciones, alteraciones que finalmente la Inquisición amplió a algunas consideraciones sobre la usura. La traducción, hecha sobre la octava edición de la 
obra de Smith de 1789, incluyó estas recomendaciones, pero es de buena 
calidad, aunque edulcora algunas expresiones y añade notas a pie de página 
cuando las opiniones del traductor discrepaban de las del autor. Ésta fue la 
primera y única traducción aproximadamente completa de la obra del escocés en el Setecientos, pero se hizo una segunda edición, "muy corregida y 
aumentada", en 1805-1806. Las siguientes, ahora ya absolutamente completas, se publicaron en el siglo XX.
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7.I. La explicación del crecimiento demográfico
Las grandes cuestiones son a menudo muy fáciles de plantear pero muy difíciles de contestar. Este es el caso de la que ahora nos ocupa, es decir, las razones del crecimiento de la población española durante el siglo XVIII. Obviamente, para que una población crezca, los flujos de "entrada' han de superar 
a los de "salida' durante un período prolongado de tiempo. Entendemos por 
flujos de "entrada' a los nacimientos y a los movimientos migratorios de signo positivo, es decir la inmigración, y por flujos de "salida" a las defunciones y la emigración. Sin entrar por ahora en el estudio de los movimientos 
migratorios, el saldo vegetativo positivo puede conseguirse mediante un 
aumento de las tasas de natalidad, una reducción de las de mortalidad o 
ambas a la vez. Las tasas de natalidad pueden aumentar por un incremento 
de la nupcialidad o de la fecundidad, estando normalmente asociadas ambas 
variables. La mortalidad puede disminuir por una reducción de la mortalidad extraordinaria, de la ordinaria o de ambas. Hasta que en España tuvo 
lugar la llamada transición de la fecundidad, a finales del siglo XIX y comienzos del XX, las tasas de fecundidad se mantuvieron básicamente estables, de 
manera que hay que considerar que los cambios de estas variables fueron 
poco relevantes en el período histórico que nos ocupa. Que fueran fundamentalmente estables no significa que no registraran algunas variaciones, 
pero en todo caso fueron muy pequeñas e incapaces de explicar el crecimiento 
demográfico documentado. No parece que la nupcialidad experimentara 
cambios significativos en el siglo XVIII, tanto el celibato definitivo como la 
edad media de acceso al matrimonio, y los ligeros cambios que pudo haber, como el aumento de la edad nupcial que se ha documentado en algunos territorios y períodos, más bien actuaría en sentido contrario al del crecimiento 
de la población. Por lo que respecta a la fecundidad, las poblaciones antiguas 
europeas no registraban una fecundidad natural, sino que ésta venía determinada por un conjunto de pautas culturales, como las prácticas de amamantamiento, que disminuyen la fertilidad de la mujer durante la lactancia, 
o el cumplimiento de la recomendación eclesiástica de abstinencia sexual 
durante el Adviento y la Cuaresma. En algunos territorios se ha documentado 
una disminución del seguimiento de esta recomendación en el siglo XVIII, pero 
en todo caso el aumento de la fecundidad que pudo provocar debió ser despreciable. Lo mismo podríamos decir de las técnicas contraceptivas, apenas 
practicadas por algunas minorías, sobre todo urbanas.


Cuando John Hajnal escribió su famoso artículo sobre el modelo matrimonial europeo, caracterizado por una alta tasa de celibato y una elevada 
edad media de acceso al matrimonio, la frontera meridional europea no quedó claramente delimitada. Con datos del censo de Floridablanca, Robert 
Rowland calculó las tasas de soltería definitiva y la edad media de acceso al 
matrimonio de hombres y mujeres. La edad nupcial femenina oscilaba entre 
los 22-23 años, característica de la España central y meridional, y los 24-25 
de las regiones septentrionales atlánticas, mientras que la masculina, por lo 
general dos años más alta que la femenina, no mostraba una distribución 
territorial tan clara. La soltería definitiva, de entre el 6 y el 20 por 100 aproximadamente, tampoco se distribuía de forma tan nítida, siendo especialmente elevada en Andalucía. La investigación de Rowland, aunque metodológicamente irreprochable, no aporta resultados exactos debido a la peculiar 
distribución de edades del censo de Floridablanca y a la probable inexactitud de la estimación de las edades en el censo, ya debido a deficiencias en la 
recogida de los datos o porque en aquella época muchas personas no conocían su edad con precisión. Además, aunque el censo es en líneas generales 
de gran calidad, se ha demostrado que en algunos territorios, como Cataluña, es muy defectivo. Podemos concluir, de todos modos, que, aunque con 
variaciones regionales acusadas que examinaremos en el siguiente apartado, 
la edad matrimonial femenina era en España bastante baja en la segunda 
mitad del siglo XVIII y, aunque la soltería definitiva era relativamente elevada, se daban las circunstancias que permitían altas tasas de natalidad.
Fausto Dopico y el mismo Robert Rowland han realizado posteriormente 
un análisis más exhaustivo del censo de Floridablanca, estimando otras variables demográficas. Para ello, han utilizado el modelo teórico de poblaciones 
estables, el mismo que en su día usaron Livi Bacci y Bustelo, en una variedad algo menos estricta, el de las poblaciones semi-estables. A pesar de las 
incertidumbres acerca de la tasa de crecimiento, que estos autores sitúan entre una mínima del 2,9 y una máxima del 5,9 por 1.000, llegan a la conclusión 
de que la esperanza de vida al nacer, una estadística de la mortalidad muy 
compacta y descriptiva, debió oscilar, para los dos sexos, entre los 26 y los 
29,7 años, con un valor medio cercano a los 28. Téngase en cuenta que una 
esperanza de vida en el nacimiento de 25 años marca el límite entre una población estacionaria y otra en crecimiento. La edad media en la maternidad se situaba en 31,5 años y la tasa bruta de reproducción, el número medio de hijas que 
tiene una mujer, en 2,78 hijas. Después de adoptar una serie de supuestos razonables, estos autores estiman una tasa de fecundidad matrimonial del 263,4 
por 1.000. Esto quiere decir, explicado en términos más sencillos, que las 
mujeres españolas tenían una media de 0,26 hijos por año o, en términos 
más inteligibles, ya que no existen fracciones de persona, un hijo cada cuatro años aproximadamente, incluidas en el cómputo las mujeres casadas en 
todas las edades fértiles y también las parejas sin hijos. Se trataba de una 
fecundidad elevada, dentro de los parámetros vigentes en las sociedades del 
Antiguo Régimen.


Como veremos en el apartado siguiente, donde se examinarán los modelos regionales españoles, estos resultados se acercan bastante a los obtenidos 
por otras investigaciones que no abarcan la totalidad del territorio español. 
La proyección inversa de la población valenciana, por ejemplo, estimó para 
el quinquenio situado en torno al año 1787 una tasa de natalidad del 39 
por 1.000, una tasa de mortalidad del 31 por 1.000 y una esperanza de vida 
al nacer de 32,3 años, sólo un año superior a la estimada por Dopico y 
Rowland para este territorio (Ardit, 1991). La tasa de crecimiento, diferencia entre las de natalidad y mortalidad, era pues del 6 por 1.000, cercana a 
la estimación máxima de estos autores. Pero el País Valenciano fue el territorio español en el que más creció la población en el siglo XVIII y estos resultados no son extrapolables. La proyección inversa de la población de Gran 
Canaria ha proporcionado resultados similares para las fechas del censo de 
Floridablanca: unas tasas de natalidad y de mortalidad del 42 y el 31 por 
1.000 respectivamente y una esperanza de vida en el nacimiento de 32,8 
años (Macías, 1991).
Parece improbable, como ya se ha dicho, que las tasas de fecundidad 
experimentaran variaciones importantes en el siglo XVIII y las que hubo, determinadas básicamente por la modificación de la edad de acceso al primer 
matrimonio, quizás operaron en sentido desfavorable al crecimiento, ya que 
se han documentado aumentos de esta edad pero no descensos. Por todo ello, 
hay que concluir, como ya se observó en la primera parte del libro, que la 
principal variable explicativa del crecimiento de la población debió ser 
la mortalidad. Quedaría por delimitar si fue el descenso de la mortalidad 
ordinaria o el de la extraordinaria el principal responsable del proceso de cre cimiento y, en todo caso, cuáles fueron las razones de este retroceso. Ya hemos 
examinado en el primer capítulo de esta obra las crisis de mortalidad. Allí se 
dijo que, a pesar de la desaparición de la peste, muchas otras enfermedades 
contagiosas azotaron a la población española, de forma endémica o epidémica, durante el siglo XVIII. Pero algunos índices, como los de Flinn, sugieren que tanto la intensidad como la extensión de estas crisis disminuyeron 
en algunas regiones litorales, aunque no lo hicieron en la España interior. El 
retroceso de la mortalidad catastrófica debió ser, por tanto, un factor de primer orden en la explicación del crecimiento de la población española. Mucho 
más difícil es documentar un descenso de la mortalidad ordinaria, aunque 
algunas investigaciones locales sugieren que disminuyó, especialmente en las 
regiones litorales.


La explicación de este hecho es más problemática y no sólo a escala española, sino también europea. Las opiniones de los especialistas han estado 
encontradas durante mucho tiempo, aunque últimamente van abriéndose 
paso explicaciones más matizadas y multifactoriales. La teoría clásica, cuyo 
principal representante es Thomas McKeown, mantenía que los avances de 
la Medicina habían sido tan escasos que no podían explicar el retroceso 
de la mortalidad, que sólo podía considerarse consecuencia de la mejora de 
la alimentación. Otros autores, como Livi Bacci (1988), han mantenido que la 
alimentación no puede explicar el retroceso de las enfermedades infecciosas, 
ya que no existe una relación clara entre la mejora de la nutrición y la resistencia a estas enfermedades. Esta opinión viene contradicha aparentemente 
por la relación estadística indudable que existe entre crisis alimentarias y 
demográficas, pero se supone que la mortalidad en estas situaciones se debió 
más a la ingesta de alimentos en mal estado, al deterioro de las condiciones 
sanitarias y a los movimientos de la población, que a un debilitamiento de 
los organismos frente a los agentes patógenos debido a la subalimentación. 
Parece que la relación entre nivel alimentario y resistencia frente a las enfermedades infecciosas no es la misma en todos los casos y en algunos, como la 
peste, se ha afirmado que un individuo anémico está más protegido que otro 
bien alimentado. De todos modos, esta es una cuestión que está lejos de haber 
sido resuelta y podría ser que una buena nutrición, aunque no protegiera de 
las infecciones, sí lo hiciera de posibles complicaciones. Esto es algo que las 
gentes del siglo XVIII tenían muy claro, pero la sabiduría popular no tiene 
por que ser necesariamente correcta.
Efectivamente, los progresos de la Medicina fueron escasos, en España 
y en Europa, durante el siglo XVIII. La única enfermedad contagiosa que pudo 
ser combatida con cierta eficacia fue la viruela. La práctica de la inoculación, 
introducida al parecer en Inglaterra por lady Montague, esposa del representante británico ante la Sublime Puerta en Estambul, en 1721, consistía en infectar premeditadamente de viruela a una persona sana, a través de una 
incisión en la piel. La enfermedad así contraída era menos grave que la que 
comúnmente se propagaba por el aire y además se realizaba en condiciones 
óptimas de salud del inoculado. Una vez superada la enfermedad se adquiría inmunidad de por vida. La diferencia entre la inoculación y la vacuna descubierta por Jenner el año 1796 es que esta última consistía en la transmisión, también por vía subcutánea, de la variedad vacuna de la enfermedad, 
mucho más benigna que la humana. Aunque se desconoce la fecha exacta de 
la introducción de la inoculación en España, el hecho es que desde los años 
sesenta del siglo XVIII hubo discusiones entre los médicos al respecto y parece que también en estas fechas se hicieron las primeras inoculaciones. Algunos médicos, como Timoteo O'Scanlan, de origen irlandés, la defendieron 
con énfasis y lo mismo hicieron el obispo de Barbastro y la Sociedad Vascongada de Amigos del País. Otros la atacaron, fundándose en que muchos 
de los inoculados morían, lo cual era cierto, pero probablemente exageraron 
las cifras. Según O'Scanlan hasta 1770 se habían inoculado en España más 
de 31.000 personas, de las que tan sólo habían muerto 35, cifras que también hay que acoger con reservas. Sea como sea, la práctica de la inoculación 
abrió el camino a la aceptación de la vacuna de Jenner. Ya se ha dicho anteriormente que las primeras vacunaciones se realizaron en España, concretamente en Puigcerdá, el año 1800. La expedición filantrópica del valenciano 
Francisco Javier Balmis, entre 1803 y 1806, difundió la vacuna antivariólica por gran parte de la América española, Filipinas y algunas localidades costeras chinas.


Pero el hecho de que los únicos progresos reseñables en la lucha contra 
las enfermedades infecciosas fueran la inoculación y la vacuna (esta última 
ya fuera del siglo XVIII) no implica que la Medicina del Setecientos fuera 
absolutamente ineficaz. Aunque muchos de sus principios teóricos fueran 
incorrectos, los médicos se hallaban en posesión de un saber empírico acumulado durante siglos y muchos de sus procedimientos eran curativos. En algunas Universidades españolas, como la de Valencia, el nivel de los estudios 
médicos y farmacológicos era elevado, y en muchas se crearon cátedras de 
Clínica. Algunos profesionales de la salud entonces no integrados en la enseñanza universitaria, como los cirujanos (que al mismo tiempo eran barberos, sangradores y dentistas), las comadronas y los boticarios realizaban su 
trabajo con eficacia. La mortalidad femenina post-parto, por ejemplo, que 
ha sido estudiada en el pueblo valenciano de Llombai, era asombrosamente 
baja (Ardit, 2004). Muchos hospitales españoles eran, todavía en el siglo XVIII, 
aquella mezcla de asilos, inclusas y hospitales clínicos que arrastraban desde 
la Baja Edad Media y el siglo XVI, pero otros se especializaron en la práctica 
médica con un alto nivel de competencia, como el Hospital General de Madrid. Los Reales Colegios de Cirugía fundados en el siglo XVIII elevaron 
la calidad profesional de los cirujanos. Aun con todas sus deficiencias, la atención médica se generalizó y en muchos pueblos españoles, especialmente de 
las zonas más ricas, se extendieron los sistemas de seguros, las llamadas igualas 
o conductas, que aseguraban la atención médica a cambio de un pago anual 
a cargo de los mutualistas. Este mismo sistema fue usado en ocasiones con 
los cirujanos y boticarios.


Es indudable que el nivel sanitario de la población aumentó en el siglo 
XVIII, sobre todo, como ya se ha dicho, en los territorios más ricos. El desarrollo económico no sólo mejoró el nivel alimentario, sino también la sanidad en muchos aspectos. Algún autor ha querido ver, por ejemplo, una relación entre la difusión de la vajilla individual y los cubiertos y el aumento de 
la población. Se trata, evidentemente, de una apreciación exagerada, pero es 
muy probable que la extensión del uso de platos, vasos, cucharas, tenedores 
y cuchillos tuviera alguna incidencia en la propagación de las infecciones que 
se transmiten por el agua y los alimentos. Lo mismo podríamos decir de los 
progresos en el vestido y en el calzado, en la disposición de las viviendas, en 
el aumento de ciertas dotaciones domésticas, como, por ejemplo, las neveras (que, como su nombre indica, enfriaban con nieve), los cristales en las 
ventanas, los colchones de lana, los cortinajes y muchos otros que aparecen 
profusamente documentados en los inventarios notariales. También hay que 
referirse a ciertas disposiciones de política sanitaria. Ya antes se ha dicho cómo 
la prohibición de los arrozales en ciertas zonas valencianas o su alejamiento 
de las poblaciones contribuyó al retroceso de la malaria. Aunque hay pocos 
estudios, los lazaretos en los puertos y en algunos caminos de acceso a las ciudades también debieron de contribuir a la atenuación de las epidemias. Estos 
establecimientos ya existían desde antiguo, pero el incremento de los recursos en el siglo XVIII probablemente aumentó su eficacia.
Esta explicación multifuncional a la que se hecho referencia antes, lamentablemente no cuantificable, es la que probablemente puede dar cuenta del 
aumento de la población española en el siglo XVIII y de su desigual distribución regional, indudablemente, ligada al nivel de desarrollo económico de 
cada territorio. Tanto la Medicina como la mejora de la alimentación, la elevación del nivel higiénico-sanitario y ciertas actuaciones políticas ligadas a la 
salud contribuyeron a ello. Pero hay que tener presente que, de todos modos, 
los progresos fueron muy pequeños. Una esperanza de vida al nacer de 28 
años, como la media documentada en la España del siglo XVIII, es muy baja, 
pero con las altas tasas de fecundidad imperantes, una ligera mejora de la 
mortalidad era capaz de disparar el crecimiento demográfico.
Más difícil es averiguar el papel desempeñado por los movimientos migratorios. En el Setecientos, la emigración a América sólo fue importante en Galicia, Asturias, Cantabria y Canarias, territorios en los que dejó su impronta en la estructura de edades del censo de Floridablanca. De todos modos se 
conoce muy mal, ya que no existe información estadística. En Galicia, que 
es donde mejor se ha estudiado este fenómeno, parece que la emigración a 
América aumentó notablemente a lo largo del siglo XVIII. En la comarca compostelana, por ejemplo, sabemos, a través de protocolos notariales, que a 
mediados del Setecientos uno de cada siete hijos había emigrado a América, 
proporción que asciende a la de uno de cada tres a fines de siglo. Estos movimientos fueron ganando progresivamente terreno a la emigración tradicional a las dos Castillas, Cádiz y Portugal. En los archivos parroquiales constan las honras fúnebres de los vecinos muertos en el exterior, lo que permite 
otra aproximación al estudio del fenómeno. En el Salnés estas menciones 
alcanzan al 18 por 100 de los fallecidos en el siglo XVIII; en el Morrazo comienzan a aparecer en los años cuarenta, incrementándose en los setenta (Eiras, 
1991).


Pero, en todo caso, este movimiento de salida de población actuó en contra del crecimiento demográfico. La tradicional inmigración francesa en Cataluña, País Valenciano y Aragón de los siglos XVI y XVII, se mantuvo en el XVIII 
pero con mucha menor intensidad. La Matrícula de extranjeros de 1791 proporciona la cifra de 14.000 franceses residentes en territorio español. La 
mayoría procedían de las regiones meridionales de lengua occitana. Se dedicaban fundamentalmente al comercio. Su incidencia demográfica fue escasa. Todavía menor lo fue la de las colonias de comerciantes extranjeros establecidos en muchas ciudades españolas. En la Matrícula de extranjeros realizada 
en 1791 destacan, después de los franceses, los italianos, con cerca de 7.000 
individuos, los portugueses (2.700), los alemanes, la mayoría pobladores de 
Sierra Morena, y los malteses, un millar escaso, también mayoritariamente 
comerciantes y establecidos en el este peninsular (Salas). En total había en 
esta fecha 26.500 extranjeros en España, un 0,24 por 100 de la población a 
finales del siglo XVIII, si la estimamos en 11 millones de habitantes. De haber 
sido las cosas igual a lo largo del Setecientos, lo que es probable, no parece 
que la inmigración jugara un papel destacado en el crecimiento de la población española.
7.2. Modelos regionales
La caracterización de los modelos demográficos regionales puede hacerse 
siguiendo diversos criterios, como son las características de la evolución de 
la población y las principales variables demográficas, normalmente, aunque 
no siempre, coincidentes. Como ya se ha adelantado, el gran contraste es el que se da entre la España interior y la litoral, pero en esta última hay que 
diferenciar el modelo noratlántico y el mediterráneo, con lo que quedarían 
fijadas las grandes regiones demográficas españolas. Podrían matizarse todavía más cada uno de estos modelos y en ocasiones se hará así, pero en aras de 
la sencillez es preferible limitarse a los tres modelos señalados. Para su caracterización, los diferentes autores que se han ocupado del tema han utilizado 
información procedente de los censos, de diferentes agregaciones de series 
parroquiales y de los resultados de las monografías que han utilizado la técnica de la reconstrucción de familias. Como hasta ahora no nos hemos referido a este último método, quizás convenga informar mínimamente al lector. A partir de la información proporcionada por los registros parroquiales, 
mediante este método se reconstruyen historias familiares de forma nominativa y con esta información se calcula finalmente un conjunto muy amplio 
de estadísticas demográficas. La técnica es muy laboriosa, pero permite conocer variables demográficas muy difíciles de estimar de otro modo. Su principal inconveniente es que sólo se puede aplicar a parroquias pequeñas y generalmente rurales, por lo que sus resultados son difícilmente generalizables. 
Con un número amplio de investigaciones este último inconveniente se minimiza, pero, en España, tan sólo existe un centenar largo de estudios de este 
tipo y muchos territorios apenas están representados. Las investigaciones que 
hacen uso de la técnica de reconstrucción de familias son abundantes en Galicia, Cataluña y el País Valenciano, pero son inexistentes o casi inexistentes 
en otras regiones españolas, como Murcia y Andalucía.


José Manuel Pérez García (1994 y 2004) ha establecido con claridad las 
características de estos modelos y seguiremos en este apartado sus indicaciones. Pero en su análisis más completo se limita a la primera mitad del siglo 
XVIII, por lo que complementaremos la información que este autor aporta 
con los índices de bautismos elaborados por Enrique Llopis para todo el Setecientos.
La España noratlántica, en la que se integran Galicia, Asturias, Cantabria y el País Vasco, se caracterizó por registrar en el siglo XVIII un crecimiento 
débil, en torno a un 20 por 100, aunque con sensibles diferencias tanto cronológicas como territoriales. En general, las series de bautismos fueron más 
dinámicas en la segunda mitad del siglo que en la primera y algunos territorios, como Cantabria, experimentaron crecimientos muy débiles, siendo 
mucho más fuerte el asturiano e intermedios, de un 30 por 100, el gallego y 
el vasco. A escala local registraron mayor dinamismo las comarcas litorales 
que las interiores. Esta debilidad se explicaría por diferentes factores, como 
la dureza de las crisis demográficas en algunas zonas y la importancia de la 
emigración. En esta región imperaba el matrimonio femenino tardío, en torno a los 25-26 años de media, compensado, sin embargo, por fecundidades altas y unas tasas de mortalidad benignas. La esperanza de vida al nacer se 
situaba habitualmente por encima de los 32 años y algo más en Galicia.


La España mediterránea, integrada por Cataluña, el País Valenciano, Baleares, Murcia y Andalucía oriental experimentó en el siglo XVIII crecimientos 
muy elevados. Cataluña duplicó su población en el Setecientos, el País Valenciano lo hizo todavía algo más, siendo inferiores, aunque todavía notables, los 
crecimientos de Murcia (un 70 por 100) y de Andalucía oriental, de la que 
no poseemos datos de la segunda mitad de la centuria, pero que creció un 30 
por 100 en la primera. Las Baleares, con un crecimiento débil, algo superior 
al 15 por 100, parece que deben integrarse en este modelo por otras características de su demografía. En la España mediterránea el matrimonio femenino era precoz, entre los 22 y los 23 años y los índices de soltería definitiva 
moderados. La fecundidad era algo más elevada que en el modelo noratlántico, sobre todo en Cataluña, y la mortalidad no tan benigna como en este 
último territorio, pero mucho mejor que la imperante en la España interior. 
La esperanza de vida al nacer era generalmente de 32 años. Sin embargo, un 
rasgo característico de esta zona fue el mantenimiento de elevadas mortalidades infantiles y juveniles, especialmente altas en el tramo 1-4 años.
La España interior, en la que se integrarían también la Andalucía occidental, el País Vasco interior y Navarra, fue un territorio con muy escaso dinamismo en el Setecientos, aunque también con diferencias apreciables entre sus 
diferentes zonas. Estos territorios crecieron entre un 20 y un 30 por 100 en el 
siglo XVIII pero algunos bastante más, como Aragón, un 70 por 100, y Extremadura, un 50 por 100, según los índices de Llopis. La edad nupcial femenina era parecida a la de la España mediterránea, aunque quizás algo más baja, 
más cercana a los 22 años que a los 23. Los índices de soltería definitiva eran 
muy bajos y la fecundidad elevada. Pero lo que más caracteriza a este modelo 
es su gravísima mortalidad, tanto infantil-juvenil como adulta. Las esperanzas 
de vida al nacer raramente superaban los 25 años.
Aunque, como se ha hecho notar anteriormente, los resultados de las 
reconstrucciones de familias responden en muchos casos a circunstancias 
locales y son difícilmente generalizables, en el cuadro 7.1 se extractan aquéllos más concordantes de diferentes territorios españoles, para ofrecer así una 
imagen de conjunto aproximada de los regímenes demográficos españoles 
en el siglo XVIII.
A pesar de las más de cien investigaciones que han utilizado el método 
de reconstrucción de familias, muchos autores no lo han seguido escrupulosamente, otros han introducido variantes personales que comprometen la 
validez de los resultados y otros, finalmente, han tenido que trabajar con 
fuentes parroquiales de mala calidad. Algunos territorios cuentan con muchas 
investigaciones mientras que otros tienen muy pocas y, en algunas ocasiones, tan sólo una, de modo que no todos los datos del cuadro anterior tienen la 
misma validez. En especial, las tasas de fecundidad no siempre se han calculado con la precisión adecuada y las variables de la mortalidad adolecen en 
algunos territorios de un registro adecuado de las defunciones de párvulos. 
La edad media en el primer matrimonio de las mujeres concuerda con lo ya 
dicho anteriormente, aunque se separa de la tónica mediterránea el dato 
mallorquín, basado sin embargo en una sola investigación. Caso de poderse 
generalizar a todas las Baleares, podría explicar, al menos en parte, su inferior crecimiento demográfico en el siglo XVIII. Las tasas de fecundidad, de 
las que se representan tan sólo las de las mujeres casadas entre 20 y 24 años 
en este intervalo de edades, eran similares en toda la España litoral, con la 
excepción de las altas fecundidades catalanas, difíciles de explicar. Las bajas 
tasas vascas son consecuentes con una edad nupcial más elevada, dentro de 
un modelo demográfico que ha sido definido como "autofrenado". Eran algo 
más altas, del 400 por 1.000, en la España interior. Los cocientes de morta lidad infantil, es decir, los de los niños con menos de un año de vida, eran 
parecidos en la España noratlántica y en la mediterránea, aunque los del 
siguiente intervalo de edades, entre 1 y 4 años, que no aparecen en la tabla, 
eran más elevados en la España mediterránea. En la España interior estos 
cocientes eran mucho más altos, igual que era notablemente inferior la esperanza de vida al nacer. Ambos estadísticos muestran que la mortalidad fue la 
causa que frenó el crecimiento demográfico del interior peninsular. Sin embargo, el inferior crecimiento de la España noratlántica tiene su explicación en 
la nupcialidad, ya que la mortalidad de estos territorios fue más benigna.


CUADRO 7.1. Variables demográficas representativas de diferentes territorios 
españoles en el siglo XVIII
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Finalmente, hay que señalar que la tabla presenta el siglo XVIII como un 
todo, cuando, en realidad, debieron producirse cambios a lo largo de esta 
centuria. Es muy probable que las esperanzas de vida vigentes en la España 
interior fueran algo más altas, ya que los 24 años están en el límite de las 
posibilidades de crecimiento. De hecho, la investigación de Dopico y Rowland sobre el censo de Floridablanca proporciona resultados muy concordantes con los datos de las reconstrucciones de familias en Cataluña y, sobre 
todo, en el País Valenciano y en el País Vasco, pero que se separan notablemente de éstas por lo que respecta a la España noratlántica y el interior peninsular. La esperanza de vida gallega que calculan estos autores es más baja que 
las obtenidas en las reconstrucciones de familias, de 30,8 años, y las de la 
España interior más altas, entre 25,2 y 28,1 años. Existe todavía una cierta 
provisionalidad en este terreno y habrá que esperar a que futuras investigaciones permitan trazar un panorama más exacto.
Con el fin de comprender mejor los sutiles mecanismos que regían la 
evolución de las poblaciones podemos examinar algunos casos locales. La 
localidad valenciana de Llombai, en la comarca de la Ribera Alta, puede servir de ejemplo de la España mediterránea. Los registros parroquiales valencianos son generalmente de gran calidad, por lo que los resultados de la investigación son muy fiables. En este pueblo, la edad media de las mujeres en su 
primer matrimonio no era tan baja como, en general, se afirma de la España mediterránea, ya que era de 23,7 años y además, había aumentado año y 
medio respecto de la vigente en el siglo anterior, lo que revela cierto control 
malthusiano, es decir, que la edad nupcial respondía a los condicionantes 
económicos. El mercado matrimonial era bastante activo y muchas viudas y 
viudos volvían a casarse, especialmente si habían perdido a sus cónyuges a 
una edad temprana. El celibato definitivo era muy bajo, inferior al 3 por 100, 
y la fecundidad elevada, entre el 417 por 1.000 de las mujeres de 20-24 años 
de edad, y el 334 por 1.000 de las de 30-34, descendiendo rápidamente en 
edades superiores, como era habitual en todas partes. En su período más fértil, pues, las mujeres tenían por término medio un hijo cada dos años y medio. 
El número medio de hijos por familia completa, es decir, aquellas en que ambos cónyuges llegaban vivos a los 50 años, oscilaba entre 5 y 8, según a 
qué edad se hubieran casado las mujeres. No existe el menor indicio de que 
se utilizaran prácticas contraceptivas. La mortalidad infantil-juvenil era alta, 
sobre todo en los cinco primeros años de vida. El cociente de mortalidad a 
0 años era del 173 por 1.000 y entre 1 y 4 años del 234 por 1.000. De cada 
1.000 nacidos, 407 no llegaban a cumplir los cinco años. Aunque la mortalidad descendía bruscamente después de esta edad, así y todo, casi la mitad 
de los nacidos, exactamente 478, morían antes de alcanzar la edad nupcial. 
La esperanza de vida al nacer que se deduce de la distribución de la mortalidad vigente era de 32,3 años, casi la misma que la que calculan Dopico y 
Rowland para el País Valenciano en la fecha del censo de Floridablanca. Por 
muy terribles que puedan parecer estos parámetros demográficos, la población podía crecer bajo estas circunstancias, gracias a la elevada nupcialidad 
y fecundidad. La tasa de reemplazo era de 1,3, lo que implica un crecimiento de la población del 30 por 100 en cada generación y una más que duplicación de los efectivos demográficos en un siglo (Ardit, 2004).


El pueblo de Berres, en la comarca gallega de La Ulla, puede ejemplificar la demografía de la España noratlántica. Aquí, la edad nupcial femenina 
era bastante más alta que en el Mediterráneo, de entre 26,2 y 27,4 años según 
períodos, con tendencia a disminuir a lo largo del siglo XVIII, al contrario 
que en Llombai. En este pueblo gallego la soltería definitiva era más alta, del 
11,3 por 100, probablemente motivada por la escasez de hombres debida a 
la emigración, sólo parcialmente compensada por las concepciones ilegítimas, habidas fuera del matrimonio, aquí más elevadas que en Llombai, donde eran casi nulas. Las tasas de fecundidad eran algo más elevadas que las 
valencianas y en el período central del siglo, entre 1738 y 1779, oscilaron 
entre el 449 por 1.000 para las mujeres de 20-24 años, y el 407 por 1.000 
para las de 30-34. Aunque no conocemos detalles del número de hijos por 
familia completa por edades de la mujer en el matrimonio, aquí eran menos, 
en torno a 5, debido a la más elevada edad nupcial. Tampoco se practicaba en 
el pueblo gallego la contracepción. Conocemos peor la mortalidad, debido 
al deficiente registro de párvulos. Teniendo sólo en cuenta la mortalidad adulta, la esperanza de vida a los 20-24 años era de 37,7 años, muy similar a la 
de Llombai en ese tramo de edades, que era de 38,2. La esperanza de vida 
en el nacimiento, que tan sólo se puede estimar de forma aproximada, oscilaba entre los 31 y los 33 años, según qué hipótesis de mortalidad infantiljuvenil se adopte. La tasa de reemplazo era inferior a la valenciana y osciló 
en el siglo XVIII, entre 1,1 y 1,2, de modo que a comienzos y finales de la 
centuria cada generación sólo creció un 10 por 100 respecto a la anterior y 
en el período central, más favorable, el incremento generacional fue del 20 
por 100 (Rey Castelao, 1981).


Resulta más difícil poner un ejemplo de la España interior, ya que en la 
mayoría de las investigaciones que han hecho uso de la técnica de reconstrucción de familias falta el estudio de la mortalidad, debido a las deficiencias de los archivos parroquiales. Haremos por ello un análisis conjunto del 
pueblo de Los Molinos, situado cerca de Madrid, al pie de la sierra de Guadarrama (Soler), aunque el siglo XVIII sólo está representado por su primer 
tercio, y el aragonés de Berrueco, cercano a Daroca y a la laguna de Gallocanta (Brock). En Los Molinos la edad nupcial femenina media era de 20,5 
años y en Berrueco de 20,8, ambas muy bajas, inferiores incluso a las valencianas. En Los Molinos, la soltería definitiva femenina era bajísima, inferior 
al 2 por 100, lo que lo acerca al modelo mediterráneo, alejándolo del gallego. No conocemos tasas de fecundidad de Berrueco, pero el número de hijos 
por familia completa era muy alto, de 7, similar también al modelo valenciano. La fecundidad en Los Molinos era también elevada y osciló, en el primer tercio del siglo XVIII, entre el 492 por 1.000 de las mujeres de 20-24 
años, y el 365 por 1.000 de las de 30-34. El número de hijos por familia 
completa era en Los Molinos el mismo que en el pueblo aragonés, de 7. Lo 
que caracterizaba a este modelo demográfico era la elevadísima mortalidad. 
La esperanza de vida al nacer era de 24,4 años en Berrueco. Conocemos más 
detalles de Los Molinos. En este pueblo el cociente de mortalidad infantil 
era mucho más alto que en Llombai, del 290 por 1.000, aunque disminuía 
algo entre 1 y 4 años, donde era del 206 por 1.000. El resultado final era peor 
que el valenciano, ya que de cada 1.000 nacidos únicamente 510 llegaban a 
cumplir 5 años. Sólo cumplían 20, la edad nupcial, 324 de cada 1.000. La 
esperanza de vida en el nacimiento, de 24,4 años, la misma de Berrueco, apenas garantizaba el crecimiento de la población.
España en su conjunto pasó de una densidad media de 15 habitantes por 
kilómetro cuadrado a comienzos del siglo XVIII a 21 en 1787, pero los contrastes territoriales eran notables. En la fecha del censo de Floridablanca las 
regiones con mayor densidad de población eran las de la España noratlántica: Galicia tenía 45 habitantes por km2, Asturias 36 y el País Vasco 43. Se 
trataba de una herencia del brillante siglo XVII, ya que en el Setecientos estos 
territorios registraron crecimientos modestos. La España mediterránea, sin 
embargo, a pesar de la fuerte expansión demográfica del siglo XVIII, tenía 
densidades inferiores, aunque altas: el País Valenciano 38 habitantes por km2 
y Cataluña 28. Las densidades del interior peninsular eran mucho más bajas: 
Aragón tenía 13 habitantes por km2, Castilla la Vieja 16, Castilla la Nueva 
12 y Extremadura 10. La densidad de población andaluza, de 14 habitantes 
por km2, estaba más cerca de la de la España interior que de la mediterránea, 
y lo mismo podríamos decir del reino de Murcia, con 12.
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8.I. Las roturaciones
Un proceso de crecimiento agrario sólo puede realizarse mediante la extensión 
de la superficie cultivada o empleando técnicas más eficientes que consigan un 
mayor rendimiento de las tierras ya puestas en cultivo. En muchas ocasiones 
han tenido lugar ambos procesos y según predomine uno u otro hablamos de 
crecimiento extensivo o intensivo de la agricultura. Muchas veces se supone 
que la única vía posible de crecimiento agrario en el Antiguo Régimen era la 
extensiva, con su corolario inevitable de obtención de rendimientos decrecientes al ponerse en cultivo tierras de inferior calidad. Esto es cierto pero no 
de modo absoluto, ya que aunque las mejoras técnicas conocidas tenían un 
alcance limitado, podían sortear en ocasiones la ley de los rendimientos decrecientes. De hecho, la llamada "revolución agrícola' que se difundió por Europa por parte de los agrónomos, y que recogía las experiencias de las agriculturas holandesa e inglesa, proponía la utilización de procedimientos que estaban 
al alcance de los sistemas agrarios antiguos, como una mejor integración entre 
agricultura y ganadería, así como la introducción de rotaciones de cereal, leguminosas y pratenses que, al tiempo que regeneraban la tierra permitían la eliminación del barbecho. Había incluso fórmulas más simples, como la sustitución de la ganadería extensiva por la agricultura, el reemplazo de cultivos de 
bajo rendimiento por otros de alto rendimiento o la conversión de tierras 
de secano en regadío, por citar sólo los más importantes. De hecho, las agriculturas de la España atlántica y mediterránea los venían practicando desde 
antiguo y la llamada "revolución del maíz" se basó precisamente en la sustitución de cereales tradicionales por el nuevo cultivo llegado de América.


Sin embargo, la vía intensiva fue poco practicada en la España interior y 
aquí la extensión de los cultivos fue la vía predominante del crecimiento agrario. Se trata de un proceso deficientemente conocido, a pesar de la notable 
investigación de Felipa Sánchez Salazar, ya que, aunque las roturaciones requerían la autorización del Consejo de Castilla, muchas de ellas, probablemente 
la mayoría, se hicieron al margen de la ley. En Segovia, por ejemplo, de 2.887 
obrados puestos en cultivo en el siglo XVIII, sólo 314 lo fueron con licencia 
real, según Ángel García Sanz. Tan sólo se conocen 959 peticiones para roturar algo más de 100.000 Ha, y se ha calculado que para adecuarse al crecimiento de la población se deberían haber roturado 2,5 millones de Ha, lo que 
significa que sólo conocemos una mínima parte de las roturaciones reales (Llopis, 2002). La mayoría de las documentadas, casi todas de la España interior, 
se hicieron para el cultivo del cereal y, en una proporción mucho menor, para 
plantaciones de olivo y vid. Las tierras de mala calidad, como las predominantes en estos territorios, estaban abocadas a la obtención de rendimentos 
cada vez menores. Aunque los contemporáneos desconocían la ley de los rendimientos decrecientes, dejaron claros testimonios de este hecho. Por ejemplo, 
un vecino de Antequera declaraba en 1788 que la agricultura no prosperaba 
"porque se destinan al arado y al azadón las tierras que por lo común son poco 
a propósito para el cultivo; pues, de ordinario, el terreno destinado a apacentar ganados es el más flojo y de peor calidad, y aún áspero y pedregoso a veces 
que apenas puede dar fruto, y así se ve con frecuencia que los años primeros 
rinde tal cual fruto como tierra nueva, pero al punto se cansa y si no la abandona el labrador le trae más costa que provecho" (Sánchez Salazar).
Ya hemos hecho referencia a la legislación sobre roturas en la primera parte del libro, pero ahora la examinaremos con más detalle. A comienzos del siglo 
XVIII se dictaron algunas normas favorables a los rompimientos, aunque muy 
limitadas. Una Real Cédula de 1 de diciembre de 1714 los autorizaba en las 
dehesas extremeñas, pero los ganaderos mesteños no perderían su derecho de 
posesión por este motivo. Hubo muchas quejas de los ganaderos trashumantes y el Real Decreto de 30 de diciembre de 1748 prohibió las roturaciones en 
dehesas acotadas y pastos comunes. Se reiteraba además que el Consejo de Castilla no podría conceder autorizaciones "sin urgentísima causa". Las dehesas 
roturadas entre 1728 y 1748, tanto si se habían puesto en cultivo con autorización como si no, debían restituirse a dehesas de pasto. Carlos III, al comienzo de su reinado, siguió la misma política favorable a la ganadería y por provisión de 19 de abril de 1762 volvió a prohibir las roturas en los montes.
Como ya hemos visto, a instancia del corregidor de Badajoz se dictó la 
Real Provisión de 2 de mayo de 1766, que autorizaba los repartos de tierras 
concejales en Extremadura a los vecinos menos favorecidos, esto es, a los braceros o senareros (cultivadores pobres a los que se repartían tradicionalmen te suertes para rozarlas o cultivarlas temporalmente) y labradores de una yunta, dos o tres, por este orden de preferencia. Se les daban en arriendo, con la 
condición de que no cesaran el cultivo ni dejaran de pagar la renta en dos años 
y con prohibición de subarrendarlas. Otras disposiciones, de 12 de junio y de 
29 de noviembre de 1767, extendieron los repartos, la primera a La Mancha 
y la segunda a toda España. Como surgieron dudas en su aplicación, una Real 
Provisión de 11 de abril de 1768 establecía que debía repartirse la mayor cantidad de tierra posible entre el mayor número de vecinos, a excepción de los 
eclesiásticos. Se explicaba que la finalidad de los repartos era "el común beneficio, el fomento de la agricultura y suplir a los senareros y braceros industriosos la falta de terreno propio que cultivar". Las suertes debían ser de ocho 
fanegas y la renta se habría de pagar en especie. La Real Provisión de 26 de 
mayo de 1770 modificó algunas condiciones. Ahora no se podía dejar de cultivar la suerte ni un solo año y, acabado el plazo de la cesión, regresaría al fondo común del reparto. También cambiaba el orden de adjudicación y la superficie de tierra repartida. En primer lugar, a los labradores de una a tres yuntas 
sin tierra suficiente se darían ocho fanegas por yunta. Después a los braceros 
y senareros se otorgarían tres fanegas inmediatas a la población. Estas leyes 
examinadas se dictaron para toda España, pero el Real Decreto de 28 de abril 
de 1793 se hizo sólo para Extremadura. Teniendo en cuenta la abundancia de 
tierras incultas, refugio de fieras y forajidos, se disponía que se distribuyeran, 
con arreglo a la Real Provisión de 1770, a las personas que las solicitasen para 
ponerlas en cultivo. Como la roturación de estos eriales se suponía que iba a 
ser costoso, la ley posibilitaba que los consiguieran los vecinos más acomodados, con franquicias fiscales durante diez años (Sánchez Salazar).


Las roturaciones estuvieron muy condicionadas por las instituciones y 
grupos sociales que controlaban la reserva de tierras. En Galicia, Cataluña 
y el País Valenciano éstos estuvieron interesados en los rompimientos, pero 
en las dos Castillas, Extremadura y Andalucía muchos señores se opusieron, 
ya que no participaban de la recolección de diezmos y "estaban interesados 
en frenar los rompimientos en suelos concejales, ya que una apreciable extensión de cultivos les perjudicaría en tanto que oferentes de productos agrícolas y en tanto que rentistas". También estaban en contra, como hemos visto, 
los ganaderos, especialmente la Mesta, y Llopis habla incluso de la existencia de un "frente antiroturador" hasta la guerra de la Independencia. El clero, en cambio, era favorable a las roturaciones, ya que implicaban un aumento de su percepción decimal (Llopis, 2002; 2004).
Aunque en las agriculturas catalana y valenciana, las más dinámicas del 
siglo XVIII, la vía intensiva fue la predominante, también las roturaciones fueron muy importantes. Muchos testigos del crecimiento agrario de estos territorios en el Setecientos documentan insistentemente la extensión de cultivos por tierras pantanosas y laderas montañosas como un fenómeno característico. Así lo hacen Francisco Zamora en Cataluña o Antonio José Cavanilles en 
el País Valenciano. Sin embargo, muchos de estos procesos extensivos implicaron algún tipo de intensificación, ya que en muchas ocasiones no se trató 
simplemente de desbrozar una extensión de monte, ararla y sembrarla, sino 
que la puesta en cultivo de nuevas tierras exigió a menudo importantes inversiones. Este fue el caso de las bonificaciones de tierras pantanosas, que exigían 
su desecación permanente mediante la construcción de costosas infraestructuras de drenaje, o la extensión de los cultivos en las laderas montañosas, que 
precisaba del abancalamiento de éstas, mediante la construcción de muros de 
piedra para la contención de la tierra, práctica ésta muy rara en la España interior. En muchas ocasiones, incluso la tierra se traía desde las llanuras.


Que catalanes y valencianos extendían el cultivo hasta la cima de los montes es un tópico que repiten todos los observadores. Obviamente, el cultivo 
en terrazas debía ser un rasgo muy característico del paisaje que no podía pasar 
desapercibido. Así lo señalaron Francisco Zamora, Arthur Young, Alexandre 
Laborde, Antonio José Cavanilles y muchos otros. Fue la forma extensiva de 
crecimiento agrario más practicada y venía determinada por la orografía. Tenía 
costes iniciales muy elevados y debió financiarse en buena medida por la autoexplotación campesina, pero no se trató de una vía irracional en aquel momento. Una vez hecha la inversión inicial, de abancalamiento y plantación, el mantenimiento de las tierras no era excesivamente costoso, especialmente en el 
caso del algarrobo y el olivo. Los señores feudales la alentaron, ya que implicaba un aumento de sus rentas, pero hubo una gran resistencia al pago de 
prestaciones señoriales por las tierras roturadas y los archivos judiciales están 
llenos de procesos por esta causa. Como en su día afirmó Pierre Vilar, no hay 
una sola comarca catalana (y habría que añadir que tampoco valenciana) de 
la que no se posean testimonios de extensión de los cultivos.
No pensemos, sin embargo, que toda la superficie susceptible de cultivo 
estaba ocupada, a pesar de que algunas manifestaciones de observadores entusiastas lo puedan hacer pensar. También son abundantes los testimonios de 
los desiertos, las extensas superficies ocupadas por el bosque o el matorral, a 
menudo difíciles de atravesar por la deficiencia de los caminos o por la presencia de bandoleros. Tanto Arthur Young como Jean Francois Bourgoing 
dejaron algunos testimonios bastante elocuentes de las amplias soledades que 
todavía existían en Cataluña. Antonio José Cavanilles, a pesar del amor 
que profesaba a su país, era también consciente de que quedaba todavía a finales del Setecientos mucho espacio por cultivar en tierras valencianas.
Por lo general, no hubo graves conflictos con los ganaderos y, cuando los 
hubo, el enfrentamiento se resolvió siempre a favor de la agricultura. Aquí no 
fue precisa la ayuda de la legislación ilustrada, ya que las normas consuetudi narias que ordenaban los espacios agrícolas y de pastos no dejaban lugar a dudas 
y eran universalmente aceptadas. Los cultivos eran prioritarios y los ganados 
tenían que aceptar todo un conjunto de limitaciones en sus movimientos, cuya 
contravención se castigaba, a menudo, con penas muy duras, como el degüello 
de cierto número de reses. Muchas de estas normas, hasta donde sabemos, fueron ratificadas en el siglo XVIII por el Consejo de Castilla, que dio fuerza legal 
a ordenanzas locales basadas en la costumbre y en la legislación foral abolida.


En la mayoría de los casos, estas superficies ganadas para la agricultura 
no se dedicaron al cereal sino a cultivos comerciales, como la viña, el olivo, 
el algarrobo o el almendro. El rosellonés Francois Jaubert, barón de Pacá, 
que visitó la España oriental a comienzos del siglo XIX, observó este fenómeno en las tierras septentrionales valencianas y dejó escrito que "las partes 
más elevadas de los terrenos que dominan a Vinaroz y Benicarló están cubiertas de algarrobos, olivos y viñas, cultivos que la mano del hombre jamás 
hubiera emprendido si las bellas huertas que circundan el mar no les hubiesen, de antemano, cubierto todas sus necesidades y proporcionado los capitales necesarios para empresas tan arriesgadas". En efecto, y a diferencia de 
los sistemas agrarios de la España interior, en los regadíos catalanes y valencianos se cultivaban muchos granos, destinados en parte a la subsistencia, 
mientras que los secanos se destinaban fundamentalmente a cultivos comerciales. Según el mismo Jaubert, las dos terceras partes de la producción de 
trigo valenciana procedían de los regadíos.
Las tierras pantanosas son un rasgo casi obsesivo del paisaje litoral valenciano y catalán. En ellas se hizo también un gran esfuerzo roturador, pero, 
en este caso, las tierras pasaban directamente de ser erial o pastizal a regadío. 
La inversión inicial era también elevada, ya que se precisaba de una compleja 
red de canales, que eran al mismo tiempo de riego y de drenaje. Si seguimos 
un orden expositivo de sur a norte, habría que señalar las bonificaciones promovidas por el cardenal Belluga a comienzos del siglo XVIII en el Bajo Segura, a las que ya nos hemos referido; las de la Albufera de Valencia; las del delta del Ebro y las de los llanos del Ampurdán, por citar sólo las bonificaciones 
más importantes. Muchas de estas tierras se destinaron al cultivo del arroz, 
aunque no fue éste el único. El cultivo de la barrilla, por ejemplo, fue importante en la Vega Baja del Segura y en el delta del Ebro.
8.2. La agricultura intensiva noratlántica
La agricultura intensiva de la España noratlántica no era un fenómeno nuevo del siglo XVIII, sino que procedía de los anteriores, de fines del XVI y del 
XVII. Su instrumento fundamental fue el maíz, cereal americano de elevado rendimiento que sustituyó rotaciones anteriores ya existentes que combinaban un cereal de invierno, principalmente el centeno, y un cereal de primavera como el mijo, que dio precisamente nombre al maíz en gallego. Se trataba de un sistema agrario muy íntimamente ligado a la ganadería y al monte, 
que proporcionaban el abono necesario, obtenido de excrementos animales 
o de desechos orgánicos vegetales, principalmente del tojo, para mantener el 
cultivo continuo sin barbecho. La cabaña ganadera gallega era muy importante a mediados del siglo XVIII, según el catastro de Ensenada: las cabezas 
ovinas llegaban a 4 millones, el 16 por 100 del total de la Corona de Castilla, y la vacuna, con 920.000, alcanzaba el 31 por 100.


Aunque la eficiencia de este modelo agrario era muy diversa según los 
territorios, en las comarcas litorales, las más avanzadas, llegó a conseguir resultados homologables con los de las agriculturas europeas más desarrolladas. 
En las comarcas occidentales los rendimientos del maíz oscilaron entre los 
19,5 y los 23,6 H1/Ha. Sin embargo, según los historiadores gallegos, la precocidad de este territorio favoreció un temprano proceso de crecimiento de 
la población que, unido a la permanencia de estructuras sociales que situaban a los campesinos en situación de dependencia y prácticas hereditarias 
igualitarias, provocaron su agotamiento en el XVIII.
Fue parecido el desarrollo agrícola asturiano y cántábro, aunque en este 
caso no se alcanzaron los niveles gallegos. También aquí el cultivo del maíz 
se había extendido desde finales del siglo XVI, dando lugar a la implantación 
de un modelo agrario avanzado, con rotaciones de cereal de invierno y cereal de 
primavera, con la consiguiente desaparición del barbecho. También aquí el 
fenómeno fue más relevante en las comarcas litorales que en las interiores, 
donde el modelo de crecimiento extensivo siguió siendo el predominante. 
También en este caso la agricultura se integró bien con la ganadería y los 
recursos de la montaña, de los que se obtenía el abono necesario. Igual que 
en Galicia el modelo se agotó en el siglo XVIII, se extendió el minifundio y 
se impulsó la emigración.
En el caso del País Vasco hay que señalar importantes contrastes territoriales entre el norte húmedo, la zona del maíz por excelencia, la llanada alavesa cerealista y La Rioja alavesa, en la que se extendieron la vid y el manzano. Sólo la primera zona corresponde al modelo de la agricultura intensiva 
noratlántica, muy similar a la gallega, asturiana o cántabra. En los años setenta del siglo XVIII, en la zona holohúmeda del País Vasco, el maíz representaba el 60 por 100 de la producción cerealista.
En la España noratlántica hay que establecer una importante distinción 
entre las tierras litorales, donde los sistemas agrarios intensivos se desarrollaron ampliamente, de las interiores, con una agricultura más tradicional. 
Como en la cornisa cantábrica las montañas están generalmente más cerca de la costa que en la Galicia atlántica, estos sistemas agrarios avanzados tuvieron un desarrollo más limitado territorialmente. En las tierras bajas, pues, 
dominaba un modelo agrícola que descansaba en el monocultivo, o cuasimonocultivo, del maíz, combinado con una abundante ganadería y practicado en pequeñas explotaciones con un tamaño medio de 1,5 Ha. El sistema necesitaba, pues, de una buena integración entre agricultura y ganadería, 
así como entre los espacios culto e inculto, ya que el monte proporcionaba 
importantes cantidades de abono vegetal. Los rendimientos eran elevados, 
de entre 16 y 28 H1/Ha, y las rotaciones complejas. Así, las peores tierras conseguían dar una cosecha anual y las mejores cuatro o cinco en un período de 
tres años. El suroeste galaico unía, a las características mencionadas, el hecho 
de poseer sistemas de regadío de mediana entidad, con lo que se conseguían 
rendimientos cerealísticos todavía mejores. Uno de los cultivos que habitualmente entraba en las rotaciones era el lino, que proporcionaba la materia prima de una importante industria rural, como ya hemos estudiado.


En las tierras interiores, generalmente por encima de los 300 m de altitud, el sistema agrario era muy diferente. El espacio cultivado se reducía y la 
rotación dominante era la bienal, aunque en algunas comarcas, como por 
ejemplo la gallega de Mondoñedo, el maíz seguía siendo el cultivo predominante. Los rendimientos eran más bajos, de entre 16 y 18 H1/Ha, aunque 
todavía excelentes. Aquí, sin embargo, la ganadería estaba más extendida y 
los prados permanentes tenían bastante importancia, así como la propiedad 
comunal. La inferior producción agrícola se compensaba, pues, con una superior producción ganadera. A medida que las tierras ganaban en altitud esta 
solución ganadera se iba haciendo predominante. Así ocurría, por ejemplo, 
en las comarcas asturianas de los vaqueiros, con patrimonios de entre 40 y 
50 animales por propietario, que realizaban cortas trashumancias entre los 
pastos veraniegos de la alta montaña y los invernales próximos al domicilio. 
Lo mismo podríamos decir de otros territorios cántabros y navarros, como 
la Liébana, la Barranca Navarra o el valle de Baztán, con unos sistemas agrícola-ganaderos en los que predominaba la segunda actividad.
Estaban, finalmente, las tierras llanas interiores, como las lucenses, la llanada alavesa o la Ribera Navarra, donde el cereal predominante era el centeno 
o el trigo. Aquí dominaba la rotación bianual de año y vez, y los rendimientos 
muchos más bajos, entre los 8 y 12 H1/Ha. Las explotaciones eran más grandes, entre 3 y 5 Ha, pero, así y todo, insuficientes para la autosubsistencia, de 
modo que la actividad agrícola se complementaba con una ganadería importante, que raramente bajaba de las 30 cabezas por explotación. Aquí, sin embargo, la ganadería estaba mucho peor integrada con la agricultura.
El estancamiento del sistema a fines del siglo XVIII se superó en parte 
con la ampliación de los prados, como sucedió en Cantabria, o mediante una mejor integración entre el espacio culto e inculto, que permitió un abonado más intenso, como ocurrió en el Bajo Miño. Sin embargo, estos progresos documentados no fueron capaces de detener la emigración (Pérez 
García, 2007).


8.3. La agricultura intensiva mediterránea
La agricultura intensiva mediterránea quedó limitada fundamentalmente a 
Cataluña y el País Valenciano, aunque pueden encontrarse pequeñas áreas 
en la región murciana y en algunas huertas aragonesas y andaluzas, fundamentalmente la vega de Granada. A pesar de tratarse de un modelo agrario 
caracterizado por el cultivo continuo, los elevados rendimientos y una orientación comercial de la producción, el cereal era todavía el cultivo hegemónico y sólo experimentó un ligero retroceso a finales del siglo XVIII ante el 
avance de la viña en el secano y las hortalizas y los frutales en el regadío. A 
pesar de que los cereales tradicionales, como ya hemos examinado en la primera parte de este libro, se cultivaban en todas las comarcas, se observa en 
el Setecientos una clara tendencia a la especialización. Existen pocos datos 
sobre rendimientos, pero en regadío, cuando había abundancia de abonado, 
se alcanzaban los 24 H1/Ha en las mejores tierras. Era característico de estas 
agriculturas la hegemonía del trigo, siendo muy secundarios el centeno, la 
avena y otros cereales. Por otro lado, como también hemos visto, el maíz y 
el arroz experimentaron una notable expansión en el siglo XVIII. Los rendimientos del arroz eran muy altos, oscilando entre los 40 y los 80 H1/Ha, a 
los que habría que añadir los del trigo cuando ambos cereales se cultivaban 
en un mismo año, lo que se conseguía con cierta frecuencia en las tierras más 
ricas y con mayor disponibilidad de abonos. El agrónomo José Antonio Valcárcel escribe, por ejemplo, que en Xátiva "se han dedicado mucho a cultivar el arroz de plantado en rastrojera, de suerte que no dejan holgar la tierra, 
de la qual logran todos los años dos cosechas; así que siegan y sacan el trigo, 
labran y abonan el campo, según se ha expuesto, para plantarlo de arroz".
Los cultivos de huerta, es decir, hortalizas y frutales, se cultivaban en toda 
España en pequeñas parcelas regadas cercanas a la vivienda y se destinaban 
fundamentalmente al autoconsumo. Sin embargo, tanto en Cataluña como 
en el País Valenciano, en el entorno de las grandes ciudades, estas producciones se destinaban al mercado. En muchos casos estos cultivos convivían, 
intercalados o en rotación, con cultivos industriales, como el lino, el cáñamo o la morera. En especial, en el País Valenciano las moreras se plantaban 
frecuentemente en los márgenes de los campos, proporcionando al agricultor una cosecha suplementaria, que se comercializaba en su totalidad. El cultivo de este árbol daba una fisonomía característica a muchas huertas catalanas, valencianas, aragonesas y murcianas, al mismo tiempo que imponía 
un ritmo peculiar al trabajo agrario. Entre los meses de marzo y mayo gran 
parte del trabajo campesino, especialmente de mujeres y niños, se centraba 
en el cuidado de los gusanos de seda, criados en estancias de la casa rural 
especializadas en esta ocupación. En el mes de mayo, cuando el gusano forma el capullo, toda la familia cosechera se dedicaba exclusivamente, durante algunos días de trabajo muy intenso, a la obtención de la primera hilaza 
de seda, que después se vendía a los artesanos sederos o a los grandes comerciantes que compraban esta materia prima y después la distribuían.


En todas las huertas, siempre que había disponibilidad de abonos, que 
como veremos eran de origen muy variado, se practicaban rotaciones intensivas que normalmente proporcionaban cuatro cosechas en dos años, aunque con una gran variación según comarcas y cultivos. Por todo ello, en las 
mejores tierras el barbecho retrocedió e incluso desapareció. Donde se mantenía, en la mayor parte de las ocasiones se trataba de lo que hemos llamado 
un barbecho vivo, ya que la tierra se trabajaba varias veces durante el período de reposo y, al menos en el País Valenciano, no siempre estos barbechos 
quedaban libres para el pasto de los ganados. En ocasiones se sembraban 
habas o rábanos que después se araban y abonaban la tierra, práctica común 
en los arrozales valencianos.
Una de las principales virtualidades que habitualmente se han atribuido 
a la revolución agrícola inglesa ha sido el establecimiento de una estrecha 
complementariedad entre agricultura y ganadería, que proporcionaba el abono imprescindible para una agricultura intensiva. Como veremos inmediatamente, en la agricultura catalana y valenciana esta complementariedad también se daba, aunque quizás no en la misma medida. Pero los abonos, de los 
que había una necesidad imperiosa, se obtenían de una gran diversidad de 
fuentes, como podían ser los residuos urbanos, los procedentes de la descomposición de leguminosas, las algas e incluso restos industriales, como los 
tejidos, y no tan sólo del ganado. En las ciudades valencianas, por ejemplo, 
los residuos dejados en las calles por las caballerías y restos vegetales eran 
recogidos sistemáticamente y se destinaban al abonado de los campos. En 
ocasiones, la obtención de fertilizantes tenía unos costes muy altos, sobre 
todo por la utilización habitual de mano de obra infantil que recogía estiércol por caminos y calles, pero el uso de la mano de obra infantil en los trabajos del campo era habitual e incluso existían tarifas consuetudinarias de 
salarios para los niños.
Las relaciones entre agricultura y ganadería eran, en Cataluña y el País 
Valenciano, al mismo tiempo complementarias y contradictorias. Los ganados podían hacer daño a los campos y a la infraestructura del riego, pero al mismo tiempo eran indispensables. De aquí que las ordenanzas rurales establecieran una compleja normativa sobre el movimiento de los rebaños. Las 
huertas catalanas y valencianas, igual que las murcianas, estaban generalmente abiertas, pero la entrada de los ganados estaba muy limitada y, de 
hecho, salvo casos muy concretos, absolutamente prohibida. Los ganados tan 
sólo podían moverse con total libertad por los "emprius" o montes blancos 
y, en el caso de los rebaños locales, por los llamados "bovalars" o redondas. 
El ganado local, estante o estabulado, era bastante abundante y el de labor 
mucho más de lo que se había supuesto hasta ahora: a través de los inventarios parece deducirse que la mayor parte de los agricultores poseían uno o 
dos animales, y los acomodados muchos más. El mercado de animales de trabajo era muy activo y ha dejado un rastro abundante en la documentación 
notarial. La trashumancia, pirenaica, interior y aragonesa en Cataluña, aragonesa y castellana en el País Valenciano, era muy importante, aunque el 
número de cabezas desplazadas no igualaba a las de la Mesta castellana. Conocemos bien los movimientos de los rebaños trashumantes entre la montaña 
turolense y el País Valenciano, pero no disponemos de datos precisos para el 
siglo XVIII. En el XVI y el XVII invernaban en este último territorio entre 
160.000 y 270.000 cabezas anuales de ganado forastero y todo hace pensar 
que en el siglo XVIII debió mantenerse este trasiego ganadero e incluso debió 
incrementarse. Además de rentas, que percibían los municipios o los señores, estos animales dejaban gran cantidad de estiércol, que generalmente se 
comercializaba. Esta complementariedad entre agricultura y ganadería, inexistente o poco relevante en la España interior, ha sido también documentada en la región murciana. Pero aquí, como en toda Castilla, las limitaciones al movimiento de los rebaños eran menos estrictas y se practicaba el 
pastoreo libre en los barbechos. Las tierras murcianas eran también uno de 
los invernaderos de los ganados mesteños castellanos.
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9.1. Señorío, mayorazgo y amortización
Como ya hemos visto, uno de los obstáculos al desarrollo agrario frecuentemente denunciado por los agraristas ilustrados era la existencia de un mercado de la tierra muy limitado por los mayorazgos, los vínculos, el señorío y 
la amortización eclesiástica. Pero esta afirmación, cierta para la Corona 
de Castilla, habría de ser muy matizada por lo que respecta a los territorios de 
la antigua Corona de Aragón. Efectivamente, las estructuras señoriales castellanas y aragoneses, aunque tenían muchos puntos en común, se diferenciaban en algunos aspectos esenciales.
La más importante era la extensión de la cesión enfitéutica de la tierra. 
Aunque ésta no era desconocida en la Corona de Castilla y de hecho estaba muy generalizada en sus territorios septentrionales, lo estaba mucho más 
en la Corona de Aragón. Aunque no disponemos de información detallada al respecto, era hegemónica en la Cataluña oriental, muy importante en 
la Cataluña occidental, el País Valenciano y Aragón, pero mucho menos 
en el antiguo reino de Mallorca. Conviene precisar el significado de la cesión 
enfitéutica, porque existe cierta confusión al respecto entre los historiadores. No se trataba de una cesión del usufructo ni era parecida al arrendamiento, como a veces se cree, sino que transmitía un derecho de propiedad. Sin emplear tecnicismos jurídicos podemos afirmar que la institución 
enfitéutica partía de la existencia de dos derechos de propiedad jerarquizados sobre un mismo bien: el dominio directo y el dominio útil. Cuando 
el titular de un bien acumulaba ambos dominios tenía la propiedad plena 
de dicho bien. Sin embargo, podía ceder a otra persona, física o jurídica, el dominio útil manteniendo en su poder el directo. En esto consistía la 
cesión enfitéutica.


El titular del dominio útil tenía un derecho de propiedad sobre el bien 
cedido, generalmente una casa o una tierra, pero ésta no era una propiedad 
plena, ya que tenía que aceptar el dominio superior del dueño directo, y en 
su virtud debía pagarle un censo anual, en dinero, en especie o de ambas 
maneras, y someterse a ciertas prerrogativas inherentes a la propiedad directa, las más importantes de las cuales eran los derechos de luismo y fadiga. El 
luismo o laudemio era una cantidad que el amo directo cobraba por cada 
transmisión inter vivos del dominio útil, y la fadiga era el derecho de prelación o tanteo que tenía el dueño directo en dichas transmisiones. En virtud 
de ambos derechos el dueño útil debía comunicar al directo su intención de 
vender el bien, tanto para el pago del luismo correspondiente como para el 
eventual ejercicio del derecho de fadiga. Estas últimas prerrogativas fueron 
muchas veces ignoradas por los dueños útiles, sobre todo en la segunda mitad 
del siglo XVIII, y existen muchas quejas al respecto.
Por lo demás, el dueño útil tenía todos los derechos inherentes a la propiedad: no sólo podía usar del bien cedido con total libertad, sino que lo 
podía enajenar, por vía de compraventa, donación o permuta, y podía transmitirlo en herencia. En la Corona de Aragón las enfiteusis eran generalmente 
perpetuas, de modo que el dueño útil o enfiteuta consideraba la tierra o la 
casa que poseía en dominio útil como una propiedad, aunque con las limitaciones antedichas. Las enfiteusis temporales eran más raras. No se conocen en el País Valenciano, pero existían en Mallorca y en Cataluña. La enfiteusis temporal más conocida era la cesión de un viñedo que en Cataluña se 
conocía como de rabassa morta. En este caso, la cesión enfitéutica de la tierra tenía una duración determinada por la vida de una tercera parte de las 
cepas, aunque los campesinos rabassaires eludían a menudo esta circunstancia empleando la técnica del acodo para que una cepa antigua diera lugar a 
una nueva y prolongar de este modo su vida de manera indefinida. Esta situación se planteó ante la Audiencia de Barcelona en el siglo XVIII y una sentencia de 1756 limitó la duración de estas cesiones a 50 años si no moría antes 
una tercera parte de las cepas, pero las tensiones entre propietarios y rabasaires continuaron, llegando hasta la Segunda República. En Cataluña también 
se practicaba la subenfiteusis, desconocida en el País Valenciano. Un dueño 
útil podía ceder a su vez en enfiteusis la casa o la tierra que poseía a otro, convirtiéndose así en dueño directo de la parte de dominio que le correspondía.
La conclusión importante que hay que derivar de este hecho es que como 
el dominio útil era un derecho de propiedad, el señorío no obstaculizaba el 
mercado de la tierra. Las propiedades útiles se compraban y se vendían y, de 
hecho, todos los estudios locales que han utilizado protocolos notariales han documentado numerosísimas compraventas. Aunque existieran vínculos o 
fideicomisos, nobiliarios o plebeyos, si éstos afectaban tan sólo a la propiedad directa, los dominios útiles seguían activos en el mercado. Un caso distinto lo constituían las propiedades plenas, abundantes en Cataluña occidental, el País Valenciano, Mallorca y Aragón. Si estaban vinculadas, 
efectivamente quedaban fuera de la circulación, pero los vínculos de la Corona de Aragón, a diferencia del mayorazgo castellano, eran mucho más fáciles de deshacer, bastando una sentencia de la Audiencia y no la autorización 
directa del rey. Aunque el antiguo reino de Valencia, a diferencia de Aragón, 
Cataluña y Mallorca, quedó despojado de su derecho privado en 1707, no 
todas las instituciones forales desaparecieron y en el siglo XVIII los vínculos 
siguieron constituyéndose generalmente a la vieja usanza.


En la Corona de Castilla también existía la enfiteusis, conocida como 
foro en Galicia, Asturias y León. Aunque las cesiones enfitéuticas eran abundantes en los territorios septentrionales, escaseaban más en la submeseta sur 
y todavía más en Andalucía. El señorío solariego castellano se basaba en 
la propiedad nobiliaria plena y no en la cesión enfitéutica. Por esta razón, las 
vinculaciones eran un serio obstáculo para el desarrollo del mercado de 
la tierra. Además, el mayorazgo castellano, tal como quedó regulado en las 
Leyes de Toro de 1505, se separaba en algunos aspectos importantes del vínculo 
aragonés: no se podía establecer sobre el dominio útil y sólo se podía deshacer por licencia real. Sin embargo, según la ley 27 de Toro se podía fundar 
sobre el tercio de mejora y el quinto de libre disposición sin licencia real, de 
modo que, dependiendo del número de herederos, podía afectar a casi la 
mitad de los bienes. Es lo que se conocía como mayorazgo corto (Clavero, 
1974). Cuando los ilustrados denunciaban la estrechez del mercado de la tierra debido a las vinculaciones lo hacían desde una óptica fundamentalmente castellana.
Un caso especial de vinculación era la de los bienes municipales, de propios o comunales. Estos eran poco importantes en Cataluña, el País Valenciano y Baleares, donde los municipios tenían generalmente pocas propiedades y los comunales apenas eran relevantes. La propiedad municipal y 
comunal sin embargo era importante en el reino de Aragón y en la Corona 
de Castilla, sobre todo en sus territorios septentrionales. Se trataba de bienes amortizados en poder de los pueblos. Normalmente se distinguía entre 
bienes de propios, que pertenecían a los municipios, y propiamente comunales o de uso colectivo, como algunas dehesas, montes y baldíos. Ya hemos 
visto cómo la Corona alentó en el siglo XVIII la cesión en arrendamiento de 
los propios municipales. Por lo que respecta a los montes y baldíos, tanto 
Fernando VI como Carlos III dictaron numerosas disposiciones, que ocupan los libros 23 y 24 del libro séptimo de la Novísima Recopilación. En estas normas se fomentaba su conservación y repoblamiento, en parte para 
atender las necesidades de la construcción naval.


La propiedad eclesiástica amortizada tenía más características comunes 
en la Corona de Castilla y en la de Aragón, pero tampoco era exactamente 
igual. A falta de datos no conocemos la magnitud de la propiedad amortizada en la Corona de Aragón, pero en este territorio la adquisición de propiedades por las llamadas manos muertas tropezaba con más dificultades que 
en Castilla. Desde tiempos medievales estaba vigente el llamado privilegio 
de amortización o licencia real que debían obtener las instituciones eclesiásticas para adquirir bienes, tanto por vía de compraventa onerosa como de 
donación graciosa. El privilegio estuvo vigente durante todo el siglo XVIII, 
incluso en el antiguo reino de Valencia a pesar de la pérdida de su derecho 
privado, ya que los fueros que afectaban a las regalías del monarca quedaron 
excluidos de la abolición. A pesar de la vigencia del privilegio de amortización, las instituciones eclesiásticas adquirían bienes fuera de los límites establecidos por los privilegios concedidos y estos excesos se ponían al descubierto en las visitas de amortización que se realizaban periódicamente y se 
saldaban con el pago de los derechos de amortización y sello. Lo mismo ocurría con las ventas. Aunque en teoría las instituciones eclesiásticas debían solicitar autorización para vender, de hecho no siempre lo hacían y hay documentadas muchas ventas de este tipo. Aunque no se puede afirmar con 
rotundidad, no parece que, al menos en Cataluña y el País Valenciano, la 
amortización supusiera un serio obstáculo para el mercado de la tierra, aunque de todos modos la Iglesia nunca llegó a vender sus mejores predios.
En la Corona de Castilla no existían cortapisas a la amortización eclesiástica. En este caso tenemos información precisa acerca de la propiedad 
eclesiástica a mediados del siglo XVIII a través del Catastro de Ensenada: la 
Iglesia tenía propiedades considerables, que representaban el 12,3 por 100 
de la tierra y el 35 por 100 del producto agrícola. El concordato de 1737 
estableció, en su artículo octavo, que las nuevas adquisiciones eclesiásticas 
pagaran los mismos tributos y cargas que los laicos, ya que la Iglesia estaba exenta de pagar impuestos, pero esta disposición no se cumplió, como 
lo atestiguan las numerosas reiteraciones legislativas. Los tímidos intentos 
ilustrados por frenar el proceso amortizador, como el propuesto por Campomanes en el Tratado de la Regalía de Amortización, pretendían establecer el modelo aragonés del privilegio. Una Real Cédula de 1795 determinó, como ya hemos visto en la primera parte del libro, que los bienes raíces 
que recayeran en manos muertas pagaran un impuesto del 15 por 100. 
También en el siglo XVIII tuvieron lugar las primeras desamortizaciones de 
la historia española. La primera fue la venta de las temporalidades de los 
jesuitas a partir de su expulsión el año 1767. La segunda, la llamada desa mortización de Godoy, y otras medidas similares del reinado de Carlos IV 
ya se estudiaron anteriormente.


Las medidas adoptadas por los gobernantes ilustrados respecto a la vinculación y los mayorazgos fueron muy tímidas e insuficientes, quedando limitadas a la Real Cédula de 14 de mayo de 1789, que consolidaba los grandes 
mayorazgos existentes, restringía los pequeños y limitaba la creación de nuevos. Por lo que respecta a los baldíos y propios municipales, un Real Decreto de 8 de octubre de 1738 ordenaba la enajenación de "baldíos y despoblados", pero la medida levantó muchas quejas de los privilegiados y Fernando 
VI sancionó otro decreto el 18 de septiembre de 1747 por el que cesaban las 
enajenaciones y desaparecía la junta de Baldíos que se había constituido. Ya 
hemos examinado la iniciativa del intendente de Extremadura en 1766 de 
dar en arriendo tierras municipales, que se hizo extensiva a todo el territorio 
extremeño por Real Provisión de 2 de mayo de 1766. También hemos visto 
cómo providencias posteriores perfilaron todavía más el procedimiento, extendiendo el sistema a Andalucía y La Mancha y, finalmente, a toda la monarquía. De nuevo, estas disposiciones provocaron la reacción de los estamentos privilegiados y, finalmente, la Real provisión de 26 de mayo de 1770 fijó 
un sistema que limitaba las medidas anteriores.
Mucho más compleja es la cuestión de las relaciones entre el señorío y el 
desarrollo económico, ya que recibió en el propio siglo XVIII y durante la 
revolución liberal diferentes valoraciones que han sido heredadas por la historiografía actual. Ni siquiera existe acuerdo, como tampoco lo hubo entonces, sobre la definición de señorío. En gran medida, las reflexiones historiográficas sobre el tema han venido bastante determinadas por la forma en que 
los legisladores del siglo m, y especialmente los de las Cortes de Cádiz, plantearon la disolución del régimen señorial. El decreto de 6 de agosto de 
1811, posteriormente matizado y ampliado por las leyes aclaratorias de 3 de mayo 
de 1823 y de 26 de agosto de 1837, decía en su artículo 1.°: "Desde ahora 
quedan incorporados a la Nación todos los señoríos jurisdiccionales, de cualquier clase y condición que sean". En los tres artículos siguientes, del 2.° al 
4.0, el decreto especificaba que en las localidades señoriales se nombrarían 
los oficios de justicia y demás funcionarios públicos igual que se hacía en los 
realengos; que cesarían todos los alcaldes mayores, corregidores y demás 
emplea-dos nombrados por los señores y que se abolirían los dictados de vasallo y vasallaje, así como las prestaciones personales que tuvieran un origen 
jurisdiccional y no contractual. Hasta aquí queda claro que los legisladores 
identificaban el señorío con el ejercicio privado de la justicia y, por extensión, del gobierno. El artículo 7.0 extendía el concepto de señorío jurisdiccional al declarar "abolidos los privilegios llamados exclusivos, privativos y 
prohibitivos que tengan el mismo origen de señorío" y especificaba que entre éstos se incluían los monopolios de pesca, caza, hornos, molinos y otros. Pero 
el fundamental artículo 5.0 decía literalmente: "Los señoríos territoriales y 
solariegos quedan desde ahora en la clase de los demás derechos de propiedad particular, si no son de aquellos que, por su naturaleza, deban incorporarse a la Nación, o de los en que no se hayan cumplido las condiciones con 
que se concedieron, lo que resultará de los títulos de adquisición". Evidentemente, los legisladores de Cádiz distinguían entre dos tipos de señoríos, los 
jurisdiccionales, que quedarían abolidos, y los territoriales y solariegos, que 
quedarían convertidos en propiedad particular, salvo en algunos casos, en los 
que no vamos a entrar para no alargar excesivamente este apartado. El señorío territorial y solariego implicaba siempre algún tipo de jurisdicción, ya que 
si no habría sido una simple propiedad.


En realidad, el decreto gaditano fue el fruto de un compromiso entre diputados procedentes de territorios españoles en los que no sólo la realidad señorial era diferente, sino también su percepción, y también resultado de la presión de los grandes señores castellanos. La discusión comenzó el 1 de junio de 
1811, a raíz de la propuesta hecha por el diputado por Soria, Manuel García 
Herreros. Ese mismo día el diputado gallego José Alonso y López pronunció 
el discurso que abría el debate y en éste proponía la reversión a la Corona de 
los señoríos con indemnización. En los primeros momentos se discutió fundamentalmente sobre el procedimiento y nadie planteó la definición del señorío, sobre lo que se suponía debía haber un acuerdo tácito que en realidad no 
existía. De hecho, ese mismo día García Herreros propuso, con notable imprecisión, que se incorporaran a la Corona "todos los señoríos, jurisdicciones, posesiones, fincas y todo cuanto se haya enajenado o donado" y poco después, el 
día 4, fijaba mejor su propuesta diciendo que "se incorporen a la Corona todos 
los señoríos jurisdiccionales y territoriales y todo lo que se haya vendido o donado de los bienes pertenecientes a ella". Fue la primera vez que apareció la distinción entre señorío jurisdiccional y territorial, pero esta diferenciación no 
estaba clara, ni en la propuesta del diputado riojano ni en el propio decreto de 
6 de agosto de 1811. De hecho, como acertadamente afirma Hernández Montalbán, era imposible distinguir los elementos constitutivos del señorío. Lo que 
se pretendía con la distinción era salvar la propiedad, diferenciándola confusamente de la jurisdicción, aboliendo el señorío territorial sólo en los casos en 
que no se hubiesen cumplido las condiciones de la concesión.
Si la propuesta de García Herreros podía aplicarse, aunque con dificultad, a la Corona de Castilla, era mucho más problemática en la de Aragón e 
insatisfizo profundamente a los diputados liberales valencianos, que fueron 
los más combativos a este respecto y para los cuales el elemento territorial 
era esencial en el señorío. Así lo expresaron claramente los diputados Pedro 
Aparici y Antonio Lloret en sus discursos de los días 9 y 14 de junio respec tivamente. El segundo expuso esta situación con claridad meridiana: "Un 
terrateniente de pueblo realengo paga las contribuciones reales que se imponen por el Estado; paga las cargas concejiles; paga los diezmos a la Iglesia; 
paga las continuas y ruinosas contingencias de las estaciones del tiempo y 
paga la subsistencia de las órdenes mendicantes de ambos sexos y otros muchos 
objetos de piedad y devoción. Mas el terrateniente de pueblo de señorío, 
sobre pagar íntegramente todas estas mismas contribuciones, paga anualmente al dueño más de la mitad de lo que le queda; paga desde luego la obligación de pedirle el establecimiento del terreno que se promete cultivar y por 
ello los censos enfitéuticos del canon anual y el luismo, que en dicho reino 
asciende a la décima parte del valor o precio de la finca que se vende; paga 
amargamente una gran parte de los frutos, desde la tercera parte hasta la octava de ellos, según se le impuso en el establecimiento de un pedazo de tierra 
u otro terreno cubierto de espinas o de piedras, sin el más mínimo auxilio 
de frutos o de aperos; paga la afrentosa y ruinosa precisión de haber de moler 
el grano en el molino y la aceituna en la almazara del dueño...". La realidad 
valenciana, igual que la catalana o la aragonesa, se diferenciaba de la predominante en la Corona de Castilla, por la extensión que allí tenía la enfiteusis, que se consideraba sinónimo de señorío, y así aparecía en fueros, constituciones y en la obra de muchos juristas.


La confusión establecida por las Cortes de Cádiz ha sido heredada por 
los historiadores actuales, de modo que el concepto de señorío dista mucho 
de estar claro. En general, emulando a sus predecesores gaditanos, los historiadores de la Corona de Castilla, incluso los de aquellas regiones donde predominaba el foro, consideran señoriales sólo las prerrogativas y derechos derivados de la jurisdicción, mientras que los de la Corona de Aragón incluyen 
también los derivados del dominio directo, e incluso en ocasiones discuten 
si los que predominaban eran unos u otros. Estos últimos historiadores han 
sustituido el señorío jurisdiccional y territorial gaditano por los elementos 
jurisdiccionales y territoriales del señorío, lo que no es lo mismo, ya que se 
supone que el señorío es uno e indivisible, aunque puedan distinguirse en él 
diversos elementos. Por esta razón resulta muy difícil establecer si el señorío 
fue o no un obstáculo para el desarrollo económico. Si los señores castellanos eran por encima de todo propietarios, aunque la forma de explotar sus 
tierras fuera ineficiente, no se puede achacar esta ineficiencia al señorío, sino 
a circunstancias más generales de tipo social como, por ejemplo, las relativas 
al absentismo o al latifundio. En cambio, en la Corona de Aragón se puede 
discutir, y de hecho se ha discutido, sobre todo en el País Valenciano y en 
Aragón, si la detracción señorial era tan grande que colocaba a los vasallos 
en una situación tan deprimida que sólo les permitía atender a su subsistencia y, por lo tanto, obstaculizaba gravemente la vertebración del mercado.


Veamos el caso del señorío gallego. El diputado Alonso y López, al que 
nos hemos referido anteriormente, ya expuso en las Cortes de Cádiz que sólo 
el 8 por 100 de las localidades gallegas eran de realengo, y los cálculos hechos 
actualmente, aunque no exactamente coincidentes, no se alejan mucho de 
aquella cifra. A pesar de ello, los historiadores que han estudiado el tema no 
consideran que aquel señorío fuera especialmente duro, incluso teniendo en 
cuenta su extensión. Uno de los mejores conocedores del señorío gallego, 
Pegerto Saavedra, opina que el principal hecho que denunciaban los liberales como Alonso y López era la patrimonialización de los poderes políticos, 
es decir, en lenguaje gaditano, el señorío jurisdiccional, ya que las rentas señoriales eran de escasa cuantía, algo que está ampliamente comprobado. Según 
la documentación del catastro de Ensenada, aunque con notables irregularidades entre las antiguas provincias gallegas, las rentas cobradas por los señores provenían fundamentalmente de los foros (53,3 por 100), seguidos de 
los diezmos (39,5 por 100), el Voto de Santiago y la primicia (5,5 por 100) 
y, finalmente, los derechos de señorío (1,7 por 100). Un historiador catalán, 
valenciano o aragonés habría calificado todas estas rentas de señoriales, y muy 
especialmente el diezmo, el voto y la primicia, que además habría clasificado dentro de las que tenían su origen en la jurisdicción. Saavedra considera 
que la cesión foral derivaba de una relación contractual, aunque añade que 
la naturaleza de dicho contrato no es cuestión sencilla, por la evolución 
que tuvo esta institución jurídica. Con idéntica razón los historiadores valencianos, y en menor medida también los catalanes y aragoneses, habrían podido calificar las cesiones enfitéuticas de contractuales, ya que se pactaron entre 
señores y repobladores, y algunas en fechas bastante recientes, como las suscritas después de la expulsión de los moriscos a comienzos del siglo XVII. 
Como se ve, hay aquí también un problema de percepción que afecta a la 
definición del señorío (Saavedra, 2003).
Mucho más clara estaba la situación en aquellas zonas de la Corona de 
Castilla (sobre todo la submeseta sur y Andalucía) donde la principal renta 
territorial de los señores provenía de propiedades plenas y las propiamente 
señoriales procedían primordialmente de la percepción de alcabalas y tercias 
enajenados por la Corona. Tenemos información de mediados del siglo XVIII 
sobre algunos señoríos castellanos proporcionada por la documentación del 
Catastro de Ensenada. Los señores salmantinos - un territorio donde todavía tenía alguna presencia la propiedad enfitéutica-, de 982.000 reales de 
renta que cobraban, sólo 76.000 derivaban del señorío jurisdiccional, 250.000 
de censos enfitéuticos y 666.000 procedían de alcabalas y tercias enajenadas. 
En la provincia de Palencia, sobre una muestra de más de cien localidades, 
alcabalas y tercias alcanzaban la cifra de 377.302 reales sobre un total de 
779.758. En el marquesado de Cuéllar las rentas de la Corona enajenadas eran de 79.235 reales sobre un total de 119.944; en Coca de 36.869 sobre 
43.261 y en el señorío de Buitrago, donde la renta de la tierra era importante, de 58.837 sobre 448.983. De todos modos, esto no ocurría de forma 
general. Según Ángel García Sanz, "desde el siglo XIV la Hacienda de la monarquía - o Estado, con perdón de quienes no admiten esta equiparación - pasó 
a ser la fuente de ingresos más importante para los señores, muy por encima 
de los proporcionados por la tierra: la enajenación a su favor de ingresos fiscales de la Regia Hacienda. Creo, no obstante, que este hecho afectó especialmente a los más relevantes e influyentes titulares de señorío - aúlicos de 
los monarcas, grandes de Castilla, etc.-, no así a los más modestos y también 
más numerosos, para los que la tierra y su renta siguió constituyendo el principal ingreso". Pero estas rentas de la tierra derivaban de propiedades plenas 
y no enfitéuticas, especialmente en la submeseta sur y en Andalucía. Las rentas reales enajenadas no fueron consideradas por el estado liberal como derivadas de la jurisdicción y los señores recibieron a cambio de su desposesión 
títulos de la deuda. Sólo perdieron derechos casi simbólicos, como la martiniega o los monopolios (García Sanz, 1999).


El caso catalán es bastante diferente. En todo el territorio la enfiteusis 
estaba muy extendida y era predominante en la Cataluña Vieja u oriental. 
La cesión enfitéutica tenía un claro carácter señorial que nadie negaba, ni 
siquiera diputados gaditanos que, como Ramón Lázaro de Dou, se opusieron a la disolución del régimen señorial. Pero la multitud de pequeños "señores" que cedían una parte de su patrimonio en enfiteusis no tenían normalmente más jurisdicción que la enfitéutica, es decir, la que otorgaba la ley al 
amo directo sobre el útil en todas las cuestiones relativas a la cesión. Se trataba de amos de masía que tenían más de una y la daban a censo, que la dividían o que promovían la extensión de los viñedos y los cedían a campesinos 
rabassaires. Pierre Vilar explicó muy bien esta situación: "Casi todo mestre de 
masia catalán, por poderoso que sea a escala de su aldea, tiene un señor, 'confiesa periódicamente sus deberes hacia él, paga los derechos inherentes a este 
reconocimiento, sabe que es `vasallo' pero también semipropietario, ya que 
puede heredar y legar, vender, enajenar, dividir y, por último y sobre todo, 
subestablecer, es decir, tomar a su vez enfiteutas o, en otras palabras, convertirse a su vez en alguien al que se `confiesan' tales o cuales obligaciones, al 
que se pagan `entradas', censos, partes de frutos, laudemios, y que, por tanto, no es sólo propietario sino también semiseñor". Probablemente, de aquí 
derivó el conservadurismo de los diputados catalanes en Cádiz en el debate 
de los señoríos, aunque el mismo Vilar advierte que la creencia de que la 
cesión a censo perpetuo era la base de la prosperidad de su país y que su destino iba íntimamente unido al respeto del señorío, era un mito (Vilar, 1979). 
De nuevo nos encontramos, pues, ante un problema de percepción.


Y finalmente analizaremos una tercera interpretación, la valenciana y aragonesa. El régimen señorial de ambos territorios era muy parecido al catalán, aunque aquí no existían las masías (al menos no en el sentido que tenían 
en la Cataluña oriental), ni las subenfiteusis ni las cesiones a rabassa morta. 
Pero la enfiteusis, salvo casos aislados, no se consideró la base de la prosperidad agraria del país, sino el instrumento de la opresión feudal, y nadie dudó en considerar señoriales los censos en dinero o las particiones de frutos. 
Los enfiteutas valencianos, aunque no eran semiseñores en el sentido de Vilar, 
sí eran en cambio semipropietarios, ya que el dominio útil tenía las mismas 
características que en Cataluña. Sin embargo, su aspiración era la de convertirse en propietarios plenos, algo que consiguieron casi todos en el transcurso del siglo XIX. De hecho, los diputados valencianos en Cádiz y algunos 
publicistas de fines del XVIII dibujaron un cuadro apocalíptico de la opresión señorial, que trasladaron a los historiadores del siglo XX, para algunos 
de los cuales el señorío valenciano era de una dureza extrema que imponía 
serias restricciones al desarrollo económico. Estudios posteriores matizaron 
mucho aquellas primeras formulaciones y la tesis de la dureza se ha abandonado, aunque todavía la mantienen algunos historiadores aragoneses. En primer lugar, se sabe que en muchos señoríos, sobre todo los más ricos, predominaba la propiedad plena de los vasallos y no la enfitéutica. Los censos y 
particiones sólo eran elevados en los lugares repoblados después de la expulsión de los moriscos, y no siempre, ya que en muchas ocasiones fueron modificados posteriormente. Los enfiteutas, allí donde los había, no siempre eran 
campesinos, sino en muchas ocasiones burgueses urbanos, eclesiásticos e 
incluso nobles, que a su vez cedían sus dominios útiles en arrendamiento. El 
señorío era bastante ineficiente y la renta feudal descendió en términos reales en muchos señoríos durante el siglo XVIII, en parte debido a la oposición 
y al fraude de los vasallos. De ningún modo los señores pudieron impedir el 
proceso de diferenciación social y el surgimiento de una burguesía agraria 
que fue, además, la principal opositora del régimen señorial, es decir, el estrato social en cuyo nombre hablaron los diputados valencianos en las Cortes 
de Cádiz. En absoluto parece que el régimen señorial fuera un obstáculo serio 
para el desarrollo económico (Ardit, 1993).
9.2. Propiedad y explotación
En la España del siglo XVIII la pequeña explotación campesina era muy importante - lo que no quiere decir que fuera la predominante-, en algunos territorios: en gran parte de la antigua Corona de Aragón, sobre todo Cataluña 
y el País Valenciano y, dentro de la Corona de Castilla, en toda la cornisa cantábrica y la submeseta norte. Incluso en territorios donde predominaba 
la gran propiedad, como la submeseta sur o Andalucía, la pequeña propiedad campesina no era inexistente. Pero no siempre el campesino cultivador 
era propietario pleno. Donde la cesión enfitéutica estaba extendida éste era 
un cuasi-propietario, que de todos modos debía ciertas prestaciones al dueño directo. En Cataluña y en toda la Corona de Castilla septentrional el enfiteuta o forero podía a su vez dar la tierra en subenfiteusis o subforo, con lo 
que se establecía una nueva relación de dependencia.


En el caso castellano esta dependencia era mayor, ya que los foros no eran 
perpetuos, como por lo general las enfiteusis de la Corona de Aragón, sino 
que estaban limitados a tres vidas del forero o de monarcas. Sin embargo, en 
la mayor parte de las ocasiones los foros eran de hecho perpetuos, ya que a 
su finalización los dueños del dominio directo los solían renovar a los mismos foreros anteriores. Pero esto no ocurría necesariamente así y hacia mediados del siglo XVIII se estaban tramitando ante la Audiencia de Galicia numerosas causas en las que los foreros reivindicaban la continuidad. Éstas eran 
promovidas tanto por campesinos como por miembros de ese estrato intermedio compuesto por hidalgos y nobleza menor que es tan característico de 
Galicia, cuyos miembros, a su vez, cedían sus propiedades en subforo o 
mediante contratos de duración más corta. De hecho, la polémica sobre la 
renovación de los foros provenía del siglo anterior, aunque se intensificó en 
los años cuarenta. Esto no fue casual, ya que en 1746 murió Felipe V y muchos 
foros quedaron "vacos", pero sobre todo influyó de forma determinante una 
Real Cédula de 1744 que ordenaba a los abades y priores gallegos y asturianos no constituir foros "por más tiempo que el de nueve años con la precisa 
calidad de no poder subforarlos". Con la muerte de Fernando VI en 1759, 
que ponía fin a otra vida de rey, se recrudeció la polémica y se presentaron 
muchas más demandas contra los despojos. Finalmente, la Real Provisión de 
11 de mayo de 1763 suspendió cautelarmente las demandas de despojo, y 
ésta fue confirmada por otras disposiciones posteriores. Los foreros pretendían que se promulgase una ley que declarase la perpetuidad de los foros, 
pero ésta nunca se hizo (Villares, 1989). En Galicia, como se ve, la cuestión 
de los foros se resolvió de forma distinta a cómo se solventó en Cataluña la de 
los campesinos rabassaires.
Sin embargo, los propietarios que poseían una extensión de tierra que 
no podían cultivar con la mano de obra familiar, y todavía con mayor razón 
la burguesía urbana y las instituciones, cedían sus tierras para su explotación mediante contratos temporales, arrendamientos o aparcerías. Esto lo 
hacían tanto los propietarios plenos como los dueños útiles, que en ocasiones eran burgueses urbanos e incluso nobles. Las dos formas de cesión temporal utilizadas eran la aparcería, una figura jurídica que englobaba formas de cesión muy diferentes en cuanto a la participación de propietario y aparcero en gastos y reparto de la cosecha, y el arrendamiento.


Englobamos bajo el nombre de aparcería todos los tipos de cesión de la 
tierra en los que el propietario y el cultivador comparten gastos y beneficios 
y el pago se realiza en frutos. La proporción más común era a la mitad, pero 
existían cesiones, llamadas terrajes, en que se pactaban otras proporciones, 
lo que también ocurría en las cesiones de masías (los contratos de masoveria) 
en Cataluña y el País Valenciano. No existen muchos estudios al respecto, 
pero parece que las cesiones en aparcería tendieron a retroceder en el siglo 
XVIII. Las utilizaba a menudo la Iglesia en sus propiedades más alejadas, que 
no podía controlar con gran atención, y en aquellas zonas en las que los campesinos estaban más des capitalizados.
Los arrendamientos estaban mucho más generalizados, tanto en la Corona de Aragón como en la de Castilla. Los había de muchos tipos: de larga y 
corta duración, con cláusulas detalladas o con condiciones genéricas. La duración habitual de un contrato de arrendamiento oscilaba entre los cuatro y 
los seis años, pero los había de mayor extensión temporal. Los arrendamientos 
vitalicios habían casi desaparecido y todavía eran más raros los hereditarios, 
documentados sin embargo en algunos territorios valencianos, donde han 
subsistido casi hasta nuestros días. Normalmente se hacían con la cláusula 
genérica de cultivar la tierra "a uso y costumbre de buen labrador", que remitía a prácticas consuetudinarias, pero los arriendos de grandes fincas solían 
hacerse con condiciones más detalladas. En la legislación sobre arriendos la 
Corona fluctuó entre la protección de los propietarios o de los arrendatarios 
de forma bastante contradictoria, aunque tendió a proteger a los segundos, 
ya que por lo general los gobernantes ilustrados, y especialmente Campomanes, desconfiaban de la cesión en arrendamiento como fórmula de desarrollo agrario. La relación completa de las leyes sobre esta materia promulgadas en el siglo XVIII sería muy extensa. Entre 1752 y 1768 varias 
disposiciones prohibieron los desahucios en Salamanca, Ciudad Rodrigo, 
Zamora y Toro, pero una Real Provisión de 20 de diciembre de 1768, a la 
que ya hicimos referencia en la primera parte del libro, hacía extensiva a todo 
el reino esta prohibición (Ortega, 1986). Significativamente, esta providencia provocó una rápida respuesta del ayuntamiento de Játiva, al que se sumaron otras ciudades valencianas. En ésta se exponían los inconvenientes que 
se seguirían en un territorio tan diferente al castellano, donde no había una 
gran presión de la renta, y se pedía una disposición "más adaptable a la constitución de este país". Finalmente, como también ya se dijo, esta disposición 
fue revocada por la Real Provisión de 16 de mayo de 1770, pero las leyes borbónicas sobre la materia siguieron siendo igual de contradictorias: a pesar de 
que la Real Provisión anterior posibilitaba el desahucio, con preaviso de un año, el Consejo de Castilla siguió amparando a los arrendatarios, o al menos 
así lo denunció Manuel Sisternes en su Idea de la Ley Agraria; de hecho, como 
también vimos en la primera parte del libro, la Real Cédula de 8 de septiembre de 1794 imposibilitó el desahucio salvo que el dueño fuera vecino 
del pueblo y quisiera cultivar por sí mismo la tierra (Peset, 1982).


En ocasiones, en el caso del arriendo de pequeñas superficies, el arrendatario cultivaba la tierra con la mano de obra familiar, pero en muchos casos 
se hacía preciso el concurso de mano de obra contratada a jornal. Esto ocurría para trabajos específicos particularmente intensivos, como la siega u otro 
tipo de recolección, como la vendimia, o en el caso de las grandes fincas. 
Estos jornaleros podían ser temporales, y de hecho era así en la mayor parte 
de los casos, pero también se contrataba mano de obra asalariada por períodos más largos, como era el caso de los pastores o los llamados mozos de 
labranza. A menudo, sobre todo en el caso de la siega, los jornaleros se reclutaban entre los inmigrantes temporales.
Sin embargo, las instituciones jurídicas podían articular realidades sociales muy diversas. En el caso del foro gallego, la existencia de esta institución 
no determinaba necesariamente una estructura social de propietarios y foreros, sino que era bastante más compleja. Durante mucho tiempo ha predominado una división tripartita de la sociedad rural gallega, estructurada en 
propietarios, nobles o laicos, una hidalguía intermedia beneficiaria de las 
cesiones forales y un campesinado mayoritario que poseía sus tierras cedidas 
en subforo por este estrato intermedio. Sin embargo, investigaciones recientes están introduciendo matizaciones a este esquema. Los patrimonios hidalgos no estaban constituidos tan sólo por tierras forales, sino también por propiedades plenas, compradas o conseguidas mediante calculadas estrategias 
matrimoniales, de modo que su papel social no era simplemente de intermediación. Según José Manuel Pérez García, en algunos casos, como los de 
Lagariños, Porras, Fontefiz o Meruéndano, la intermediación foral fue primordial en la formación de sus patrimonios, pero en otros muy numerosos 
(Pardo, Rubianes, Ombreiro, Pazo do Rego, Fraga, Rizal, Rañal, Pividial o 
Valladares) las compraventas fueron mucho más importantes. Muchos de 
estos hidalgos explotaban directamente una parte sus propiedades y cedían 
otra. Además, según este autor, se ha infravalorado la importancia de la propiedad campesina. En las tierras bajas litorales predominaba el minifundio, 
pero, así y todo, existía una proporción destacable de campesinos que no sólo 
eran autosuficientes, sino incluso excedentarios. Las sociedades minifundistas no eran necesariamente igualitarias y en ellas tenían lugar procesos de 
acumulación y de diferenciación interna (Pérez García, 2007).
Una complejidad similar encontramos en Cataluña y en el País Valenciano. A pesar de la importancia del señorío y de la enfiteusis, no se trataba de sociedades formadas simplemente por señores y vasallos. Podemos observar diferentes modalidades de estructura social amparadas por unas instituciones jurídicas iguales o muy semejantes. Un caso especialmente bien estudiado es el de la Cataluña oriental, también conocida como Cataluña Vieja 
o Cataluña de los malos. Existe alguna confusión sobre la naturaleza del mas, 
palabra catalana que suele traducirse al castellano como masía. No es una 
buena traducción, ya que el término masia también existe en catalán y tiene 
otro significado. El mas (plural malos) era una explotación agrícola autosuficiente, y muy a menudo excedentaria, que incorporaba tierras de cultivo, 
pastos y monte, presidida por una casa, la masía, que en el siglo XVIII era normalmente de gran porte y calidad arquitectónica. En el País Valenciano también existen los masos y, de hecho, así se llaman las casas de campo en todo 
el territorio excepto en la huerta de Valencia, pero eran algo muy distinto del 
mas de la Cataluña oriental. El mas de la Cataluña oriental podía ser una 
explotación aislada situada en zonas de hábitat disperso, pero también había 
masos en zonas de poblamiento concentrado o semiconcentrado. La distribución de jurisdicciones, dominios directos y dominios útiles podía ser muy 
intrincada y, en muchas ocasiones, en un mismo mas confluían varias de ellas. 
El propietario de un mas podía depender de un señor jurisdiccional y un 
señor directo superior, que en ocasiones podían ser distintos, pero él mismo 
podía ser, a su vez, dueño directo que había establecido otro mas subalterno 
a otro dueño útil, a veces en régimen de rabassa morta, como ya vimos anteriormente. Pero no siempre se daba esta cadena de establecimientos y subestablecimientos, ya que podían practicarse otras formas de cesión, como el 
arrendamiento o la aparcería, especialmente la modalidad de esta última 
conocida como contrato de masoveria. Esta última era una aparcería, normalmente de corta duración (entre tres y cinco años) en la que el propietario no participaba en los gastos de explotación (Congost, 2003). La masoveria valenciana, corriente en las comarcas septentrionales, está muy mal 
estudiada y no conocemos bien sus rasgos.


En la Cataluña Nueva y en el País Valenciano, donde la relación enfitéutica no era en absoluto hegemónica pero estaba muy extendida, la división de dominios podía dar lugar a estructuras sociales muy distintas. En 
muchas ocasiones, sobre todo en las localidades valencianas repobladas después de la expulsión de los moriscos, el señor jurisdiccional y el dueño directo eran la misma persona, el señor feudal. Pero no todos los dueños útiles 
eran iguales, es decir, que no se trataba de una sociedad dividida entre señores y vasallos. Durante los siglos XVII y XVIII se produjo un intenso proceso 
de diferenciación entre los dueños útiles y la sociedad rural que estaba muy 
polarizada. En el País Valenciano se han realizado muchos estudios de estructura de la propiedad y todos señalan una profunda diferenciación social, apuntando la idea de que la distribución más igualitaria de la propiedad rural 
que se creía característica fue un fenómeno de fines del siglo XIX y comienzos del XX. En otros casos, algunos muy bien estudiados, como el marquesado de Elche, el marquesado de Denia o el ducado de Gandía, la propiedad 
predominante era la alodial o plena, con el resultado de una mayor polarización social. En muchas ocasiones la cadena de jurisdicciones, dominios 
directos y útiles era también compleja, fenómeno en el que incidía de forma 
poderosa la extensión de las jurisdicciones menores, llamadas aquí alfonsinas. En muchos casos los dueños útiles no eran campesinos, sino propietarios urbanos plebeyos o nobles, instituciones o la Iglesia. Estos últimos solían 
ceder sus tierras en arrendamiento, que era una forma de cesión de la tierra 
extraordinariamente extendida (Ardit, 1993).


En la isla de Mallorca, a pesar de la existencia de la enfiteusis, exportada por los conquistadores catalanes en la Edad Media, la estructura de la propiedad se caracterizaba por una extraordinaria polarización y la existencia de 
auténticos latifundios. Éstos, las llamadas possessions, propiedad de la nobleza mallorquina y ciertos sectores de la burguesía urbana, eran dominios útiles o alodiales de gran extensión, dedicados al cultivo del cereal o del olivar 
preferentemente, aunque normalmente eran explotaciones complejas, que 
también aprovechaban recursos ganaderos y del monte. Se conocen algunos 
casos de gestión directa, pero habitualmente se cedían en arrendamiento 
(Moll-Suau, 1979; Jover-Morey, 2003).
En Castilla la Vieja y León habitualmente se supone que la pequeña y 
mediana propiedad campesina era la predominante, pero también se han 
detectado procesos de diferenciación y concentración de la propiedad en el 
siglo XVIII. Se ha alegado, entre otras razones, el enorme número de jornaleros, 67.775, que registra el censo de Godoy-Larruga de 1797 en este territorio. Muchos de ellos no debían ser gentes absolutamente desprovistas de 
tierras, sino pequeños propietarios con haciendas muy pequeñas e insuficientes. En la provincia de Palencia, que muy bien puede ser representativa 
de este ámbito territorial, había 6.797 jornaleros a mediados del siglo XVIII, 
según el Catastro de Ensenada. La mayoría se concentraban en las comarcas 
meridionales de Campos y el Cerrato, que aportaban las tres cuartas partes 
del producto agrícola bruto provincial. Los labradores, en cambio, eran predominantes en las comarcas septentrionales, mucho más pobres. Por lo tanto, los 2.277 labradores que contabilizó más tarde el censo de Godoy debían 
ser mayoritariamente pequeños propietarios con haciendas insuficientes, 
mientras que los 5.477 arrendatarios y 10.897 jornaleros de esta segunda 
fecha (1797) se concentraban en la mitad sur de la provincia. La estructura 
social palentina podría generalizarse a toda Castilla la Vieja. Según Alberto 
Marcos "se puede afirmar que la propiedad campesina disminuía en las áreas rurales próximas a las ciudades y núcleos de población importantes, sobre 
las que se proyectaban a menudo las adquisiciones de los sectores sociales 
urbanos; era reducida en las comarcas más ricas y productivas, con cosechas 
que, en parte, se dedicaban a la comercialización; y encontraba mayores posibilidades para afirmarse en los pueblos más alejados de las vías de comunicación y en las zonas montañosas y de transición a las llanuras, ya que allí la 
competencia de la propiedad privilegiada y burguesa era bastante menor" 
(Marcos, 1999).


La gran propiedad, tanto noble como concejil, era característica de las 
tierras situadas al sur del sistema Central, pero el latifundio nobiliario era 
especialmente abundante en Andalucía. Sus orígenes eran antiguos, tanto 
medievales como modernos, y en el siglo XVIII se encontraba firmemente 
consolidado. Los políticos ilustrados, con la excepción de Pablo de Olavide y Campomanes, generalmente no formularon críticas decididas al sistema. No así el político peruano, buen conocedor de la realidad andaluza por 
su etapa de intendente en Sevilla y de superintendente de las Nuevas Poblaciones. Según el Catastro de Ensenada, a mediados del Setecientos, 563 
grandes hacendados andaluces poseían 1.476.967 medidas de tierra; de éstas 
el 42 por 100 pertenecían a la nobleza y el 16,7 por 100 a la Iglesia. Los 
mayores propietarios eran los duques de Medinaceli, Osuna, Arcos y Sesa, 
condes de Santa Eufemia y Castellar y los marqueses de Vallehermoso. En 
total poseían 384.181 fanegas, con una media de 59.883. Había municipios donde la mayor parte de la tierra era de un solo propietario: el duque 
de Medinaceli poseía el 81 por 100 de El Coronil, el 78 por 100 de Los 
Molares, el 80 por 100 de Tarifa y el 82 por 100 de Bornos; el duque de 
Osuna el 81 por 100 de Olvera, el 95 por 100 de Ortegícar y esta relación 
podría prolongarse. En los cortijos se practicaba habitualmente el cultivo al 
tercio y los rendimientos del trigo eran bajísimos, de entre 4 y 6 H1/Ha, 
pero no parece que fueran antieconómicos. Las críticas de los ilustrados del 
siglo XVIII y los liberales del XIX no atacaban su ineficiencia, sino su injusticia, por el desigual reparto de la propiedad. Olavide, por ejemplo, escribió que "uno de los mayores males que padecemos es la desigual repartición 
de tierras y que las más de ellas estén en pocas manos: es constante que esto 
perjudica a la agricultura y al Estado". Propugnaban los repartos de tierras 
en régimen de pequeña propiedad, pero como ya vimos, el ensayo que se 
hizo de las cesiones enfitéuticas en las Nuevas Poblaciones acabó fracasando. Normalmente, los cortijos se arrendaban completos o divididos en suertes o hazas; a veces los arrendatarios los dividían y subarrendaban a pequeños colonos o pelentrines (Bernal, 1988).
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10.1. Las indianas catalanas
En Cataluña, y en menor medida en otros lugares de España, desde finales del siglo XVII había aumentado el consumo de los tejidos de algodón, 
entre otras razones porque eran ligeros, baratos y atractivos por sus vistosos colores. Un documento de 1784 decía que "las indianas fabricadas y 
pintadas son el género más cómodo al regular uso de las gentes que hasta 
aquí se ha inventado. Son proporcionadas a todas las estaciones del año y 
a todos los climas y regiones; visten al pobre y al rico, son la ropa que más 
dura, que más hermosea y que menos cuesta'. Estas telas se importaban de 
la India, bien que de modo indirecto, y del norte de Europa, principalmente de Holanda. Las sucesivas prohibiciones de importación de tejidos 
de seda y algodón decretadas por Felipe V, sobre todo desde 1728, y las 
franquicias concedidas a quienes las fabricaran en España, alentaron el establecimiento de fábricas en Cataluña. Efectivamente, un Real Decreto de 
17 de septiembre de 1718 ya había prohibido la importación de tejidos 
orientales, pero no parece que se cumpliera con efectividad y el año 1722 
los administradores de impuestos de Cataluña se quejaban de que los mercados locales estaban inundados de indianas, tanto originales de la India 
como estampadas en Ámsterdam. Por esta razón el decreto de 17 de junio 
de 1728 prohibía tanto unas como otras, excluyendo sin embargo "el algodón no labrado, fruto propio de la isla de Malta'. Es decir, que se impedía 
la importación de tejidos pero no la de hilo. Una de las razones de la medida, explicitada en un decreto posterior de 1730, era "procurar por todos 
los medios posibles que se establezcan en ellos [los reinos de España] nue vas fábricas". Estas disposiciones encontraron respuesta casi inmediata en 
Cataluña, apareciendo las primeras fábricas de indianas.


La industria catalana de las indianas estuvo desde el primer momento 
libre de las reglamentaciones gremiales al ser una actividad nueva. En un 
principio las indianas catalanas, como la mayoría de las europeas en aquel 
tiempo, fueron telas blancas importadas que luego se estampaban, los llamados pintados, o tejidas en Barcelona con hilo que se traía principalmente 
de Malta y posteriormente también estampadas. Es probable que hubiera 
habido alguna anterior, pero la primera fábrica de indianas bien documentada, la de Jacinto Esteve y Cía., se estableció en Barcelona en el año 1736 y 
contrató como técnico a un estampador marsellés. Tuvo una duración muy 
corta, pero fue sustituida por otra establecida por Antonio Serra y otros socios 
en 1737, que contrató también a un estampador francés. Ésta tuvo una duración mucho mayor, ya que la sociedad se disolvió en 1759. En 1739 Bernardo Gloria fundó otra sociedad, cuyo capital se dividió en setzéns, como 
las barcas, para la instalación de otra fábrica de indianas. Algunos de sus 
socios ya habían participado en la fábrica de Jacinto Esteve. Se trataba de una 
empresa mucho más grande y la inversión fue bastante importante. En este 
caso se contrató a un estampador de Hamburgo. Esta insistencia en la participación de técnicos extranjeros se debía a que el proceso de estampación 
era bastante difícil y se mantenía muy en secreto. Las dos fábricas que había 
establecidas en 1739 solicitaron privilegios a la Junta General de Comercio, 
pero sólo fue atendida la petición de la empresa de Serra y no la de Gloria, 
quizás porque en Madrid en aquel momento se preferían las inversiones en 
el interior peninsular y no en la periferia.
Desde 1736 la fabricación de indianas, localizada principalmente en Barcelona (aunque se instalaron fábricas también en otros lugares, como Mataró), creció de forma ininterrumpida, aunque con un ritmo irregular, como 
puede observarse en el cuadro 10.1.
Tanto Alex Sánchez como James Thomson, a quienes seguimos en este 
apartado, han señalado que esta expansión se debió a la acumulación de conocimientos técnicos y experiencia empresarial, la consolidación de la red comercial catalana en España, el incremento de la población y una modificación 
del gusto y la moda, que ampliaron el mercado de los tejidos de algodón. En 
estos primeros momentos los mercados coloniales fueron menos importantes, ya que en el control del mercado interior ayudó la política proteccionista desarrollada por la monarquía. El arancel de 1782 reservó el mercado español al algodón catalán. Más adelante, sobre todo a partir de los decretos de 
libre comercio de 1765 y 1778, las indianas catalanas se vendieron masivamente en América, pero los mercados coloniales fueron siempre menos importantes que el interior español. Según García-Baquero, entre 1785 y 1796 se enviaron a América 1.150.000 varas anuales por término medio desde el 
puerto de Cádiz, a las que habría que sumar las exportadas directamente desde Barcelona.


CUADRO 10.1. Evolución de la industria algodonera catalana 
(1736-1784)
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La legislación ilustrada, proteccionista en un primer momento, como 
hemos visto, fue después más oscilante. Un Real Decreto de 19 de octubre 
de 1742 volvió a permitir la importación de indianas, pero los industriales 
catalanes protestaron y el 20 de diciembre de 1743 se renovó la prohibición. Desde 1746 la concesión de privilegios se hizo más fácil y frecuente, 
gracias al impulso dado por José de Carvajal, un colbertista convencido, 
secretario de Estado desde esa fecha. Con la ascensión al trono de Carlos III 
comenzó a legislarse en un sentido más favorable a la libertad económica. 
Un decreto de 15 de mayo de 1760 volvió a derogar la prohibición de importar artículos de algodón, imponiéndoles un arancel del 20 por 100 durante un período de 10 años. Aunque esta medida tuvo mayor vigencia que la 
de 1742, se derogó en 1768. Sin embargo, la disminución de la protección, 
que duró ocho años, no causó efectos considerables, lo que demuestra que 
la industria algodonera estaba consolidada y podía defenderse sólo con protección arancelaria. A la derogación de 1768 siguieron otras medidas prohibicionistas en 1770, 1771 y 1778. En 1802 se llegó a prohibir la importación de hilo, para favorecer el hilado catalán, como veremos más adelante. 
En líneas generales, pues, salvo oscilaciones cortas, la política fue predominantemente proteccionista.
A pesar de estar libre de las reglamentaciones gremiales, los fabricantes 
de indianas tuvieron disputas con algunos gremios, especialmente los tejedores de seda y lino, que reclamaban para sí la fase del tejido, y los tintore ros de seda, que reivindicaban para ellos el estampado. Estos gremios no 
tuvieron éxito en sus reclamaciones. Pero, finalmente, la junta de Comercio 
de Barcelona decidió, en 1765, que como los estampadores de indianas no 
tenían gremio, debían disponer de una reglamentación, redactando unas 
ordenanzas. Esta reglamentación, que recibió la aprobación real en 1768, no 
llegó a entrar en vigencia y a partir de ese momento hubo fábricas reglamentadas, que aceptaron voluntariamente las ordenanzas, aunque de modo 
informal, que fueron la mayoría, y no reglamentadas.


En los años ochenta del siglo XVIII la industria algodonera catalana experimentó una profunda transformación. El mercado se había saturado y las 
fábricas existentes habían tocado techo. Por eso comenzaron a instalarse fábricas de hilados que evitaban la importación de materia prima foránea, con la 
consiguiente reducción de costes. Su aumento fue espectacular. Si exceptuamos algunos intentos anteriores, la primera hilatura de que se tiene noticia 
se instaló hacia 1765 por uno de los mayores fabricantes de Barcelona, José 
Canaleta. Su ejemplo cundió y empezó a difundirse la hilatura, especialmente 
en localidades rurales. A esta expansión contribuyó la importación de algodón americano, fomentada por las compañías de Caracas y de Barcelona. El 
24 de agosto de 1772 se estableció en Barcelona la Real Compañía de Hilados de América, que comenzó inmediatamente sus actividades en el ramo de 
la hilatura, aunque la suspendió muy pronto, en 1774, por razones que se 
desconocen. Sin embargo, en los años ochenta, la hilatura del algodón se 
encontraba muy extendida en una multitud de pueblos catalanes y la producción de hilo había pasado de 20.714 libras en 1772 a 1.098.600 en 1793.
Los nuevos industriales del algodón introdujeron importantes innovaciones técnicas, como las máquinas de hilar del tipo jenny inventadas por 
Hargreaves, que fueron modificadas por técnicos ingleses al servicio de empresarios catalanes, dando lugar a la llamada bergadana. La primera jenny de que 
se tiene noticia se instaló en Barcelona el año 1785. Se trataba de una hiladora de múltiples husos que permitía una producción mucho mayor que las 
máquinas tradicionales. La máquina de rodillos de Arkwright se introdujo 
poco después, pero progresó más lentamente, ya que se trataba de un ingenio más pesado. La ventaja de la jenny, o sus variantes como la bergadana, 
era que se podía operar manualmente por una sola persona con poco esfuerzo. Esto permitía mantener el hilado como artesanía dispersa. No conocemos cifras globales, pero sabemos que en Reus había 333 máquinas que hilaban 175 quilos de algodón cada día en el año 1797. En estas mismas fechas 
había más de 4.000 en la comarca de Vic. Su inconveniente era que lajenny 
sólo producía hilo para la trama y no para la urdimbre, que había que seguir 
importando. Hacia 1805 llegaron de Inglaterra artefactos más potentes, las 
mule-jenny ideadas originalmente por Crompton y que producían tanto tra ma como urdimbre, igual que las máquinas de Arkwright pero en mayor cantidad. Como estas máquinas eran waterframes, es decir, se movían por energía hidráulica, las nuevas fábricas de hilados, ahora concentradas, se establecieron junto a los cursos fluviales de las comarcas del Berguedá, l'Anoia, 
Osona y la Conca de Barberá principalmente. En estos primeros momentos 
tuvieron mayor difusión las máquinas de Arkwright, conocidas como "máquinas de hilar inglesas", que las de Crompton, cuya expansión fue más tardía 
y escapa a los límites cronológicos de este libro.


10.2. Siderurgia y metalurgia
La siderurgia era una industria tradicional que obtenía hierro a partir del 
mineral en pequeños talleres rurales llamados ferrerías. Sin embargo, la hemos 
situado en este capítulo dedicado a las industrias modernas, porque está en 
el origen de la siderurgia y metalurgia contemporáneas. Las ferrerías solían 
tener de 4 a 10 operarios, unos fijos y otros temporeros, y fabricaban entre 
20 y 120 Tm anuales de artículos de hierro. Se concentraban en la cornisa 
cantábrica, desde Galicia a Navarra, y en los Pirineos. Era una industria dispersa controlada por comerciantes (Verlagssystem) e independiente de los gremios. Su localización dependía de la cercanía del mineral, bosques para el 
suministro de combustible y corrientes de agua que proporcionaban la energía hidráulica que precisaban.
La tecnología era muy tradicional, pero estaba bien adaptada al mineral 
de hierro utilizado, que procedía mayoritariamente de las minas vizcaínas de 
Somorrostro, y a la utilización de carbón vegetal. Se trataba de la técnica del 
horno bajo ofarga catalana, en la que el metal no se llegaba a fundir y se trabajaba mediante la calcinación - que le daba una textura pastosa que permitía la separación de las escorias grandes, que sí fundían-, y la posterior forja 
en caliente para la eliminación final de las escorias más pequeñas, para lo que 
se utilizaban martinetes movidos por energía hidráulica. Esta era la etapa propiamente siderúrgica, la que obtenía hierro dulce (hierro casi puro, con muy 
poco carbono) o acero (hierro con una pequeña proporción de carbono, entre 
el 0,5 y el 1 por 100), según se modificara ligeramente el proceso a partir del 
mineral. Su producto final era el tocho, que se distribuía a los herreros u otros 
artesanos de diferentes gremios metalúrgicos. Era un producto de gran calidad, con muy poco azufre y fósforo, y muy maleable, superior al producido 
por los altos hornos. Sin embargo, las ferrerías también fabricaban elaborados propiamente metalúrgicos, semiacabados o acabados. Entre los primeros cabría citar las barras, flejes, palanquillas, chapas, etc., que también se 
vendían a los herreros. Entre los segundos había una gran variedad de pro ductos, como clavos, azadas, rejas de arado, hachas e incluso anclas. Aunque 
la principal actividad de las ferrerías era la siderúrgica, también desarrollaban, pues, un trabajo metalúrgico. Sin embargo, el tocho o hierro sin labrar 
era, con diferencia, el producto más importante. En 1795 representaba el 93 
por 100 de las exportaciones totales a Europa de la siderometalurgia vasca.


La producción de las ferrerías se vendía en el mercado interior español, 
pero también se exportaba una gran parte a los mercados europeos. Después 
de la crisis del siglo XVII, la metalurgia tradicional se recuperó en el XVIII por 
el influjo de los mercados exteriores, especialmente el británico, y el aumento de la demanda interna debido a la recuperación agraria y la demanda marinera. El mercado colonial comenzó a cobrar importancia en fecha más tardía, en la segunda mitad del Setecientos, compensando en buena parte el 
declive de los mercados europeos. En los mercados internacionales la siderurgia vasca, la más importante de España, se benefició de diferentes ventajas: la gran calidad del mineral, con una alta proporción metálica, su fácil 
explotación a cielo abierto y las excelentes posibilidades de distribución y 
transporte por vía marítima. Sin embargo, jugaba en su contra el tradicionalismo tecnológico. Desde los años sesenta estas industrias tuvieron que 
competir con los productos metalúrgicos ingleses y con el hierro sueco y ruso. 
La actividad de las ferrerías vascas se mantuvo a buen ritmo hasta fines del 
siglo XVIII. La producción de hierro se triplicó entre 1700-1710 y 17701780, pasando de cerca de 5.000 Tm hasta 14.000. La siderurgia vasca fue 
perdiendo competitividad debido a su tecnología tradicional y elevados costes, y en los años noventa comenzó a acusarse la crisis. A comienzos del siglo 
XIX la exportación de hierro vasco a los mercados europeos desde el puerto 
de Bilbao, que había llegado a ser de 2.500 Tm en los mejores momentos, 
cayó a unas 800. Todavía descendería más según avanzara el siglo XIX, y el 
mercado colonial se perdería por la emancipación americana. El hierro vasco también encontró dificultades en el mercado interior español, ya que el 
arancel de 1782 acabó con la absoluta prohibición de importarlo que había 
existido hasta entonces y, además, los productos vascos tuvieron que pagar 
gravámenes al penetrar en Castilla (Bilbao y Fernández de Pinedo, 1982).
Las ferrerías gallegas eran más modestas, pero competitivas por la abundancia de carbón vegetal, colocaban su producción principalmente en el mercado gallego y atendían la importante demanda del arsenal de El Ferrol. A 
mediados del siglo XVIII había sólo dieciocho, situadas en las montañas orientales de Orense y Lugo, aunque aparecieron algunas más durante el resto del 
siglo. Se surtían de mineral gallego procedente de los veneros de Formigueiros y Rocas. La mayoría pertenecían a monasterios, nobles e hidalgos. Más 
importantes fueron las herrerías o fargues catalanas pirenaicas, que incrementaron su producción por la demanda de la construcción naval, aunque también fabricaban armas blancas y de fuego. A pesar de la abundancia de 
leña y corrientes de agua, estas industrias padecieron una escasez crónica 
de mineral, que tenían que importar. A diferencia de las ferrerías vascas, las 
catalanas colocaban su producción principalmente en el mercado español, 
debido a las dificultades de transporte en un terreno accidentado.


Además de esta industria dispersa, también existían manufacturas concentradas, que en parte ya hemos estudiado, como las de Liérganes y La Cavada, Eugui, Cartajima, Jimena de la Frontera, Orbaiceta, Trubia, Sargadelos, 
la Forja Real de San Sebastián de Sant Llorenc de la Muga y las de los arsenales de El Ferrol, Cádiz y Cartagena. Estas industrias estuvieron ligadas muy 
estrechamente a la demanda estatal de artículos de hierro para el ejército y 
la marina y utilizaron técnicas más productivas, como la del horno alto.
Como ya hemos visto en la primera parte del libro, desde que fue nacionalizado en 1763, en el complejo de Liérganes y La Cavada se instalaron 
dos nuevos altos hornos, el quinto y el sexto, que permitieron, sobre todo 
el sexto, aumentar notablemente la producción. Entre 1725 y 1726 dos suizos establecidos en España fundaron en Cartajima, en la serranía de Ronda, una Real Fábrica de Hojalata, que dispuso de un alto horno. Obtuvieron de la monarquía el monopolio de la fabricación de hojalata durante 
quince años, junto con otras exenciones y privilegios. El proyecto era muy 
ambicioso, ya que pretendía integrar en un único establecimiento todas las 
fases del proceso productivo, y acabó fracasando. Hubo pérdidas desde un 
principio, debido a los altos costes del transporte, la escasez de energía hidráulica y problemas financieros. El Estado se hizo cargo de la fábrica en 1743 
pero no pudo sanear sus finanzas. Pasó de nuevo a manos privadas en 1755 
y cerró poco después.
Muy cerca, en Jimena de la Frontera, se fundó una Real Fábrica de Artillería, que no tuvo mejor fortuna. Establecida en 1761, también con privilegios y exenciones otorgadas por la monarquía, dispuso del segundo alto 
horno andaluz. Se surtía del mineral de hierro localizado en San Pablo de 
Buceite y, como era habitual en este tipo de empresas, aprovechaba la madera de los bosques como combustible y la fuerza motriz del río Guadiaro. La 
fábrica no prosperó hasta 1777 y cerró en 1788. Su efímera fortuna se debió 
a las necesidades artilleras de los sitios de Gibraltar de 1779 y 1783, pero no 
pudo convertirse, como se había proyectado, en suministradora de hierro de 
las colonias americanas.
Tampoco fue mejor la fábrica de armas de Orbaiceta (Navarra), que también fue más tardía, ya que se estableció en 1789 y llegó a tener hasta cuatro 
altos hornos. Durante la guerra contra la Convención (1793-1795), que se 
desarrolló en las fronteras catalana y vasca, fueron destruidas por las tropas 
francesas las fábricas de Sant Lloren~ de La Muga, Eugui y Orbaiceta y sólo esta última se reconstruyó parcialmente. Sin embargo, la sucesora de las fábricas navarras de Eugui y Orbaiceta fue la fábrica de armas asturiana de Trubia, establecida en 1794 y cuya existencia se prolongó durante gran parte del 
siglo XIX. También de finales del Setecientos, de 1791, fue la fábrica gallega 
de Sargadelos, aunque el alto horno no funcionó hasta 1794. Fue establecida por el asturiano Antonio Raimundo Ibáñez, futuro marqués de Sargadelos, que había desarrollado hasta entonces una importante actividad comercial en Ribadeo. Aunque según el proyecto se debía dedicar a la fabricación 
de ollas, de hecho, desde un principio suministró a la Armada lingotes de 
hierro, que servían de lastre a los buques, y municiones. El estallido de la 
guerra con Francia el año 1793 había provocado que la producción de Eugui, 
Orbaiceta, La Muga y Liérganes fuera insuficiente, situación que se agravó 
con la destrucción de estas fábricas, como se ha dicho, en 1794. Hasta 1808 
la fábrica gallega se dedicó exclusivamente a las municiones y sólo desde esta 
fecha comenzó a elaborar las ollas que habían dado origen a la empresa (Carmona, 1993).


Todas estas industrias acusaron, a finales de siglo, su excesiva dependencia 
de la demanda estatal en un momento de crisis hacendística. A comienzos 
del XIX la producción había caído mucho y en 1808, el año de la invasión 
napoleónica, tan sólo funcionaban en España siete altos hornos, uno en Sargadelos y dos en Orbaiceta, La Cavada y Trubia respectivamente. Con la 
excepción de los ensayos fracasados que se hicieron en Trubia de utilizar 
coque, funcionaban con carbón vegetal, como de hecho lo hicieron todos los 
de Europa continental hasta 1850.
Se hicieron algunos intentos, la mayoría poco afortunados, de introducir nuevas técnicas. El principal problema que tenía el alto horno era que, a 
pesar de su mayor rendimiento, el producto obtenido, el arrabio, era de muy 
mala calidad, con una alta proporción de carbono, azufre y fósforo, y había 
que purificarlo posteriormente para conseguir acero. En la fábrica de Mondragón se utilizó el procedimiento de descarburación parcial del arrabio en 
un horno de reverbero. El irlandés John Dowling utilizó la técnica de la 
cementación en la fábrica de acero que estableció junto a la de cristales de 
San Ildefonso. Parece que consiguió mejores resultados con esta técnica Ignacio Zabalo, en la fábrica que estableció el año 1778 en Alegría de Oria, en 
el País Vasco, que suministraba acero a las fábricas de espadas de Toledo.
Por lo que respecta a otros metales y aleaciones, la hojalata se difundió 
tardíamente. Además de la ya mencionada fábrica de Cartajima, se establecieron otras en la localidad manchega de El Salobre (1788) y la asturiana de 
Fontameña (1804), que cerraron pronto debido a problemas técnicos y organizativos. Mejor estudiada está la también manchega fábrica de latón de San 
Juan de Alcaraz. Ésta se estableció en 1772 por iniciativa del técnico austría co Juan Jorge Graubner, en un paraje próximo a las localidades manchegas 
de Riópar y Alcaraz, aprovechando la existencia de una mina de calamina 
(mineral de cinc), bosques abundantes y corrientes de agua. El latón es una 
aleación de cobre y cinc, y el primero de los metales se había de importar de 
yacimientos peruanos. Graubner modificó, antes de que la fábrica comenzara a funcionar, sus planes iniciales, ampliando el proyecto a la fabricación 
de elaborados de cobre, de los que había gran demanda por parte de la Marina, y esta modificación supuso un retraso de diez años. La fábrica no comenzó a funcionar hasta 1782, aunque a pequeña escala. En 1785 se abandonó 
la fórmula mixta y la fábrica fue estatalizada, aunque Graubner siguió siendo el director hasta su muerte el año 1801. En el período 1785-1800 la 
empresa se consolidó y fabricó todo tipo de elaborados de latón (barra, plancha, barretillas y alambres), cobre en plancha y en casco para los arsenales, 
especialmente el de Cartagena, y algo de cinc. El cuello de botella de la factoría fue siempre el suministro de cobre, que había de venir de Ultramar, lo 
que se aliviaba parcialmente mediante la utilización del cobre procedente de 
desguaces de navíos (Helguera). La fábrica quedó muy afectada por la guerra de la Independencia y después por el progresivo agotamiento de la mina 
de calamina, volvió a privatizarse en 1828 y ha sobrevivido hasta 1993.
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11.1. La abolición de la tasa de los granos
La Real Pragmática de 11 de julio de 1765, que liberalizaba el comercio de 
granos en el interior peninsular, fue una de las medidas de política económica más importantes del reinado de Carlos III, impulsada por el poderoso 
Campomanes, quien ya había formulado su opinión al respecto en la Respuesta fiscal sobre abolir la tasa y establecer el comercio de granos (1764). La 
preocupación sobre el asunto no era exclusivamente española, ya que en toda 
Europa muchos escritores económicos y políticos se habían pronunciado 
sobre la libertad del comercio de los granos. Incluso en los países económicamente más avanzados los cereales seguían siendo la principal producción 
agrícola y el primer artículo de consumo. Además, como los cereales, y especialmente el trigo, eran un bien de primera necesidad, su demanda era muy 
rígida: cuando la cosecha era escasa los precios aumentaban en mayor proporción que la de otros artículos de demanda más elástica, mientras que en 
los años de abundancia los precios caían mucho, ya que, al quedar satisfechas las necesidades primarias de los consumidores, éstos utilizaban los ahorros que conseguían en la compra de pan en la adquisición de otros productos menos necesarios. Las fluctuaciones cíclicas de los precios eran muy 
frecuentes, ya que todas las agriculturas europeas, incluso las más avanzadas, 
estaban muy expuestas a las irregularidades meteorológicas. Como raramente 
los años de crisis coincidieron en toda Europa, en estas situaciones las regiones afectadas por las crisis agrarias importaban trigo de las excedentarias, pero 
estos movimientos comerciales estaban limitados por la infraestructura de 
las comunicaciones. Las regiones litorales se podían abastecer fácilmente por vía marítima, pero las interiores lo hacían con mayor dificultad y, en ocasiones, el cereal importado adquiría el mismo precio que el local una vez 
repercutidos los costes del transporte. A todo esto se unían las limitaciones 
legales. Los países que habían reducido su producción de grano en provecho 
de otros cultivos y se abastecían en gran medida de cereal importado, como 
Holanda, abogaban por la libertad de comercio. Inglaterra, aunque mantenía ciertas restricciones, se inclinaba también hacia la liberalización. Francia, 
España y en general los países mediterráneos mantenían la legislación restrictiva, de origen medieval, que buscaba la protección del consumidor frente a las oscilaciones de los precios.


Francia fue el país europeo donde más viva fue la discusión sobre las ventajas e inconvenientes de esta legislación restrictiva, alentada en gran medida por el grupo de pensadores económicos encabezado por Vincent de Gournay, intendente de comercio desde 1751 y que antes había residido durante 
quince años en Cádiz como comerciante. Uno de los miembros de este grupo, que no puede calificarse de escuela, Claude-Jacques Herbert, publicó en 
1753 un Essai sur la police genérale des grains, que alcanzó una gran difusión, 
entre otros países en España, donde fue el libro económico más traducido 
en el siglo XVIII. En esta obra sostenía que la política restrictiva del comercio de los granos agravaba la escasez y la carestía, desestimulando la producción, por tanto, se había de liberalizar su comercio interior. Muchos otros 
pensadores económicos, entre ellos los fisiócratas y los agrónomos, defendieron la misma tesis e influyeron en la adopción de las primeras medidas 
liberalizadoras en Francia.
En España el mercado del grano estaba muy reglamentado y en la mayor 
parte de la Corona de Castilla, excepto en la cornisa cantábrica, estaba vigente la tasa, es decir, un precio máximo, desde 1502. Muchos economistas de 
la primera mitad del siglo XVIII, como Ustáriz, no se pronunciaron sobre la 
libertad de comercio de los granos, pero Miguel Zavala, en su Representación 
a Felipe V de 1732, criticó la tasa y la prohibición del comercio exterior del 
grano. Argumentaba, como harían los autores posteriores, que sus efectos 
eran los contrarios de los deseados: disminuía la producción, ya que en los 
años de escasez los agricultores no recuperaban sus gastos, y alentaba la 
acumulación de los excedentes en espera de los precios más altos. La misma 
opinión mantuvo, en 1743, Ventura de Argumosa. El mismo Campomanes, 
en su Bosquejo de los años cincuenta, se mostraba también contrario a la tasa. 
Quizás llegó a esta conclusión por la lectura de Zavala, de la traducción de 
la obra de Herbert o por reflexión propia sobre el fenómeno.
En 1760 Cray Winckel, un comerciante holandés afincado en Barcelona con quien Campomanes mantuvo una intensa relación, envió al fiscal del 
Consejo de Castilla un Discurso sobre el estado de la agricultura y las artes en España, en el que dedicaba mucho espacio a la libertad de comercio de los 
granos. Winckel amplió posteriormente sus argumentos en un escrito que 
dirigió a Ensenada en 1761. En los años sesenta del siglo XVIII se sucedieron 
varias malas cosechas, sobre todo en 1763-1764, y el gobierno adoptó medidas contradictorias: por un lado mantuvo la tasa mientras por otro remitió 
al Consejo de Castilla un expediente sobre la posible liberalización de su 
comercio. Como las opiniones eran encontradas, Esquilache escribió privadamente a Campomanes una carta en 1764 pidiéndole su opinión. Éste contestó al ministro en agosto, afirmando que "mi opinión es totalmente decidida por la libertad del comercio de granos, por la abolición de la tasa y por 
la franca introducción y extracción de este género, como todos los demás 
que se compran y venden."


Un mes más tarde, el 10 de septiembre de 1764, ultimaba la redacción 
de su Respuesta fiscal. En este escrito traía a colación muchas autoridades, 
desde arbitristas españoles hasta economistas europeos del momento. Campomanes consideraba que se había de corregir la política restrictiva seguida 
hasta entonces, preocupada exclusivamente por el consumidor, y que se había 
de liberalizar el comercio de los granos, lo que estabilizaría los precios. En 
los años de abundancia los comerciantes acumularían los excedentes para 
"revenderlos en los años escasos" o para "extraer del reyno los sobrantes", y 
en los de escasez los precios bajarían por la salida al mercado de los granos 
acumulados y por la "introducción de fuera si físicamente nos faltan". Lo 
que Campomanes perseguía no era exactamente una estabilidad del precio 
de los cereales, sino una suave evolución creciente, lo que se conseguía "cuando el valor del grano va creciendo no por carestía sino por estimación universal de un año a otro". En el ámbito del comercio interior proponía la abolición de la tasa, el derecho de tanteo de los pósitos y los monopolios, pero 
opinaba que había que sujetar a los comerciantes a ciertas restricciones para 
que no perjudicasen a los agricultores comprándoles su producción antes de 
la cosecha. Por lo que respecta al comercio exterior, opinaba que debían mantenerse los precios máximos y mínimos establecidos en 1756-1757, aunque 
ligeramente modificados, es decir, que no defendió, siguiendo en esto a Herbert, un comercio exterior libre.
Aunque el otro fiscal del Consejo de Castilla, Lope de Sierra, se manifestó en contra de la liberalización, finalmente fue la opinión de Campomanes la que prevaleció. Ese mismo año 1764, además de la Respuesta fiscal, 
se publicaron en España otros dos libros favorables a la libertad de comercio 
de los granos: la Disertación sobre el cultivo de los granos de Mirabeau y las 
Reflexiones de Enrique Ramos. En 1765 salió a la luz una nueva traducción 
de la obra de Herbert y la de la primera parte de los Elementos de Comercio de Forbonnais, hecha por Carlos Lemaur, que dedicaba un gran espacio a la defensa de la libertad de comercio. El frente liberalizador, pues, adoptó, 
entre otras estrategias, la de divulgar por medio de la imprenta las ideas que 
defendía. Como ha destacado Vicent Llombart, a quien seguimos en este 
apartado, en 1764 y 1765 se publicaron en España casi tantas traducciones 
de obras económicas importantes como en las seis décadas anteriores.


Finalmente, el 11 de julio de 1765 Carlos III sancionó la Real Pragmática por la qual Su Magestad se sirve abolir la tasa de granos y permitir el libre 
comercio de ellos en estos reynos. La pragmática, efectivamente, abolía la tasa 
y liberalizaba el comercio de granos, aunque imponía algunas cautelas a la 
actividad de los comerciantes, la más importante de las cuales era que en caso 
de necesidad debían socorrer a los pueblos de la comarca en la que actuasen, 
quienes deberían pagarles el grano que comprasen al contado y al precio del 
mercado.
Como es bien sabido, la pragmática de 1765 tropezó con graves dificultades en su aplicación. Una de las razones fue que la cosecha del año agrícola 1765-1766 fue muy deficiente, algo que ya se sabía desde el mes de agosto de 1765 y muchos intendentes y corregidores representaron al gobierno 
que pensaban adelantar las compras de grano, con lo que contribuyeron a 
aumentar su precio, a lo que se unieron las expectativas alcistas que la propia norma suscitó. El aumento de los precios del grano fue una de las causas 
que dio lugar al motín madrileño contra Esquilache, en marzo de 1766, aunque se daba el caso paradójico de que precisamente Madrid había quedado 
provisionalmente fuera del ámbito de la liberalización. Además, es muy probable que si hubiera seguido vigente la tasa los precios habrían aumentado 
de forma parecida, ya que las oscilaciones de los precios de los cereales anteriores a 1765 mostraban que la tasa no se observaba. Sin embargo, otros motines que tuvieron lugar en diferentes lugares de España manifestaron características de revuelta alimentaria, ya que en algunos hubo tasación popular 
del precio del grano y requisas forzosas. Pero, así y todo, habrían de analizarse estos sucesos con detenimiento, ya que la machinada vasca poco tuvo 
que ver con la abolición de la tasa, que nunca estuvo vigente en aquel territorio, y los motines de Elche y otras localidades meridionales valencianas 
tuvieron fundamentalmente carácter antifeudal.
A pesar de las revueltas, la pragmática de 1765 se mantuvo en vigencia 
y el único sacrificado fue el ministro Esquilache. Además, el equipo gubernamental favorable a la reforma salió reforzado. Esquilache fue sustituido 
por Miguel de Múzquiz, pero también el conde de Aranda fue nombrado 
gobernador del Consejo de Castilla en lugar del obispo Diego de Rojas, y 
Floridablanca sustituyó a Lope de Sierra como segundo fiscal. Después de 
los alborotos, la política liberalizadora no sólo se mantuvo, sino que se amplió 
a Madrid, excluida en un principio como se ha dicho, y al resto de productos alimentarios en 1767. Pero la oposición al libre comercio permaneció, aunque fundamentalmente dentro de la propia administración borbónica. En 
1769, ante una subida de los precios, el propio Consejo de Castilla decretó provisionalmente la suspensión de las exportaciones de grano. Aranda, 
que en un principio se había mostrado favorable a Campomanes, se enfrentó posteriormente a éste, aunque su destino a la embajada de París solventó 
estas tensiones. Pero no eran las únicas, ya que en 1773 el Consejo abrió 
una encuesta, en la que fueron consultados obispos, administradores de pósitos y directores de rentas. El fiscal Espinosa de los Monteros aconsejó la 
reinstauración de la tasa, incluso a un nivel inferior a la que había estado 
vigente en 1765, que era el establecido en 1699, de 28 reales la fanega de 
trigo. El Consejo acordó en 1775 elevar una consulta al monarca proponiendo la derogación de la pragmática de 1765. A pesar de la oposición de 
la mayor parte del Consejo, Campomanes sostuvo sus ideas, contando para 
ello con el apoyo de Olavide, Floridablanca y algunos otros altos funcionarios y, sobre todo, del propio monarca Carlos III, que hizo caso omiso de 
la consulta.


Fuera de la administración, los publicistas y pensadores económicos estuvieron mayoritariamente a favor de la liberalización. Pero las amenazas dentro de la administración permanecieron y la frustrada consulta de 1775 siguió 
siendo, durante mucho tiempo, una amenaza potencial a la política liberalizadora. En 1780 se volvió a abrir un expediente al respecto, aunque no tuvo 
consecuencias, y los altos precios que volvieron a aparecer desde el año agrícola 1787-1788 motivaron la adopción de nuevas medidas restrictivas. Hasta la 
muerte de Carlos III, en diciembre de 1788, no hubo cambios importantes 
en la política de granos. Pero, elevado al trono Carlos IV, los enemigos de la 
liberalización redoblaron sus esfuerzos. Campomanes resistió estos embates, 
pero aquéllos consiguieron la aprobación de una Real Provisión, el 22 de 
julio de 1789, que recortaba algo lo dispuesto en la pragmática de 1765. 
Aquel fue un año de altos precios y en Barcelona tuvo lugar el alboroto alimentario conocido como los rebomboris del pa. Más restricciones impuso la 
Real Cédula de 15 de julio de 1790, que prohibía a los comerciantes almacenar y revender granos libremente. Esta cédula, a la que tuvo que acceder 
Campomanes, motivó las airadas críticas de Jovellanos y Cabarrús, que acusaron al asturiano de flaqueza y traición. Pero en lo esencial, lo dispuesto en 
1765 se mantuvo y, finalmente, muerto ya Campomanes, las Cortes de Cádiz 
establecieron el libre comercio mediante el decreto de 13 de junio de 1813, 
que hacía una referencia explícita a la pragmática de 1765.
La mayor parte de los historiadores piensan que la política liberalizadora del comercio de granos fue un fracaso. No desaparecieron las crisis alimentarias e incluso hubo años de carestía bastante graves. Tampoco cuajó la comunidad de grandes comerciantes especializados y se aprovecharon de la 
libertad los grandes especuladores feudales, mientras que los pequeños propietarios salieron perjudicados. Finalmente, hubo que seguir recurriendo a 
las importaciones de trigo y en 1790 se tuvo que volver parcialmente al viejo sistema (Bernardos).


Sin embargo, Vicent Llombart, uno de los mejores especialistas españoles en Campomanes, ha expresado una opinión contraria muy a tener en 
cuenta. Este historiador opina que la liberalización se mantuvo tal como se 
formuló durante veinticinco años, e incluso después de 1790 se conservaron 
sus aspectos esenciales. El aumento de los precios, por otro lado, no demuestra el fracaso de la reforma, ya que una de las consecuencias que ésta buscaba era el incremento de los precios del grano, aunque moderado, de modo 
que su cultivo fuese remunerador para el agricultor. Las carestías, debidas a 
razones estructurales que sólo podían modificarse a largo plazo, habrían tenido lugar igual si se hubiese mantenido una tasa que, además, no se cumplía, 
y ésta era una de las razones de las grandes oscilaciones de los precios cerealísticos. La opinión de que favoreció la especulación de los grandes perceptores de contribuciones en especie y acumuladores de grano era, en buena 
medida, ideológica. Según este autor, todo comercio es especulativo, en tanto que busca la mayor diferencia posible entre el precio de compra y el de 
venta, y también han de tenerse en cuenta los costes de transporte y almacenamiento, así como el riesgo que una operación de este tipo implica. Adam 
Smith, que dedicó muchas páginas a analizar el tema de los acaparamientos, 
destacó que el mercado del trigo es el más difícil de controlar mediante monopolios por el gran número de agentes que en él participan.
Es cierto que no apareció aquel sector de comerciantes especializados que 
se esperaba y en este sentido tuvo lugar el recorte de 1790. Pero también se 
ha de señalar que la pragmática de 1765 no pretendía estimular la formación 
de este sector de comerciantes, sino que simplemente permitía el libre comercio de granos, lo despenalizaba. Además, como ya se ha señalado, la nueva 
legislación establecía algunas condiciones que debían cumplir los comerciantes de granos, como atender las necesidades de los pueblos en tiempo de 
crisis y llevar contabilidades que habían de presentar ante los ayuntamientos. Pero estos comerciantes tropezaron con una estructura de producción y 
comercialización que les imponía algunas dificultades, como la venta directa por parte de los grandes propietarios y perceptores de rentas agrarias en 
especie, o la actividad de los pósitos que, aunque habían perdido sus privilegios, seguían actuando con el apoyo de las autoridades municipales. Estos 
comerciantes tenían que afrontar unos gastos importantes y tropezaron además con la hostilidad de los agentes económicos tradicionales. Estos problemas se plantearon en todos los países europeos, incluso en el Reino Unido, donde Adam Smith los consideraba uno de los obstáculos principales para 
la generalización del comercio y el avance de la agricultura.


Finalmente, y este dato es importante, en la Corona de Aragón y en la 
fachada cantábrica de la Corona de Castilla nunca había existido tasa de los 
granos y el mercado funcionaba con mayor fluidez, sin que nadie reclamara 
jamás el establecimiento de medidas restrictivas. Según la encuesta que realizó el Consejo de Castilla en 1768, el 60 por 100 de los comerciantes españoles pertenecían a la Corona de Aragón, pero también los había en una proporción destacable en Castilla la Vieja y en Andalucía. Hay información que 
permite advertir una reactivación del comercio después de la pragmática de 
1765, y no sólo en los territorios periféricos.
11.2. Los decretos de libre comercio con América
Los proyectos de abrir de algún modo el comercio con las colonias americanas eran antiguos y aparecen en el Nuevo sistema de gobierno económico 
para América (1743), de José Campillo, que criticaba duramente el sistema 
de flotas y galeones, aunque no proponía un sistema de libertad comercial 
total. En este aspecto de la política económica de los Borbones el papel jugado por Campomanes fue nuevamente decisivo. En 1762 había escrito su 
obra más extensa, las Reflexiones sobre el comercio español a Indias, que permaneció inédita en su tiempo. Pero el fiscal del Consejo de Castilla ya había 
fijado sus ideas a este respecto algunos años antes. En el prólogo manuscrito que ha llegado hasta nosotros de unos Discursos sobre las rentas provinciales y del comercio de la América y colonias del Mar del Sur - que comenzó 
a escribir en 1759 y que probablemente no acabó-, ya aparece su convencimiento de que el libre comercio con América era esencial y de que el monopolio gaditano era "el radical origen de la total decadencia de nuestro comercio exterior". Esta idea central aparece extensamente desarrollada en las 
Reflexiones de 1762. Efectivamente, ya en la dedicatoria a Carlos III exponía su propuesta de "extender a todos los puertos de la península el tráfico 
en derechura con la América', acabando con el monopolio de Cádiz. Exponía que el atraso español se debía, en parte, a la ausencia de una política 
realmente mercantilista que hubiera permitido explotar adecuadamente los 
recursos de las colonias. En este sentido, Campomanes pretendía imitar el 
modelo inglés, que había convertido a aquel país en una primera potencia 
mundial, económica y militar. Efectivamente, el Reino Unido se había reservado el monopolio del comercio colonial, pero en general (si exceptuamos 
los privilegios de la East India Company) sin restricciones de puertos o de 
agentes económicos.


Campomanes criticaba que España se hubiera preocupado principalmente por conseguir oro y plata, lo que habían aprovechado otros países para 
comerciar con mercancías. Además, el monopolio, primero de Sevilla y después de Cádiz, y otros "estancos", como los privilegios de las compañías 
comerciales, habían sido muy perjudiciales. A esto se sumaban los elevados 
derechos arancelarios y las trabas administrativas. El contrabando no era la 
causa de la situación, sino más bien su consecuencia. Había llegado el momento de adoptar medidas eficaces. La principal función del comercio colonial 
no era conseguir metales preciosos, como tampoco grandes ingresos fiscales, 
sino estimular el desarrollo económico. Las colonias debían proporcionar 
"despacho" a la producción española y surtir a la metrópolis de materias primas, pero sin competir con ésta. El viejo sistema se debía sustituir por otro 
basado en el principio de "libertad y actividad". Primero que nada, se había 
de suprimir el privilegio exclusivo del puerto de Cádiz y con él el sistema de 
flotas y galeones. Se tenían que rebajar también los derechos arancelarios, 
suprimiendo el sistema de palmeo, ya que discriminaba a los géneros "bastos 
y voluminosos". Y finalmente, había que revocar los privilegios de las compañías comerciales. Con estas medidas liberalizadoras aumentaría el comercio, se abarataría el coste del transporte, bajarían los precios de los productos 
y se fomentarían ambas economías, la metropolitana y la colonial. Como consecuencia de todo ello aumentarían los ingresos de la Real Hacienda, se reduciría el contrabando y el comercio de países extranjeros con América.
La guerra de los Siete Años evidenció la debilidad del sistema defensivo 
español. En la paz de París de 1763 España no salió muy mal parada, ya que 
recuperó las dos plazas ocupadas por los británicos durante el conflicto, La 
Habana y Manila, aunque tuvo que ceder a Inglaterra la Florida, que compensó con la donación que le hizo Francia de la Luisiana. Esquilache, igual 
que habían hecho antes Patiño y Ensenada, constató la necesidad de reforzar la marina y reunió en 1764 una junta para estudiar los problemas del sistema colonial. Formaron parte de ella, entre otros, Campomanes y su amigo, el comerciante holandés establecido en Barcelona, Cray Winckel. En el 
seno de la junta había discrepancias sobre si la liberalización habría de ser 
inmediata o gradual. Es significativo a este respecto el escrito que Winckel 
envió a Campomanes en 1763, titulado Discurso sobre si conviene o no abrir 
indistintamente y sin limitaciones todos los puertos de España al comercio con 
sus Indias. En esta obra, el holandés aconsejaba una política cauta, dejando 
las cosas aproximadamente como estaban y sólo "por gracia particular" y "de 
tiempo en tiempo", otorgar la posibilidad de comerciar directamente con 
América a Barcelona, Alicante, Málaga, La Coruña, Santander o Laredo, y 
Sevilla, pero sólo con productos españoles, ya que los géneros extranjeros 
deberían seguir saliendo por Cádiz.


Otros miembros de la junta, como Ortiz de Landázuri, contador general del Consejo de Indias, eran partidarios de una liberalización completa, 
en la línea de Campomanes, pero en el Informe final, obra de Ortiz, éste no 
expresó su opinión particular sino los acuerdos a los que se llegó. La junta 
aceptaba el principio del libre comercio pero aconsejaba adoptarlo de forma 
gradual. En una primera etapa se permitiría el comercio directo de catorce 
puertos españoles (Barcelona, Tortosa, Alicante, Cartagena, Málaga, Cádiz, 
Sevilla, Vigo, La Coruña, Gijón, Santander, Santoña o Laredo, Bilbao y San 
Sebastián) con treinta y cinco americanos, se suprimirían las flotas y se reducirían los aranceles, eximiendo a los productos españoles y gravando los extranjeros con un impuesto del 6 por 100 sobre su valor y no su volumen. Finalmente, se permitiría el comercio negrero a los comerciantes españoles.
El decreto de 16 de octubre de 1765, aunque recogía el espíritu del informe presentado por la junta, fue mucho más restrictivo en cuanto al área geográfica de aplicación. Efectivamente, fueron habilitados para comerciar directamente sólo nueve puertos españoles (Barcelona, Alicante, Cartagena, Málaga, 
Sevilla, Cádiz, La Coruña, Gijón y Santander) y los americanos fueron restringidos mucho más, ya que la zona de libre comercio quedó limitada a las 
islas de Barlovento (Cuba, Santo Domingo, Puerto Rico, Margarita y Trinidad). El arancel para los productos españoles se redujo pero no se suprimió: 
éstos pagarían un 3 por 100 y los extranjeros un 7 por 100 de su valor, es 
decir, ad valorem y no por el sistema de palmeo. Campomanes tuvo que plegarse a la vía gradualista y es probable que por esta razón no publicara las 
Reflexiones.
El área geográfica, tanto española como americana, del libre comercio se 
fue ampliando lentamente. En 1768 se sumó la recién adquirida Luisiana, 
en un gesto más simbólico que efectivo, y una Real Orden de 9 de julio de 
1770 incluyó los territorios americanos de Yucatán y Campeche, al tiempo 
que reducía a la mitad el arancel del producto tintóreo conocido como palo 
campeche. Mucho más importante fue la ampliación establecida por el Reglamento y Aranceles Reales para el Comercio Libre de España a Indias de 12 de 
octubre de 1778, inspirado por José de Gálvez, ministro de Indias. A los nueve puertos españoles autorizados en 1765 se sumaron los de los Alfaques 
(Tortosa), Palma de Mallorca, Almería y Santa Cruz de Tenerife, y en América se incorporaron el de Río de la Plata, Chile y Perú. Pero, significativamente la más rica colonia española en América, la Nueva España, quedó 
excluida. En años posteriores se habilitaron otros puertos españoles y se abrieron nuevos territorios americanos. En 1788, después de la desaparición de 
la Compañía Guipuzcoana de Caracas y la transferencia de su capital a la 
de Filipinas, se abrió Venezuela al libre comercio. El 28 de febrero de 1789 
se extendió el comercio libre a Nueva España, es decir, al puerto de Veracruz. Algunos puertos españoles más también se incorporaron al sistema: San Sebastián en 1788 y Valencia en 1791.


Los efectos inmediatos del Reglamento de 1778 fueron escasos, debido a 
la participación española en la guerra de Independencia de los Estados Unidos entre 1779 y 1783. Cuatro años después del tratado de Versalles, en 1787, 
el entonces secretario de Estado o ministro de Indias, Antonio Valdés, remitió una Real Orden a los consulados y otras instituciones comerciales para 
que informaran sobre sus consecuencias. Uno de los consultados fue Campomanes, entonces gobernador del Consejo de Castilla, y su opinión era pesimista. Consideraba que el Reglamento había sido una "providencia media" 
en la que sólo se "adoptaron en parte" sus recomendaciones. No se había 
abandonado el sistema de puertos habilitados, seguían excluidos territorios 
tan importantes como Venezuela y Méjico y los aranceles continuaban siendo elevados. Opinaba que el "estanco del comercio" no sólo no se había eliminado sino que se había difundido a los nuevos puertos habilitados. Era 
especialmente duro con los cargadores de Indias gaditanos, a los que acusaba de ser testaferros de casas comerciales extranjeras y proponía que éstas 
pudieran establecerse libremente en cualquier plaza española. Campomanes 
concluía que el Reglamento de 1778 no había establecido la libertad de comercio con las colonias americanas, "cuya libertad nunca ha existido y está limitada a la habilitación de ciertos puertos de la península e islas adyacentes".
Algunos historiadores, y en especial Josep M.a Delgado, piensan que el 
comercio libre se adoptó fundamentalmente por razones fiscales, pero de 
nuevo Vicent Llombart (1992) ha discutido esta interpretación con razones 
dignas de consideración. Según este autor, efectivamente, las rentas fiscales 
vinculadas al comercio con las Indias aumentaron, pero lo hicieron porque 
aumentó el volumen del tráfico, ya que la presión fiscal disminuyó un 50 
por 100 por término medio. Una de las razones que esgrimen los partidarios 
de la interpretación fiscalista es que la sustitución del derecho de palmeo por 
la contribución ad valorem supuso un incremento de la presión fiscal a pesar 
de que disminuyeran los tipos. Pero Llombart aduce que existía una opinión 
generalizada sobre el carácter nocivo del derecho de palmeo, ya que discriminaba a los productos de menor valor y mayor consumo e incumplía todos 
los principios básicos que debe cumplir un tributo. El impuesto sobre el valor 
no sólo era más justo sino que sólo pudo tener efectos positivos. Lo que pretendía el libre comercio era "instaurar un sistema de intercambios libres y 
protegidos de la península al conjunto del imperio, con la interferencia de 
algunas secuelas de la doctrina del pacto colonial. En definitiva, nuevos mercados, mejora de las comunicaciones, disminución del coste de las transacciones, aumento de la velocidad del tráfico, menores y más justos aranceles 
no podían sino tener efectos favorables a las posibilidades de crecimiento". Además, el objetivo, al menos de Campomanes y de Ortiz de Landázuri (que 
no consiguieron), era llegar a eliminar cualquier arancel para los productos 
españoles y americanos. Lo que buscaron los impulsores de la reforma, según 
este autor, fue estimular la economía y no aumentar la recaudación.


En realidad, el libre comercio con las Indias tuvo un corto período de 
vigencia. Como ya hemos visto, no comenzó a aplicarse hasta que finalizó la 
guerra de Independencia de los Estados Unidos y los conflictos bélicos con 
Inglaterra de 1796-1802 y 1804-1808 alteraron completamente el tráfico 
atlántico. Durante los catorce años de vigencia plena, el comercio con las colonias aumentó mucho y de modo acelerado. Según Fisher, las exportaciones se 
multiplicaron por más de cuatro y las importaciones por más de diez entre 
1782 y 1796, aunque parece que este cálculo es excesivamente optimista, ya 
que no tiene en cuenta, entre otras cosas, la retención de mercancías que se 
pusieron en movimiento después del tratado de Versalles. Concretamente, 
según el historiador británico, las exportaciones de productos españoles pasaron del índice 100 en 1778 al 338 en 1796, pero el índice promedio fue de 
403. Las importaciones, tomando el mismo valor de 100 en 1778, alcanzaron el índice 1.541 en 1796 y un promedio de 1.111 en el período. Para disminuir los efectos de la primera guerra contra Inglaterra, en 1797 se publicó 
un decreto que permitía a los países neutrales comerciar con América mientras durara la guerra. Los Estados Unidos fueron el país más beneficiado por 
el comercio de neutrales, reexportando a España productos coloniales hispanoamericanos, sobre todo cacao y azúcar.
No todos los puertos españoles habilitados se beneficiaron en igual medida de los decretos de libre comercio. A pesar de la pérdida de su monopolio, 
Cádiz siguió controlando la mayor parte del tráfico: más del 70 por 100 de 
las exportaciones y más del 80 por 100 de las importaciones, expresadas ambas 
en valor. La ciudad atlántica continuó disfrutando de importantes ventajas 
comparativas, como la existencia de una nutrida colonia comercial extranjera, empresas navieras y aseguradoras, capitales, etc. De los puertos nuevamente habilitados, el más beneficiado fue Barcelona. La capital catalana pasó 
de exportar mercancías por un valor de 8 millones de reales en 1778 a 55,8 
millones en 1792. Además, al contrario que la ciudad atlántica, que exportaba fundamentalmente productos de origen extranjero, las mercancías que 
partían de Barcelona fueron preponderantemente españolas y desde 1789 
mayoritariamente productos manufacturados. Josep Maria Delgado ha criticado esta última conclusión al destacar que gran parte de los textiles exportados a América desde Barcelona eran en realidad tejidos de algodón extranjeros estampados o pintados en Cataluña, lo que provocó una importación 
masiva de mercancías foráneas.
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La población española a comienzos del siglo XVIII 
según Jerónimo de Ustáriz
En ningún libro ni papel suelto pude encontrar exacta y formal noticia del 
vecindario de Madrid, si sólo una por mayor, de que se compondría de 30.000 
vecinos, que a seis personas uno con otro, por considerarse más numerosas las 
familias en la Corte, incluirían 180.000 personas, hasta que en el año 1723 llegó a mis manos un resumen impresso, que la curiosidad de un sacerdote de 
esta Corte ha formado de las casas y vecinos que comprehende cada parroquia, 
según consta por las matrículas, que es el único fundamento que he tenido 
para los 30.000 vecinos que en esta relación se consideran a Madrid [...].
Persuádome a que las relaciones que he sacado de estos resúmenes no 
incluyen todos los vecinos de cada población, porque en algunas provincias 
se formaron por los corregidores y justicias con el rezelo de que se les repartiesen soldados quintados y contribuciones extraordinarias a proporción del 
número de sus moradores; y en otras con el escarmiento de unas y otras cargas, y temerosos de que se repitiesen, como sucedió hasta la última paz; y assí 
era natural que procurasen disminuir su población en estas relaciones, lo que 
executarían quizás sin grande escrúpulo, teniendo por objeto el alivio y conservación de los mismos pueblos, que no pudiendo muchos de ellos pagar 
las cargas ordinarias, se exponían a su ruina con el peso y gravamen de las 
extraordinarias, a que dieron ocasión las urgencias de la guerra; y en algunos 
vecindarios es manifiesta la baxa, pues se expressa a la cabeza de ellos, que es 
relación de los vecinos útiles para la contribución, excluyendo a las familias 
pobres y contando dos casas de viudas por una.


Se pudiera fortificar esto aún con otras pruebas, pues haviendo cotejado 
algunos de estos vecindarios en diversos lugares de los contornos de Madrid, 
informándome bien de su verdadera consistencia, he hallado en algunos que 
se ha omitido más de la quinta parte, y en otros hasta la quarta y tercera. 
Sobre algunos vecindarios de Andalucía y de otras partes he hecho el mismo 
cotejo, valiéndome de personas muy prácticas de las mismas ciudades, villas 
y lugares, y he averiguado iguales diminuciones... todo lo qual me persuade a que una población con otra se havrá omitido a lo menos la quinta parte; con que si las quatro quintas partes comprehendidas consisten en 1.140.000 
vecinos, añadiendo a éstos la otra quinta parte, excluida en las relaciones, 
montará el todo a 1.425.000 vecinos [...].
Como la noticia principal que aquí se procura saber es del número de 
almas que poco más o menos puede haver en las provincias de España sujetas al rey nuestro señor, qualesquiera classe que sean, para la regulación de 
los consumos y otros fines, y no el de los que contribuyen a la Real Hacienda, he estimado deber incluir aquí a la milicia con alguna distinción, advirtiendo que los quatro presidios de África se han de reputar como si estuviesen en el continente de España, assí por componerse de españoles su pueblo 
y guarnición, como porque en lo principal se mantienen con géneros y frutos de estos reynos [...].
En estas 100.000 personas se pueden considerar con familias a lo menos 
20.000, entre ministros, oficiales y soldados, los unos por estar casados y los 
otros porque, siendo muchos de ellos capitanes generales de exércitos y de 
provincias, governadores de plazas, tenientes de rey, tenientes generales, mariscales de campo, brigadieres, coroneles y de otros empleos de diversas classes 
de la milicia, como también ministros superiores y particulares dependientes de ella, aunque están solteros tienen número de criados proporcionado a 
sus grados y manejos, y considerando quatro personas de aumento a cada 
una de las mencionadas 20.000 de familia, una con otra, hacen 80.000 personas, y juntas con las 100.000 de paga, llegan a 180.000, que corresponden a 36.000 vecinos, que se añaden a los mencionados 1.425.000 y componen juntos 1.461.000 vecinos.
Parece que entre ministros estrangeros, cónsules, comerciantes de todas 
classes, que en considerable número concurren de diversas naciones y que, no 
obstante ser continua la residencia y el tráfico de la mayor parte de ellos en 
España, no se les incluye en las relaciones de los vecindarios, por reputarse 
como de tránsito, respecto de no estar muchos de ellos domiciliados con vienes raíces, se pueden considerar 8.000 vecinos que se mantienen con frutos de 
España y en gran parte de géneros de ella, contribuyendo en unos y otros a la 
Real Hacienda y a los arbitrios de las ciudades, por lo qual se pueden estimar 
por parte de la población de España, como se practica en otros reynos.


De 50.000 pastores o más que andarán por los montes y dehesas, cuidando del ganado lanar, bacuno y otros, como se ha tanteado en otros capítulos, se pueden considerar a lo menos 30.000 que no se havrán incluido en 
los vecindarios, los quales corresponden a 6.000 vecinos; y añadiendo estas 
dos partidas llega el todo a 1.475.000 vecinos.
Es notorio lo numeroso que el estado eclesiástico es en España, assí el 
secular como el regular y que, no obstante lo mucho que ha disminuido la 
población en diversas ciudades y villas, permanece sin detrimento casi en 
todas partes la misma cantidad y pie de los cabildos, universidades, parroquias, colegios y conventos, y en algunos parages con aumento de nuevas 
fundaciones; con que no parecerá estraño que en la población general de 
España se considere el estado eclesiástico a lo menos por la treintena parte, con sus criados y muchos de sus parientes, que por vivir en las mismas 
casas de los eclesiásticos no se comprehenden en los vecindarios ni en las 
contribuciones personales...; y correspondiendo este aumento a más de 
50.000 vecinos, llega la población de las provincias de España, con Mallorca y sin Portugal, a 1.525.000 vecinos, que corresponden a 7.625.000 almas; 
pero por si en algunas de las partidas puestas a juicio prudencial pudiere 
haver havido algún excesso involuntario, se consideran solamente 7.500.000 
personas en 1.500.000 vecinos para los tanteos de consumos y de otras 
cosas.
(Jerónimo de Uztáriz: Theórica y práctica de comercio y de marina, Madrid, 1757, Antonio Sanz, 36-38.)
La gran epidemia española de tercianas de 1783-1786
En el año 1783 una amenaza más amplia se cierne sobre España. Tal vez 
- huimos del diagnóstico retrospectivo - aquellas tercianas malignas que 
desbordan Valencia y Murcia, unen a las endemias del arroz una epidemia de tifus exantemático o de los ejércitos. Son años de la guerra de Independencia de los Estados Unidos - España y Francia les ayudan contra 
Inglaterra-. Por las comarcas de Lérida, por los llanos de Urgel, se manifiesta una plaga de tercianas malignas, con fuerte incidencia y mortalidad. El médico del rey, José Masdevall, fue encargado de visitar las zonas 
afectadas, por orden del ministro Floridablanca. A su instancia redacta 
una Relación, en donde describe su viaje, las características de la enfermedad y los remedios que - con éxito - ha propuesto. En el verano siguiente es Valencia quien sufre las fiebres, siguiendo su dolorosa tradición. También Murcia y Cartagena. Luego, zonas de Andalucía y la Mancha 
- hasta la Alcarria.


Los hechos en Valencia poseen fuentes valiosas que permiten cuantificar y localizar los fosos sépticos de la enfermedad, al tiempo que percibimos los esfuerzos locales y centrales, en busca de solución. El día 16 de 
octubre de 1784 se reúne el Ayuntamiento de Valencia para examen 
de un memorial de la villa de El Puig, en donde se quejan de la calamidad que sufren sus vecinos. Sugería una consulta a los pueblos - una encuesta - para averiguar la profundidad y estragos de la epidemia y adoptar las 
medidas pertinentes, con buen conocimiento de la situación. Así se acordó, circulando un cuestionario, al que respondieron buen número de 
poblaciones enfermas [...].
Las respuestas al cuestionario fueron muchas y variadas. No todos contestaron, ni remitieron los datos completos, pero con las recibidas se confeccionó una interesante relación de las tercianas en Valencia y una estadística, que puede servir para una aproximación al estudio de las tercianas en 
el Reino durante 1784. A través del expediente - que se imprimió - es posible reconstruir las zonas de la epidemia y sus incidencias dispares, dentro 
de la reserva con que se debe manejar una estadística elaborada en el siglo 
XVIII. Y en segundo término se puede percibir, a través del extracto de los 
relatos, el temor vívido que sufrieron y su idea de las causas o etiología de 
la enfermedad [...].
Con esta elaboración no es difícil localizar el embate de las tercianas en 
la Valencia de 1784. Posee dos focos - epicentro dual - que coinciden con 
las áreas de máximo cultivo del arroz: los marjales del Puig y Puzol y las 
zonas de la ribera del río Júcar. En el norte del País Valenciano, en la franja costera desde Castellón hasta Almenara, la incidencia es débil. Tan sólo 
Nules arroja tasas elevadas, que explica por la abundancia de balsas para 
macerar el cáñamo. Los arroces no estaban muy extendidos, salvo en Burriana. [...] En las zonas más próximas a Valencia, en cambio, las tercianas lograron mayor virulencia. [...] El segundo foco puede detectarse con facilidad 
en las riberas del río Júcar, más lejano a la capital. Los extensos arrozales de 
Catarrosa o Sueca, las poblaciones que rodean la Albufera valenciana, y se 
desperdigan hacia el sur fueron el segundo centro de expansión de la malignas tercianas. [...] Las zonas liberadas en 1769 de plantíos de arroz, la ribera alta del Turia, expresan su satisfacción en las respuestas por haberse librado de la enfermedad [...].
Pues bien, ésta es la epidemia de 1784 en Valencia, según los datos 
tabulados por los regidores de sanidad del Ayuntamiento de su capital. El 
total de enfermos de que recogieron noticia fue de 28.871 y los muertos 
ascendieron a 8.360; pero debe tenerse en cuenta que la mortandad de la terciana se producía algún tiempo después, y estos datos de fines de año 
no reflejarían todas las defunciones. En todo caso, el número de enfermos no 
se refiere a todo el Reino - faltan incluso los datos de la capital, entre otros- 
sino a una población de 130.180 personas aproximadamente.


(Mariano Peset Reig y José Luis Peset Reig: Muerte en España 
(Política y sociedad entre la peste y el cólera), Madrid, 1972, Seminarios y Ediciones SA, 44-53.)
Pablo de Olavide y las Nuevas Poblaciones de Sierra Morena
La colonización de Sierra Morena va a ser considerada, en efecto, desde sus 
comienzos, como la gran empresa del reinado, aquella en que la gloria de un 
monarca ilustrado se halla empeñada ante la mirada de toda Europa. Para 
llevarla a buen fin "hacía falta un hombre superior, aplicado, lleno de celo y 
penetrado del amor a la patria." El Consejo de Castilla, siguiendo el parecer 
de sus fiscales, pensó que "sólo don Pablo de Olavide puede llenar tan digna comisión." Sin duda, su nombramiento dejaría vacantes los cargos de personero y director del Hospicio de San Fernando, en los cuales había tenido 
un completo éxito; pero este mismo éxito era, a juicio de Aranda, la mejor 
razón para confiarle una tarea más importante y más pesada. Basta un hombre ordinario para ocupar el puesto de personero, decía por su parte Campomanes, pero para dirigir las colonias "es necesario que sepa conocer y tratar a los hombres y hacerse amar y respetar por la multitud, de lo que tiene 
dadas pruebas don Pablo de Olavide en el rápido establecimiento del Real 
Hospicio de San Fernando".
Así, el 22 de junio de 1767, la Gaceta de Madrid anunciaba el nombramiento de don Pablo de Olavide, caballero de Santiago, para las triples funciones de superintendente de las Nuevas Poblaciones, asistente de Sevilla e 
intendente del Ejército de Andalucía.
Desde hacía ya varias semanas, Olavide trabajaba con Campomanes en 
la redacción de las instrucciones sobre el recibimiento de los nuevos colonos 
y del fuero o estatuto de las Nuevas Poblaciones que había que crear en Sierra Morena.
Puede parecer extraño que Olavide aceptase dirigir una empresa contraria a las concepciones que él mismo había expuesto en su anterior informe, 
pues había que apelar esencialmente a colonos extranjeros. Pero, además de 
la ambición natural que le llevaba a aceptar un nuevo puesto de primera fila, 
hay que tener en cuenta ciertas intenciones que revela el fuero de los nuevos 
establecimientos. Se trata, claro es, de beneficiar a una región desierta e impro ductiva y de lograr por este hecho mismo la seguridad del camino que la atraviesa, pero se trata, al mismo tiempo, en el pensamiento de Campomanes y 
de sus colaboradores, de realizar una experiencia sociológica, de crear con 
elementos enteramente nuevos una sociedad ideal desembarazada de las taras 
heredadas del pasado que envuelven, a los ojos de los reformadores, a la sociedad española de su tiempo y entorpecen la vida de los campos. Instalar en 
estas tierras vírgenes a colonos llegados de otras partes de España, hubiese 
sido perpetuar al mismo tiempo las prácticas y los prejuicios ancestrales, exponiéndose a una rápida contaminación de los recién llegados por las poblaciones de las regiones inmediatamente vecinas. Por el contrario, el recurso a 
elementos desarraigados ofrecía, a priori, condiciones mejores para la realización de la experiencia y la constitución de una "sociedad rural modelo" 
que podría inmediatamente ponerse como ejemplo a todas las regiones españolas. Una tentativa tal no podía menos de seducir al temperamento doctrinario de Pablo de Olavide.


Dos aspectos hay que considerar en este plan de colonización: el acondicionamiento material que se proporciona a los que llegan a España y la 
organización de la vida social de los nuevos establecimientos.
Cada familia tendrá derecho a una suerte o lote de tierra laborable de 50 
fanegas (o sea, alrededor de 33 Ha) que constituirá un censo perpetuo a favor 
de la Corona; recibirá a su llegada los instrumentos necesarios y un ganado de 
dos vacas, cinco ovejas, cinco cabras, cinco gallinas y un gallo y, en fin, una 
cerda; se le proporcionarán además, a título provisional, los medios de subsistencia necesarios hasta las primeras recolecciones (el pan y prest).
Las normas de ocupación del suelo se inspiran en los principios del 
individualismo agrario: si se prevé el mantenimiento de tierras comunes 
abiertas al ganado, la derrota de mieses es formalmente proscrita. Cada 
poseedor es dueño de su suerte a la que deberá poner lindes y cerrar con 
cerca de árboles frutales. Los ganados de la Mesta no tendrán acceso al territorio colonizado y sus privilegios no tendrán fuerza allí. La asociación más 
estrecha se realizará entre crianza y labranza, pues no habrá labrador que 
al propio tiempo no sea ganadero. Finalmente, las casas estarán diseminadas a través del campo, obligándose el colono normalmente a establecer la 
suya en la suerte que le es concedida. Se prevé, sin embargo, la creación de 
núcleos de población que disten uno de otro alrededor de un cuarto 
de legua, así como que los principales se sitúen a lo largo del camino real de 
Andalucía.
(Marcelin Defourneaux: Pablo de Olavide, el afrancesado, Sevilla, 1990, Padilla Libros-Productora Andaluza de Programas S. A., 
132-134.)


La edad nupcial de las vascas y los vascos en el siglo xviii
La edad a que se contrae matrimonio es la primera noticia expresiva que deja 
una pareja a lo largo de su andadura familiar. Elemento de importancia primordial, tratándose de la contrayente, por las repercusiones que tiene en la 
duración de su período fértil dentro del matrimonio, es, al mismo tiempo, 
un reflejo elocuente de los intereses socioeconómicos, demográficos e incluso culturales que acompañan al funcionamiento cotidiano de una sociedad.
Edad media al primer matrimonio. Irún 1765-1845
[image: ]
Las edades medias representativas de la totalidad del período resultan 
indudablemente elevadas tanto en lo que respecta a los varones como a las 
mujeres, cosa que confirma lo que se adelantó provisionalmente en páginas 
anteriores. Ambas referencias tienen su significado. Si desde el punto de vista demográfico son las edades medias de la mujer las que reclaman una mayor 
atención, las masculinas abren el camino a interpretaciones sociológicas de 
no menor interés.
Los 26,44 años de media a que acceden las campesinas irunesas al matrimonio se sitúan al nivel elevado de las tasas medias de Inglaterra, Francia, Bélgica, Alemania, Suiza o Norte de Portugal, y en uno de los escalones más altos 
de las españolas, con dos o tres años por encima del término medio de las mismas, aunque en la media de las de la Cornisa Cantábrica. En ello, las tasas irunesas se comportan dentro de los límites habituales en Guipúzcoa y del resto 
del País Vasco costero y parte importante de la montaña Navarra. En el Valle de Salazar las edades medias femeninas correspondientes al período 1787-1797, 
oscilan entre los 25 y los 26,5 años. En algún momento llegué a definir la demografía guipuzcoana como una demografía "a la defensiva." Posteriormente y en 
el artículo citado, A.Ortega calificará el comportamiento paralelo de la Vizcaya oriental del siglo XVIII como el que corresponde a un modelo "socialmente 
autofrenado". El papel regulador que juega la familia en el seno del entramado social se hace palpable a la hora de controlar el número de los nacidos que 
vienen a sumarse a unos contingentes de población que difícilmente puede sostener la sociedad vasca-húmeda. El control que ésta va a ejercer, limitando el 
número de nuevos integrantes, encuentra su medio adecuado en el ámbito 
familiar, a través, cuando menos, de retrasar la edad media a la que las mujeres acceden al matrimonio. Se trataría de la puesta en práctica de lo que Van 
de Walle define como estrategia C.


Ocurre, sin embargo, que este control social tiene una manifestación complementaria que afecta también a los varones y que se refleja en la edad a que 
éstos acceden al matrimonio. Lo elevado y mantenido de esta media (en torno a los 30 años en los agricultores) tiene escasas o nulas repercusiones demográficas, pero un alto valor expresivo desde el punto de vista social. También 
el varón se ve "socialmente frenado" a la hora de casarse, y no sólo porque se 
casen relativamente pocos, sino porque lo hacen tardíamente. La propia configuración del mundo rural (escasez de tierras y escasez de caseríos) y lo peculiar de su sistema de transmisión de la propiedad ("troncalidad") imponen 
unas pautas muy determinadas. Lo veremos con mayor detenimiento en la 
parte final del presente capítulo.
El hecho de que las edades medias masculinas sean superiores a las femeninas en torno a los dos o dos años y medio no supone novedad llamativa 
alguna. El talante agrícola de Irún explica seguramente esta normalidad, lejana de los modelos en los que, contrariamente, es la mujer la que presenta 
una edad más elevada. Se trataría de modelos que, al parecer, responden a 
sociedades en las que el trabajo de los varones se realiza fundamentalmente 
al margen de la actividad agrícola.
Sí resulta, por el contrario, digna de mención la diferencia de edad media 
existente entre la población campesina y la que no lo es. En el primero de los 
casos el matrimonio se tiende a contraer más tardíamente que en el segundo. Este 
retraso relativo afecta con mayor fuerza a los varones que a las mujeres. En ello 
tiene indudablemente que ver el mencionado peculiar sistema hereditario vigente en la provincia, mucho más proclive a legar la herencia a los hijos varones.
(José Urrutikoetxea Lizarraga: En una mesa y compañía': Caserío 
y familia campesina en la crisis de la "sociedad  Irún, 17661845, Donostia, 1992, Universidad de Deusto, 200-204.)


El cultivo del cereal en la comarca leonesa de La Bañeza
Como se desprende de los datos ya apuntados y de los aportados por el Catastro de Ensenada, estamos ante un tipo de agricultura extensiva basada fundamentalmente en el cereal trigo y centeno. Este tipo de cerealicultura clásica de la corona castellana, que apenas ha evolucionado con respecto a sus 
formas originarias, está muy lejos de conseguir, en el siglo XVIII, un sistema 
rotatorio en el que se produzca la eliminación del barbecho, tal como ocurriera en otras zonas europeas y españolas.
Solamente el 20% de la tierra labradía, es decir, la que produce mediante la acción humana, lo hace sin intermisión y se ve libre de la clásica rotación anual del barbecho. Se trata de las tierras de regadío ocupadas por un 
cereal como el trigo en rotación con el lino. Dicho ciclo se inicia con la siembra del trigo en el mes de octubre-noviembre y su recogida en agosto del año 
siguiente. Después, la tierra permanece en rastrojera durante todo el verano 
sufriendo la primera aradura en el otoño y el posterior acondicionamiento 
en la primavera del año siguiente para la siembra del lino por el mes de abril. 
Una vez que éste se recoge en agosto la tierra es preparada para recibir nuevamente el trigo en el próximo otoño, con lo que nuevamente se va a iniciar 
el ciclo. Con este sistema la tierra descansa en el primer año durante siete 
meses, desde la recogida del trigo hasta la siembra del lino, lo que, a la vez 
que es beneficioso para el nivel productivo, elimina la posibilidad de recoger más de una cosecha anual. La fuerte sequía y las altas temperaturas estivales, junto a los fríos invernales, solamente permiten a estas tierras producir una cosecha anual sin que puedan mediar otro tipo de cultivos intensivos 
de ciclo corto tal como ocurriera en áreas costeras como Galicia.
En las tierras más occidentales de la comarca, situadas en la zona de transición, donde el rigor invernal es más duradero, esta típica rotación anual se 
realiza con el centeno y el lino, dado que el primero se siembra con anterioridad y aguanta mejor las bajas temperaturas invernales, con lo que un cereal típico de secano, como el centeno, adquiere rendimientos semejantes a los 
del trigo en regadío.
No obstante, ya en el siglo XVIII hallamos los primeros intentos de superar en las tierras buenas de secano el barbecho anual mediante la combinación 
de un cereal con una leguminosa. De forma tímida se va introduciendo este 
sistema en los pueblos más occidentales de la zona de transición, pueblos en 
los que como Tabuyo del Monte las habas rotan con el trigo en un sistema 
similar al del linar. Por su parte, en las tierras ribereñas de la meseta se inicia, 
en el siglo XVIII, la rotación entre el trigo y el garbanzo cuya recogida es coincidente con la de las habas, lo que hace que el período de descanso entre la 
recogida de éstas y la siembra del trigo sea más corto que en el lino, con la ven taja de que esta leguminosa no necesita terreno de regadío para su producción. 
Pero no todas las tierras de secano estaban en condiciones de aguantar este sistema de rotación sin descanso alguno. Los frenos a la consolidación de este 
sistema en las tierras de secano venían dados por la propia condición de las tierras y la exigencia de un aporte de materia orgánica que había que detraer de 
las ricas tierras de regadío de las que el campesino intenta sacar el mayor beneficio posible. Ante esta disyuntiva el campesino opta, ante la carencia e insuficiencia de abono, por aprovechar la reposición que le ofrece el barbecho anual, 
ya sea con la sucesión de cereal, ya con la alternancia entre éste y las leguminosas, previo descanso anual de la tierra entre ambos cultivos.


Esta similitud en la rotación del ciclo es un factor fundamental para explicar el temprano asentamiento de estas plantas leguminosas, titos, garbanzos, 
etc. en las tierras meseteñas. Todo lo contrario que otros cultivos intensivos 
como la patata, estas leguminosas se adaptaban perfectamente a los ciclos 
cerealeros a la vez que contribuían eficazmente al enriquecimiento de la propia tierras. Era esta una condición indispensable dentro de la rigidez de las 
propias ordenanzas municipales que exigían el respeto de las hojas que permitiera la socialización de las rastrojeras.
Pero en la mayor parte de las tierras de secano, sobre todo en aquéllas 
situadas en pendientes ganadas al monte y oteros, imperó durante toda la 
Edad Moderna el barbecho anual. La rotación de cereal con un año intermedio de descanso de la tierra ocupaba cerca del 80% de la tierra labradía, 
a excepción de la incipiente vid que produce sin intermisión en los escasos 
lugares en los que se asentó de forma tímida en el siglo XVIII.
(Laureano M.Rubio Pérez: La Bañeza y su tierra, 1650-1850. Un 
modelo de sociedad rural leonesa. León, 1987, Junta de Castilla y LeónUniversidad de León, 273-275.)
Elogio de la enfiteusis catalana
¿Si vemos nuestro Principado en tan feliz situación, aumentada la población y 
el comercio; si miramos reducidas a cultivo la mayor porción de las tierras que 
lo permiten, quien dudara que todo se debe en gran parte a la frecuencia y uso 
de los contratos enfitéuticos, que en Cataluña se llaman establecimientos? Si 
penetramos a fondo el estilo con que se practican, se nos presentan grandes ventajas, así para el concedente y acetante como para el común del pueblo, adelantamiento de la nación y prosperidad del reyno. Al poseedor, supongamos, 
de una vasta heredad o dilatado término la estención de las tierras le impide cultivarlas todas; ellas quedan en estado de abandono y sin producto, siendo aptas con la labranza de producir copiosas cosechas. ¿Pero qué medio más fácil para 
lograrlo que estableciendo aquella porción que más le convenga?


Por este medio una familia errante, pobre, sin esperanza de mejorar fortuna se domicilia en parage fijo. Puede salir de su estado miserable y llegar, 
si no a la abundancia y riqueza, a lo menos a una mediana honradez y esplendor. Adquiriendo así algunas tierras, aunque yermas, persuadida que cultivas darán útiles productos, se propone desde luego poseer un patrimonio 
reduciéndolas a cultura y lográndolo, aunque con algunos años de penalidad 
y trabajo, son con el tiempo el émulo y admiración de los vecinos.
No sólo se naturaliza esta familia en aquel vecindario sino que, si son las 
tierras dilatadas, pueden distribuirse entre sus hijos. A proporción del número de éstos se aumentan las familias y crece su población, cuando sin ellas 
deberían estrañarse y perderse al rigor de su miseria.
¿Al mismo vecindario qué útil no le es? Aumentándose el cultivo, prospera con la abundancia de los frutos y cosechas, que los abarata. Hasta los 
jornaleros, cuya indigencia en todas partes es notoria, participan de aquel 
adelantamiento en el más cómodo precio de los frutos y granos, que es su 
principal sustento y en lo que se emplean en la labranza.
Al paso de ser tan provechoso al enfiteota y al público, no se perjudica al primitivo dueño, si que adelanta en sus rentas, no sólo por la entrada y censos, que 
le reditúan unas fincas que yermas e incultas ninguna utilidad le daban, sino 
que a proporción de su mejora se le asegura más la ánnua prestación y, vendiéndose todo o en parte, es más el precio y mayor el laudemio que percibe [...].
Y, para acabar de una vez, es un contrato sumamente favorable al concedente, al acetante y al público, que fomenta la labranza, el comercio e industria. Si se practicase en tierras despobladas, se verían en poco tiempo cultivadas y pobladas. La abundancia de los frutos impediría la entrada de los 
estrangeros y la estracción de dinero. Si los nacionales abundasen podrían 
remitirse a los países estraños y se aumentaría el comercio. En él se emplearían varias familias y tomarían rápidas creces las fábricas y las artes.
¿Y qué utilidades no adquiriría la monarquía? ¿Quanto se aumentarían 
los tributos o pagos reales con el cultivo de las tierras yermas y mejora de los 
predios? ¿Qué estracción de dinero no se evitaría, que es una intrínseca efectiva pérdida para el reyno? El comercio, a proporción de sus adelantamientos y progresos, daría mayores productos a las Reales Aduanas. Con la población se añadirían a nuestro soberano muchos vasallos y resultaría no poco 
beneficio para las armas y marina.
(Jaime Tos y Urgellés: Tratado de la cabrevación según el derecho y 
estilo del Principado de Cataluña, Barcelona, 1826, J.Rubió, 1-4 [la 
primera edición es de 1784].)


El artículo 8.° del concordato de 1837
Por razón de los gravísimos impuestos con que están gravados los bienes de 
los legos y de la incapacidad de sobrellevarlos a que se reducirían en el discurso del tiempo si, aumentándose los bienes que adquirieren los eclesiásticos por herencias, donaciones, compras o otros títulos, se disminuyese la 
quantidad de aquéllos en que hoy tienen los seglares dominio y están con el 
gravamen de los tributos regios, ha pedido a Su Santidad el Rey Católico se 
sirva ordenar que todos los bienes que los eclesiásticos han adquirido desde 
el principio de su reynado o que en adelante adquiriesen con cualquiera título, estén sujetos a aquellas mismas cargas a que lo están los bienes de legos. 
Por tanto, habiendo considerado Su Santidad la quantidad y qualidad de 
dichas cargas y la imposibilidad de soportarlas a que los legos se reducirían 
si por orden a los bienes futuros no se tomase alguna providencia, no pudiendo convenir en gravar a todos los eclesiásticos, como se suplica, condescenderá solamente en que todos aquellos bienes que por cualquier título adquiriesen cualquiera iglesia, lugar pío o comunidad eclesiástica y por esto cayeren 
en mano muerta, queden perpetuamente sujetos, desde el día que se firmase la presente concordia, a todos los impuestos y tributos regios que los legos 
pagan, a excepción de los bienes de primera fundación; y con la condición 
de que estos mismos bienes que hubieren de adquirir en lo futuro queden 
libres de aquellos impuestos que por concesiones apostólicas pagan los eclesiásticos; y que no puedan los tribunales seglares obligarlos a satisfacerlos, 
sino que esto lo deban ejecutar los obispos.
Capítulo I.Para la noticia conveniente y segura de las adquisiciones 
hechas y que hicieren en adelante las iglesias, lugares píos y comunidades 
eclesiásticas desde el día 26 de septiembre de 1737, que es el de la fecha del 
concordato, averiguarán los superintendentes y subdelegados de Rentas Reales, cada uno en su provincia y partido, si estas adquisiciones se han celebrado por instrumento público o hecho por simple papel de convenio o de 
palabra, con advertencia que de los celebrados por instrumento público harán 
que los escribanos ante quien se actuaren, o los sucesores en sus oficios, den 
testimonios duplicados de cada una de ellas con íntegra expresión de las fincas, día, mes y año de su enagenación y título, persona que las ha enagenado, y la iglesia, lugar pío o comunidad eclesiástica que las ha adquirido, y de 
ellos se archiven, uno en la Contaduría de la Superintendencia y remitan otro 
al Consejo para colocarle en la general de Valores, cuya regla deberán practicar los superintendentes y subdelegados de Rentas Reales que hasta ahora 
no los hubieren remitido de las hechas hasta el presente, y observarán igual 
regla por las que hicieren en lo futuro. Previniendo a los escribanos entreguen al fin de cada mes dichos testimonios, con apercibimiento de la multa de cincuenta ducados por la primera vez en que se les condena, si en este término faltaren a su entrega; y los superintendentes y subdelegados cada quatro meses remitirán los correspondientes al Consejo. De las adquisiciones 
hechas y que se hicieren por simple papel de convenio o de palabra harán 
sumaria justificación de ellas y sus circunstancias y, quedándose con un traslado de esta justificación para archivarla en la Superintendencia, remitirán 
la original al Consejo en la forma que queda prevenido de las celebradas por 
instrumento público.


(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, 1, 
37-38 [Nov. 1, 5, 14].)
El Tratado de la Regalía de Amortización, de Campomanes
La necesidad debe ser cierta y no afectada para proceder al establecimiento 
de una ley especial de esta naturaleza. Y aunque el legislador la debe saber 
por su suprema autoridad, en España estamos en este caso de más de tres 
siglos a esta parte, según el consentimiento universal, en cuyo número entran 
los escritores eclesiásticos, de que se han citado muchos en el discurso de este 
tratado; y lo que es más, todo el brazo eclesiástico concurrió a esto mismo 
en las cortes de Valladolid de 1518, junto con los Grandes o brazos de la 
nobleza y procuradores de las ciudades, que hacen el tercer estado.
Este consentimiento del clero era ya de suyo suficiente, aun en materia 
más ardua, para establecer la ley, por ser el verdadero interesado.
Concuría con esto que el señor Carlos 1, en calidad de soberano de los 
estados de Flandes y Borgoña, reconociendo su regalía, estableció esta misma ley para aquellos dominios, con otras que quedan ya enunciadas. De suerte que no puede haber duda en que la necesidad de proceder a esta prohibición de ulteriores adquisiciones está hace tres siglos calificada por toda la 
nación, incluso el clero.
El concurso de la potestad espiritual no es del caso en lo que mire a conservar el patrimonio de los vasallos legos; nunca pudo ser más que una mera 
precaución política para enterar al público de que la causa de establecer la 
ley de amortización no dimana de odio a la Iglesia, sino de una exigencia verdadera de utilidad común del Estado. El reynado de Carlos 1 estuvo conmovido de tantas guerras interiores y externas, que la prudencia aconsejaba 
no hacer novedad en esta materia. De la situación de un tiempo no se infiere bien a otro del todo diferente. Entonces esa regalía era menos conocida 
que ahora y avía otros puntos que terminar para el buen gobierno, los quales se han allanado después.


El daño de las nuevas adquisiciones le ha testificado la Santa Sede en el 
concordato de 1737, en que conoció ser ya los bienes de legos insuficientes 
para soportar las cargas del Estado, y así quedaron sujetos a pechar los de 
mano muerta de nueva adquisición.
Pero como estos pechos no indemnizan al Erario de las alcabalas en las 
ventas sucesivas, que cesan pasando a manos muertas los bienes, y por otro 
lado los seculares se empobrecen y despueblan luego que se les arranca de las 
tierras que por títulos lucrativos o onerosos recaen en los privilegiados, y ellos 
cultivan y desfrutan por sí mismos en la mayor parte, de ay se sigue que la 
autoridad de nuestros soberanos está expedita y la necesidad de la ley prohibitiva reconocida indubitablemente por la autoridad eclesiástica.
Las Cortes en lo antiguo pretendían no sólo la ley prohibitiva de ulteriores 
adquisiciones absoluta y sin la menor reserva, sino también que a las comunidades ricas se les obligase a vender lo que les sobrase, después de dotado su competente número; que fue pensamiento también del obispo D.Fr. Ángel Manrique en la representación citada del año 1624, que presentó al clero de Castilla.
Este plan es muy diferente de una ley moderada que prohiba las ulteriores adquisiciones. El presente se dirige a limitar, no a despojar, los bienes 
adquiridos a las iglesias. Para eso por ventura, como que se trata de derechos 
incorporados a ellas, sería necesario y conveniente el concurso por lo menos 
del mismo clero. El objeto de la ley prohibitiva actual no es de darle fuerza 
retrógrada sino progresiva para lo venidero, respecto a los bienes de legos que 
actualmente permanecen en ellos, y a que los eclesiásticos ningún derecho 
tienen adquirido, ni pueden alegar todavía.
Tampoco se pide una absoluta prohibición, sino moderarla con el asenso regio para quando convenga conceder el permiso de amortización en rentas suficientes que agraven lo menos que sea posible al común.
Ni se intenta gravar la concesión ¿e estas licencias de amortizar, quando 
se expidan, con otra cosa que la indemnidad de los tributos, y esta dificultad está allanada desde el año de 1737, prescindiendo de los demás títulos 
que el rey tiene para afectar a ellos las tierras, a que no renunció.
(Pedro Rodríguez de Campomanes: Tratado de la regalía de amortización, Madrid, 1765, Imprenta Real, 264-266.)
Real Cédula de 26 de mayo de 1770 sobre reparto 
de tierras concejiles
Atendiendo el Consejo, por los recursos que se le han hecho, a salvar los 
inconvenientes que se han seguido en la práctica de las diferentes provisio nes expedidas anteriormente sobre repartimiento de tierras de labor y pasto, 
motivados unos del efecto contrario que se prometía y otros de las malas inteligencias con que se procedía, ha resuelto por regla general y quedando sin 
efecto y valor lo hasta aquí mandado, se observe en adelante lo siguiente:


1.Que los repartimientos de tierras de propios y arbitrios, o concejiles 
de labrantías, hechos hasta aquí en virtud de las órdenes generales, 
subsistan en todo lo que mantengan cultivado y corriente los vecinos 
a quienes se hubiere repartido, con prevención que, dexándolo de 
cultivar o pagar el precio del arrendamiento por un año, pierdan la 
suerte y se incluya en el repartimiento que se haga.
2.Si algunas de las mismas tierras estuviesen arrendadas y no repartidas, subsistan los arrendamientos por el tiempo que se hubiesen estipulado y, fenecido éste, se repartan por este orden.
3.Exceptuando la senara o tierra de concejo en los pueblos donde se 
cultivase o se convinieren cultivarla de vecinal, las demás tierras de 
propios, arbitrios o concejiles labrantías que no estén repartidas ni 
arrendadas se repartan en manos legas.
4.En primer lugar a los labradores de una, dos y tres yuntas que no tengan tierras competentes para emplear las yuntas propias, dividiéndolas en suertes de a ocho fanegas, dando una suerte por cada yunta.
5.En segundo lugar a los braceros, jornaleros o senareros, que se declara ser todo peón acostumbrado a cabar y demás labores del campo, a 
los quales, pidiéndolo, se les repartirá una suerte de tres fanegas en el 
sitio o parage menos distante de la población, previniendo que, dexando un año de beneficiarla o cultivarla o no pagando la pensión, la 
pierdan, sin comprehender en esta clase a los pastores ni artista alguno, si no tuviere yunta propia de labor, en cuyo caso se le incluirá en 
el repartimiento como labrador de una yunta y no como bracero o 
jornalero.
6.Si, hecho el primer repartimiento entre todos los que se hallaren aptos 
para él, sobraren tierras que repartir, se repetirá otro y otros repartimientos, por el mismo orden que va explicado, entre los labradores de 
una, dos y tres yuntas, hasta completarles las tierras que puedan labrar 
con ellas; y si todavía sobraren, se repartirán a los que tengan más pares 
de labor con proporción a lo que necesiten y puedan cultivar y, no necesitándolas, se sacarán a subasta y se admitirán forasteros, con declaración de que del precio del remate no se admita tasa, quedando solamente a las partes reservado su derecho para usar de los remedios 
ordinarios, sin que ninguno pueda subarrendar ni traspasar a estraño 
la tierra de esta clase que se le haya repartido o arrendado.


7.Los comisarios electores de parroquias hagan el nombramiento de 
repartidores y tasadores, los quales, con intervención de la junta de 
Propios, regularán el tanto que se haya de pagar por cada suerte en 
frutos o en dinero, con atención a la calidad de las tierras y sus huecos y según la práctica y estilo del país, teniendo consideración a que 
no decaigan los caudales públicos de lo que antes les producían las 
mismas tierras, sobre que velarán los corregidores de las cabezas de 
partido, quedando en libertad los pueblos en que los vecinos tienen 
derecho de cultivar en montes o términos comunes para que puedan 
practicarlo sin que en esto se haga novedad, ni tampoco se cargue 
pensión alguna por las tierras concejiles en los pueblos donde, por no 
ser de propios ni tener sobre sí algún arbitrio, hasta ahora se han repartido libremente sin pensión o canon alguno.
8.Para las roturas prohibidas por ley se ocurrirá al Consejo a pedir la 
licencia necesaria.
9.En los arrendamientos de tierras, fundo y posesiones de particulares 
quedan en libertad sus dueños para hacerlos como les acomode y se 
convengan con los colonos, y se previene que en el principio del último año estipulado tengan obligación el dueño y colono de avisarse 
para su continuación o despedida, como mutuo desahucio, y faltando el aviso del último año, si sólo se hiciere en el fin de éste, se entienda deber seguir el año inmediato, como término para prevenirse cualquiera de las partes, sin que los colonos tengan derecho de tanteo ni 
a ser mantenidos más de lo que durare el tiempo estipulado en los 
arrendamientos, excepto en los países, pueblos o personas en que haya 
o tengan privilegio, fuero u otro derecho particular, y no se comprehenden en esta providencia los foros del reyno de Galicia, sobre los 
quales se debe esperar una resolución de S. M.
(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, III, 
566-567 [Nov. 7, 25, 17].)
Real Cédula de 8 de septiembre de 1794 que regula 
los desahucios
2. Los dueños de haciendas, de frutos de las tierras dadas en arrendamiento, 
pagarán un seis por ciento del precio de éste; pero si las cultivan por sí o de 
su cuenta no pagarán nada, entendiéndose esta excepción con arreglo a lo 
que previene el capítulo 3 de la Real Cédula de 6 de diciembre de 1785, cuya 
observancia ha de ser la más exacta y escrupulosa, ínterin no se disponga otra cosa, es decir, que si los dueños o propietarios de tierras, acabados los contratos o arrendamientos pendientes, quisieren despojar a los arrendatarios 
con pretexto de cultivarlas por sí mismos, no les permita absolutamente si 
no concurre en ellos la circunstancia de ser antes de ahora labradores con el 
ganado de labor correspondiente y al mismo tiempo residentes en los pueblos en cuyos territorios se hallan las tierras.


(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, V, 
39 [Nov. 10, 10, 4].)
Ordenanza de 31 de enero de 1748 sobre conservación 
de los montes
Hallándome enterado del decadente estado en que están presentemente los 
montes, con especialidad los inmediatos a la mar, a causa de las cortas que 
indebidamente se han hecho con mucha frecuencia, talas y quemas, y el ningún cuidado que se ha tenido y tiene en atender a su importante reparo por 
medio de los plantíos y visitas, como lo prescriben las leyes de estos reynos 
y varias resoluciones de los señores reyes mis antecesores, dirigidas al mayor 
aumento y conservación de los montes, de lo qual se sigue tanta utilidad a 
mi servicio y a mis vasallos, he resuelto expedir la ordenanza siguiente, que 
se observará inviolablemente en las provincias y distritos que en esta cédula se 
expresan, sin embargo de los privilegios, derechos o costumbres que puedan 
autorizar la práctica en contrario.
1.El cuidado y conservación de los montes situados en las inmediaciones de la mar y ríos navegables, en distancias en que pueda facilitarse su conducción a las playas, continuará, como por repetidas órdenes está mandado, a cargo de los intendentes de Marina establecidos 
en los tres departamentos de Cádiz, Ferrol y Cartagena, cada uno de 
los quales exercerá en su distrito la jurisdicción competente por sí o 
sus subdelegados, con total inhibición de otras qualesquiera, del mismo modo que han estado encargados en lo pasado a los jueces de 
montes de los reynos y provincias.
2.Luego que esta ordenanza se publique, mandarán los intendentes 
reconocer los montes de su jurisdicción por los ministros de Marina 
establecidos en los principales puertos de mis reynos, señalándoles 
los lugares que cada uno hubiere de visitar para formar, con separación de sus jurisdicciones, individual relación de sus montes y estado de ellos, con distinción de los que pertenezcan a particulares, de los comunes y propios de los mismos lugares, y de los que sean dehesas y cotos reales, expresando su latitud, situación y número de árboles que tengan en pie, así robles como encinas, carrascas, alcornoques, 
álamos negros y blancos, chopos, fresnos, alisos, nogales, hayas, castaños y pinos, dividiéndolos en clases según la calidad y distinguiendo su edad con la nota de nuevos, crecidos y viejos.


(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, III, 
532 [Nov. 7, 24, 221.)
Real Cédula de 15 de junio de 1788 por la que se permite 
el cercado de las tierras
1. Concedo por punto general a todos mis vasallos, dueños particulares de 
tierras y arrendatarios la facultad de que puedan cerrarlas o cercarlas, a cuyo 
efecto, por lo tocante a los terrenos que se destinen para la cría de árboles silvestre, amplío el término de seis años señalados en la Real Cédula de 7 de 
diciembre de 1748 al de veinte años, que se consideran necesarios para el 
arraygo y cría de estos árboles, el qual cumplido puedan los ganados entrar 
a pastar las yerbas de su suelo en los términos que lo hayan executado antes 
del plantío, con arreglos a las Reales órdenes expedidas en su razón.
2. Las tierras en que se hicieren plantíos de olivares o viñas con arbolado, o huertas de hortaliza con árboles frutales, deberán permanecer cerradas 
perpetuamente por todo el tiempo que sus dueños o arrendatarios las mantengan pobladas de olivar, de viñas con arbolado, de árboles frutales o de 
huertas con hortaliza y otras legumbres, para que de esta suerte conserven 
los terrenos su amenidad y abunden en el reyno estos preciosos frutos tan 
necesarios a la vida humana, y que contribuyen al regalo y al sustento de mis 
vasallos.
3. En conseqüencia de todo podrá qualquiera dueño o arrendatario cercar las posesiones o terrenos que le conviniere en los términos que van expresados, sin necesidad de solicitar concesiones especiales, como se ha hecho 
hasta aquí.
4. Ordeno a los tribunales y justicias del reyno favorezcan estas empresas sin embargo de qualquier uso o costumbre en contrario, que no debe prevalecer al beneficio común que los particulares tienen para dar a sus terrenos 
el aprovechamiento y beneficio que les sea más lucroso, y sólo en el caso de 
abandonar el cultivo de los plantíos y el cultivo de sus huertas y cercados 
deberán decaer de esta gracia, por cesar la causa impulsiva de esta concesión, 
quedando el mi Consejo en el cuidado de tomar las providencias convenientes para que tengan efecto los plantíos y su conservación, y de que no se abuse 
con pretexto de ellos de la facultad de cerrar y cercar las tierras.


(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, III, 
531 [Nov. 7, 24, 191.)
Real Cédula de 29 de agosto de 1796 por la que pierden 
su jurisdicción privativa los alcaldes entregadores de la Mesta
Habiéndose arreglado la instrucción conveniente, así para conseguir el fin 
del amparo y defensa de la Real Cabaña, como para cortar los abusos, excesos y perjuicios que han producido los alcaldes entregadores y sus audiencias, acomodando al pensamiento del día la última formada por los comisionados del Honrado Concejo de la Mesta, especialmente sobre que no 
causen molestias ni vexaciones a mis vasallos en los tiempos de recolección 
y sementera, he tenido a bien aprobar la citada siguiente instrucción:
1.Los corregidores de letras y alcaldes mayores realengos y de Órdenes de las provincias por donde acostumbran pasar y pastar los ganados de la Real cabaña de merinas, cada uno en el territorio de su 
jurisdicción, y los de las villas eximidas y de abadengo que estuviesen dentro de él o con mayor inmediación, desempeñarán la comisión dada a los alcaldes mayores entregadores y sus audiencias por 
las leyes del reyno y de Mestas, considerándoles como unos subdelegados subalternos del presidente de Mesta, y las justicias y vecinos 
de los pueblos referidos acudirán a sus llamamientos y cumplirán 
sus órdenes, sin embargo de qualesquiera exenciones que tuviesen, 
pues en quanto a esto no ha de tener efecto hasta que otra cosa se 
mande.
2.En cada una de estas subdelegaciones nombrará el concejo a un ganadero trashumante de instrucción e inteligencia en la materia, de conocida probidad y de algún arraygo, esto es, que tenga lo menos quinientas cabezas de ganado suyas propias, y en su defecto a qualquiera 
otro ganadero, según parezca al concejo más conveniente y oportuno con respecto a las circunstancias de cada partido. Este ganadero 
exercerá el oficio de procurador fiscal y representará el Honrado Concejo del mismo modo que en las audiencias, haciéndose estos nombramientos por el tiempo y la formalidad que se señale en las juntas 
generales. El escribano y alguacil serán los del juzgado ordinario a 
nombramiento del mismo concejo, despachando a unos y otros su título formal, y tanto el escribano y alguacil como el subdelegado y 
procurador fiscal trabajarán por ahora con sólo los derechos del arancel del juzgado ordinario [...].


5.Los procuradores fiscales celarán siempre el cumplimiento de esta 
instrucción, acudiendo al subdelegado con quantas contravenciones entendieren. Saldrán a lo menos una vez al año a reconocer si 
los pastos, pasos, cañadas, cordeles, descansaderos y abrevaderos se 
hallan o no libres y desembarazados para el tránsito de los ganados, 
extendiéndose a qualesquiera exceso de esta comisión, y protegerán 
la defensa de los dueños de ganados y pastores que acudan con justa queja, especialmente al tiempo de la trashumación de los ganados, para que no sean detenidos ni se les exija lo indebido, pudiendo también los propios dueños de ganados y pastores representar al 
presidente de Mesta sobre qualquiera novedad que advirtieren en 
la observancia de sus privilegios y de lo prevenido en esta instrucción [...].
9.Con presencia de esta información pasará el subdelegado en persona al 
reconocimiento y medida de las cañadas, cordeles, pasos, pastos y descansaderos, abrevaderos y terrenos que sea necesario para la comprobación de la denuncia, a cuyo fin el procurador fiscal nombrará dos apeadores y se citará a los reos, o pueblo o pueblos contra quienes se dirija 
aquélla, con señalamiento de día y hora, y la calidad de que por su parte 
nombren otros tantos peritos. Previas estas diligencias y hechas con toda 
formalidad la citación o citaciones necesarias, si los reos no nombrasen 
peritos lo hará de oficio el subdelegado (y de un tercero en caso de discordia), y se procederá por todos al reconocimiento, abriendo la cañada 
o cordel donde sea necesario, por encontrarse ocupado el sitio donde debía 
haberle, o renovando los mojones e hitos si estuviese corriente, para lo 
qual llevará el procurador fiscal la soga o cuerda necesaria, debiendo tener 
entendido que la extensión de la cañada ha de ser de noventa varas, la del 
cordel cuarenta y cinco, y veinte y cinco la de la vereda.
(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, III, 
595-597 [Nov. 7, 27, 11].)
Reflexiones de Antonio Ponz sobre Extremadura, la Mesta, 
la población y la agricultura (1784)
Antes de salir de Extremadura, a cuyo fin se puede decir que hemos llegado, 
quiero recopilarle a usted varias especies que he oído en diferentes partes de ella y a diversa clase de personas. Una de ellas, por haberme chocado, me 
acerqué a indagarla de quien debía saberla y es tocante a su población. Me 
escandalicé al oír que toda ella se reduce a cien mil vecinos, con poca diferencia, y creo se debe escandalizar cualquiera que una provincia, acaso la más 
fértil de España y de las mejores de Europa, cuyo largo se reputa de cincuenta 
leguas y de cuarenta, poco más o menos, su ancho, tenga menos vecinos que 
una sola ciudad de las principales de Europa; pues así es, porque los cien mil 
vecinos los tiene la ciudad de Nápoles, y las de París y Londres muchos más 
cada una. Terrible proposición, y crecerá de punto, adoptando la que parece muy cierta de varios políticos, y es que el poder y utilidad de las monarquías se reputa por el número de sus moradores.


Cuál sea la causa principal de su despoblación es asunto delicado para 
que nos engolfemos en él. Los extremeños por lo común lo atribuyen al ganado, que llaman Mesta, sobre lo cual he oído con bastante indiferencia millones de especies, caminando por esta provincia y otras tantas antes de venir a 
ella en esa corte, como usted y otros han oído; pero acaso no habrá llegado 
a su noticia de usted la de cierto papel escrito a una persona de las más condecoradas en ella por otra de mucha reputación literaria que todos hemos 
conocido, cual fue el padre maestro Sarmiento [...].
A esta calamidad o desidia debe su origen la Mesta. Aquellas pécoras 
ultramarinas se colocaron en estos montes de Segovia, sin pensar en Mesta 
ni en Extremadura. La abundancia de despoblados y la escasez de labradores ocasionaron que los hombres y los animales extendiesen sus términos, 
porque no había quien los refrenase. Los hombres se iban aprovechando de 
las tierras que la peste [se refiere a la Peste Negra] había reducido a valdíos, 
no para cultivarlas, pues se necesitaba quatro tantos más colonos para ello; 
y creyendo que con mulas podrían arar mucha tierra, introdujeron la peste 
de arar con mulas, con las quales, según Arieta, no se ara la tierra sino se 
araña. No estando cultivada bien y la mayor parte de ella ni bien ni mal, 
quedó casi toda abandonada a pasto de ganados forasteros que impidiesen 
la labranza [...].
El Imperio Romano tenía, según Riciolo, cuatrocientos y diez millones 
de personas. En tiempo de Tertuliano no había en él un palmo de tierra que 
no estuviese cultivado. Solino dice que en España nihil otiosum, nihil sterile. 
Extremadura tiene dos mil leguas quadradas de terreno: el cálculo prudencial de una mediana población señala mil personas a cada legua quadrada 
una con otra; luego la Extremadura podría alimentar, y bien, dos millones 
de personas, que dando quatro a cada vecino, son quinientos mil vecinos. 
Ustáriz sólo da a Extremadura sesenta mil vecinos. Véase ahí la enorme desproporción entre la población que tiene y la que debía tener si no hubiese 
Mesta. Galicia, que no tiene Mesta ni más que mil y seiscientas leguas qua dradas, tiene más de un millón de personas y más de doscientos y cincuenta mil vecinos. Cotéjese con sesenta mil en cuarto más de tierra.


Esto por lo que toca a vecindario y población, que es la alma de un Estado, si se hace guerra a la ociosidad. En quanto a ganado, más alimenta Galicia que la Extremadura. Dice Ustáriz que serán unos quatro millones de cabezas las que pasan a Extremadura. En Galicia no hay exércitos de treinta, 
cuarenta ni cincuenta mil cabezas que posea uno solo y que no cultiva la tierra. El que tiene treinta, cuarenta y cincuenta cabezas en todo ganado es un 
Creso; pero no hay pobre labrador, por infeliz que sea, que no alimente veinte o veinte y cinco cabezas de todo ganado. Pocos reflexionan en que más 
montan infinitos pocos que pocos infinitos.
Otros patronos de la Mesta recurren a las lanas, ponderando que es un 
comercio activo. Ustáriz dice que los estrangeros nos dan uno por lana en 
vedija, pero que nos sacan quatro en sus tejidos: ¿y este es comercio activo? 
Sería activo si se prohibiese en España la introducción de texidos estrangeros, teniendo tanta lana y tanta seda.
La seda no se opone a la agricultura como la Mesta; y más útil sería la fábrica de sedas en la Extremadura que toda la Mesta. Dice Ustáriz que en la Mesta 
están empleadas cuarenta mil personas; y siendo todos nacidos para la agricultura, pudiendo trabajar cada uno cincuenta fanegas de tierra, ¿no estarían mejor 
empleados en cultivar dos millones de fanegas de tierra en su país o en Extremadura, que no viviendo ociosos, jugando a la calva o al cayado? En Galicia no 
hay enxambres de pastores, de mastines, de lobos ni langosta. Una niña hilando 
sobra para guardar, a la vista física o moral de su casa, el ganado de su padre. La 
Extremadura, por estar yerma y no ararse, es la cuna de la langosta.
(Antonio Ponz: Viaje de Fspaña. Madrid, 1988, Aguilar, 2, 618-624.)
Carta mediante la que Jovellanos remite a la Sociedad 
Económica Matritense el Informe de la Ley Agraria (1794)
Excmo. Señor:
V. E. fue servido de poner a mi cuidado la extensión del informe pedido por el Supremo Consejo de Castilla en el expediente de Ley Agraria y, 
después de varios recuerdos en que se me recomendó la brevedad, recibí el 
último oficio que la secretaría me dirigió a esta villa con fecha de 12 de diciembre de 1790.
En respuesta de 12 de enero inmediato manifesté a V. S. mi deseo de 
desempeñar cuanto antes pudiese este honroso encargo y de dedicar a él todo el tiempo que me dejasen libre otros del real servicio que estaban a mi cuidado. Así lo cumplí, formando el escrito que paso a manos de V. E., a quien 
puedo asegurar que él solo ocupó mi atención y mi pluma en todos los instantes que pude robar a las comisiones en que todavía entiendo.


Pero, más que esta protesta, disculparán ante V. E. mi tardanza la importancia de la materia y la extensión del plan que me propuse para desempeñarla dignamente. Según él era necesario subir al origen de los errores que 
están autorizados en nuestra legislación, recorrer todos los artículos enlazados con la suerte del cultivo y ponde en claro toda su influencia. Era necesario hacer la guerra a muchas preocupaciones añejas y establecer muchas 
verdades poco conocidas. Eran, en fin, necesarios tanto circunspección para 
no perder de vista la verdad como denuedo para pronunciarla.
Todo mi cuidado se dirigió a llenar tan grandes objetos y si estoy seguro de haberlo conseguido es sólo por la exactitud con que me ceñí a los firmes y benéficos principios de V. E.
Este será mi único mérito, si es que en mi trabajo hay alguno. El gran 
principio sobre que se apoya el presente informe es, por decirlo así, una 
propiedad exclusiva de V.E.Habrá ciertamente en todas las clases del reino 
muchos individuos que le conozcan y respeten, pero dudo que haya un solo 
cuerpo que le haya sentado, demostrado y defendido tantas veces como V. E. 
Era por lo mismo mi primera obligación seguirle religiosamente y lo hice 
con tanta más facilidad cuanto el programa de mi trabajo me convencía más 
y más cada vez de su verdad y firmeza.
Aun del orden y claridad que puede haber en mis ideas me confieso también deudor de V.E.Era imposible traer los varios artículos que abraza este 
informe a un punto de unidad, esto es, al único principio que debía regularlos, sin que ellos mismos se colocasen de suyo en el orden y lugar que pertenecía a cada uno.
Pude ciertamente haber dado el primer lugar en mis reflexiones a los 
estorbos físicos o presentados por la naturaleza, pero habiendo considerado 
que ni son presentados por la mano del hombre ni siempre accesibles a sus 
esfuerzos, preferí un orden más natural y conforme al progreso de la perfección política de los Estados. El primer objeto de las leyes sociales será siempre proteger el interés individual; este interés, una vez protegido, aumenta 
infaliblemente la riqueza particular; de esta riqueza nace sin violencia y se 
alimenta la riqueza pública; y sólo cuando un Estado se ha hecho por medio 
de ella rico y poderoso, es capaz de luchar con la naturaleza, vencerla y mejorarla. Por otra parte seguí naturalmente el orden que iban tomando mis ideas. 
Sentado una vez el principio, ¿quién podía prescindir un solo instante de los 
errores que se le oponían? Los baldíos, las tierras concejiles se presentaban 
inmediatamente ante elo tribunal de la razón, y en pos de ellos el desampa ro y abertura de las heredades privadas. La Mesta y los demás artículos de 
protección parcial, que hacen la guerra al derecho de propiedad individual, 
salían también al paso. El monstruo de la amortización, que continuamente la traga y la engulle, se aparecía a su lado y era difícil perderle de vista sin 
descubrir otros monstruos políticos, esto es, el monopolio tan bien hallado 
en los embarazos del comercio de frutos y las Rentas Provinciales, tan enemigas de este comercio como de toda buena industria.


Confieso que en estos varios artículos no he llegado al sublime punto a 
que los principios de V. E. podían conducirme; pero esta moderación, sobre 
oportuna, me pareció muy necesaria. La perfección del hombre, así en moral 
como en política, es progresiva y suele adelantar poco cuando quiere andar 
demasiado. Nada es tan difícil como postrar de un golpe los errores autorizados y protegidos, y para destruir las opiniones agradable es tal vez más seguro debilitar poco a poco su raíz que atacar el tronco o cortar atrevidamente 
sus ramas.
Sin embargo V. E. verá que he acogido en el adjunto Informe todas las 
verdades importantes que presentaba la materia y que las he pronunciado 
con aquella noble franqueza que era propia del celo, de la sabiduría y del instituto de V. E., que exigía el bien de la causa pública y que no desdecía de 
mi propio carácter, siempre ajenos de honrar con el nombre de prudencia a 
aquella fría indiferencia, o por mejor decir, a aquella ruín flaqueza que, detenida en varios miramientos, sólo tiene resolución para callar las verdades útiles y temporizar con los errores perniciosos.
Después de haber procedido así, no tengo otro deseo que el de que V. E. 
se persuada de que nada quedó por hacer a mi celo y buena diligencia para 
desempeñar su honrosa confianza de un modo digno de la grandeza, del objeto y del decoro de V. E.
Nuestro Señor guarde a V. E. muchos años.
Gijón, 26 de abril de 1794. 

Gaspar Melchor de Jovellanos.
(Reproducido por Gonzalo Anes: Economía e "Ilustración" en la 
España del siglo XVIII, Barcelona, 1969, Ariel, 135-138.)
Los sistemas de cultivo en Andalucía
Los sistemas de cultivos de la tierra de labor en secano eran, a mediados del 
XIX, tres: sistema anual, bienal y trienal. Una tierra era cultivada por sistema 
anual cuando producía una cosecha cada año, ininterrumpidamente, no conociendo el período de descanso ocupado por el barbecho; se llama a las 
tierras así cultivadas de "ruedo", pues, por lo general, el sistema anual intensivo se daba en las tierras más próximas e inmediatas al casco de la población, aunque "ruedos" y "anual" no son sinónimos; en realidad, la clave del 
sistema anual estaba en el abonado por estiércol, del que se beneficiaban las 
tierras más cercanas. También había tierras del sistema anual en las inmediaciones de los caseríos de los cortijos, a las que impropiamente se les llamaba "ruedos del cortijo", y que se beneficiaban del estiércol del ganado de 
labor.


El sistema bienal, llamado de año y vez, permitía la obtención de una 
cosecha de trigo uno de cada dos años, aprovechándose el barbecho para la 
siembra de semillas u oleaginosas. A veces se le suele identificar con el tipo 
de cultivo llamado a "dos hojas"; tienen coincidencias, aunque responden a 
distintos criterios, pues el sistema a dos hojas marca una alternancia coetánea - cada año, la mitad de la tierras se siembra de trigo y la otra mitad barbechea-, mientras que el sistema bienal es rotativo y marca una alternancia 
sucesiva - un año toda la tierra de cereal y al otro en barbechera-. La primera importante novedad en la técnica agrícola es cuando la alternancia del bienal se realiza por el sistema de dos hojas, con lo cual cada año el agricultor 
se aseguraba una cosecha de trigo, quedando en el mercado mejor controlados los precios y la producción.
El sistema trienal permitía obtener una cosecha de trigo uno de cada 
tres años, otra de cebada y otra de algunos productos semillados en el año 
de barbechera. Era el sistema más extendido por excelencia, el dominante 
en el antiguo régimen; el sistema, no obstante, se mantuvo en todo el siglo 
XIX y el XX, y hacia él se concentra la polémica sobre la agricultura andaluza. Hay para quienes este sistema imperfecto de utilización de la tierra 
venía impuesto por el anormal reparto de la propiedad con predominio de 
los grandes latifundios; otros, en cambio, han querido justificar el sistema 
alegando la pobreza de la tierra en fertilidad, lo que a su vez justificaría, 
para Andalucía, la presencia de las enormes explotaciones superficiales para 
un solo propietario. Es, en síntesis, la cuestión de la función social de la 
tierra.
Una variante del sistema trienal es el llamado cultivo a "tres hojas" o al 
tercio; esta modalidad es típica de los cortijos andaluces, que siempre se labraron por este procedimiento: la superficie total del cortijo se divide en tres 
tercios llamados "hojas" cada una, dedicándose la primera al cultivo del trigo, la segunda quedaba en barbechera semillada y la tercera como barbecho 
mostrenco, llamado "manchón", en la que pastaba el ganado de labor; al 
siguiente año se iniciaba la alternancia, pasando el cereal a la hoja que estuvo de barbecho, beneficiándose de la fijación de nitrógeno de las plantas semilladas, el manchón ocupaba la de barbecho, con lo que se procedía a 
limpiarlo de malas hierbas y la hoja del cereal pasaba al manchón, así que, 
transcurridos los tres años, el ciclo rotativo quedaba completo. Hay una cierta correlación entre los sistemas y técnicas de explotación y el sistema de propiedad de la tierras: los ruedos corresponden a las pequeñas explotaciones 
- suertes dadas a enfiteusis, capellanías, minifundios en general-, mientras 
que el sistema bienal va más ligado a la mediana propiedad y, por último, el 
sistema trienal, característico de los latifundios.


(Antonio-Miguel Bernal: La lucha por la tierra en la crisis delAntiguo Régimen, Madrid, 1979, Taurus, 190-191.)
La agricultura de las huertas catalanas y valencianas 
según Joseph Townsend (1786-1787)
El terreno en torno a Barcelona está bien cultivado, abunda en viñas, higos, 
aceitunas, naranjas, sedas, lino, cáñamo, algarrobas, trigo candeal, cebada, 
avena, centeno, habas, guisantes, maíz, mijo, con todas las variedades de 
lechugas, coles, coliflores y otros vegetales para el uso de la cocina.
Para labrar los campesinos su terreno se sirven únicamente de dos bueyes o de una fuerte mula, sin muchacho que los guíe. Su arado es ligero y 
bien concebido; el timón es largo y sujeto al yugo si se sirven de dos bueyes, o al collarón, por medio de una limonera, si no tienen más que una 
mula. Puede bajar o subir ese arado, de manera que puedan labrar más profundamente o más superficialmente, a voluntad, por variada que sea la 
dureza del suelo; hay para eso en el extremo del timón tres agujeros, distantes a unas cuatro pulgadas; es por el uno o por el otro de esos agujeros 
por el que lo sujetan al yugo. Si desean que el arado muerda más bajo el 
terreno, colocan la clavija en el agujero más alto, es decir, el más próximo 
al extremo del timón; pero cuando quieren que el arado camine más cerca de la superficie, ponen la clavija en el agujero que está más alejado del 
primero [...].
El curso ordinario de agricultura en los alrededores de Barcelona comienza por el trigo candeal, el cual, estando maduro para junio, va inmediatamente seguido por el maíz, el cáñamo, el mijo, las coles, las judías o las lechugas. El segundo año esas cosechas se suceden mutuamente de la misma manera. 
Al año siguiente cosechan cebada, habas o algarrobas, que siendo recogidas 
a mitad del verano, van seguidas, como en los años anteriores, por otras cosechas que cambian únicamente según la estación, de manera que tienen sobre 
el mismo terreno la mayor variedad posible [.. .1.


La seda es seguramente el producto más considerable de la provincia de 
Valencia, puesto que es casi igual a todos los otros artículos reunidos; y si recibiese estímulos convenientes, sería una fuente inagotable de riquezas para ese 
reino; porque quienquiera que haya visto a los españoles que viven en la costa 
del mar no puede creerlos perezosos; en cuanto al suelo, al clima y a las ventajas del local, pocas comarcas pueden ser comparadas a esa parte de España.
La tierra, en ese fértil valle, no descansa jamás; porque aún no se ha recogido una cosecha cuando el granjero comienza a preparar el terreno para otra. 
Labra con un caballo y jamás trata de pulverizar el suelo. El instrumento de 
que se sirve está admirablemente calculado para ese objeto, si se considera 
que remueve la tierra ocho o diez veces por año. Su agricultura no les ofrece 
ni la ocasión para destrozar el césped, ni el dejarlo pudrir; y, por consiguiente, 
no pueden sacar ninguna ventaja de la reja, ni de las aletas, ni de las orejeras 
de nuestros arados. Cruzando el valle y con ocasión de mis excursiones alrededor de la ciudad, observé que aporcaban su maíz con azadones más anchos 
que nuestras azadas corrientes. Ese instrumento está muy bien adaptado a 
su suelo, a su cultivo y a sus cosechas. Ejecutan esa operación penosa con la 
mayor velocidad.
Dividen su terreno en tablas muy anchas y completamente llanas; el agua 
cubre toda su superficie, y queda allí detenida durante algunos días, después 
de lo cual la hacen correr.
Voy a dar una noticia sucinta de las cosechas, a fin de dar a conocer la 
extrema fertilidad de ese valle; indicar el tiempo en que siembran cada objeto, y aquél en que lo recogen, lo que mostrará cómo se suceden; dará el producto medio del trigo, de la cebada, de la avena, del maíz y del arroz, en 
proporción con la calidad de las simientes.
El trigo se siembra al comienzo de noviembre, y se cosecha a mitad de 
junio; da de veinte a cuarenta por uno.
La cebada se siembra en octubre, y en mayo retiran de dieciocho a veinticuatro por uno.
La avena queda sobre la tierra desde mediados de octubre hasta mediados de junio, y da de veinte a treinta por uno.
El maíz sigue a la cebada, como segunda cosecha del año y cuando la 
estación es favorable rinde al fin de octubre ciento por uno.
El arroz se siembra ordinariamente en los alrededores del primero de 
abril; se trasplanta en junio; y en octubre produce al granjero cuarenta veces 
la simiente.
Los garbanzos se siembran por enero, y se recogen a fines de julio.
Los guisantes ocupan la tierra desde septiembre a abril o mayo.
Las habas pueden sembrarse, sea temprano en otoño, o al comienzo del año.
El cáñamo se siembra en abril, y se arranca a mediados de junio.


Las cosechas intermedias consisten en coles, coliflores, zanahorias, nabos, 
judías, puerros, ajos, cebollas, otros nabos más bastos, espárragos, tomates, 
lechugas, alcaparras, cohombros, melones, cuatro especies de calabazas y sandías, así como una variedad de otros objetos buenos para comer cuyo nombre no acude a mi memoria.
De ese modo, gracias a un sol que calienta, a una gran abundancia de 
agua, a una rica variedad de cosechas apropiadas a cada estación del año, la 
tierra agradecida paga al labrador su trabajo, por lo menos tres veces en el 
curso de doce o trece meses.
(Joseph Townsend: "Viaje a España hecho en los años 1786 y 
1787", en J.García Mercadal: Viajes de extranjeros por España y Portugal, Madrid, 1962, Aguilar, III, 1.378-1.279, 1.638.)
Ordenanzas de los Cinco Gremios Mayores de Madrid 
de 19 de septiembre de 1783
Ordenanza 1: Que la junta General de Comercio y Moneda conozca privativamente, con inhibición absoluta de otro consejo, tribunal o junta, de todos los 
pleytos y causas civiles y criminales que sean y pertenezcan directa o indirectamente a los referidos cinco gremios mayores y sus individuos [...].
Ordenanza II: Que todas las tiendas de los individuos de los cinco gremios mayores han de estar precisamente en los sitios y parages que se señalan y demarcan [...].
Ordenanza III: Ninguna persona natural o extrangera de estos reynos y 
señoríos pueda ejercitar en Madrid el comercio por menor en peso y piezas, 
ni vareado de los géneros aplicados por estas ordenanzas a los cinco gremios 
mayores, ni vender alguno de ellos, sin que primero estén incorporados y 
admitidos en el gremio respectivo a los géneros en que haya de comerciar 
con tienda pública en los sitios demarcados [...].
Ordenanza IV: Que no se permita de modo ni con pretexto alguno que 
se abra tienda de géneros y comercio correspondiente a los cinco gremios 
mayores fuera de sus respectivas demarcaciones, aunque la persona que lo 
solicitare o intentare tenga las otras calidades de práctica, caudal y demás 
requeridas por estas ordenanzas [...].
Ordenanza VI: Los individuos de dichos cinco gremios sólo pueden tener 
para vender en sus tiendas y almacenes los géneros y mercaderías que corresponden a su respectivo gremio.
Ordenanza VII: Ninguno de los individuos de dichos cinco gremios 
mayores podrá percibir, recibir ni tener géneros extranjeros de comisión, si sólo los que sean de fábricas de estos reynos y de cuya clase pueda, por su 
establecimiento y asignación conforme a estas ordenanzas, vender por mayor 
y menor [...].


Ordenanza X: Los mancebos o factores que se reciban desde tierna edad 
por los individuos de los cinco gremios han de ser christianos viejos, limpios 
de toda mala raza, que no hayan ejercido ni ejerzan oficio vil, ni sido castigados por el tribunal de la Santa Inquisición, ni por otro alguno que pueda 
causar infamia, y han de tener catorce años cumplidos de edad; y en caso de 
admitírsele de menos edad, no le correrá el tiempo de su instrucción hasta 
que los cumpla; y además de hacer constar sus buenas costumbres, han de 
saber leer, escribir y contar; y, estando conformes a las pruebas y requisitos 
referidos, serán matriculados por los apoderados [...].
Que las viudas que quedaren de los mismos mercaderes sin tener hijos 
y, siendo suya la tienda, quisieren incorporarse a su nombre en el respectivo 
gremio para continuar su comercio en la de su difunto marido, lo puedan 
hacer y desfrutar, con tal que, si constare de público su total decadencia, 
deban dentro de un año, con caudal suyo, costearla y ponerla en el estado 
que corresponda según estas ordenanzas 
[...].
Ordenanza XI: En el caso de muerte de algún individuo o individua por sí 
de los cinco gremios mayores, sucederá precisamente en su representación y 
tienda el hijo mayor, y así por su orden sucesivo uno solo y, en defecto de hijos, 
la hija mayor y subsiguientes, por su orden de mayoría una sola, con tal que 
aquel hijo o aquella hija, a quien por este orden toque la preferencia, tenga las 
demás calidades que previenen las ordenanzas con respecto a cada uno [...].
Ordenanza XIX: Ninguno de los individuos de dichos cinco gremios 
puede tener ni poner tienda o tiendas mas que una de ellas; y si por herencia o casamiento sobreviniere a algún individuo otra en diverso gremio, deberá hacer traspaso y enajenación de las tiendas sobrantes, reservándose la que 
quiera del gremio que eligiere.
(Eugenio Larruga: Memorias políticas y económicas sobre los frutos, 
comercio, fábricas y minas de España, Madrid, 1787, Benito Cano, 1, 
112-199.)
La fundación de la Real Fábrica de Paños de Guadalajara, 
según Eugenio Larruga
El gran Felipe V, que conocía quanto perdía España por no tener fábricas de 
paños de buena calidad, no cesaba de trabajar para establecerlas en sus reynos. Los ingleses eran dueños de este comercio y a costa de la desidia de los españoles hacían unas excesivas ganancias, llevándose nuestras lanas y volviéndolas trabajadas en paños y otras ropas. Nada había más cierto para mortificar a los ingleses que disminuir su comercio, estableciendo en la nación 
manufacturas buenas. Confió S. M. esta empresa al cardenal Alberoni. Conocía este sagaz político lo mucho que había que trabajar para ponderse en práctica los grandes designios del rey, pues, sobre las dificultades que ocurren en 
semejantes proyectos, tenía que superar la oposición y desidia que tenía la 
nación para coadyuvar a su propio bien. Las naciones extranjeras tenían 
la superioridad ganada en todas las operaciones de la fabricación de los paños; 
tenían ganada la voluntad de los mercaderes y tratantes de lanas; a los unos 
les iba bien con la venta de las manufacturas inglesas y a los otros les salía 
bien la cuenta vendiéndoles nuestras lanas. Los crecidos intereses que unos 
y otros conseguían con estos tratos no los habían de lograr con tanta facilidad si llegaba España a abrir los ojos y lograba poner fábricas aparentes. 
Díganlo las muchas casas ricas que hoy tenemos y cuyas riquezas no han tenido otro origen que las expresadas negociaciones. Todo era contra los intereses de España y era indispensable para superar tantos obstáculos un hombre 
de gran talento, política y penetración; conocíalo así Alberoni y puso sus 
miras en Mr. de Riperdá, a quien contempló capaz para desempeñar tan vastas y laudables empresas.


Las muchas turbulencias acaecidas en tiempo de Alberoni y su caída 
suspendieron los designios que había para ponder en estado floreciente las 
manufacturas premeditadas. Pero luego que S. M. se vio desembarazado, 
dio orden para que Mr. de Riperdá pasase al Escorial, en donde entonces 
estaba la corte.
S. M. le comunicó los designios que tenía de poner en estado floreciente las referidas manufacturas y que su dirección la ponía en sus manos; esto 
sucedió en 1718. El barón dio gracias al rey de la confianza que hacía de su 
persona, asegurándole con las más eficaces expresiones miraría con el mayor 
cuidado la comisión que tenía la honra de recibir de S.M.Para acelerar el 
desempeño se valió de sus amigos de Holanda para que le remitiesen algunos buenos artífices de paños y particularmente de Mr. Meynard Troye, que 
los buscó, entregándolos al cuidado y dirección de Mr. Turing, que los conduxo a España, habiendo desembarcado en Santander hasta el número de 50 
operarios holandeses de paños. Los estableció Mr. de Riperdá en el sitio del 
castillo de Azeca; habiendo pasado a este parage personalmente, dio las disposiciones más conducentes para la planificación de dichas fábricas. Obligó 
a ponerlas en este castillo el no haber sido atendidas sus proposiciones en 
asunto a quererlas establecer en alguna ciudad; puso algunos telares y demás 
oficios. En 1719 Mr. Turing murió, que era el principal director. Todo lo 
que se ganó en esta primera planta fue inútil, porque se experimentó ser los ayres de este sitio contrarios a los holandeses; muchos de ellos perdieron la 
vida en un verano. Murió Mr. Turing antes que ésta se transfiriese a Guadalaj ara.


Se mantuvieron en este sitio los holandeses que quedaron hasta el noviembre de 1719, que reconociéndose ya su mal temperamento, la falta de víveres y poca providencia para géneros necesarios para la fábrica, por disposición del barón de Riperdá, mandó el rey se mudase a la referida ciudad de 
Guadalajara. Atendiéndose a que esta fábrica fuese una de las famosas 
de Europa y que a beneficio del Real haber se resarciesen los gastos que había 
causado la conducción de los maestros holandeses y los grandes sueldos en 
que venían ajustados, se puso todo cuidado para que los naturales se aplicasen a estas manufacturas y sacasen utilidad de la enseñanza de los extranjeros. Para conseguirlo con más facilidad dispuso Mr. de Riperdá en el mismo 
año de 19 que se condujesen a Guadalajara, de la casa de niños desamparados de Madrid, los de edad suficiente para el trabajo y comprehensión de 
ello; como en efecto, en dos ocasiones se llevaron 74 niños, a los que por 
orden del rey se les mantenía y daba de vestir, esmerando en esto su habilidad el barón, pues a más de médico y botica, que se les previno para caso de 
dolencia, les señaló un sacerdote, para que los días de fiesta los juntase y 
acompañase a oir misa, y en los días de trabajo los enseñase a leer y escribir 
en aquellos intervalos que permitía la ocupación de la fábrica.
(Eugenio Larruga: Memorias políticas y económicas sobre los frutos, 
comercio, fábricas y minas de España, Madrid, 1791, Antonio Espinosa, XIV, 112-119.)
Real Cédula de 10 de mayo de 1729 por la que se conceden 
diferentes privilegios y exenciones a la fábrica de loza 
establecida por el conde de Aranda en Alcora
Por quanto el conde de Aranda puso memorial en mis Reales manos, representando que, considerándome muy inclinado al comercio de mis súbditos y 
establecimiento de fábricas, para evitar la estracción de caudales de España a 
países estrangeros por los géneros y manufacturas que vienen de ellos, y que, 
deseando servirme y a la nación, avía construido y poblado en menos de dos 
años, y a costa del dispendio de más de cincuenta mil pesos, una numerosa 
fábrica de loza en Alcora, lugar suyo en el reyno de Valencia, tan a propósito 
que concurren en él todas las circunstancias necesarias para que la materia sea 
perfecta, abundante y cómoda, y tan buena o mejor que la de las demás fábricas de Europa, excepto la porcelana, para lo qual avía tenido también presente las crecidas cantidades de dinero que salen para Olanda, Francia, Italia y Constantinopla por todo género de loza; que en la referida fábrica se emplearán a 
más de trescientas personas y se podrán aumentar a más crecido número, debaxo del pie y reglas establecidas, con las quales daría tan buen género como 
otra qualquiera y con ventajas en el primor y utilidad, a cuyo fin se ponían 
en ella dibuxantes italianos y laborantes españoles, franceses, olandeses, los 
mejores, conducidos a su costa, y no sólo se harían vaxillas y otras cosas útiles para el servicio de las casas en dicha fábrica, sino que se había empezado 
a trabaxar muebles y esperava los mejores artífices de Inglaterra para que, ayudada la loza con la madera de talla dorada, encarnada y de otros colores, se 
execute todo género de muebles que adornen las casas y jardines a precios más 
acomodados de lo que viene de fuera; que para la permanencia de la dicha 
fábrica tenía una escuela de cien muchachos, a quienes se enseñava el arte, los 
quales dibuxavan medianamente con un año de estudio; siendo el sitio cómodo, con buenos minerales, de tierras, barnices y leñas; abundante de gente 
para el trabaxo e inclinada al comercio, de alfarerías, mulos para el transporte, aguas para las máquinas, de metales, y el mar a distancia de tres leguas, con 
buena playa en medio la costa de España; por cuyos medios se lograría, 
con la abundancia y buena calidad del género, evitar la estracción del dinero 
que se consume en loza y porzelana de otros reynos; y para perfeccionar esta 
idea y conseguir los expresados públicos beneficios, que ya se avían comenzado a experimentar, me suplicó el conde fuese servido recibir la dicha fábrica debaxo de mi Real protección y concederle las excepciones y ausilios contenidos en dicho memorial, el qual tuve por bien remitir a la junta de 
Restablecimiento de Comercio; y visto en ella, con lo informado por el intendente del reyno de Valencia, por donde constó el establecimiento de dicha 
fábrica, lo proporcionado del sitio, aguas y materiales, inclinación de sus naturales a estas maniobras, las buenas reglas de su construcción y los dispendios 
y desvelos que el conde de Aranda avía tenido para ponerla en el estado que 
se reconocía de las piezas de loza fabricadas en ella, que remitió por muestra 
y testimonio de su adelantamiento, y de las mayores ventajas que se prometían en calidad y cantidad, para común beneficio de mi Real Hacienda y de 
mis vasallos, y que a este importante fin avía gastado cincuenta mil pesos en 
esta fábrica; considerando su coste y el que le an ocasionado los artífices estrangeros de que se a valido, y los materiales y experiencias conducentes a su perfección, me dio cuenta de todo, con lo que se le ofrecía y parecía, en consulta de primero de enero de este año y por resolución a ella:


He venido en conceder al dicho conde de Aranda y a la citada fábrica de 
loza del lugar de Alcora, sus maestros, oficiales y aprendices, factores y demás 
personas que dependan y tengan conexión con ella, las excepciones, gracias, 
franquicias y libertades siguientes:


1.0 Primeramente es mi voluntad que toda la loza fabricada en dicho 
lugar de Alcora, que se sacare de España por mar o tierra, ya sea para payses 
estrangeros o para dominios míos, sea franca, libre de los derechos de aduanas y de otros cualesquiera impuestos a su salida, por tiempo de quince años, 
contados desde un mes después de la fecha de esta mi cédula en adelante sin 
intermisión; y mando a los ministros a cuyo cargo está y estuviere la percepción de los dichos derechos, no los pidan ni cobren con pretexto alguno, 
justificándose con guía, que deverán llevar los que condugeren, ser de la dicha 
fábrica [...].
3.° Que durante los dichos quince años todos los operarios de esta fábrica sean exemptos de la imposición que por equivalente de las alcabalas y 
servicios de millones que se exigen en Castilla, se cobran en el reyno de 
Valencia; entendiéndose que esta gracia y exempciones solamente se an de 
entender en quanto a lo personal y ganancias que procedan de la misma 
fábrica y tráfico de géneros que en ella se labren, sin comprender a otras 
aciendas u oficios que tengan, para los quales no se a de entender esta 
exempción; y asimismo an de ser libres los referidos operarios de alojamientos y quintas, como también de repartimiento para utencilios, quarteles y fortificaciones.
4.0 Que en todas las ciudades de España a de tener esta fábrica preferencia a otras qualesquiera para tomar una casa a propósito para almacén de 
sus géneros, dentro del comercio la que eligiere de aquellas que se arriendan, 
pagando el mismo precio que qualquiera otra, entendiéndose ésta y las demás 
franquicias y preeminencias sólo por el dicho tiempo de quince años.
(Ximo Todolí Pérez de León: La fábrica de cerámica del conde de 
Aranda en Alcora: historia documentada, 1727-1858. Agosto, 2002, 
Asociación de Ceramología, 283-284.)
El Discurso sobre el fomento de la industria popular, 
de Campomanes (1774)
La agricultura sin artes es lánguida, porque la mujer, las hijas y los niños de 
un labrador, donde no se ocupan en las fábricas son una carga, aunque indispensable, que abruma al jornalero y enflaquece al labrador más acomodado.
Quisieron algunos, hasta en libros impresos, hacer correr en España la opinión de que bastaba animar la agricultura para que floreciese la península.
Por el mismo tiempo hizo demostración el abate Galiani en Francia de 
que la agricultura sola es insuficiente e incapaz de sostener un país, y la cosa 
es clara porque ésta no emplea todos los hombres ni en todos los tiempos. Un gran número de habitantes no tienen robustez ni disposición para sus 
faenas. ¿Qué se hará de tan gran porción del pueblo si se descuidan las artes 
y se pone sólo la atención en la agricultura y cría de ganados?


Se ha de confesar que tales discursos son inadaptables a Estado alguno. 
Es preciso que los tres ramos de labranza, crianza e industria se animen al 
mismo tiempo y con igual proporción.
Cuando nuestra labranza se hallaba pujante, estaban las ciudades, villas 
y lugares de Castilla llenas de fábricas de lanas finas, entrefinas y ordinarias.
La mujer e hijas del labrador se ocupaban en beneficiar e hilar la lana y 
no se conocían paños, estameñas, sargas, bayetas ni cordellates extranjeros 
entre nosotros.
Ahora viste la gente común de géneros de lana fabricados fuera de España y ya se puede contar, sobre once millones de población, a cuánto puede 
ascender la balanza que paga la nación por este solo ramo. Si se agrega el consumo de las Indias, duplicará la pérdida nacional.
Además de esta balanza, pierde el vecino el jornal que ganarían su mujer 
e hijas, y lo que podrían adelantar sus hijos hasta los catorce años, antes que 
tengan la robustez necesaria para las fatigas del campo, ocupándose en hilar 
o cardar lana.
Las medias, ligas y otros géneros menudos de estambre pertenecen a 
la propia industria y son otras tantas ventajas que ahora faltan a nuestras 
familias.
El jornalero gana, cuando más, cuatro reales o cuatro y medio. Descontando los días de fiesta, los que está enfermo o en que le falta trabajo, vive 
una gran parte del año sin auxilio.
¿Cómo podrá mantener su familia? Los frutos de su trabajo son para el 
dueño de las tierras o arrendatario [debería decir arrendador] que le empleare, y a él ninguna otra esperanza ni provecho de la agricultura le queda más 
que su mero jornal, interpolado a temporadas.
¿Cuántos millares de familias están en el reino constituidos en la clase de 
jornaleros? ¿Qué diferencia, en la mayor parte del año, se encuentra de estas 
familias a los mendigos?
La cantilena ordinaria se reduce a que los españoles son perezosos. Es un 
error común que sólo pueden haber propagado nuestros enemigos y creídole nosotros, porque en realidad vemos ocioso todo el mujeriego y a los niños 
y niñas en todos o los más pueblos donde no hay fábricas. Y como éstas son 
tan raras, atribuímos a la nación lo que es efecto necesario de no buscar ocupación continua a estas honradas familias.
Si no tienen en qué ocuparse, ¿cómo se las puede tachar de perezosas sin 
hacerles conocida injuria? ¿Es, por ventura, más molesto ocuparse en hilar y 
tejer que en la penosa tarea del campo?


Los que ganan, cuando pueden, su jornal a la inclemencia, es cosa bien 
clara que con mayor descanso se ocuparían en todas las maniobras de la lana, 
lino, etc. Esto no es dar preferencia a las manufacturas respecto a la labranza, antes todo el sistema de este discurso se encamina a auxiliar al labrador y 
su familia por medio de la industria, uniéndola en todo cuanto sea posible 
con la labranza.
Las manufacturas menores de seda son aún más fáciles y, aunque requieren mayor aseo, hay tanto número de gentes ociosas por falta de ocupación 
en nuestras ciudades y villas, que podrían beneficiar de este género cantidades prodigiosas.
Si faltasen las primeras materias de seda y lana, habría alguna disculpa 
para no pensar en emplear las gentes en esta industria.
Las medias, cintería, los encajes de seda y otras obras sueltas de este precioso género son proporcionadas a las mujeres y no distraerían hombre alguno del 
campo ni de los otros oficios pesados, que requieren fuerza y resistencia.
Las familias nobles, dentro de sus casas ocuparían las señoras y las criadas en una tarea que les consumiría útilmente un gran tiempo, que ahora 
pierden con menoscabo de su salud y aun de las costumbres.
Entre las limosnas que los prelados, el clero y los ricos podrían aplicar a 
las familias, serían de gran provecho y ventaja los tornos, los telares y la corta enseñanza para la juventud, asalariando a los principios maestros y maestras de tales géneros.
(Pedro Rodríguez de Campomanes: Discurso sobre el fomento de 
la industria popular, edición a cargo de john Reeder. Madrid, 1975, Instituto de Estudios Fiscales, 50-53.)
Informe económico sobre Igualada (1784)
En Igualada y en todos los demás lugares de su partido se cultivan las tierras a más no poder, así las de sólo pan llevar, como las entreveradas de viña 
plantada con hileras a cordel, distantes éstas unas de otras para sembrar la 
tierra en el espacio medio de ellas de toda especie de granos, y éstas exceden mucho el número de aquéllas. Es un primor ver cómo las gentes de 
todo este partido que se aplican al cultivo de las tierras, sobrando brazos 
para éstas y su cultura, ban desmontando terrenos para reducirlos a ella, 
que parecen del todo inútiles al efecto de sacar fruto de los mismos, pero 
tanto los rebuelben y los abonan que finalmente se saca provecho de ellos, 
fruto de la continua ocupación al trabajo y cultura de las tierras, que burla los desalientos de la esperanza.


Fábricas o molinos de papel:
Son 34 los que existen en siete lugares de este partido, a saber, en Capellades 13; en la Pobla de Claramunt 8; en la Torre de Claramunt 7; en Carma 
3; en Orpí 1; en Odena 1; en Vilanova del Camí 1. Advirtiendo que algunos 
de dichos molinos de papel tienen dobladas tinas o pilas, en que se tiene el licor 
ya aderezado para hazer los pliegos de papel, de forma que entre todos ay 44 
tinas o pilas de dicho licor y que en cada una de estas se hacen todos los días 
de trabajo nueve resmas de papel blanco lo que menos. Así que es grande el 
comercio que se hace de este género, y sobre ser tanto no se puede surtir de 
dicho género todas las personas que lo pidan, y por consiguiente considerable 
la aplicación en estas fábricas, en que se hace el papel de muy buena calidad, 
y es consiguiente asimismo el giro y regiro de trapos y carnasas [...].
Fábricas de lino y cáñamo:
Los texedores son 17, que juntos tienen 22 telares, a saber, en la villa de 
Igualada, sin contar los que hay en los lugares de Capellades, Pobla de Claramunt, Vilanova del Camí, Carma, Orpí y Tous; y unos y otros solamente trabajan para los vecinos de su respectivo lugar y texen tela ordinaria para el servicio de dichos vecinos y circunvecinos a los usos de sus casas y familias.
Los alpargateros y sogueros son en número 21 en esta villa de Igualada, y 
estos fabrican al año cien mil pares de alpargatas, y se saca estar empleadas en 
esta maniobra, y en la de soga y cuerdas, 120 personas de todas clases y sexo. 
En los demás lugares de partido y carrera ay cinqüenta personas empleadas o 
que se emplean en texer lino y cáñamo y en trabajar alpargatas y cuerdas.
Fábricas de seda:
Son tres los fabricantes, que juntos tienen cinco telares para pañuelos y 
gasas, y tres en que se texen 20 piezas de cintas a un tiempo. En aquéllos se 
texen al año 75 docenas de pañuelos y 600 canas de gasas, y en éstos 85 canas 
de cada pieza al mes, y se emplean 30 personas en las maniobras de dichas fábricas; éstas son poco corrientes a causa de faltar tornos y tintes, y motivo que les 
precisa a acudir a Barcelona o Manresa para lo poco que trabajan [...].
Fábricas de curtidos:
Son los maestros fabricantes que tienen corrientes el oficio y obran curtidos a su utilidad 90 personas, y otras 90 entre maestros que travajan al jornal por aquéllos, mancebos, vulgo fadrins, y aprendices. Las tenerías corrientes en que trabajan y mandan trabajar a su cuenta los mencionados 90 
fabricantes son 12, sin otras dos que se están construyendo.
Los cueros de buey que se encurten para suela a 'la irlandesa o del país 
ascienden al número de 22.000 al año; para vaquetas al de 2.000. El núme ro empero de pieles de ganado cabrío para cordován, que se aderezan en 
dichas tenerías, se cuentan hasta 20.000. Pieles de becerros son muy pocas 
o ningunas, porque no se encuentran y fuera costoso el adovo. El maestro 
curtidor más afamado que ay en la villa de Igualada se llama Miguel Franch, 
y es muy acreditada su obra, y compone la suela de todos modos y como se 
la piden, y es hombre muy acaudalado, y lo son otros diez fabricantes que 
trabajan bien y aderezan sus curtidos unos a la irlandesa y otros al estilo del 
país, y los restantes maestros todos trabajan bien sus curtidos con más o 
menos limpieza; advirtiendo que ésta es la que regula el precio de la venta 
del género [...].


Fábricas de algodón:
Son 16 los fabricantes que se hallan tener plantados 126 telares, en que 
se texen indianas en blanco, cotonías, bombasines y terciopelos, todo de algodón, como y también pañuelos; y son muchas las personas que se emplean 
en hilar y cardar el algodón que viene de América y los fabricantes de esta 
villa ban a buscarlo a Barcelona. Estas fábricas empezaron a introducirse dentro del año próximo pasado y ban de tal manera de aumento que a más de 
los telares existentes, se ban construyendo otros en abundancia, como y también tornos para hilar el algodón en el auge que toman; dicen que será precisa la decadencia de otras fábricas y particularmente las de lanas, de que más 
abajo se hablará, por falta de operarios [...].
Fábricas de lana:
Ay en la villa de Igualada 28 fabricantes del arte de la lana y 84 texedores, con sus mancevos y aprendices, para texer las telas de este género que se 
fabrican en Igualada, como son paños veintidosenos, veinticuatrenos, veintiseisenos, treintenos, vayetas, vayetones, ratinas con pintas y con listas, y 
demás a la inglesa, cuyo número de piezas de estas estofas llega al de 615 piezas al año; el de paños empero al de 1.400 piezas, que todo se texe en 72 telares anchos que ay corrientes y existentes.
(Josep M.a Torras i Ribé: La comarca de l'Anoia a finals del segle 
XVIII. Els "qüestionaris"de Francisco de Zamora. Barcelona, 1993, Publicacions de l'Abadia de Montserrat, 283-288.)
La Real Ordenanza de Vagos de 7 de mayo de 1775
He venido en declarar y mandar se proceda de aquí en adelante a hacer levas 
anuales y de tiempo en tiempo en las capitales y pueblos numerosos, y demás parages donde se encontraren vagos y personas ociosas, para darles empleo 
útil.


1. Encargo que esta leva se empiece siempre y en todos tiempos por 
Madrid, prendiendo a todos los vagamundos que se hallaren en la Corte, 
pasándolos a qualquiera de las cárceles de Corte y Villa, como se mandó por 
Real Decreto de Carlos II, mi glorioso predecesor, de 25 de febrero de 1692, 
cuya disposición es también conforme a lo ordenado en Cortes de Madrid 
de 1528 a petición del reyno por el señor rey Carlos 1 y su madre la reyna doña 
Juana, a la qual es consiguiente con otras declaraciones la ley 5, sacada de la 
pragmática de Madrid de 1566, promulgada por su hijo y nieto el señor rey 
Felipe II, mis predecesores, de augusta memoria.
2. Declaro y mando que en los Sitios Reales se deben hacer iguales levas, 
sin que valgan ni se admitan, para excusarse de ellas, fuero ni jurisdicción 
privilegiada, corriendo dicha leva al cargo de los que exerzan la jurisdicción 
ordinaria en dichos Sitios, y dando puntual cumplimiento a las requisitorias 
que les despacharen las justicias ordinarias de otros cualesquiera pueblos sobre 
este asunto [...].
4. Por las mismas razones deberán proceder las justicias ordinarias en los 
demás pueblos del reyno a prender y detener los vagamundos, ociosos y mal 
entretenidos, como les está encargado y mandado por otro Real Decreto de 
5 de enero de 1726, promulgado de orden de mi augusto padre y se repitió 
por Real Decreto de 15 de diciembre de 1733, mandado cumplir en auto 
del Consejo de 19 del mismo mes, inserto en la ley sexta.
5. Los vagos y ociosos aprehendidos que fueren hábiles y de edad competente para el manejo de las armas, se mantendrán en custodia y sin prisiones en caso de ser las cárceles seguras y que no haya recelo de fuga, pero 
en qualquiera de estos dos casos se les asegurará con prisiones.
6. La edad de los vagos aplicables al servicio de las armas se ha de entender desde diez y siete años cumplidos hasta treinta y seis también cumplidos 
[...].
12. En la clase de vagos son comprehendidos todos los que viven ociosos sin destinarse a la labranza o a los oficios, careciendo de rentas de qué 
vivir, o que andan mal entretenidos en juegos, tabernas o paseos, sin conocérseles aplicación alguna; o los que, habiéndola tenido, la abandonan enteramente, dedicándose a la vida ociosa o a ocupaciones equivalentes a ella, 
estando prohibida la tolerancia de la ociosidad en buena razón política y en 
las leyes de estos reynos, señaladamente en las leyes 1, 2 y 4 de este título, 
promulgadas por los señores don Enrique II, don Juan el 1 y II, y don Felipe II, en diferentes años [...].


15. Como la ociosidad no se excluye por una aplicación superficial, deben 
estimarse por ociosos y vagos los que se encontraren a deshoras de las noches 
durmiendo en las calles desde medianoche arriba, o en casas de juego o en 
tabernas que, advertidos por sus padres y maestros, amos o jueces, por la tercera vez o más reincidan en estas faltas o en la de abandonar la labranza u 
oficio en los días de trabajo, dedicándose a una vida libre o voluptuosa y despreciando las amonestaciones que se les hayan hecho [...].
20. Verificada la declaración de vago y teniendo la edad de diez y siete 
años cumplidos hasta los treinta y seis años cumplidos, se hará el reconocimiento y la medida, en cuyo caso se destinarán al servicio de las armas, como 
está mandado en diferentes Reales Ordenanzas y Decretos, en lugar de imponerse a tales vagos las penas de destierro y otras más graves contenidas en las 
leyes, que tengo por bien moderar y revocar en esta parte, atendiendo al 
honor de sus familias y a lo que dictan la humanidad y el beneficio público 
de aprovechar estas personas, que por descuido de sus padres y deudos en no 
destinarles al trabajo, viven ociosos y expuestos a caer en graves delitos, de 
que conviene preservarles con el ejercicio de las armas, y excluyo de él a los que 
incurrieren en delitos feos, que siempre les ha de inhabilitar de tan honrado 
destino, pues en quanto a estos últimos les seguirán las justicias las causas 
por los términos regulares y les impondrán las penas que merezcan conforme a las leyes [...].
40. Los vagos ineptos para las armas, por defecto de talla o robustez, y 
los que no tengan la edad de diez y siete años o hayan pasado de la de treinta y seis, se deben recoger igualmente y dárseles destinos para el servicio de 
la Armada, oficios o recogimiento en hospicios y casas de misericordia u otros 
equivalentes.
(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, V, 
431-437 [Nov. 12, 31, 7].)
Real Cédula de 18 de marzo de 1783 por la que se declara 
la honradez de las artes y los oficios
Declaro que no sólo el oficio de curtidor, sino también los demás artes y 
oficios de herrero, sastre, zapatero, carpintero y otros a este modo son 
honestos y honrados; que el uso de ellos no envilece la familia ni la persona del que los exerce, ni la inhabilita para obtener los empleos municipales de la república en que estén avecindados los artesanos o menestrales que los exerciten; y que tampoco han de perjudicar las artes y oficios 
para el goce y prerrogativas de la hidalguía a los que la tuvieren legítima mente, conforme a lo declarado en mi ordenanza de reemplazos del exército de 3 de noviembre de 1770, aunque los exercieren por sus mismas 
personas, siendo exceptuados de esta regla los artistas o menestrales, o sus 
hijos, que abandonaren su oficio o el de sus padres y no se dedicaren a 
otro, o a qualesquiera arte o profesión, con aplicación o aprovechamiento, aunque el abandono sea por causa de riqueza y abundancia; pues en 
tal caso, viviendo ociosos y sin destino, quiero les obsten los oficios y estatutos como hasta de presente, en inteligencia de que el mi Consejo, guando hallare que en tres generaciones de padre, hijo y nieto, ha exercitado y 
sigue exercitando una familia el comercio o las fábricas con adelantamientos notables y de utilidad al Estado, me propondrá, según le he prevenido, la distinción que podrá concederse al que se supiere y justificare 
ser director o cabeza de la tal familia que promueve y conserva su aplicación, sin exceptuar la concesión o privilegio de nobleza, si le considerase 
acreedor, por la calidad de los adelantamientos del comercio o fábricas. Y 
mando se observe inviolablemente esta mi Real resolución, sin embargo 
de lo dispuesto en las leyes 6 y 9, título 10, libro 4 del Ordenamiento Real, 
la 2 y 3, título 1, libro 6, y la 9, título 15, libro 4 de la [Nueva] Recopilación, que tratan de los oficios baxos, viles y mecánicos, y todas las demás 
que hablen de este punto, aunque aquí no se especifiquen, pues las derogo y anulo en quanto traten y se opongan a lo referido; y quiero que en 
esta parte queden sin ningún efecto, como también qualesquiera otras opiniones, sentencias, estatutos, usos, costumbres y quanto sea en contrario. 
Esta resolución se copie en los libros capitulares de los Ayuntamientos 
para que se tenga presente al tiempo de las elecciones de oficios municipales de república y no se pueda alegar ignorancia ni contrario uso en 
tiempo alguno, a cuyo fin también se registre y copie por escribano de 
Ayuntamiento a continuación de las ordenanzas de los gremios, cofradías, congregaciones, colegios u otros cuerpos en que haya estatutos contrarios a lo dispuesto en ella; y encargo particularmente a los tribunales y 
Sociedades Económicas de que cuiden de su observancia, sin interpretaciones y variedades, e igualmente a los Muy Reverendos arzobispos, Reverendos obispos, sus provisores y vicarios generales, concurran a su cumplimiento por lo respectivo a las congregaciones, hermandades y demás 
establecimientos de seglares en lo que les corresponda.


(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, IV, 
182-183 [Nov. 8, 23, 8].)


Los inicios de la sociedad de consumo, o de las apariencias, 
según Sempere y Guarinos (1788)
Hasta de unos treinta o quarenta años a esta parte no se conocía en la mesa 
la infinita variedad de platos con que ahora se tienta al apetito en las fondas y combites. La aloja y el hipocrás eran todo el surtido de las botillerías; 
el vestido de los hombres era negro por lo general, con lo qual no havía el 
furor de mudar de colores continuamente, causando ahora sola esta circunstancia un exceso de gasto incalculable. El de las mugeres, antes que se 
introduxeran las cotillas y los guardainfantes, era más decente y menos dañoso a la salud. Siendo entonces las faldas mucho más largas que ahora, cubrían 
enteramente el pie, con lo qual no havía lugar al extraordinario luxo de 
medias y zapatos, ni a la provocación que ocasiona esta indecente moda. 
Pero sobre todo no había peluqueros ni modistas, y lo que llaman cabos estaba reducido a ciertos adornos compuestos por artesanos del país. Si los muebles eran más costosos, también eran de mayor duración y se podía todavía 
aprovechar la materia de que se fabricaban, lo que no sucede con los papeles pintados, con las mesas, canapés y otros muebles que se estilan en el día. 
El luxo de piedras, aunque tan exorbitante en otros tiempos, particularmente en el reynado de Felipe III, puede dudarse si lo fue tanto como al 
presente. Las diversiones públicas del teatro, toros, etc. no costaban cinco 
millones de reales como ahora. Finalmente, no había tanto número de cocheros, lacayos, pages y demás criados, luxo, como se ha dicho en otra parte, 
el más dañoso de quantos ha inventado el deseo desmedido de parecer algo 
en la sociedad [...].
A estas causas, que han producido una enorme diferencia entre las costumbres de los primeros siglos y las nuestras, deben añadirse quantas han 
contribuido a la ruina de la agricultura y de la industria. Antes del siglo XVI 
no havía en España tanta riqueza, tantos géneros comerciables y, por consiguiente, tantos consumos. Pero los que havía eran efecto de la industria de 
los españoles, y si algunos se introducían, se pagaban con los sobrantes 
de sus frutos, estando en equilibrio la balanza del comercio con los estrangeros, o siendo muy corta la diferencia. Desde que empezamos a tener intereses fuera de la península y mucho más particularmente desde que, con la 
venida de los alemanes, lograron los estrangeros una protección absoluta en 
el ministerio, empezó el comercio español a tener unos rivales que al fin se 
apoderaron de las principales fuentes de nuestra industria.
Faltando a las fábricas el estímulo del despacho y fatigados sus dueños 
con varias trabas que les pusieron, las fueron abandonando poco a poco, de 
donde dimanó la ociosidad y la indolencia, que algunos escritores superficiales han tenido por genial y característica de los españoles, sin advertir que ha sido efecto solamente, no del clima ni del temperamento, sino de causas 
políticas accidentales que pueden mudarse con el tiempo.


(Juan Sempere y Guarinos: Historia del luxo y de las leyes suntuarias de España, Madrid, 1788, Imprenta Real, II, 177-187.)
Pragmática Sanción de 6 de julio de 1750 por la que se rebaja 
el rédito de los censos en la Corona de Aragón al 3 por 100
Habiendo sido distintos los réditos de los censos que se han permitido y prescripto por mis antecesores en estos reynos, alterándolos según lo iba pidiendo la conveniencia común de los vasallos, de modo que en tiempos no muy 
remotos se pagaba un crecido interés, después se fue moderando conforme 
a la variación de las cosas, como ha sucedido a poca diferencia en todos los 
países de Europa y aun del mundo en donde hay censos; y últimamente el 
rey mi señor y padre, por su Pragmática Sanción de 12 de febrero de 1705, 
mandó que se reduxese en los reynos de Castilla y León a tres por ciento el 
rédito de los censos, que era de cinco, con los efectos ventajosos al público que acredita su observancia, quedando en la Corona de Aragón el mismo 
rédito del cinco, porque el estado en que entonces se hallaba no permitió 
igual moderación, y si bien, abolidos sus fueros en el año de 1707, se dudó si había de extenderse a ella la citada pragmática, como se creía por muchos 
ministros zelosos conveniente a aquellos pueblos, no llegó el caso de tomarse en este punto resolución decisiva hasta asegurarse si las circunstancias de 
su comercio y la calidad y situación de sus censos persuadían útil semejante 
reducción. Y habiéndose examinado muchas veces esta materia por el mi 
Consejo pleno y por ministros de literatura, juicio y experiencia, con informes antiguos y modernos, y consultándose repetidamente que esta moderación de réditos sería tan justa y conveniente en aquella Corona como lo ha 
sido en la de Castilla, sin embargo de algunas contradicciones particulares y 
no debiendo retardar a aquellos mis amados vasallos el beneficio que pueden causarles las providencias privativas de mi soberanía, conformándome 
con el dictamen de mi Consejo y ministros referidos, por los fundamentos con 
que lo han apoyado, por decreto señalado de mi real mano de seis de este 
mes he sido servido resolver, como por esta mi carta resuelvo y mando, que 
en todo el distrito y provincias de mi Corona de Aragón se observe la referida Pragmática Sanción de 12 de febrero de 1705 sobre la minoración de 
réditos de los censos redimibles y al quitar, como en ella se previene. Y para 
su mejor inteligencia y cumplimiento declaro que la reducción de cinco a 
tres por ciento se ha de entender en todos los censos consignativos, reales, personales o mixtos, que estuvieren creados o se fundaren en adelante, sin 
embargo de qualesquier firmezas, cláusulas y pactos que tengan sus escrituras, aunque sea el reservativo de dominio que se practica en algunos territorios, que donde estuviere recibida la costumbre de poder ajustar el rédito en 
granos o frutos se regule la paga de éstos por reducción de la Real Pragmática sin exceso alguno. Que desde el día de su publicación en las cabezas de 
partido queden reducidas al tres por ciento todas las concordias en que las 
comunidades, pueblos, universidades y particulares hayan ajustado el rédito 
a más que a tres, aunque sea a menos de a cinco; pero si hubiere algunas con 
mayor moderación que al rédito de tres, subsistan con su fuerza y vigor, 
pagándose sólo al respecto de lo convenido; que no se entienda prohibido 
por este nuevo establecimiento el crear o constituir qualquiera censo redimible con menor pensión de tres por ciento, pues aunque de esta cantidad 
nunca ha de poder exceder el rédito, bien puede baxar en el principio de la 
imposición o posteriormente por concordia'.


(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, V, 
79-80 [Nov. 10, 15, 9].)
Real Pragmática de 1 1 de julio de 1765 por la que se establece 
la libertad de comercio de los granos y se abole la tasa
1. Mando que desde la publicación de esta pragmática no se observe en estos 
mis reynos la tasa de los granos y demás semillas, no obstante las leyes que 
la prescriben.
2. Quiero que sea libre su venta y compra, para que así en los años estériles como en los abundantes sea igual y recíproca la condición de los vendedores y compradores.
3. Con el deseo de que mis vasallos tengan todos los recursos lícitos para 
beneficiar sus frutos y proveerse oportunamente de los que necesiten, permito el libre comercio de los granos en todo el interior de mis reynos; y concedo amplia facultad y libertad a las personas legas que residan en ellos, así 
mercaderes como otros qualesquiera que se dedicasen a este comercio, para 
que puedan comprar, vender y trasportar de unas provincias y parages a otros 
los granos, almacenarlos y entroxarlos donde mejor les conviniese.
4. Para evitar que la malicia y reprobada codicia de los hombres abuse 
de esta concesión, convirtiendo en daño del público lo que se dirige al bien 
común, renuevo y confirmo todas las leyes que prohiben los monopolios, los 
tratos ilícitos y los torpes lucros, y quiero que se proceda rigorosamente a la 
execución de sus penas contra los que incurriesen en ellas; y mando que se remunere a los legítimos denunciadores con la quarta parte de lo que denunciaren ante la justicia y que las otras tres se apliquen al juez y pobres del pueblo donde se cometiese el delito.


5. Así los mercaderes como otros qualesquiera de los expresados que se 
dedicasen a este comercio han de tener precisamente libros bien ordenados, 
en que conste todas las porciones de granos que han comprado y vendido, 
como lo tienen los comerciantes de otros géneros.
6. No han de poder formar ni establecer cofradías, gremio o compañía 
con pretexto alguno.
7. Los almacebes y troxes de los comerciantes en granos han de ser públicos y sujetos a socorrer en caso de necesidad a los pueblos de la comarca donde existiesen con los granos precisos para el abasto del pan cocido y para sembrar, pagándoles de contado, y antes de salir de los almacenes y troxes, a los 
precios corrientes en los mismos pueblos y sus mercados, y no habiéndolos, 
en los más inmediatos, sin que se necesite otra justificación que la de un testimonio del escribano del Ayuntamiento del pueblo donde se celebren los 
mercados.
(Novísima Recopilación de las Leyes de España, Madrid, 1805, III, 
452 [Nov. 7, 19, 11].)
Las Reflexiones sobre el comercio español a Indias, 
de Campomanes (1762)
Este es el efecto que resultará de abrir el comercio de la carrera de Indias a 
todos los puertos de España generalmente. Los géneros se venderían en América más baratos; así los venden los estrangeros y ganan. Esta ganancia y fletes continuos aumentarían nuestra marina y navegación, y disminuirían la 
estrangera. Y con el tiempo los estrangeros no podrían hacer el comercio ilícito en las Indias, porque los americanos recibirían de nuestra mano las mercaderías tan abundantes y baratas como las suyas.
La ganancia del retorno nos pondría en estado de vender los géneros de 
ida con mayor equidad. El riesgo que trae el contrabando siempre discriminaría a los estrangeros, en tal caso, para no emprender un comercio tan seguido como el que hoy se hace de efectos que en nuestras flotas jamás van; porque los géneros comestibles, las ropas bastas y mucha mercería no van jamás 
en navíos españoles de flota. Ni podría tener qüenta a los flotistas llevarlos, 
por los crecidos derechos de toneladas, que obligan a reducir el comercio a 
géneros preciosos y abandonar el de los voluminosos, que es el que mantiene a la gran marina y se hace incompatible con los derechos subidos.


Por conseqüencia la pesca, la madera, el arroz, el cáñamo y lino, el sebo, 
la carne salada, que pudieran criarse y beneficiarse en nuestras colonias, se 
abandona su cultivo por falta de navegación para sacar estos géneros voluminosos, que necesitan muchas embarcaciones y ocupan muchos marineros. Estos géneros, como bastos, los desechan nuestras flotas y los españoles de los demás puertos del reyno están privados de traficar en ellos. Ve 
aquí otro de los efectos que las flotas, en el método actual, influyen para 
el decadente estado de las colonias. Las manufacturas de los ingleses y su 
navegación tienen su fundamento en el aprovechamiento de todos los géneros bastos de las colonias septentrionales que possen en la América. Si navegaran con géneros preciosos a ellas y traxeran de retorno los de esta especie, seguramente que su comercio se podría hacer también con 70 navíos, 
pero sus escuadras, en tiempo de guerra, no podrían cubrir y dominar la 
mar, como hoy hacen.
Todas las naciones se engrandecen por principios naturales y las que están 
decadentes deben su mal estar a la menor actividad y a una falta de luces que 
es patrimonio de la desidia. Todo se sabe por comparación y el que no se 
mueve y no ve muchos objetos, y reflexiona sus relaciones respectivas, no 
se halla en estado de comparar ni de saber.
Libertad y actividad son los medios con que los ingleses emprendieron 
su gran idea del comercio universal. Su constancia en favorecer y aprovechar 
todos los medios que se encaminan a este principio es la que les ha puesto 
en tanto auge, éste la mantiene con la gran navegación que hacen a las colonias. El comercio de los géneros baratos es el más lucroso, el que les mantiene más marina. Para esto es menester quitar el derecho de toneladas [se 
refiere al de palmeo], que es el que ha arruinado nuestra navegación.
Una tonelada es un buque de 25 quintales en España. En Francia e Inglaterra son 20 quintales no más. Como se cobran los mismos derechos por las 
toneladas que lleven encajes de Flandes que si llevasen losa de Talavera, de 
ay que para evitar el comercio la paga de unos derechos crecidos sobre los 
géneros bastos, carga de los finos, para que de esta suerte le salga mejor la 
cuenta. Pues los derechos de tonelada sobre los géneros bastos recargarían de 
tal modo su precio que serían invendibles en la América.
Las aduanas en Inglaterra hacen toda la atención del gobierno. El saber 
cargar ciertos géneros, franquear otros y premiar la salida de otros es el continuo estudio de la nación inglesa. Todos los vasallos de la Gran Bretaña navegan, pues, libremente de todos sus puertos a sus colonias. Todas las invenciones útiles a extender el comercio y la población tienen premio seguro del 
gobierno; esos son los medios con que la Inglaterra hace florecer su tráfico.
Este método es muy sencillo y estaba reservado para el feliz reynado de 
Carlos III. Dichoso el príncipe en cuyo tiempo abrace la nación este pro yecto de extender a todo el reyno el comercio de la América. Esta sola providencia y la atención a nuestras colonias, con los principios que van tocados, y a la pesca, a breves años pondrá la marina española en estado de hacer 
frente a la inglesa, porque nuestra población y nuestra marina no serían inferiores en número ni en calidad, y estaría de nuestra parte la ventaja por la 
bondad y riqueza de nuestras colonias en comparación de las inglesas, reducidas a la pesca y al transporte de madera y comestibles.


(Pedro Rodríguez Campomanes: Reflexiones sobre el comercio español a Indias. Edición y estudio preliminar de Vicente Llombart Rosa. 
Madrid, 1988, Instituto de Estudios Fiscales, 383-385.)
Reglamento de libertad de comercio con Indias de 1778
Como desde mi exaltación al trono de España fue siempre el primer objeto de mis atenciones y cuidados la felicidad de mis amados vasallos de estos 
reynos y los de Indias, he ido dispensando a unos y otros las muchas gracias y beneficios que deben perpetuarse en su memoria y reconocimiento. 
Y considero yo que sólo un comercio libre y protegido entre españoles europeos y americanos puede restablecer en mis dominios la agricultura, la 
industria y la población a su antiguo vigor, determiné por decreto e instrucción de 16 de octubre de 1765 franquear a varios puertos de esta península la navegación a las islas de Barlovento, que luego se fue estendiendo a 
otros parages de América con la experiencia de sus ventajosos efectos, hasta que por Real Decreto de 2 de febrero de este año me serví ampliar aquella primera concesión a los provincias de Buenos-Ayres y a los reynos de 
Chile y el Perú, cuya contratación hace tan rápidos progresos. Pero no satisfecho aún el paternal amor que me deben todos mis vasallos, y atendiendo ahora a que en dictamen de mi supremo Consejo de Indias y de otros 
ministros zelosos del bien común de la nación concurren iguales o mayores causas para comprehender en la misma libertad de comercio a los reynos de Santa Fe y Goatemala, he venido en resolverlo así después del más 
prolixo y maduro examen y, en su conseqüencia he mandado formar un 
reglamento completo que contenga todos los puntos de las anteriores concesiones no revocados en ésta, las nuevas gracias que ahora dispenso y dos 
aranceles de avalúos y derechos de quantos géneros, efectos y frutos se 
embarcaren para la América y los que de ella vinieren a España, con el fin 
útil de que en la presente Real Cédula se hallen unidas todas las reglas que 
se deben observar para la libre navegación a las Indias, según se explicarán 
en los artículos siguientes:


1.Todas las naves que se destinaren a este comercio han de pertenecer 
enteramente a mis vasallos, sin participación alguna de extrangeros, 
y los dueños de ellas lo deberán hacer constar según ordenanza ante 
los jueces de Indias de los respectivos puertos habilitados, sean las 
embarcaciones de construcción española o extrangera, porque las de 
esta clase que huvieren comprado los españoles y las que adquiriesen 
en el término de dos años contados desde la fecha de esta Real Cédula, quedan relevadas por la gracia particular del derecho de extrangería y las concedo que puedan navegar a Indias.
2.Cumplido el bienio señalado sólo quedarán habilitadas las de construcción extrangera que hasta entonces se huvieren matriculado y no 
se admitirán otras en adelante que las de fábrica española, pues a fin 
de aumentar el número de éstas, se facilitarán a mis vasallos en estos 
reynos y los de América las maderas que necesiten y no estén destinadas a construir vageles para mi Real Armada. Y al que fabricare 
navío mercante de trescientas toneladas o más le concederé por vía 
de premio la rebaxa de una tercera parte de los derechos que adeude 
en su primer viage a Indias, por los frutos y géneros que embarcare 
de cuenta propria.
3.Los capitanes o patrones, maestres, oficiales de mar y las dos partes 
de marineros de las embarcaciones han de ser precisamente españoles o naturalizados en estos y para aquellos reynos, y el otro tercio 
podrá componerse de extrangeros cathólicos, comprehendiéndose 
todos en la matrícula que se forma por los ministros encargados de 
ella, y por consiguiente en la obligación que deben otorgar los capitanes de volver a España los individuos de sus tripulaciones.
4.Tengo habilitados en la península para este libre comercio a Indias 
los puertos de Sevilla, Cádiz, Málaga, Almería, Cartagena, Alicante, 
Alfaques de Tortosa, Barcelona, Santander, Gijón y Coruña; y los de 
Palma y Santa Cruz de Tenerife en las islas de Mallorca y Canarias, 
con arreglo a sus particulares concesiones, en las que únicamente se 
permite a los naturales de ellas embarcar en sus registros las producciones y manufacturas proprias de las mismas islas, con absoluta prohibición de conducir géneros extrangeros, a menos que vengan sus 
embarcaciones a tomarlos en alguno de los puertos habilitados de 
España.
5.En los dominios de América he señalado igualmente como puertos 
de destino para las embarcaciones de este comercio los de San Juan de 
Puerto Rico, Santo Domingo y Monte-Christi en la isla Española; 
Santiago de Cuba, Trinidad, Batabanó y La Habana en la isla de Cuba; 
las dos de Margarita y Trinidad; Campeche en la provincia de Yuca tán; el golfo de Santo Tomás de Castilla y el puerto de Omoa en el 
reyno de Goatemala; Cartagena, Santa Marta, Río de el Hacha, Portovelo y Chagre en el de Santa Fe y Tierra Firme (exceptuando por 
ahora los de Venezuela, Cumaná, Guayana y Maracaibo, concedidos 
a la Compañía de Caracas sin privilegio exclusivo); Montevideo y 
Buenos-Ayres en el Río de la Plata; Valparaíso y La Concepción en 
el reyno de Chile, y los de Arica, Callao y Guayaquil en el reyno del 
Perú y costas de la Mar del Sur.


(Reglamento y aranceles reales para el comercio libre de España a 
Indias de 12 de octubre de 1778, Madrid, Pedro Marín.)
Real Cédula de 2 de junio de 1782 por la que se crea 
el Banco de San Carlos
Don Carlos, por la gracia de Dios rey de Castilla, de León, de Aragón, de 
las Dos Sicilias, de Jerusalén, de Navarra, de Granada, de Toledo, de Valencia, de Galicia, de Mallorca, de Sevilla, de Cerdeña, de Córdova, de Córcega, de Murcia, de Jaén, de los Algarves, de Algeciras, de Gibraltar, de las 
islas de Canaria, de las Indias Orientales y Occidentales, islas y tierra firme del mar Océano, archiduque de Austria, duque de Borgoña, de Brabante y de Milán, conde de Abspurg, de Flandes, Tirol y Barcelona, señor 
de Vizcaya y de Molina, etc. A los de mi consejo, presidente y oidores de 
de mis Audiencias y Chancillerías, alcaldes, alguaciles de mi Casa y Corte 
y a todos los corregidores, asistente, gobernadores, alcaldes mayores y ordinarios y otros cualesquiera jueces y justicias, así de realengo como los de 
señorío, abadengo y órdenes, tanto a los que ahora son como a los que serán 
de aquí adelante, y demás personas de cualquier estado, dignidad o preeminencia que sean o puedan de todas las ciudades, villas y lugares de estos 
mis reynos y señoríos a quienes lo contenido en esta mi Cédula tocar pueda en qualquier manera, Sabed: Que se ha considerado desde el reynado 
de Felipe Segundo por muchas personas versadas en el comercio y en el 
manejo de la Real Hacienda la necesidad de establecer Erarios o Bancos 
públicos para facilitar las operaciones del mismo comercio y contener las 
usuras y monopolios, y aunque las providencias tomadas en varios tiempos y la administración de las Rentas Reales de cuenta de mi Real Hacienda en los dos reynados anteriores han disminuido en parte los perjuicios 
públicos, quedan subsistentes todavía algunos de la mayor conseqüencia e 
importancia respecto de la circulación del dinero, así la general como la 
mercantil. La erección de Vales y medios Vales de Tesorería a que han pre cisado las urgencias de la presente guerra por no cargar de pesadas contribuciones a mis fieles vasallos exigía también el establecimiento de un recurso pronto y efectivo para reducir aquellos Vales a moneda de oro y plata 
quando sus tenedores la necesitasen o prefiriesen. Este concurso de causas 
ha obligado a meditar algún medio capaz de precaver todos los inconvenientes y facilitar la circulación en beneficio de todo el reyno. Y habiendo 
con este fin puesto en mis manos don Francisco Cabarrús, vecino de esta 
Corte, una proposición dirigida al establecimiento de un Banco Nacional 
que abrazase aquellos objetos y los desempeñase, tube (sic) a bien mandarla 
examinar repetidamente por ministros y personas de toda mi confianza, 
experiencia y desinterés, para asegurar el acierto y la buena fe en el cumplimiento de lo que se estableciese. Además de aquel examen y de que con 
arreglo a las observaciones y especies que me propusieron las personas consultadas, se extendió la resolución que convendría tomar, para que su publicación se hiciese a satisfacción de todas las clases del Estado que podrían 
interesarse principalmente en el Banco, quise que el gobernador de mi Consejo convocase una Junta que había de presidir, compuesta del decano del 
mismo Consejo, don Miguel María de Nava, del primer fiscal conde de 
Campomanes, de don Pedro Pérez Valiente, decano actual de la Junta General de Comercio, de don Miguel de Gálvez, ministro togado del Consejo 
de Guerra, del conde de Tepa, que lo es del Consejo y Cámara de Indias, de 
don Gaspar de Jovellanos, del Consejo de Órdenes, de don Pablo de 
Ondarza, del de Hacienda y fiscal de Comercio, del Tesorero General marqués de Zambrano, del diputado más antiguo de Millones, don Manuel 
Ruiz Mazmela, del Director General de Rentas más antiguo, don Rosendo Sáez de Parayuelo, del Procurador General del Reyno, don Pedro Manuel 
Sáenz de Pedroso, del regidor más antiguo de Madrid, don Joseph Pacheco, y de su alférez mayor, conde de Altamira, marqués de Astorga, por su 
ayuntamiento y nobleza, del diputado más antiguo don Antonio María de 
Bustamante y del Procurador General y Personero don Juan Bernardino 
Feijoo por todo el pueblo, del conde de Saceda, el marqués de las Hormazas, don Francisco Cabarrús y don Juan Drouvilhet, que habían de firmar 
las acciones de erección del Banco, del diputado más antiguo de los Gremios Mayores de Madrid, don Juan Manuel de Baños, de don Manuel 
Gozalo del Río, don Francisco Vicente de Gorvea, don Juan Joseph de Goicoechea y el conde de Arboré por el comercio al por mayor. En esta numerosa junta mandé se hiciese presente mi resolución para la erección del Banco, con orden de que, reflexionada por todos los vocales, expusiesen 
libremente lo que les ocurriese y pareciese sobre lo que conviniese o se 
debiese añadir o explicar en los principales, substanciales e importantes 
puntos de su establecimiento, y habiéndolo executado así y pasado a mis Reales manos el acuerdo uniforme de la Junta y los dictámenes fundados 
por escrito de muchos de sus vocales, en que con el mayor zelo expusieron 
quanto tuvieron por conveniente, conformándose con el parecer de la misma Junta y con los deseos que en los anteriores reynados de Felipe Segundo, Tercero y Quarto, mis progenitores, manifestaron los tribunales, Consejos y aun las Cortes que empezaron en nueve de febrero de mil seiscientos 
diez y siete sobre este particular, por Decreto señalado de mi Real mano 
de quince de mayo próximo dirigido al mi Consejo, que fue publicado y 
mandado cumplir en él, y con vista de lo expuesto por mis tres fiscales, he 
venido en crear, erigir y autorizar un Banco, que por su objeto y fin debe 
ser nacional y general para estos reynos y los de Indias...


(Edición fotográfica incluida en El Banco de España. Una historia 
económica, Madrid, 1970, Banco de España, páginas no numeradas.)
Panegírico del Banco de San Carlos por Francisco Cabarrús
Representémonos en efecto una cantidad inmensa de numerario substraída 
a la circulación, sin utilidad para los dueños, gravados con el injusto derecho de depósito, ni para el Estado, que perdía el aumento de acción que debía 
producir, esperando la comodidad de los poseedores de tierras, que casual y 
parcialmente la admitían con un interés módico y arbitrario. ¡Ah!, si don 
Miguel de Múzquiz hubiese completado esta operación saludable, si hubiese justificado la preferencia que pedía la Corona, substituyendo a favor de 
los particulares frustrados de la facultad de tomar dinero sobre sus haciendas, la de venderlas, tendría la gloria inmortal de haber roto el primer eslabón de aquella cadena de desigualdad y de estanco, que vincula las propiedades, destruye la industria e impide la circulación de los bienes, no menos 
necesaria que la de los signos destinados a representarlos.
El tiempo ha justificado ya los Vales Reales. Unas escrituras del Estado 
con un interés equitativo para el Erario, pero bastante alto para determinar 
en lo sucesivo el de todos los contratos, y para hacer circular el dinero sepultado, el gravamen de los interesados sufrido por todos los vasallos como carga pública y repartido entre ellos a proporción de lo que ayudaban a sostenerla; el derecho dado a cada uno de indemnizarse por la diferencia del servicio 
que hacía como prestamista de la parte que le tocaba como contribuyente; 
las precauciones tan bien tomadas contra el primero de los abusos a que está 
sujeto este recurso, la falsificación, de que ni se ha verificado ni puede verificarse un solo exemplo; las que caben en una monarquía contra el segundo, 
esto es, su ilimitada multiplicación, imponiendo en las solemnidades con que cada cédula anuncia y circunscribe su número el único freno de que es 
capaz la autoridad, la opinión pública y su propio interés; en fin, la comodidad y la facilidad del giro, atributos esenciales de semejantes efectos. Tales 
son los principios de economía y justicia que presidieron a esta operación, 
combatida hasta ahora con exemplos de absoluta disparidad más bien que 
con razones fundadas, pero que ha triunfado por fin y ha demostrado que, 
no debiendo negarse al poder soberano el derecho de imponer, menos se le 
debió dificultar el de hacer circular entre los contribuyentes la representación de las imposiciones, que no podían aprontarse en el punto que las necesitaba el Estado.


Don Miguel de Múzquiz desplegó en el discurso de esta operación aquella constancia que nace del convencimiento íntimo de la verdad, y para corregir los estorbos que causaba a la circulación de los Vales Reales, a falta de una 
fuerza pública destinada a mantenerlos en un perfecto equilibrio con el dinero, cooperó a la formación del Banco Nacional, obra superior tal vez a la fuerza de su alma, pero no a sus conocimientos y a su zelo; obra cuya existencia 
y prosperidad probará siempre lo que pueden, reunidos, la autoridad, la inteligencia y el patriotismo, y cuya ruina sólo probaría el desprecio, el olvido o 
la ignorancia de estos principios.
Pero si don Miguel de Múzquiz no tomó sobre sí el noble y difícil empeño de resistir a las pasiones miserables, que de frente o a espaldas combatían 
este establecimiento, lejos de dexarse preocupar por ellas se esmeró en cimentar el Banco, poniendo exclusivamente en su mano el pago de la deuda nacional, concesión justificada por el giro de los Vales Reales, por el aumento excesivo de los derechos que percibe el Erario y por el repartimiento de las 
utilidades que produce.
No contento con haber consolidado el Banco y atraído el dinero muerto a un centro común por el aliciente de la seguridad, combinado con la 
utilidad que producían estas y otras concesiones, conoció que para cimentar esta empresa, destinada a hacer refluir los fondos que ponía en movimiento hacia la industria nacional, ya en sus relaciones directas, ya en los 
planos de mejoramiento inaccesibles a los particulares, era forzoso borrar 
para siempre aquella desconfianza arraigada en los corazones contra las 
obligaciones de la Corona, que perjudicaba a todos los establecimientos 
sujetos a su influencia. Este objeto tuvo el decreto por el qual se admitían 
sobre la Renta del Tabaco censos y rentas vitalicias, pudiendo los imponedores entregar la tercera parte en créditos del señor Felipe V.Allí están condenadas aquellas máximas ridículas y detestables de que los reyes son menores y usufructuarios de la Corona, que por una comparación pueril se 
asimilaba a un mayorazgo, cuyo sucesor no debe satisfacer los empeños del 
último poseedor; como si los soberanos pudiesen contraer deudas y obli gaciones personales, como si todas no fuesen cargas del Estado, en cuya 
defensa y conservación las emplean; o, en fin, como si el Estado, que nunca muere, no estuviese siempre sujeto a las obligaciones que se impuso por 
medio del supremo administrador que le representa. Allí están estampados 
con toda su fuerza los verdaderos principios, los únicos que pueden conciliar la justicia con la utilidad duradera.


(Francisco Cabarrús: Elogio del Excelentísimo conde de Gausa. 
Madrid, 1786, Viuda de Ibarra, 45-50.)
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Historias económicas
No existe ninguna historia económica de España en el siglo XVIII, de modo que se 
incluyen historias económicas generales que tratan este siglo e historias económicas 
dedicadas a la Edad Moderna. Tan sólo se incluye una historia general, por la especial 
amplitud con que trata la historia económica, pero esta temática también se trata en 
muchas otras que no se citan.
Alvar, A., Anes, G., García, M., García, E., Ruiz, J. L, Saavedra, P. y Zofío, J. C. (2006): 
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X-XX. Barcelona, Crítica.
Fernández, R. (1996): Historia de España. 4. Siglo XVIII. Madrid, Historia 16. (Aunque 
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González Enciso, A., De Vicente Algueró, E J., Floristán Imízcoz, A. y Torres Sánchez, R. 
(1992): Historia económica de la España moderna. Madrid, Actas.
González Enciso, A. y Matés Barco, J. M., coords. (2006): Historia económica de España. 
Barcelona, Ariel-Fundación Schola. (Esta obra dedica muy pocas páginas al siglo 
XVIII, como en general a toda la Edad Moderna, ya que se centra en los siglos XIX 
y xx.)
Llopis Agelán, E., ed. (2004): El legado económico del Antiguo Régimen en España. 
Barcelona, Crítica.
Marcos Martín, A. (2000): España en los siglos XVI, XVII y XVIII. Economía y sociedad. 
Barcelona, Crítica-Caja Duero.
Vicens Vives, J. (1965): Manual de historia económica de España, con la colaboración 
de Jordi Nadal. Barcelona, 4.a ed., Editorial Vicens-Vives. (Clásica, pero muy 
anticuada.)


Obras generales
Se incluyen en este apartado obras de tipo general que no pueden clasificarse claramente como relativas a la población, agricultura, industria o comercio, así como monografías regionales, comarcales y locales. Algunas de estas últimas han sido fundamentales en la renovación historiográfica española de los últimos tiempos. Sin embargo, 
son muy numerosas y no se han incluido todas.
Alberola Roma, A. (1984): Jurisdicción y propiedad de la tierra en Alicante (siglos XVII 
y XVIII). Alicante, Universidad de Alicante-Ayuntamiento de Alicante.
Álvarez Vázquez, J. A. (1987): Rentas, precios y crédito en Zamora en elAntiguo Régimen. 
Zamora, Colegio Universitario de Zamora.
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XVIII. Barcelona, Ariel.
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Homenajea Pierre Vilar. Barcelona, Crítica, 505-535.
(1988): Economía y sociedad en la Asturias del Antiguo Régimen. Barcelona, Ariel.
Ardit Lucas, M. (2004): Creixement econbmic i conflicto social. La foia de Llombai entre 
els segles XIII i XIX. Catarroja-Barcelona, Afers.
Arízcun Cela, A. (1988): Economía y sociedad en un valle pirenaico de Antiguo Régimen: 
Baztán, 1600-1841. Pamplona, Gobierno de Navarra.
Artola Gallego, M. (1978): Antiguo Régimen y revolución liberal. Barcelona, Ariel. 

dir. (1988): Enciclopedia de Historia de España. I.Economía y Sociedad. Madrid, 
Alianza.
Barreiro Mallón, B. (1978): La jurisdicción de Xallas en el siglo XVIII. Población, sociedady economía. Santiago de Compostela, Universidad de Santiago de Compostela.
Bartolomé Bartolomé, J. M. (1996): Vino y viticultores en el Bierzo. Sociedad y estructura económica durante el siglo XVIII. León, Universidad de León.
Bernabé Gil, D. (1982): Tierra y sociedad en el Bajo Segura (1700-1750). Alicante, 
Universidad de Alicante-Caja de Ahorros Provincial de Alicante.
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Agricultura, Pesca y Alimentación.
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García-Baquero González, A. (1985): "Andalucía en el siglo XVIII: el perfil de un crecimiento ambiguo", en R.Fernández, ed.: España en el siglo XVIII. Homenaje a 
Pierre Vilar. Barcelona, Crítica, 342-412.
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